
Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

LEY DE LOS DERECHOS 
DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Muy bien. Continuamos con el orden del día.

El siguiente punto es la segunda lectura del dictamen con
proyecto de decreto que reforma la Ley de los Derechos de
las Personas Adultas Mayores. 

Consulta la Secretaría a la Asamblea si se le dispensa la
lectura al dictamen.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen. 

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Se dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable asamblea:

A la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la
LVIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión, le fue turnada para su discusión
y resolución legal la iniciativa siguiente:

Iniciativa que reforma el artículo 41 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, presentada en se-
sión del Pleno de la Cámara de Diputados el día 5 de No-

viembre, por la Diputada Lorena Martínez Rodríguez a
nombre de los integrantes de la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables.

Ésta Comisión a través de la Subcomisión de Adultos Ma-
yores, con fundamento en lo establecido por los artículos
71 y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y de conformidad con las facultades que nos
otorgan los artículos 39, numerales 1 y 2  fracciones III y
XVIII, artículo 45 párrafo VI incisos F y G y demás relati-
vos y concordantes de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, y las que se deri-
ven al caso, como son las contenidas en los artículos 55,
56, 60, 87, 88 y 93 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se somete a la consideración de los integrantes de es-
ta Honorable Asamblea el presente dictamen bajo los
siguientes: 

I.- Antecedentes:

PRIMERO.  Con fecha 5 de noviembre de 2002 la Dip. Lo-
rena Martínez Rodríguez, a nombre de la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, presento al pleno de esta
H. Cámara de Diputados, la iniciativa de decreto por la que
se reforma el artículo 41 y se deroga el 42  de la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores.

SEGUNDO. En sesión celebrada el 5 de noviembre del año
en curso, por acuerdo del C. Presidente de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, se turnó a la Co-
misión de Atención a Grupos Vulnerables  para su estudio
y dictamen la iniciativa referida con antelación.

TERCERO. Con la misma fecha en que fue turnada la ini-
ciativa descrita, la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables, conoció la propuesta de reformas y adiciones, pro-
cediendo a turnarse a la Subcomisión de Adultos Mayores
a cargo de la C. Dip. Raquel Cortes López, para efecto de
llevar a cabo el análisis de intercambio de puntos de vista,
en su momento para su discusión, aprobación o modifica-
ción en su caso.
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CUARTO. La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables
celebró reuniones de trabajo para discutir y analizar, la ini-
ciativa presentada.

QUINTO. De la exposición de motivos de la iniciativa que
en el rubro se describe, los diputados de esta Comisión
coinciden con los argumentos aducidos por la autora de di-
cha iniciativa., como lo es:

Que un Organismo Público Descentralizado se distingue de
los órganos de la Administración Pública Centralizada a
los que se les identifica con el Poder Ejecutivo Federal o
Estatal o con el Ayuntamiento a nivel municipal, de tal ma-
nera que es un organismo ubicado en la administración pú-
blica paraestatal

II.- Contenido de las iniciativas. 

La Diputada Federal Lorena Martínez Rodríguez presentó
el pasado 5 de noviembre del 2002 una iniciativa que re-
forma la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores, considerando lo siguiente: 

1. La importancia de la atención a la población adulta de
nuestro país, que actualmente es de aproximadamente de 7
millones de adultos mayores.

2. La Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res tiene como objetivo fundamental propiciar las condi-
ciones para un mayor bienestar físico y mental a fin de que
los adultos mayores puedan ejercer plenamente sus capaci-
dades en el seno de la familia, la sociedad, incrementando
su autoestima y preservando su dignidad como ser huma-
no; para ello, contempla la creación de un organismo de-
nominado Instituto Nacional de las Personas Adultas Ma-
yores, para coordinar, promover, apoyar, fomentar, vigilar
y evaluar las acciones públicas, estrategias y programas
que se derivan de la propia ley.

3. En su artículo 41 establece que las relaciones de trabajo
entre dicho instituto y sus trabajadores, se regirán por la
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, re-
glamentaria del apartado “B” del artículo 123 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

4. Se cuenta con el antecedente de que en la actual legisla-
tura, se aprobó la Ley del Instituto Nacional de las Muje-
res, como un organismo público descentralizado, similar al

del Instituto Nacional de las Personas Mayores. En esta ley
se establece que las relaciones laborales entre el instituto y
sus trabajadores se regirán por el apartado “A” del artículo
123 de nuestra Carta Magna.

5. Por lo anterior, y con la finalidad de concordar las nor-
mas legales que regulan institutos encaminados a la aten-
ción de sectores vulnerables de la sociedad, se propuso re-
formar el artículo 41 de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, por ende,  la modificación de la
relación laboral de los trabajadores del Instituto Nacional
de las Personas Adultas Mayores al apartado “A” del artí-
culo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y derogar el artículo 42 de la misma ley.

III. Consideraciones

Los integrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vul-
nerables, consideran  viable la reforma propuesta en esta
iniciativa, por ende,  el presente dictamen establece que es
necesario modificar el contenido del artículo 41 de la Ley
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, aproba-
da por la actual Legislatura.

La ley en cita fue aprobada el pasado 30 de abril,  determi-
nando en su artículo 41 que el régimen laboral al que que-
darían sujetos los trabajadores del Instituto Nacional de las
Personas Adultas Mayores (INAPAM), seria el apartado
“B” del artículo 123 Constitucional, al considerarlos como
trabajadores al servicio del estado con todos los derechos
laborales y prerrogativas que son naturales a dicho régi-
men.

Con fundamento en el artículo 123, apartado A, fracción
XXXI, inciso d), subinciso 1 que señala: 

“El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales
regirán:

A. entre los obreros, jornaleros, empleados, domésticos, ar-
tesanos y, de una manera general, todo contrato de trabajo:

I a XXX....

XXXI. la aplicación de las leyes de trabajo corresponde a
las autoridades de los Estados, en sus respectivas jurisdic-
ciones, pero es competencia exclusiva de las autoridades
federales en los asuntos relativos a:
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a)....

b)Empresas: 

1. Aquellas que sean administradas en forma directa o des-
centralizadas por el Gobierno Federal;

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de Comisión
de Atención Grupos Vulnerables de la LVIII Legislatura de
la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, dic-
taminan favorablemente la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores que han quedado expresadas en el pre-
sente dictamen, por lo que nos permitimos someter a la
consideración del pleno de esta Honorable Asamblea el si-
guiente:

Decreto por el que se reforma
La Ley de los Derechos de las

Personas Adultas Mayores

ÚNICO: Se reforma el artículo 41 y se deroga el artículo
42 de la Ley De Los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores, para quedar como sigue:

Artículo 41. Las relaciones de trabajo entre el instituto y
sus trabajadores, se regirán por el apartado A del artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Artículo 42. Se deroga.

TRANSITORIOS.

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO. Los derechos de carácter individual y colec-
tivo de los trabajadores del Instituto Nacional de las Perso-
nas Adultas Mayores, se conservarán sin afectación algu-
na.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 10 dí-
as del mes de diciembre del año 2002.

Por la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables:

Diputados: Enrique Villa Preciado (rúbrica), Raquel Cortés
López (rúbrica), Lorena Martínez Rodríguez (rúbrica), Al-
ba Leonila Herrera (rúbrica), Librado Treviño Gutiérrez

(rúbrica), Lizbeth Evelia Medina Rodríguez (rúbrica), Gu-
mersindo Alvarez Sotelo (rúbrica), Esveida Bravo Martí-
nez, Pedro Pablo Cepeda Sierra (rúbrica), José Abraham
Cisneros Gómez (rúbrica),  María Elena Lourdes Chávez
Palacios (rúbrica), Nemesio Domínguez Domínguez, Jorge
Luis García Vera (rúbrica), Beatriz Guadalupe Grande Ló-
pez (rúbrica), Julio César Lizárraga López (rúbrica), José
Bañales Castro (rúbrica), Sergio Maldonado Aguilar (rú-
brica), Raúl Martínez González (rúbrica), Esperanza Santi-
llán Castillo (rúbrica), Gregorio Arturo Meza de la Rosa
(rúbrica), Ricardo Augusto Ocampo Fernández (rúbrica),
Patricia Aguilar García (rúbrica), Teodora Elba Arrieta Pé-
rez, Benjamín Ayala Velásquez (rúbrica), Jesús Alejandro
Cruz Gutiérrez (rúbrica), Beatriz Patricia Lorenzo Juárez
(rúbrica), Esteban Daniel Martínez Enríquez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Para fundamentar el dictamen de conformidad con el ar-
tículo 108 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, ha
solicitado hacer uso de la palabra el diputado Enrique
Adolfo Villa Preciado, por la comisión.

El diputado Enrique Adolfo Villa Preciado: 

Con su permiso, señora Presidenta; compañeros diputadas
y diputados:

Los diputados integrantes de la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables y los diferentes grupos parlamentarios,
nos pronunciamos en favor de la iniciativa de reforma a la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, que
presentamos a consideración en este pleno. 

Lo anterior debido a que resulta necesaria la modificación
al artículo 41 de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores y la derogación del artículo 42, con la fi-
nalidad de concordar las normas legales que regulan insti-
tutos encaminados a la atención de sectores vulnerables de
la sociedad. 

Por ende, la modificación de la relación laboral de los tra-
bajadores del Instituto Nacional de las Personas Adultas
Mayores, al apartado A, del artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y derogar el ar-
tículo 42 de la misma ley. Quedando salvaguardados sus
derechos como trabajadores en el cambio del régimen la-
boral, ya que un organismo público descentralizado, se dis-
tingue de los demás órganos de la Administración Pública
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Centralizada, a los que se les identifica con el Poder Eje-
cutivo Federal, estatal o con el mismo ayuntamiento. De tal
manera que al crear el Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores, como lo define el artículo 24 de la mis-
ma ley, su naturaleza es de un organismo público descen-
tralizado de la Administración Pública Federal, con perso-
nalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía técnica y
de gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, obje-
tivos y fines. 

Por lo que con carácter de descentralizado se ubica como
un organismo de la Administración Pública Paraestatal. En
este caso, quedarán protegidas las relaciones laborales, por
la Ley Federal del Trabajo, reglamentaria del Apartado A,
del artículo 123 constitucional. 

Los diputados que conformamos esta comisión, estimamos
el dictamen favorable en virtud de que estas modificacio-
nes no afectan el espíritu de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores. Y por acuerdo de la comisión,
solicitamos a la Presidencia obviar el posicionamiento por
las diferentes fracciones parlamentarias y proceder a la vo-
tación de la misma. 

Es cuanto, señora Presidenta. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado. 

Sin embargo, debemos consultar si algún grupo parlamen-
tario desea posicionarse. No siendo así, se pregunta si hay
oradores en pro o en contra, le ruego a la Secretaría con-
sulte si el dictamen se encuentra suficientemente discutido
en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia en votación económica,
se consulta a la Asamblea si el dictamen se encuentra sufi -
cientemente discutido en lo general y en lo particular.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Está suficientemente discutido.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento Interior
del Congreso General, ya consultamos si había alguna re-
serva en lo particular. No habiéndola, le ruego a la Secre-
taría se abra el sistema electrónico hasta por 10 minutos
para proceder a la votación en lo general y en lo particular
de el proyecto de decreto.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento Interior. Abrase el sistema electrónico hasta por
10 minutos para proceder a la votación en lo general y en
lo particular del proyecto de decreto.

(Votación.)

Se emitieron 373 votos en pro, cero en contra y dos abs-
tenciones.

Presidencia de la diputada 
María Elena Alvarez Bernal

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

Aprobado en lo general y en lo particular por 373 votos.
Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que reforma la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores.

Pasa al Senado para los efectos constitucionales.

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Pasamos al capítulo de excitativas.

Tiene la palabra el diputado Jaime Martínez Veloz del gru-
po parlamentario del PRD para presentar una excitativa a
la Junta de Coordinación Política.
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El diputado Jaime Cleofas Martínez Veloz: 

Con su permiso, señora diputada; compañeras diputadas,
compañeros diputados: 

El 22 de octubre del presente año el diputado Amador Ro-
dríguez Lozano y el de la voz presentamos un punto de
acuerdo que se turnó a la Junta de Coordinación Política
con el propósito de que elabore una resolución para que el
pleno de esta soberanía apruebe presentar a la Suprema
Corte de Justicia de la Nación un juicio de controversia
constitucional por la instalación de plantas de generación
de energía eléctrica de exportación y terminales de gas na-
tural licuado para Estados Unidos en territorio de Baja Ca-
lifornia.

Ante el autismo y la complicidad gubernamental, las vora-
ces compañías transnacionales no pierden el tiempo ni es-
catiman recursos para difundir mentiras, ofrecer baratijas y
comprar a quien venda sus servicios.

Se nos dice que no existen riesgos y que la contaminación
es mínima en estas instalaciones. Si es así y ningún kilo-
watt es para México ¿por qué las compañías extranjeras no
instalan las plantas en su país? No lo hacen porque las le-
yes norteamericanas son rígidas en este tema y no permiten
lo que sí le permiten los funcionarios mexicanos.

El vicepresidente de Estados Unidos Dick Chaine, en su
ambiciosa receta llamada Plan Chaine, acaba de anunciar
un plan de inversiones en la industria eléctrica, la del pe-
tróleo, la petroquímica y la de gas natural licuado para au-
mentar la producción de energía en Estados Unidos y la rea-
lización de grandes y ventajosos negocios con la demanda
electricidad en América Latina.

El Secretario de Energía Ernesto Martens presto va a Esta-
dos Unidos a decir que urgen inversiones en México por 60
mil millones de dólares para incrementar en 26 mil 280
megavatios para ser autosuficientes en el año 2008. ¿Pero
a qué país se refiere el señor Martens? A Estados Unidos o
a México, porque ningún kilowatt de los que se van a pro-
ducir en las plantas de Baja California son para México, to-
dos son para Estados Unidos.

Sin embargo, en días pasados el Presidente de México des-
de el extranjero acusó a los diputados de que nos mueve el
interés personal, partidario y no el de la gente. Y yo le pre-
gunto al Presidente: ¿qué interés lo mueve a él para entre-
gar negocios, recursos y soberanía mexicana a los corpora-

tivos extranjeros? Si Vicente Fox ha rendido malas cuentas
a los inversionistas extranjeros de su campaña electoral, él
debe responder ante ellos sin involucrar a México.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Martínez Veloz, permítame por favor.

Diputada Erika Spezia. Activen el sonido en la curul de la
diputada Erika Spezia.

La diputada Erika Elizabeth Spezia Maldonado
(desde su curul): 

Señora Presidenta: pido una moción de orden para poder
escuchar al orador. Que se guarde silencio.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señora diputada; compañeros diputados:

Les solicitamos atentamente presten mayor atención al se-
ñor orador y de ser posible ocupen sus curules.

Continúe el orador.

El diputado Jaime Cleofas Martínez Veloz: 

Ante los defraudados inversionistas extranjeros de su cam-
paña electoral, Fox deberá responder en lo personal y se-
guramente a escondidas. La defensa de la soberanía, inde-
pendencia y autonomía del Legislativo jamás podrá
interpretarse como interés partidista y personal. Ahí están
los hechos, la verdad, la historia que no está sujeta a la pro-
paganda, a la mercadotécnica ni al derroche publicitario
pondrá a cada cual en su lugar.

Compañeras y compañeros diputados: vengo aquí con us-
tedes a pedir una sola cosa: que se cumpla la Constitución
y que su incumplimiento no perjudique ni a Baja Califor-
nia ni a la nación. El párrafo sexto del artículo 27 constitu-
cional establece: “corresponde exclusivamente a la nación
generar, conducir, transformar, distribuir y abastecer ener-
gía eléctrica que tenga por objeto la prestación del servicio
público. En esta materia no se otorgarán concesiones a los
particulares y la nación aprovechará los bienes y recursos
naturales que se requieran para dichos fines”.

Por ello, pido a mis compañeros diputados de la Junta de
Coordinación Política, con la Constitución en la mano
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dictaminen a la brevedad este punto de acuerdo y lo pon-
gan a consideración del pleno de esta soberanía.

Muchas gracias.

«Excitativa a la Junta de Coordinación Política por parte
del diputado Jaime Martínez Veloz.

El 22 de octubre del presente año, el diputado Amador Ro-
dríguez Lozano y el de la voz, presentamos un punto de
acuerdo, que se turnó a la Junta de Coordinación Política,
con el propósito de que elabore una resolución para que el
Pleno de esta soberanía, apruebe presentar a la Suprema
Corte de Justicia, un juicio de controversia constitucional,
por la instalación de plantas de generación de energía eléc-
trica de exportación y terminales de gas natural licuado,
para Estados Unidos, en territorio de Baja California. 

Ante el autismo y la complicidad gubernamental, las vora-
ces compañías transnacionales no pierden el tiempo, ni es-
catiman recursos para difundir mentiras, ofrecer baratijas y
comprar a quien venda sus servicios. 

Se nos dice que no existen riesgos y que la contaminación
es mínima en estas instalaciones. 

Si es así y ningún kilowatt es para México, ¿por qué las
compañías extranjeras no instalan las plantas en su país? 

No lo hacen porque las mismas leyes norteamericanas son
rígidas en este tema y no permiten lo que sí les permiten los
funcionarios mexicanos. 

El vicepresidente de Estados Unidos, Dick Cheney, en su
ambiciosa receta llamada ?Plan Cheney?, acaba de anun-
ciar un plan de inversiones en la industria eléctrica, la del
petróleo, la petroquímica y la de gas natural licuado, para
aumentar la producción de energía en Estados Unidos y la
realización de grandes y ventajosos negocios con la de-
manda de electricidad en América Latina. 

El secretario de Energía, Ernesto Martens, presto va a Es-
tados Unidos a decir que urgen inversiones en México por
60 mil millones de dólares para incrementar en 26 mil 280
megavatios para ser autosuficientes en el año 2008. 

¿Pero a qué país se refiere el señor Martens, a Estados Uni-
dos o a México? Porque ningún kilowatt de los que se van
a producir en las plantas de Baja California, son para Mé-
xico, todos son para Estados Unidos. 

Sin embargo en días pasados, el Presidente desde el ex-
tranjero, acusa a los diputados de que nos mueve el interés
personal, partidario y no el de la gente. 

Y yo le pregunto al Presidente: ¿Qué interés lo mueve a él
para entregar territorio, negocios, recursos y soberanía me-
xicanos a los corporativos extranjeros? 

Si Vicente Fox ha rendido malas cuentas a los inversionis-
tas extranjeros de su campaña electoral, él debe responder
ante ellos sin involucrar a México. 

Ante los defraudados inversionistas extranjeros de su cam-
paña electoral, Fox deberá responder en lo personal, y se-
guramente, a escondidas. 

La defensa de la soberanía, independencia y autonomía del
Legislativo jamás podrá interpretarse como interés parti-
dista o personal. 

Ahí están los hechos, la verdad. La Historia, que no está su-
jeta a la propaganda, a la mercadotecnia, ni al derroche pu-
blicitario, pondrá a cada cual en su lugar. 

Compañeras y compañeros diputados: 

Vengo aquí, con ustedes, a pedir sólo una cosa: que se cum-
pla la Constitución y que su incumplimiento no perjudique
ni a Baja California ni a la nación. 

El párrafo sexto del artículo 27 constitucional establece:
¿Corresponde exclusivamente a la nación generar, condu-
cir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica que
tenga por objeto la prestación de servicio público. En esta
materia no se otorgarán concesiones a los particulares y la
nación aprovechará los bienes y recursos naturales que se
requieran para dichos fines?

Por ello pido a mis compañeros diputados de la Junta de
Coordinación Política, con la Constitución en la mano, dic-
taminen a la brevedad este punto de acuerdo y lo pongan a
consideración del Pleno de esta soberanía. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 días del mes de no-
viembre de 2002.— Diputado Jaime Martínez Veloz (rú-
brica).»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.
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De conformidad con lo que establece el artículo 21 frac-
ción XVI, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos se
realiza una excitativa a la Junta de Coordinación Polí-
tica.

ESTATUTO DE GOBIERNO 
DEL DISTRITO FEDERAL

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

El diputado Mauro Huerta Díaz, del grupo parlamentario
del Partido Verde Ecologista, para realizar una excitativa a
la Comisión del Distrito Federal.

El diputado Mauro Huerta Díaz:

Buenas tardes señores diputados; señora Presidenta de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión:

Bernardo de la Garza Herrera, Francisco Agundis Arias,
Esveida Bravo Martínez, María Teresa Campoy Ruy Sán-
chez, Olga Patricia Chozas y Chozas, Diego Cobo Terrazas,
Arturo Escobar y Vega, José Rodolfo Escudero Barrera,
Sara Guadalupe Figueroa Canedo, Nicasia García Domín-
guez, Alejandro Rafael García Sainz Arena, María Cristina
Moctezuma Lule, Julieta Prieto Fuhrken, Concepción Sa-
lazar González, Erika Elizabeth Spezia Maldonado y su
servidor, diputado Mauro Huerta Díaz, integrantes de la
LVIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, in-
tegrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, con fundamento en el artículo 21 fracción
XVI, 87, 88 y demás relativos del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, solicitamos a la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, se sirva excitar a las comisiones de Goberna-
ción y Seguridad Pública y del Distrito Federal, para que
elaboren y presenten ante el pleno de la Cámara de Dipu-
tados, el dictamen con proyecto de decreto que reforma el
artículo 18 y adiciona el artículo 40 al Estatuto de Gobier-
no del Distrito Federal, bajo las siguientes

CONSIDERACIONES

Primera. El grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, considera que las marchas y movilizacio-

nes se han transformado de un ejercicio como derecho
constitucional, a una práctica reiterada que como medio de
presión y expresión en la mayoría de los casos se desarro-
lla en una forma anárquica, lo que pone en riesgo la inte-
gridad de los individuos pertenecientes al grupo de mani-
festantes y a terceros, a quienes además se les afecta de
manera continua en su desplazamiento normal por la Ciu-
dad de México hacia sus actividades laborales, escolares u
otras.

También afecta a los servicios de emergencia e impacta en
forma directa al medio ambiente, al constituirse precursora
de la generación de mayor número de contaminantes.

Segunda. El pasado 18 de abril del 2002 fue presentada ante
esta tribuna una iniciativa que reforma el artículo 18 y adi -
ciona el artículo 140 del Estatuto de Gobierno del Distrito
Federal, la cual pretende regular la utilización de vías y es-
pacios públicos con relación a movilizaciones, marchas,
concentraciones y/o plantones, mediante el establecimien-
to de reformas jurídicas que permitan a todos los mexica-
nos ejercer su libertad de tránsito consagrada en nuestra
Constitución Política.

Tercera. El 29 de octubre pasado, el grupo parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México, presentó excitati-
va a diversas comisiones por varias iniciativas presentadas
por nuestro partido en las legislaturas LVII y LVIII de este
honorable Congreso de la Unión, de entre las cuales se en-
contraba la referida iniciativa que reforma el artículo 18 y
adiciona el artículo 140 al Estatuto de Gobierno del Distri-
to Federal.

Cuarta. Las comisiones de Gobernación y Seguridad Pú-
blica y del Distrito Federal de esta Cámara de Diputados,
no han elaborado dictamen correspondiente, sin que a la
fecha se haya dado cumplimiento al mandato de Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos.

Quinta. Consideramos respetuosamente que a las comisio-
nes de Gobernación y Seguridad Pública y del Distrito Fe-
deral, se les debe aplicar nuevamente la fracción XVI del
artículo 21 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 

Por lo antes expuesto y fundado, a usted, señora Presiden-
ta de la Cámara de Diputados, atentamente pedimos:
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Unico. Tenga por presentada esta excitativa y se sirva em-
plazar a las comisiones de Gobernación y Seguridad Públi -
ca y del Distrito Federal de la Cámara de Diputados, para
que elaboren y presenten ante el pleno en fecha o plazo de-
terminado, el dictamen con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 18 y adiciona el artículo 140 al Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal. Y apercibiéndoles de que en
el caso de que haya un nuevo incumplimiento, se propon-
drá a la Cámara que pase la iniciativa respectiva a otra co-
misión.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 13 de di-
ciembre de 2002.

Muchas gracias, señora Presidenta y a todos los señores dipu-
tados, gracias por su atención. 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

C. Presidente de la Cámara de Diputados del H. Congreso
de la Unión.-—Presente.

Bernardo de la Garza Herrera, Francisco Agundis Arias,
Esveida Bravo Martínez, María Teresa Campoy Ruy Sán-
chez, Olga Patricia Chozas y Chozas, Diego Cobo Terra-
zas, Arturo Escobar y Vega, José Rodolfo Escudero Barre-
ra, Sara Guadalupe Figueroa Canedo, Nicasia García
Domínguez, Alejandro Rafael García Sainz Arena, Mauro
Huerta Díaz, María Cristina Moctezuma Lule, Julieta Prie-
to Fuhrken, Concepción Salazar González, Erika Elizabeth
Spezia Maldonado, diputados de la LVIII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión integrantes del grupo par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en los artículos 21, fracción XVI, 87, 88 y de-
más relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, soli-
citamos a la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión se sir-
va excitar a las Comisiones de Gobernación y Seguridad
Pública, y del Distrito Federal para que elaboren y presen-
ten ante el Pleno de la Cámara de Diputados de la LVIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión el dicta-
men con proyecto de decreto que reforma el artículo 18 y
adiciona el artículo 140 al Estatuto de Gobierno del Distri-
to Federal, bajo las siguientes 

Consideraciones 

Primera. El grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México considera que las marchas y movilizacio-
nes se han transformado de un ejercicio como derecho
constitucional en una práctica reiterada que, como medio
de presión y expresión, en la mayoría de los casos se des-
arrolla en forma anárquica, lo que pone en riesgo la inte-
gridad de los individuos pertenecientes al grupo manifes-
tante y a terceros, a quienes además se afecta de manera
continua en su desplazamiento normal por la Ciudad de
México hacia sus actividades laborales, escolares u otras;
también afecta los servicios de emergencia e impacta en
forma directa en el medio ambiente, al constituirse en pre-
cursora de la generación de mayor número de contaminan-
tes. 

Segunda. El pasado dieciocho de abril de 2002 fue presen-
tada ante esta tribuna una iniciativa que reforma el artículo
18 y adiciona el artículo 140 del Estatuto de Gobierno del
Distrito Federal, la cual pretende regular la utilización de
vías y espacios públicos, con relación a movilizaciones,
marchas, concentraciones o plantones, mediante el estable-
cimiento de reformas jurídicas que permitan a todos los
mexicanos ejercer su libertad de libre tránsito, consagrada
en nuestra Constitución Política. 

Tercera. El 29 de octubre pasado, el grupo parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México presentó excitati-
va a diversas comisiones por varias iniciativas presentadas
por nuestro partido en las Legislaturas LVII y LVIII de es-
te honorable Congreso de la Unión, entre las que se encon-
traba la referida iniciativa que reforma el artículo 18 y adi-
ciona el artículo 140 al Estatuto de Gobierno del Distrito
Federal. 

Cuarta. Las Comisiones de Gobernación y Seguridad Pú-
blica, y del Distrito Federal de esta Cámara de Diputados
no han elaborado dictamen correspondiente, sin que a la fe-
cha se haya dado cumplimiento al mandato del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos. 

Quinta. Consideramos respetuosamente que a las Comisio-
nes de Gobernación y Seguridad Pública, y del Distrito Fe-
deral se les debe aplicar nuevamente la fracción XVI del
artículo 21 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Por lo antes expuesto y fundado, a usted, C. Presidenta de
la Cámara de Diputados, atentamente pido: 

Unico. Tenga por presentada esta excitativa, y se sirva em-
plazar a las Comisiones de Gobernación y Seguridad Pú-
blica, y del Distrito Federal de la Cámara de Diputados pa-
ra que elaboren y presenten ante el Pleno en fecha o plazo
determinado el dictamen con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 18 y adiciona el artículo 140 al Estatuto
de Gobierno del Distrito Federal. Y apercibiéndoles de
que, en caso de que haya un nuevo incumplimiento, se pro-
pondrá a la Cámara que pase la iniciativa respectiva a otra
comisión. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión de los
Estados Unidos Mexicanos, a los 13 días del mes de di-
ciembre de 2002.- Diputados: Bernardo de la Garza Herre-
ra (rúbrica), Francisco Agundis Arias (rúbrica), José Anto-
nio Arévalo González (rúbrica), Esveida Bravo Martínez
(rúbrica), María Teresa Campoy Ruy Sánchez (rúbrica),
Olga Patricia Chozas y Chozas (rúbrica), Diego Cobo Te-
rrazas (rúbrica), Arturo Escobar y Vega (rúbrica), José Ro-
dolfo Escudero Barrera (rúbrica), Sara Guadalupe Figueroa
Canedo (rúbrica), Nicasia García Domínguez (rúbrica),
Alejandro Rafael García Sainz Arena, Mauro Huerta Díaz
(rúbrica), María Cristina Moctezuma Lule, Julieta Prieto
Fuhrken (rúbrica), Concepción Salazar González (rúbrica),
Erika Elizabeth Spezia Maldonado (rúbrica).»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado. 

De conformidad con lo que establece el artículo 21 frac-
ción XVI del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
realiza una excitativa a las comisiones de Gobernación
y Seguridad Pública y del Distrito Federal, para que
emitan el dictamen correspondiente.

Pasamos a la siguiente excitativa.

Es a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y está re-
gistrado el diputado Rafael Servín Maldonado.

El diputado Rafael Servín Maldonado (desde su curul):

Señora Presidenta:

Tengo conocimiento que está agendada en el dictamen de
la Comisión de Trabajo y Previsión Social y por lo tanto ya
no procede la excitativa. 

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado. 

A las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Tra-
bajo y Previsión Social, el diputado Alfredo Hernández
Raigosa.

¿No se encuentra el diputado Hernández Raigosa? Queda
al final de este capítulo si se incorpora al pleno. 

EXCITATIVAS

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público por el dipu-
tado Víctor Emanuel Díaz Palacios. 

El diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios:

Muchas gracias, señora Presidenta; compañeras y compa-
ñeros diputados:

Quiero rogarle a la Presidenta que sea tan amable en auto-
rizar que en una sola participación pueda hacer referencia
a estas iniciativas y que dé instrucciones a la Secretaría para
que se inserten en su totalidad en el Diario de los Debates
así como en la Gaceta Parlamentaria. 

He presentado una iniciativa que fue turnada a las comi-
siones de Población, Fronteras, Asuntos Migratorios y a las
de Relaciones Exteriores que aspira a lo siguiente: hemos
mencionado mucho en esta tribuna, ¿qué pasa con los de-
rechos humanos de nuestros connacionales? Y hemos reci-
bido también quejas de otros países que no tenemos noso-
tros una legislación al respecto. ¿Qué hacemos con
nuestros vecinos del sur cuando ellos tienen que cruzar
nuestro territorio nacional para llegar al país vecino del
norte? ¿Qué hacemos con los propios connacionales cuan-
do cambian de una ciudad a otra o en el mismo estado de
una comunidad a la capital?

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados479



Aquí hemos escuchado con mucha insistencia al diputado
Tarsicio Navarrete, vicecoordinador de Asuntos Interna-
cionales de Acción Nacional, hemos escuchado al vicecoor-
dinador de Asuntos Internacionales del PRD Sergio
Acosta.

Entonces estamos nosotros haciendo una atenta invitación
a estas dos comisiones para que a la brevedad que le sea
posible rindan este dictamen porque nos da a los mexica-
nos la calidad moral para poder exigir que se respeten los
derechos de los connacionales en otro país. 

La siguiente es una iniciativa que fue turnada a la Comi-
sión de Hacienda en donde aspira a lo siguiente. Como us-
tedes saben, existe ya una bolsa que tiene la Federación
para incentivar la Recaudación Fiscal en lo que se refiere
al agua potable y también al predial.

El problema que encontramos aquí que cuando regrese ese
premio la Federación a los municipios no va etiquetado,
entonces ellos lo ocupan en diferentes rubros y no en in-
fraestructura hidráulica que es ahí donde se necesita y que
tenemos un gran rezago.

Aquí sí, a los señores de Acción Nacional que han escu-
chado el reclamo de una coinversión que ha pedido el se-
ñor Presidente de la República y que fueron testigos que se
tuvo que dar un borrón y cuenta nueva con más de 70 mil
millones de pesos, esto representa más del 1% del Produc-
to Interno Bruto porque no hay la suficiente recaudación.

Y la tercera es en donde estamos nosotros pidiendo a la Se-
cretaría de Hacienda que por fin dé certidumbre a las enti-
dades federativas y a los municipios. Hemos negociado
año tras año el apoyo a las entidades federativas, no en-
contramos la razón por qué hacerlo de esta manera, ¿por
qué no dejarlo dentro del Ramo 23 o el Ramo 33, ya eti-
quetados, sin mencionar una cantidad pero que den la cer-
tidumbre a los estados para que puedan tomarlos en cuen-
ta en sus presupuestos que realizan anualmente y viene ahí
una modificación, y aquí yo quiero rogar la atención de los
pocos legisladores que se encuentran en este momento,
porque nos afecta a todos. En la mayoría de los parlamen-
tos del mundo hay un renglón que es vinculación del legis-
lador con sus electores. Aquí lo que nosotros estamos aspi-
rando es a que los legisladores tengan del PAFEF, que es
un logro de todos y cada uno de nosotros, un porcentaje pa-
ra que ellos puedan priorizar la obra que necesiten en su
distrito y evitar la cantaleta que hemos escuchado aquí to-
dos los días, en donde si el legislador está en un Estado, en

donde el Gobierno ha sido emanado de otro instituto polí-
tico diferente al suyo, entonces no tiene la posibilidad de
poder gestionar obras.

Con esta reforma que no afecta el Presupuesto, tendremos
la certidumbre todos y cada uno de los legisladores, de po-
der exigir en nuestra entidad federativa cómo debemos
priorizar esa obra; no violentamos de ninguna manera el
115 constitucional ni tampoco violentamos la autonomía
que tienen las entidades federativas y por supuesto los le-
gisladores no van a ejercer ese dinero, solamente van a
priorizar las obras y así poder tener la posibilidad de llegar
con sus electores y poder mostrar además del trabajo legis-
lativo para el cual fuimos electos, también demostrar que
somos buenos gestores en las obras.

Por su atención, muchísimas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Excitativa a las comisiones de Población, Fronteras y
Asuntos Migratorios y de Relaciones Exteriores para que
dictaminen la iniciativa de Ley Sobre Derechos de los Mi-
grantes.

El que suscribe, en mi calidad de diputado federal a la
LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 87, 21, fracción
XVI, y demás relativos del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, solicito respetuosamente de esta Presidencia, ten-
ga a bien formular una excitativa a las Comisiones de Po-
blación, Fronteras y Asuntos Migratorios, y de Relaciones
Exteriores, a efecto de que dictaminen a la brevedad para
su presentación ante el Pleno de este órgano legislativo, la
iniciativa de Ley sobre Derechos de los Migrantes. 

Antecedentes

El día 12 de noviembre de 2002, a nombre del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, se pre-
sentó ante el Pleno de esta H. Cámara la iniciativa de Ley
sobre Derechos de los Migrantes, y es la fecha en que no se
ha emitido el dictamen correspondiente. 

La política migratoria en México es una de las expresiones
esenciales de la soberanía nacional. En el actual momento
que vive la nación, una política migratoria realista y diná-
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mica, está orientada a promover el desarrollo económico,
con justicia social. 

Las disposiciones contempladas en la Ley sobre Derechos
de los Migrantes tendrán que ser de orden público y de ob-
servancia general en toda la República. Su objeto es esta-
blecer los derechos de que gozan los migrantes dentro del
territorio nacional. La problemática migratoria que se vive
actualmente en México, está íntimamente ligada a la reali-
dad social e implica riesgos y tensiones que se dan tanto en
la frontera norte como en la sur. Ello significa una atención
más rigurosa a los derechos humanos y laborales de los mi-
grantes, pero al mismo tiempo, el respeto a la soberanía de
los estados fronterizos de la República, contando con su
cooperación e identidad con la política migratoria nacional.
Al mismo tiempo requiere del cumplimiento de la legisla-
ción económica, de desarrollo social y de los tratados in-
ternacionales suscritos por México. 

Es cierto que la modernización del Estado de derecho se
sustenta en conjugar la humanización y eficiencia de la po-
lítica migratoria, con su normatividad. De ahí que el artí-
culo 30 constitucional, que define la nacionalidad mexica-
na, es muy claro que se adquiere por nacimiento o por
naturalización. 

Lo mismo que el artículo 32, señala que los mexicanos se-
rán preferidos a los extranjeros, en igualdad de circunstan-
cias, para toda clase de concesiones y empleos. 

Por su parte, el artículo 33, señala que los extranjeros tie-
nen derecho a las garantías que otorga la Constitución, pe-
ro no podrán, de ninguna manera, inmiscuirse en los asun-
tos políticos del país. 

De estos principios fundamentales se derivan las leyes y
reglamentos de la política migratoria como lo son: la Ley
General de Población, la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública y la Ley de Nacionalidad, para situar a las tres
principales. La primera establece que el Ejecutivo federal,
a través de la Secretaría de Gobernación, promoverá y co-
ordinará las medidas adecuadas para resolver los proble-
mas demográficos nacionales. 

Es necesario en este sentido que las detenciones y deporta-
ciones de indocumentados extranjeros, en nuestra frontera
sur se lleve a cabo en estricto apego a los derechos huma-
nos y a las leyes del país. 

Por ello necesitamos un marco jurídico moderno que res-
ponda a los retos de una sociedad internacional cada vez
más plural y que incrementa el flujo de personas de todos
niveles. 

Con este marco jurídico que se está proponiendo, así como
con la capacitación de nuestro personal, unidos a la ética y
responsabilidad de los servidores públicos, se podrán hacer
efectivos los propósitos de cumplir la ley, de promover una
sana política migratoria, que realmente fortalezca el des-
arrollo del país, en el actual proceso de globalización in-
ternacional. 

La complejidad y naturaleza multifacética de los flujos mi-
gratorios internacionales, exigen respuestas y soluciones
que tomen debidamente en cuenta esas peculiaridades. Pa-
ra México está claro que un fenómeno con estas caracterís-
ticas y dimensiones no admite soluciones simples, aisladas
o unilaterales. Sabemos que las respuestas, para ser satis-
factorias y duraderas, requieren de imaginación y voluntad
políticas. Aunque la forma y el contenido específicos de
estas soluciones no pueden definirse en estos momentos
con precisión, es posible identificar algunos criterios fun-
damentales que deben orientar la búsqueda de respuestas a
este enorme desafío que el mundo enfrenta en el umbral del
tercer milenio. Estos criterios serían: solidaridad interna-
cional, respeto a los derechos humanos, promoción del des-
arrollo y bienestar con sentido de equidad entre las nacio-
nes, cooperación, enfoques multilaterales y visión de largo
plazo. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, a usted, C. Presi-
denta de la Cámara de Diputados en la LVIII Legislatura
del H. Congreso de la Unión, atentamente pido se sirva: 

Unico. En los términos de lo dispuesto por el artículo 2l,
fracción XVI, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
excite y envíe el presente documento a las Comisiones de
Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, y de Relacio-
nes Exteriores, para que presenten el dictamen respectivo a
la iniciativa de Ley sobre Derechos de los Migrantes, pre-
sentada el 12 de noviembre de 2002, a nombre del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, diciembre de 2002.- Diputado Víctor Emanuel Dí-
az Palacios (rúbrica).»
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Excitativa a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
para que dictamine la iniciativa que reforma y adiciona los
artículos 25, 32, 33 y 34 del Capítulo V de los fondos de
aportaciones federales de la Ley de Coordinación Fiscal.

Ciudadana diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión.- Presente.

El que suscribe, en mi calidad de diputado federal a la
LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 87, 21, fracción
XVI, y demás relativos del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, solicito respetuosamente de esta Presidencia, ten-
ga a bien formular una nueva excitativa a la Comisión de
Hacienda y Crédito Publico, a efecto de que se dictamine a
la brevedad para su presentación ante el Pleno de este ór-
gano legislativo, la iniciativa que reforma y adiciona los ar-
tículos 25, 32, 33 y 34 del Capítulo V de los Fondos de
Aportaciones Federales de la Ley de Coordinación Fiscal. 

Antecedentes 

El día 8 de noviembre de 2001, a nombre del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, se pre-
sentó ante el Pleno de esta H. Cámara, la iniciativa que re-
forma y adiciona los artículos 25, 32, 33 y 34 del Capítulo
V de los Fondos de Aportaciones Federales de la Ley de
Coordinación Fiscal; el pasado 22 de octubre de 2002, pre-
senté una excitativa para que se dictaminara y es la fecha
en que no se ha emitido el dictamen correspondiente. 

Primero. El objetivo de dicha iniciativa es insertar en el
Capítulo V, artículo 25, en su numeral III, el Fondo de
Apoyos para el Fortalecimiento de las Entidades Federati-
vas. 

Segundo. Reformar y adicionar el artículo 32 en donde se
establece la forma en que se fijará el Fondo de Apoyos pa-
ra el Fortalecimiento de las Entidades Federativas, deter-
minado anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración, con recursos federales, por un monto equivalente
sólo para efectos de referencia, al 0.814% de la recauda-
ción federal participable a que se refiere el artículo 22 de
esta ley, según estimación que de la misma se realice en el

propio Presupuesto, con base en lo que al efecto establez-
ca la Ley de Ingresos de la Federación para ese ejercicio. 

Tercero. En el artículo 33 se propone que las aportaciones
se realicen con cargo al Fondo de Apoyos para el Fortale-
cimiento de las Entidades Federativas, destinando dichas
participaciones para el saneamiento financiero, apoyo a los
sistemas de pensiones de las entidades federativas, priori-
tariamente a las reservas actuariales, así como a la inver-
sión en infraestructura de cualquier naturaleza de las enti-
dades federativas, dichos recursos no podrán destinarse
para erogaciones de gasto corriente y de operación salvo en
el caso de dichos sistemas de pensiones. 

El 10% de este fondo será ejercido por los estados y el Dis-
trito Federal de acuerdo a las prioridades propuestas por los
diputados federales, la distribución de esta porción del fon-
do será por partes iguales a cada uno de los distritos uni-
nominales que integre la representación nacional en cada
estado y en el Distrito Federal. 

Cuarto. La reforma y adición en el artículo 34, inciso c), en
donde se menciona la necesidad de implantar que el Fondo
de Apoyo para el Fortalecimiento de las Entidades Federa-
tivas, se distribuya entre las entidades federativas de acuer-
do a las asignaciones y reglas que se establezcan en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación. 

La iniciativa en comento pretende: 

Primero. Que el desarrollo local y regional del país depen-
de en gran medida de la consolidación de un sistema de co-
ordinación federal eficiente. 

Segundo. Que el fortalecimiento de las Haciendas estatales
y municipales está relacionado directamente con su capaci-
dad real de gestión y administración autónoma de los re-
cursos fiscales de que disponen. 

Tercero. Que la experiencia indica que los recursos del Ra-
mo 23, correspondientes al PAFEF, han sido utilizados pri-
mordialmente como gasto de inversión en infraestructura
estatal y municipal. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, a usted, C. Presi-
denta de la Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura
del H. Congreso de la Unión, atentamente pido se sirva 

Unico. En los términos de lo dispuesto por el artículo 21,
fracción XVI, del Reglamento para el Gobierno Interior del
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Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, exci-
te y envíe el presente documento a la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público para que presente el dictamen respec-
tivo a la iniciativa que reforma y adiciona los artículos 25,
32, 33 y 34 del Capítulo V de los Fondos de Aportaciones
Federales de la Ley de Coordinación Fiscal, presentada el
8 de noviembre de 2001, a nombre del grupo parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. 

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
diciembre de 2002.— Diputado Víctor E. Díaz Palacios,
por el grupo parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Excitativa a las comisiones de Hacienda y Crédito Público
y de Fortalecimiento del Federalismo, para que dictamine
la iniciativa de reforma al artículo 2o.-A de la Ley de Co-
ordinación Fiscal.

C. diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión.-
Presente.

El que suscribe, en mi calidad de diputado federal a la
LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 87, 21, fracción
XVI, y demás relativos del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, solicito respetuosamente de esta Presidencia ten-
ga a bien formular una nueva excitativa a la Comisión de
Hacienda y Crédito Publico y a la Comisión de Fortaleci-
miento del Federalismo a efecto de que se dictamine a la
mayor brevedad, para su presentación ante el Pleno de es-
te órgano legislativo, la iniciativa de reforma al artículo 2-
A de la Ley de Coordinación Fiscal. 

Antecedentes 

El día 11 de septiembre de 2002, en nombre del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, se pre-
sentó ante el Pleno de esta H. Cámara la iniciativa de re-
forma al artículo 2-A de la Ley de Coordinación Fiscal. El
pasado 24 de octubre presenté una excitativa para que se
dictaminara, y es la fecha en que no se ha emitido el dicta-
men correspondiente. 

Esta iniciativa de reforma tiene como propósito fundamen-
tal redefinir la actual fórmula relativa a la distribución de
1% de la Recaudación Federal Participable correspondien-
te al Fondo de Fomento Municipal, mediante la cual los re-
cursos generados por la eficiencia en la recaudación por
derechos de agua son asignados a los ayuntamientos. 

La Ley de Coordinación Fiscal, en su artículo 2-A, esta-
blece que 1% de la Recaudación Federal Participable se
destine a la creación del Fondo de Fomento Municipal, el
cual involucra dos parámetros fundamentales: la eficiencia
de la recaudación por predial a cargo de los ayuntamientos
y la eficiencia de la recaudación por derechos de agua a
cargo de los ayuntamientos o de los organismos operado-
res. Los recursos calculados con la fórmula actual son en-
tregados a los ayuntamientos y han sido ejercidos de ma-
nera discrecional por éstos sin contar con la definición
exacta de los rubros en que habrán de ser utilizados dichos
recursos, así como sus montos respectivos. 

Lo anterior se sustenta en el hecho de que la fórmula vi-
gente determina el importe total a pagar a cada entidad con
base en la recaudación local por concepto de predial y de-
rechos de agua, conceptos sólo considerados para la deter-
minación del Fondo, sin considerarlos en la práctica, para
determinar la manera en que los recursos asignados deben
ser distribuidos y utilizados. 

Por lo anterior, la iniciativa de reforma que se propone tie-
ne como propósito fundamental hacer que los recursos del
Fondo de Fomento Municipal sean aplicados exactamente
en obras públicas, en el caso del impuesto predial; y para
mejorar e incrementar la cobertura y la calidad de la in-
fraestructura hidráulica, en el caso de los derechos por
agua potable. 

Con la aprobación de la iniciativa, entre los beneficios que
podrán palparse inmediatamente se hallan estos: 

• Aumento inmediato en cobertura de los servicios de agua
potable a la población. 

• Refuerzo o sustitución de la infraestructura hidráulica
existente. 

• Incremento de la eficiencia en la recaudación y, con ello,
incremento del Fondo de Fomento Municipal. 

• Minimización de subsidios a los organismos. 
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• Cambio de números rojos a números negros en los balan-
ces económicos de los organismos. 

• Control presupuestal del Fondo de Fomento Municipal. 

• Pago de contribuciones, en tiempo y forma, a la Federa-
ción por parte de todos los organismos del país, en lugar de
tener organismos irregularmente fiscales. 

La iniciativa contempla la modificación de la fórmula ac-
tual para lograr que el incremento de eficiencia en la re-
caudación de agua y predial no sirva solamente como trá-
mite para el cálculo de un fondo que es entregado
íntegramente a los ayuntamientos para fines no definidos.
Se trata de dar aplicación directa a la fórmula para lograr
que a mayor recaudación en cada una de las contribuciones
que la forman, corresponda mayor cantidad de recursos
económicos por recibir del Fondo para que, efectivamente,
se ejecute mayor cantidad de obra pública. 

Con el incremento de la obra pública se deben obtener ma-
yor recaudación por la satisfacción del servicio en la po-
blación y, por tanto, un incremento en la recepción de re-
cursos del Fondo de Fomento Municipal, cerrando así el
círculo de ingresos y fomentando automáticamente la efi-
ciencia de la recaudación de agua y predial. 

Es menester acotar que en la actualidad, por más esfuerzos
que realicen los organismos operadores en recaudar, en
ningún caso se recibe recurso alguno como estímulo por
este concepto, situación que cambiaría automáticamente
con la modificación de la fórmula. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, a usted, C. Presi-
denta de la Cámara de Diputados en la LVIII Legislatura
del H. Congreso de la Unión, atentamente pido se sirva: 

Unico. En los términos de lo dispuesto por los artículos 21,
fracción XVI, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, exci-
te y envíe nuevamente el presente documento a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Publico y a la Comisión de For-
talecimiento del Federalismo, para que presenten el
dictamen respectivo a la iniciativa de reformas al artículo
2-A de la Ley de Coordinación Fiscal, presentada el 11 de
septiembre de 2002 en nombre del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, diciembre 2002.— Diputado Víctor E. Díaz Pala-
cios.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.

El diputado Díaz Palacios nos ha presentado un con-
junto de excitativas, son las excitativas a la Comisión de
Hacienda y Crédito, a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público y de Fortalecimiento del Federalismo y a la
Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios y de Relaciones Exteriores. A estas comisiones les
instruimos para que en cumplimiento del artículo 21
fracción XVI emitan a la brevedad los dictámenes co-
rrespondientes vinculados con la materia tratada por el
diputado Díaz Palacios.

ARTICULO 115 CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el diputado Benito Vital para presentar una
excitativa.

El diputado Benito Vital Ramírez: 

Excitativa a la Comisión de Puntos Constitucionales para
que dictamine la iniciativa que reforma el sexto párrafo de
la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos para eliminar el trato pri-
vilegiado que reciben las dependencias públicas en lo que
concierne al pago de servicios públicos.

Señora diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión.
Compañeras diputadas, compañeros diputados.

El día 4 de marzo de 2002, el diputado Víctor Emanuel Días
Palacios a nombre del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional presentó ante el pleno de esta
Cámara la iniciativa que reforma el sexto párrafo de la
fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos para eliminar el trato privi-
legiado que reciben las dependencias públicas en lo que
concierne al pago de servicios públicos.
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El pasado 22 de octubre presentó una excitativa para que se
dictaminara y es la fecha en que no se ha emitido el dicta-
men correspondiente. La iniciativa en comento pretende: 

Primero, pretendemos eliminar el trato privilegiado que re-
ciben las dependencias públicas en lo que concierne al pa-
go de servicios públicos. Como se recordará, el artículo
115 constitucional permite exenciones en el pago de estos
servicios a los bienes de dominio público de la Federación
de los estados o los municipios.

Segundo, eliminar las exenciones en el pago de servicios
que dispone el artículo 115 constitucional evitaría el des-
perdicio de recursos escasos como el agua, además de que
contribuiría a fortalecer las finanzas tanto de los gobiernos
municipales como indirectamente de los organismos fede-
rales encargados de generarlos y administrarlos.

En el caso del agua, la eliminación de las exenciones am-
pliaría los márgenes de acción de las autoridades locales y
federales para ampliar la cobertura y calidad de los servicios,
en las áreas geográficas con más altos índices de pobreza.

CONSIDERACIONES

El argumento central que sirve de base a esta iniciativa es
que tales exenciones contribuyen al dispendio y uso no sus-
tentable de recursos escasos como el agua potable o la
energía eléctrica; además de que promueven el empobreci-
miento de las finanzas locales y de algunos organismos fe-
derales; además en términos normativos es inequitativo
que a un grupo de ciudadanos se les obligue a pagar por ta-
les servicios, mientras a otro grupo de ciudadanos se les
ofrecen gratuitamente.

Si el Gobierno que México requiere es un Gobierno que se
someterá constantemente, a una rigurosa rendición de
cuentas, no sólo en lo que se refiere al uso honesto y trans-
parente de los recursos, sino también a la eficacia y calidad
con que se utilizan entonces las exenciones que permite el
115 son un desacierto.

Nos parece que la mejor manera para defender la enmien-
da que proponemos, sea exponer claramente los efectos no-
civos que tiene la exención del pago de un importantísimo
servicio público, el agua, naturalmente la exención en el
pago de ese servicio a las oficinas públicas no ha provoca-
do la difícil situación en la que se encuentran las finanzas
de los municipios o de las instancias que a nivel federal y
local generan y administran este líquido, pero sin duda ta-

les exenciones han contribuido al exacerbar la descapitali-
zación de la industria y a la sobreexplotación y escasez del
recurso. A continuación se detallan algunos de los proble-
mas a que puede llevar la exención en el cobro del agua.

Actualmente los organismos responsables del abasto de
agua potable en las ciudades del país, enfrentan un sinnú-
mero de problemas, entre ellos destaca una precaria situa-
ción financiera, motivada por la bajísima recaudación que
perciben de las tarifas. En efecto generalmente las tarifas
del agua que se cobran en el país, no son suficientes para
cubrir los gastos de inversión que deben realizarse periódi-
camente en materia de infraestructura hidráulica, así como
los gastos necesarios para la operación y administración
del organismo encargado de proveer el recurso.

Las exenciones que contemplan el artículo 115 constitu-
cional, impiden transmitir a los empleados del Gobierno de
México; el Gobierno de México tiene que poner el ejem-
plo, respecto al comportamientito que pide de la ciudada-
nía. Si el Gobierno pide a la ciudadanía pagar por los ser-
vicios públicos, entonces el Gobierno debe empezar por
conducirse de la misma manera, de lo contrario el Gobier-
no perderá el respeto de la ciudadanía y terminará por ca-
recer de autoridad moral.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, a usted ciudada-
na Presidenta de la Cámara de Diputados, en la LVIII Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, atentamente
pido se sirva:

Unico. En los términos de lo dispuesto por los artículos 21
fracción XVI, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
excite y envié nuevamente el presente documento a la Co-
misión de Puntos Constitucionales, para que presente el
dictamen respectivo a la iniciativa de reforma al sexto pá-
rrafo de la fracción IV, del artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
a 12 de diciembre de 2002.— Diputado Benito Vital Ramí-
rez, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Excitativa a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
que dictamine la iniciativa que reforma el sexto párrafo de
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la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para eliminar el trato
privilegiado que reciben las dependencias públicas en lo
que concierne al pago de servicios públicos.

C. diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de  la Unión.-
Presente.

El que suscribe, en mi calidad de diputado federal a la
LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 87, 21, fracción
XVI, y demás relativos del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, solicito respetuosamente de esta Presidencia, ten-
ga a bien formular una nueva excitativa a la Comisión de
Puntos Constitucionales, a efecto de que se dictamine a la
brevedad para su presentación ante el Pleno de este órgano
legislativo, la iniciativa que reforma el sexto párrafo de la
fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos para eliminar el trato privi-
legiado que reciben las dependencias públicas en lo que
concierne al pago de servicios públicos, presentada en la
sesión del viernes 4 de marzo de 2002 por el diputado Víc-
tor E. Díaz Palacios. 

Antecedentes 

El día 4 de marzo de 2002, el diputado Víctor E. Díaz Pa-
lacios, en nombre del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, presentó ante el Pleno de esta H.
Cámara la iniciativa que reforma el sexto párrafo de la
fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para eliminar el trato privi-
legiado que reciben las dependencias públicas en lo que
concierne al pago de servicios públicos, el pasado 22 de
octubre presentó una excitativa para que se dictaminara y
es la fecha en que no se ha emitido el dictamen correspon-
diente. 

La iniciativa en comento pretende: 

Primero: Proponemos eliminar el trato privilegiado que re-
ciben las dependencias públicas en lo que concierne al pa-
go de servicios públicos. Como se recordará, el artículo
115 constitucional permite exenciones en el pago de estos
servicios a los bienes de dominio público de la Federación,
de los estados o los municipios. 

Esta disposición resulta enormemente onerosa tanto para
las finanzas públicas locales como para los organismos fe-
derales encargados de la generación de algunos servicios
públicos como agua potable. 

Segundo: Eliminar las exenciones en el pago de servicios
que dispone el artículo 115 constitucional evitaría el des-
perdicio de recursos escasos como el agua, además de que
contribuiría a fortalecer las finanzas tanto de los gobiernos
municipales como, indirectamente, de los organismos fe-
derales encargados de generarlos y administrarlos. En el
caso del agua, la eliminación de las exenciones ampliaría
los márgenes de acción de las autoridades locales y federa-
les para ampliar la cobertura y calidad de los servicios en
las áreas geográficas con más altos índices de pobreza. 

Consideraciones

El argumento central que sirve de base a esta iniciativa es
que tales exenciones contribuyen al dispendio y uso no sus-
tentable de recursos escasos como el agua potable o la
energía eléctrica, además de que promueven el empobreci-
miento de las finanzas locales y de algunos organismos fe-
derales. Además, en términos normativos, es inequitativo
que a un grupo de ciudadanos se les obligue pagar por ta-
les servicios, mientras a otro grupo de ciudadanos se les
ofrezcan gratuitamente. 

Si, como lo previene el Ejecutivo federal en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo, el gobierno que México necesita es uno
que promueva el uso sustentable de los recursos naturales,
especialmente la eficiencia en el uso del agua y la energía,
entonces las exenciones y subsidios que permite el artículo
115 constitucional representan un obstáculo a esta aspira-
ción. 

Si el gobierno que México requiere es un gobierno que se
someterá constantemente a una rigurosa rendición de cuen-
tas, no sólo en lo que se refiere al uso honesto y transpa-
rente de los recursos, sino también a la eficacia y calidad
con que se utilizan, entonces las exenciones que permite el
115 son un desacierto. 

¿Hacia dónde nos conducen estos razonamientos? La con-
clusión es que si el Congreso desea promover un marco re-
gulatorio equitativo y eficaz, entonces debe considerar se-
riamente la enmienda del 115 constitucional en los
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términos en que está formulada en la propuesta que pre-
sentamos. 

Nos parece que la mejor manera para defender la enmien-
da que proponemos sea exponer claramente los efectos no-
civos que tiene la exención del pago de un importantísimo
servicio público: el agua. Naturalmente, la exención en el
pago de este servicio a las oficinas públicas no ha provo-
cado la difícil situación en la que se encuentran las finan-
zas de los municipios o de las instancias que a nivel fede-
ral y local generan y administran este líquido, pero sin
duda tales exenciones han contribuido a exacerbar la des-
capitalización de la industria y a la sobreexplotación y es-
casez del recurso. A continuación se detallan algunos de
los problemas a que puede llevar la exención en el cobro
del agua. 

Actualmente, los organismos responsables del abasto de
agua potable en las ciudades del país enfrentan un sinnú-
mero de problemas. Entre ellos destaca una precaria situa-
ción financiera motivada por la bajísima recaudación que
perciben de las tarifas. En efecto, generalmente las tarifas
del agua que se cobran en el país no son suficientes para
cubrir los gastos de inversión que deben realizarse periódi-
camente en materia de infraestructura hidráulica, así como
los gastos necesarios para la operación y administración
del organismo encargado de proveer el recurso. 

En general, los fuertes subsidios que han caracterizado la
dotación de agua potable en México, incluidos los que se
destinan a proveer de este servicio a las dependencias pú-
blicas en los tres niveles de gobierno, han motivado la des-
capitalización de la industria del agua. Este fenómeno afec-
ta por igual a las ciudades y al campo. 

Las exenciones que contempla el artículo 115 constitucio-
nal impiden transmitir a los empleados de las oficinas pú-
blicas los costos que representa suministrar el líquido, los
cuales tienen que ver con el mantenimiento y expansión de
la infraestructura hidráulica. Esto provoca que en las de-
pendencias públicas los usuarios no tengan incentivos para
cuidar el agua, independientemente del creciente costo de
las obras para suministrarla. 

Por otra parte, tal como lo dispone el artículo 115 constitu-
cional, la exención en el pago del agua a las dependencias
de gobierno es inequitativa tanto por razones de principio
como porque, en un contexto de escasez, la provisión gra-

tuita de un recurso en extremo escaso a un grupo de la po-
blación implica la privación de otro segmento de la pobla-
ción del consumo de ese mismo recurso. 

El gobierno de México tiene que poner el ejemplo respec-
to al comportamiento que pide de la ciudadanía. Si el go-
bierno pide a la ciudadanía pagar por los servicios públi-
cos, entonces el gobierno debe empezar por conducirse de
la misma manera. De lo contrario, el gobierno perderá el
respeto de la ciudadanía y terminará por carecer de autori-
dad moral. Resulta absurdo que al mismo tiempo que el go-
bierno se pronuncia por racionalizar el consumo del agua,
sus oficinas y sus empleados (durante las jornadas de labo-
res) sean quienes son más proclives a desperdiciar el vital
líquido dada su gratuidad. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado 

A usted, C. Presidenta de la Cámara de Diputados en la
LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, atentamen-
te pido se sirva: 

Unico. En los términos de lo dispuesto por el artículo 21,
fracción XVI, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
excite y envié nuevamente el presente documento a la Co-
misión de Puntos Constitucionales, para que presente el
dictamen respectivo a la iniciativa de reforma al sexto pá-
rrafo de la fracción IV del artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada el 4
de marzo de 2002 por el diputado Víctor E. Díaz Palacios
en nombre del grupo parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, a 14 de diciembre de 2002.— Diputado Benito Vi-
tal Ramírez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Recogiendo la exposición de motivos del diputado Beni-
to Vital Ramírez, se realiza una excitativa a la Comisión
de Puntos Constitucionales, para que de conformidad
con el artículo 21 fracción XVI del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, emita el dic-
tamen referido a la iniciativa mencionada.
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LEY GENERAL DE DESARROLLO 
FORESTAL SUSTENTABLE 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Se ha distribuido el proyecto de dictamen de la minuta con
proyecto de decreto de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable enviada a ésta por el Senado de la Repú-
blica, está en su poder y queda de primera lectura.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo.— LVIII Legislatura.— Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión.

HONORABLE ASAMBLEA: 

A las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería y de
Medio Ambiente y Recursos Naturales fue turnada, el 21
de noviembre del 2002 para su estudio y dictamen, la mi-
nuta con proyecto de decreto que expide la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable, y reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente, la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, y la Ley de Premios, Estí-
mulos y Recompensas Civiles. 

Con fundamento en las facultades que confieren los artícu-
los 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y por los artículos 39, 45, numeral 6 in-
cisos e), f) y g) y demás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como por los artículos 57, 60 párrafo primero, 87, 88, 93,
135 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, a estas Comisiones corresponde el despacho de la
minuta del Senado en comento, por lo que somete a la con-
sideración de esta Honorable Asamblea el presente dicta-
men, a partir de los siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. Con fecha 18 de octubre del año 2001, la Senadora Glo-
ria Lavara Mejía, a nombre del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México (PVEM), presentó una
Iniciativa con Proyecto de Decreto que Reforma y Adicio-
na diversos artículos de la Ley Forestal. 

2. Con fecha de 25 de abril del 2002, el Senador Germán
Sierra Sánchez a nombre de los integrantes del Grupo Par-

lamentario del Partido Revolucionario Institucional, pre-
sentó la iniciativa de Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable. 

3. El 31 de octubre del año en curso, el Senador Rómulo de
Jesús Campuzano González, a nombre catorce Senadores
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
(PAN) en esta misma Cámara, presentó otra Iniciativa con
Proyecto de Ley Forestal y con enmiendas a otras tres le-
yes (Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civi-
les). 

4. Los Grupos Parlamentarios del Senado, sus Comisiones
dictaminadoras de las iniciativas en comento, así como el
Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales y la Comisión Nacional Fo-
restal, a fin de conocer la opinión de los sectores social,
privado y público de los tres ordenes de gobierno, de pro-
pietarios de monte y productores, industriales, comercian-
tes, plantadores, certificadores y técnicos forestales; de
asociaciones y academias de profesionales forestales y or-
ganizaciones no gubernamentales especializadas en asun-
tos silvícolas y ambientales, así como de organizaciones de
campesinos y ejidatarios, pueblos y comunidades indíge-
nas y cámaras empresariales, organizaron de forma inde-
pendiente Foros de Consulta Pública y Análisis de las Ini-
ciativas de Ley que se comentan. 

5. La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
apoyada por los Gobiernos de los Estados de Michoacán,
Chihuahua y Chiapas, así como con la participación de la
Comisión de Agricultura y Ganadería, anticipándose al
proceso legislativo que en su caso le pudiera corresponder
como colegisladora organizó tres foros regionales de con-
sulta pública para recabar propuestas de las autoridades de
los tres órdenes de gobierno y del público interesado en el
sector forestal. 

6. Con fundamentó en los artículos 39 y 45 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos y del artículo 63 de su Reglamento para el Gobierno
Interior, así como con el resultado de todas estas consultas
y labores de consenso, las Comisiones Legislativas del Se-
nado y de la Cámara de Diputados involucradas en la ma-
teria, los Grupos Parlamentarios del PRI, PAN, PRD y
PVEM del Senado, y el Poder Ejecutivo Federal a través de
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y
de la Comisión Nacional Forestal, celebraron diversas
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mesas de trabajo para discutir, analizar, y proponer un dic-
tamen unánime, mismo que se sometió a consideración del
Pleno de la Cámara de Senadores. El dictamen fue aproba-
do en lo general por todos los grupos parlamentarios y mo-
dificado en lo particular a petición expresa de Senadores.

A partir de estos antecedentes, los miembros de las Comi-
siones Unidas que suscriben el presente dictamen, exponen
las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

1. En la minuta del Senado, se observa la atención a varios
enunciados del Artículo 27 Constitucional. 

"Artículo 27. La Nación tendrá en todo tiempo el derecho
de imponer a la propiedad privada las modalidades que dic-
te el interés publico, así como el de regular, en beneficio
social, el aprovechamiento de los elementos naturales sus-
ceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribu-
ción equitativa de la riqueza publica, cuidar de su conser-
vación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el
mejoramiento de las condiciones de vida de la población
rural y urbana. En consecuencia, se dictaran las medidas
necesarias para ordenar los asentamientos humanos y esta-
blecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de
tierras, aguas y bosques, a efecto de ...; para el desarrollo
de la pequeña propiedad rural; para el fomento de la agri-
cultura, de la ganadería, de la silvicultura y de las demás
actividades económicas en el medio rural, y para evitar la
destrucción de los elementos naturales y los daños que la
propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad. 

"IV... 

"En ningún caso las sociedades de esta clase (mercantiles
por acciones) podrán tener en propiedad tierras dedicadas a
actividades agrícolas, ganaderas o forestales en mayor ex-
tensión que la respectiva equivalente a veinticinco veces
los limites señalados en la fracción XV de este articulo... 

"VII... 

"La Ley, considerando el respeto y fortalecimiento de la vi-
da comunitaria de los ejidos y comunidades, protegerá la
tierra para el asentamiento humano y regulará el aprove-
chamiento de tierras, bosques y aguas de uso común y la
provisión de acciones de fomento necesarias para elevar el
nivel de vida de sus pobladores. 

"XV. En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos
los latifundios. 

"Para los efectos de la equivalencia se computará una hec-
tárea de riego por dos de temporal, por cuatro de agostade-
ro de buena calidad y por ocho de bosque, monte o agosta-
dero en terrenos áridos. 

"XX. El estado promoverá las condiciones para el desarro-
llo rural integral, con el propósito de generar empleo y ga-
rantizar a la población campesina el bienestar y su partici-
pación e incorporación en el desarrollo nacional, y
fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el opti-
mo uso de la tierra, con obras de infraestructura, insumos,
créditos, servicios de capacitación y asistencia técnica.

2. La minuta propone la creación de un ordenamiento "ge-
neral", desde el punto de vista que prevea la concurrencia
de la Federación y de los Estados en la regulación del sec-
tor forestal, ya que siendo los bosques y selvas algunos de
los tantos aspectos que se comprenden en el ramo ecológi-
co-ambiental, se está en presencia de la hipótesis que pre-
vé el artículo 73 fracción XXIX-G Constitucional, que ver-
sa: 

"Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 

XXIX-G. Para expedir Leyes que establezcan la concu-
rrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los esta-
dos y municipios, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, en materia de protección al ambiente y de
preservación y restauración del equilibrio ecológico;"

3. El Título Primero, relativo a "Disposiciones Generales",
comprende cuatro capítulos torales: 

I. Objeto de la Ley; 

II. Terminología; 

III. Utilidad Pública; y 

IV. Supletoriedad.

4. El Título Segundo, "De la Organización y Administración
del Sector Público Forestal", reviste la mayor importancia,
en tanto que distribuye funciones, responsabilidades y atri-
buciones entre los tres ordenes de gobierno, y porque deli-
nea los organismos a los que se les asigna la tarea institucio-
nal de coordinar las políticas del sector forestal. 
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Este título se divide en cuatro capítulos: 

I. Del Servicio Nacional Forestal; 

II. De las Autoridades en Materia Forestal; 

III. Del Sector Público Federal Forestal; y 

IV. De la Coordinación Institucional;

5. En el proyecto de decreto contenido en la minuta se de-
ja en claro que el objeto del Servicio Nacional Forestal, es
la coordinación integral del sector público forestal, respe-
tando las disposiciones constitucionales o legales que re-
gulan las atribuciones y facultades de las autoridades que
lo integren, por ello la coordinación se llevará a cabo me-
diante convenios generales y específicos; y se conformará
por los titulares de SEMARNAT, quien lo presidirá; de la
SEDENA; SAGARPA; los Gobernadores de las Entidades
Federativas y el Jefe del Gobierno del Distrito Federal; el
Titular de la CONAFOR; el Titular de la PROFEPA y los
Titulares de las dependencias o entidades que tengan a su
cargo la atención de las distintas actividades o materias re-
lacionadas con el sector forestal. 

Para la atención y coordinación de las distintas materias del
sector forestal el Servicio Nacional Forestal contará, al me-
nos, con los siguientes grupos de trabajo: 

a. Inspección y vigilancia forestal; 

b. Protección e incendios forestales; 

c. Gestión administrativa y descentralización forestal; 

d. Sistemas de información; y 

e. Comercio y fomento económico.

A la luz de los principios estructurales vigentes, los varia-
dos programas y dependencias forestales se hallan disper-
sos; y de que en consecuencia, ya es hora de que la Ley les
provea de unidad y les exija la formación de ventanillas
únicas para los diversos usuarios. 

6. Las atribuciones conferidas a la Federación, Entidades
Federativas y Municipios, se clasifican en cinco grupos: 

Generales; 

De Fomento; 

Inspección y Vigilancia; 

Actos de Autoridad; y 

Diversas. 

En todos los sentidos se respalda la propuesta relativa a que
las Legislaturas de los Estados o la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal, puedan expedir Leyes o decretos en
materia forestal, con base en la misma concurrencia pre-
vista en la Constitución. 

En lo concerniente a la estructura del Sector Público Fede-
ral Forestal, prevista en el Capítulo III de este mismo Títu-
lo, se concentran en la SEMARNAT los actos de autoridad
que correspondan a la Federación. 

Con respecto a la CONAFOR, la minuta busca que por ley
ésta cuente con la infraestructura administrativa y persona-
lidad jurídica de operación cuyo objetivo sea desarrollar,
favorecer e impulsar las actividades, productivas, de pro-
tección, conservación y de restauración en materia forestal. 

7. Con la minuta, se crea la figura de las Promotorías de
Desarrollo Forestal en el medio rural. La idea en la crea-
ción de éstas, es que las instituciones se acerquen a los bos-
ques y selvas, donde existen graves problemas de tala
clandestina, improductividad y marginación. 

8. En el Título Tercero, "De la Política Nacional en Mate-
ria Forestal", se acomete la regulación de ocho aspectos bá-
sicos en los capítulos de criterios e instrumentos de la po-
lítica forestal nacional: 

Planeación del Desarrollo Forestal; 

Sistema Nacional de Información Forestal; 

Inventario Nacional Forestal; 

Zonificación Forestal; 

Registro Forestal Nacional; 

Normas Oficiales Mexicanas; y 
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Sistema Nacional de Gestión Forestal;

9. El Título Cuarto, "Del Manejo y Aprovechamiento Sus-
tentable de los Recursos Forestales", se compone de cuatro
grandes rubros: De las Autorizaciones para el Aprovecha-
miento de los Recursos Forestales; Del Aprovechamiento y
Uso de los Recursos Forestales; Del Manejo Forestal Sus-
tentable y Corresponsable; y Del Transporte, Almacena-
miento y Transformación de los Recursos Forestales. 

Este Título es el más extenso del proyecto de decreto con-
tenido en la minuta, ya que su objeto tiene que ver con la
manera en que la autoridad autoriza y requisita las distintas
actividades que se relacionan con los recursos forestales. 

En el caso de las autorizaciones para aprovechamientos fo-
restales de suelos naturales, se plantea que opere la negati-
va tácita, es decir, que en el caso de que la autoridad no
conteste una solicitud en el tiempo fijado por la Ley, se en-
tenderá que dicha petición fue negada. 

Dentro de otras actividades que se pretende sujetar a auto-
rización por parte de la SEMARNAT, están las relativas al
cambio de uso de suelo en terrenos forestales, por excep-
ción; aprovechamiento de recursos maderables en terrenos
forestales y preferentemente forestales; establecimiento de
plantaciones forestales comerciales en superficies mayores
de 800 hectáreas, excepto aquéllas en terrenos forestales
temporales; y colecta y usos con fines comerciales o de in-
vestigación de los recursos genéticos. 

Cabe destacar que en este sentido, el proyecto de decreto
contenido en la minuta del Senado, representa un avance
sustancial en la materia, ya que exenta a las plantaciones
forestales comerciales menores de 800 hectáreas de solici-
tud de autorización, exceptúa a aquellas que se realicen en
terrenos temporales, y mantiene en un régimen especial a
los recursos forestales no maderables, dejando los procedi-
mientos para su aprovechamiento en un nivel normativo y
reglamentario. 

10. Se observa también en la minuta que con un afán des-
centralizador, las autorizaciones a las que se refieren los
primeros tres casos anteriormente mencionados, podrán ser
realizadas por las autoridades competentes de las entidades
federativas, en los términos de los mecanismos de coordi-
nación previstos en la Ley. 

11. En este capítulo también se contienen algunas disposi-
ciones relativas a las hipótesis de suspensión, extinción,

nulidad, revocación y caducidad, previa audiencia que se
conceda a los interesados para que rindan pruebas y ale-
guen lo que a su derecho convenga, conforme a los proce-
dimientos establecidos en el Reglamento de la presente
Ley. Además, se estipula que queda prohibido a los titula-
res de las autorizaciones adelantar el plan de corta autori -
zado en el programa de manejo o alterar en forma alguna
el calendario aprobado, salvo que existan causas económi-
cas, meteorológicas y sanitarias, fehacientemente demos-
tradas ante la autoridad. 

12. Con el objeto dar cumplimiento a la pasada reforma
constitucional en materia de derechos y cultura indígenas,
se obliga a las autoridades a establecer los procedimientos
y mecanismos necesarios, para que los títulos o documen-
tos en los que consten las autorizaciones, sean traducidos a
las lenguas de los solicitantes o titulares de aprovecha-
mientos forestales pertenecientes a pueblos indígenas, o
bien, para asegurar que les sea interpretado su contenido;
para recabar el parecer de los representantes de dichas co-
munidades cuando una autorización pueda afectar el hábi-
tat de alguna comunidad indígena; y para que se verifique
que los aprovechamientos de recursos forestales se realicen
garantizando los derechos que la Ley les reconozca. 

13. Tratándose del aprovechamiento de recursos forestales
maderables, en selvas tropicales mayores a 20 hectáreas, en
aprovechamientos de especies forestales de difícil regene-
ración, y en áreas naturales protegidas la autoridad reque-
rirá la presentación de una manifestación de impacto am-
biental, en los términos de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. 

14. Adicionalmente, la propuesta sugiere que con el fin de
que las entidades federativas participen en los procesos de
análisis de solicitudes de aprovechamiento, se prevea que
la autoridad o los interesados soliciten al Consejo Estatal
de que se trate, opiniones y observaciones técnicas respec-
to de las solicitudes de autorización de aprovechamiento de
recursos forestales maderables o de forestación, previa-
mente a que sean resueltas. El Consejo correspondiente
contará con diez días naturales para emitir su opinión.
Transcurrido dicho término, se entenderá que no hay obje-
ción alguna para la expedición de la autorización. 

15. Como se había mencionado, el proyecto propone que
cuando se trate de plantaciones forestales comerciales en
terrenos forestales temporales o en predios con superficies
menores o iguales a 800 hectáreas, únicamente requerirán
de un aviso por escrito del interesado a la SEMARNAT, y
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solamente se prohibirán cuando se compruebe mediante
estudios específicos que no se pone en riesgo la biodiversi-
dad; o cuando se demuestre mediante estudios específicos
que la vegetación nativa tenga poco valor comercial o bio-
diversidad y se juzgue conveniente promover plantaciones
de especies provenientes de otros lugares que se adapten a
la zona e inclusive favorezcan la fauna y los bienes y ser-
vicios ambientales. 

16. En este mismo sentido, el aprovechamiento de recursos
no maderables únicamente requerirá de un aviso por escri-
to a la autoridad competente, dejándose al Reglamento y a
las Normas Oficiales Mexicanas establecer los requisitos y
casos en que se requerirá autorización y/o presentación de
programas de manejo simplificado. 

17. En contrasentido, la colecta y uso de recursos biológi-
cos forestales con fines de utilización en investigación y/o
biotecnología requieren de autorización. En estos casos se
deberán reconocer los derechos de propietarios forestales
de los pueblos indígenas y comunidades tradicionales a la
propiedad, conocimiento y uso de las variedades locales.
Además, cuando se pretenda aprovechar los conocimientos
de las comunidades indígenas sobre los recursos biológicos
forestales, deberá reconocerse la propiedad del conoci-
miento de los pueblos indígenas. Al mismo tiempo que la
CONAFOR deberá promover y apoyar el conocimiento
biológico tradicional de las comunidades indígenas y eji-
dos, así como el fomento y el manejo sustentable de los ár-
boles, arbustos y hierbas para la autosuficiencia y para el
mercado, de los productos de las especies útiles, incluyen-
do medicinas, alimentos, materiales para la construcción,
leña combustible, forrajes de uso doméstico, fibras, acei-
tes, gomas, venenos, estimulantes, saborizantes, coloran-
tes, insecticidas, ornamentales, aromatizantes, artesanales
y melíferas. 

18. Para el proyecto de decreto, uno de los ejes del manejo
forestal sustentable son los servicios técnicos forestales, es
decir, los relacionados con la elaboración de los programas
de manejo forestal para el aprovechamiento de recursos
maderables y no maderables; la dirección, evaluación, con-
trol y ejecución de los mismos; la elaboración de los infor-
mes periódicos de evaluación; la formulación de informes
de marqueo; la asesoría técnica y capacitación a los titula-
res del aprovechamiento forestal o forestación, para trans-
ferirles conocimientos, tareas y responsabilidades; los es-
tudios técnicos justificativos de cambio de uso de suelo de
terrenos forestales; la planeación y organización de las ta-
reas de zonificación forestal, reforestación, restauración,

prevención y combate de incendios, plagas y enfermedades
forestales, así como de compatibilidad de usos agropecua-
rios con los forestales. 

19. De suyo importante resulta el proyecto en cuanto a
promover la Certificación del buen manejo forestal, como
medio para acreditar el adecuado manejo, mejorar la pro-
tección de los ecosistemas forestales y facilitar el acceso a
mercados nacionales e internacionales preocupados por el
futuro de los recursos forestales. En el contexto de los dis-
tintos capítulos del proyecto de decreto, se incorpora la re-
ferencia a los criterios internacionales para medir los es-
tándares de certificación. 

Uno de los fines de la Certificación es la sensibilización de
los compradores finales nacionales e internacionales de
productos forestales para la adquisición responsable en ba-
se, no sólo en precio y calidad, sino en la sustentabilidad de
los recursos forestales; y de esta forma coadyuvar a com-
batir la madera proveniente de la tala clandestina y la so-
breexplotación. 

20. En lo relativo a los controles para el transporte persiste
como asunto de competencia federal, sin perjuicio de la co-
ordinación de los tres niveles de gobierno. Tratándose de la
instalación y funcionamiento de centros de almacenamien-
to y transformación, la Federación deberá opinar antes que
los municipios expidan las licencias de funcionamiento co-
rrespondientes. 

21. Con el Título Quinto, relativo a las "Medidas de Con-
servación Forestal", se busca contar con una herramienta
jurídica para preservar los recursos forestales, los suelos y
demás recursos asociados a lo forestal. 

En cuanto al cambio de uso del suelo en terrenos foresta-
les, se requiere autorización por excepción, previa opinión
técnica de los miembros del Consejo Estatal Forestal de
que se trate y con base en los estudios técnicos justificati-
vos que demuestren que no se compromete la biodiversi-
dad, ni se provocará la erosión de los suelos, el deterioro de
la calidad del agua o la disminución en su captación; y que
los usos alternativos del suelo que se propongan sean más
productivos a largo plazo. Se propone que se nieguen las
autorizaciones de cambio de uso de suelo en un terreno in-
cendiado sin que hayan pasado 20 años, a menos que se
acredite fehacientemente que el ecosistema se ha regenera-
do totalmente. 
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22. En materia de sanidad y la aplicación de medidas de sa-
neamiento, se establece un sistema permanente de evalua-
ción y alerta temprana de la condición sanitaria de los te-
rrenos forestales, y se promueven los programas de
investigación necesarios para resolver los problema fitosa-
nitarios forestales. Para todo ello se busca considerar las la-
bores coordinadas en el marco del Sistema de Investiga-
ciones para el Desarrollo Rural Sustentable. 

23. El delicado tema de los incendios forestales se regula a
partir de atribuir a la SEMARNAT la facultad de dictar las
normas oficiales mexicanas que deberán regir en la pre-
vención, combate y control de los mismos, para evaluar los
daños, restaurar las áreas afectadas y establecer los proce-
sos de seguimiento. En el ataque operativo a los incendios
se prevé que la autoridad municipal deberá atender el com-
bate y control en primera instancia; y en el caso de que los
mismos superen su capacidad operativa de respuesta, se
acudirá a la instancia estatal. Si ésta resultarse insuficiente,
la CONAFOR actuará de acuerdo con los programas y pro-
cedimientos respectivos. En el Servicio Nacional Forestal
se definirán los mecanismos de coordinación pertinentes
con el Sistema Nacional de Protección Civil; y las legisla-
ciones locales establecerán los mecanismos de coordina-
ción entre la entidad y los municipios en la materia. 

24. En cuanto a conservación y restauración se refiere, la
Federación, escuchando la opinión de los Consejos y to-
mando en cuenta los requerimientos de recuperación en zo-
nas degradadas y las condiciones socioeconómicas de los
habitantes de las mismas, promoverá la elaboración y apli-
cación de programas e instrumentos económicos que se re-
quieran para fomentar las labores de regeneración de los
recursos forestales y las cuencas hídricas. 

25. Un tema de gran interés ha sido el relacionado con las
vedas forestales, que antaño crearon más problemas que
soluciones para la conservación de los recursos forestales.
Sin embargo, y estimando que en determinados casos es
necesario poner limitaciones al uso y aprovechamiento de
los mismos por razones de interés público, se prevén vedas
cuando éstas constituyan justificadamente modalidades pa-
ra el manejo de los recursos forestales comprendidos en las
declaratorias de áreas naturales protegidas; formen parte de
las acciones o condiciones establecidas para las áreas que
se declaren como de zonas de restauración ecológica; o
tengan como finalidad la conservación, repoblación, pro-
pagación, diseminación, aclimatación, o refugio de espe-
cies forestales endémicas, amenazadas, en peligro de ex-
tinción o sujetas a protección especial. 

26. Además, se contempla que la reforestación que se rea-
lice con propósitos de conservación y restauración, las ac-
tividades de forestación y las prácticas de agrosilvicultura
en terrenos degradados de vocación forestal no requerirán
de autorización y solamente estarán sujetas a las normas
oficiales mexicanas, en lo referente a no causar un impac-
to negativo sobre la biodiversidad. Añadido a ello, los tres
órdenes de gobierno impulsarán la reforestación con espe-
cies forestales autóctonas o nativas, y la SEMARNAT ex-
pedirá la norma oficial mexicana que defina las especies de
vegetación forestal exótica, que por sus características bio-
lógicas afecten los procesos o patrones de distribución fo-
restal de la vegetación forestal nativa en terrenos forestales
y preferentemente forestales. 

27. El Título Sexto, "Del Fomento al Desarrollo Forestal",
se divide en cuatro partes sustantivas: Instrumentos Eco-
nómicos; Infraestructura; Investigación; y de la Cultura,
Educación y Capacitación. 

28. Acerca de los incentivos de tipo económico, se deja
asentado que las medidas públicas conducentes deberán
asegurar su eficacia, selectividad y transparencia y podrán
considerar el establecimiento y vinculación de cualquier
mecanismo normativo o administrativo de carácter fiscal,
financiero y de mercado establecidos en otras Leyes, in-
cluyendo los estímulos fiscales, los créditos, las fianzas,
los seguros, los fondos y los fideicomisos, así como las au-
torizaciones en materia forestal, cuando atiendan o posibi-
liten la realización de los propósitos y objetivos prioritarios
de promoción y desarrollo forestal. 

En ese mismo tenor se promueve que la Federación esta-
blezca estímulos fiscales y genere los instrumentos crediti-
cios adecuados para el financiamiento de la actividad fo-
restal, incluyendo tasas de interés preferencial. Para
reducir los riesgos asociados a la producción forestal, se
establecerán los instrumentos adecuados para el asegura-
miento a largo plazo de la misma. 

Dentro de los incentivos económicos se podrá crear un bo-
no que acredite la conservación del recurso forestal por el
Fondo Forestal Mexicano de acuerdo a la disponibilidad de
recursos, a fin de retribuir a los propietarios o poseedores
de terrenos forestales por los bienes y servicios ambienta-
les generados. 

Como mecanismo de fomento, el Fondo Forestal Mexica-
no será el instrumento para promover la conservación, in-
cremento, aprovechamiento sustentable y restauración de
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los recursos forestales y sus recursos asociados facilitando
el acceso a los servicios financieros en el mercado, impul-
sando proyectos que contribuyan a la integración y compe-
titividad de la cadena productiva y desarrollando los meca-
nismos de cobro y pago de bienes y servicios ambientales. 

Se deja al Reglamento, es decir al Ejecutivo, definir la in-
tegración y naturaleza jurídica que más convenga al fun-
cionamiento eficiente del Fondo, ya sea como entidad es-
trictamente pública o mixta en la que participen los
particulares. 

29. En cuanto a la infraestructura, se estipula a rango de
Ley que los tres ordenes de gobierno habrán de impulsar
obras de electrificación; hidráulicas; de conservación de
suelos y aguas; construcción y mantenimiento de caminos
forestales; torres para la detección y combate de incendios
forestales; y las demás que se determinen como de utilidad
e interés público. 

Aunado a ello, las autoridades competentes vigilarán que la
construcción de redes de electricidad, obras hidráulicas y
caminos en terrenos forestales causen el menor daño a los
ecosistemas forestales, respetando la densidad de la red de
caminos y brechas forestales. 

30. De aprobarse la minuta, el sector público deberá coor-
dinar los esfuerzos y acciones que en materia de investiga-
ción, desarrollo, innovación y transferencia tecnológica re-
quiera el sector productivo e industrial forestal del país,
con la opinión del los Consejos Forestales que correspon-
dan. 

Adicionalmente, en la formulación y coordinación de la
política de investigación forestal y el Programa Nacional
de Investigación y Desarrollo Tecnológico Forestal del
país, se deberán considerar las propuestas de Entidades Pa-
raestatales, Gobiernos de las Entidades, Consejos Estatales
de Ciencia y Tecnología, dependencias, institutos, institu-
ciones de educación superior, así como de los sectores pro-
ductivo e industrial. 

31. El Título Séptimo, intitulado "De la Participación So-
cial en Materia Forestal", se compone de dos capítulos: Del
Derecho a la Información, la Participación y Concertación
Social en Materia Forestal y De los Consejos Forestales. 

En el primero de ellos se destaca que toda persona tendrá
derecho a que las autoridades en materia forestal pongan a
su disposición la información que les soliciten en los tér-

minos previstos por las Leyes; lo que viene a ser con-
gruente con la nueva Ley de Transparencia y Acceso a la
Información Gubernamental; y responde a los propósitos
del Sistema Nacional de Información Forestal incluido en
el proyecto de decreto. 

32. El Título Octavo, "De los Medios de Control, Vigilan-
cia y Sanción Forestales", comienza estableciendo que la
prevención y vigilancia forestal, estará a cargo de la SE-
MARNAT por conducto de la PROFEPA, y tendrá como
función primordial la salvaguarda y patrullaje de los recur-
sos y ecosistemas forestales, así como la prevención de in-
fracciones administrativas del orden forestal. 

33. En cuanto a los artículos SEGUNDO, TERCERO y
CUARTO de la minuta, por los cuales se reforman la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral y la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civi-
les respectivamente, se consideran congruentes con el
proyecto de decreto de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, ya que se adecuan las funciones atribui-
das a la SEMARNAT en materia forestal y se establece el
premio nacional forestal a nivel de ley. 

Como resultado de lo anterior, las Comisiones Unidas de
Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Agricultura y
Ganadería, permiten someter a la consideración del Pleno
de esta Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión
el siguiente: 

"DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENE-
RAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE
Y SE REFORMAN Y ADICIONAN LA LEY GENERAL
DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN
AL AMBIENTE, LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMI-
NISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y LA LEY DE
PREMIOS, ESTÍMULOS Y RECOMPENSAS CIVILES" 

ARTICULO PRIMERO. Se expide la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable: 

TITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

CAPITULO I. 
Del Objeto y Aplicación de la Ley 

ARTICULO 1. La presente Ley es reglamentaria del Ar-
tículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos
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Mexicanos, sus disposiciones son de orden e interés públi -
co y de observancia general en todo el territorio nacional,
y tiene por objeto regular y fomentar la conservación, pro-
tección, restauración, producción, ordenación, el cultivo,
manejo y aprovechamiento de los ecosistemas forestales
del país y sus recursos, así como distribuir las competen-
cias que en materia forestal correspondan a la Federación,
los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, bajo el
principio de concurrencia previsto en el artículo 73 frac-
ción XXIX inciso G de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, con el fin de propiciar el des-
arrollo forestal sustentable. Cuando se trate de recursos
forestales cuya propiedad corresponda a los pueblos y co-
munidades indígenas se observará lo dispuesto por el artí-
culo 2 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

ARTICULO 2. Son objetivos generales de esta Ley: 

I. Contribuir al desarrollo social, económico, ecológico y
ambiental del país, mediante el manejo integral sustentable
de los recursos forestales, así como de las cuencas y eco-
sistemas hidrológico-forestales, sin perjuicio de lo previsto
en otros ordenamientos; 

II. Impulsar la silvicultura y el aprovechamiento de los re-
cursos forestales, para que contribuyan con bienes y servi-
cios que aseguren el mejoramiento del nivel de vida de los
mexicanos, especialmente el de los propietarios y poblado-
res forestales; 

III. Desarrollar los bienes y servicios ambientales y prote-
ger, mantener y aumentar la biodiversidad que brindan los
recursos forestales; 

IV. Promover la organización, capacidad operativa, inte-
gralidad y profesionalización de las instituciones públicas
de la Federación, Estados, Distrito Federal y Municipios,
para el desarrollo forestal sustentable; y 

V. Respetar el derecho al uso y disfrute preferente de los re-
cursos forestales de los lugares que ocupan y habitan las
comunidades indígenas, en los términos del artículo 2 frac-
ción VI de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y demás normatividad aplicable.

ARTICULO 3. Son objetivos específicos de esta Ley: 

I. Definir los criterios de la política forestal, describiendo
sus instrumentos de aplicación y evaluación; 

II. Regular la protección, conservación y restauración de
los ecosistemas y recursos forestales, así como la ordena-
ción y el manejo forestal; 

III. Desarrollar criterios e indicadores para el manejo fo-
restal sustentable; 

IV. Fortalecer la contribución de la actividad forestal a la
conservación del medio ambiente y la preservación del
equilibrio ecológico; 

V. Fortalecer y ampliar la participación de la producción
forestal en el crecimiento económico nacional; 

VI. Promover una efectiva incorporación de la actividad
forestal en el desarrollo rural; 

VII. Coadyuvar en la ordenación y rehabilitación de las
cuencas hidrológico forestales; 

VIII. Recuperar y desarrollar bosques en terrenos preferen-
temente forestales, para que cumplan con la función de
conservar suelos y aguas, además de dinamizar el desarro-
llo rural; 

IX. Fortalecer y mejorar los servicios técnico forestales; 

X. Regular el aprovechamiento y uso de los recursos fo-
restales maderables y no maderables; 

XI. Promover y consolidar las áreas forestales permanen-
tes, impulsando su delimitación y manejo sostenible, evi-
tando que el cambio de uso de suelo con fines agropecua-
rios o de cualquier otra índole afecte su permanencia y
potencialidad; 

XII. Compatibilizar las actividades de pastoreo y agrícolas
en terrenos forestales y preferentemente forestales; 

XIII. Regular las auditorías técnicas preventivas forestales; 

XIV. Estimular las certificaciones forestales y de bienes y
servicios ambientales, tomando en consideración los linea-
mientos internacionales correspondientes; 

XV. Regular la prevención, combate y control de incendios
forestales, así como de las plagas y enfermedades foresta-
les; 

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados495



XVI. Promover y regular las forestaciones con propósito
comercial; 

XVII. Regular el transporte, almacenamiento y transfor-
mación de las materias primas forestales, así como la vigi-
lancia de estas actividades; 

XVIII. Promover que los productos forestales procedan de
bosques manejados sustentablemente a través de la certifi-
cación forestal; 

XIX. Propiciar la productividad en toda la cadena forestal; 

XX. Apoyar la organización y desarrollo de los propieta-
rios forestales y a mejorar sus prácticas silvícolas; 

XXI. Regular el fomento de actividades que protejan la
biodiversidad de los bosques productivos mediante prácti-
cas silvícolas más sustentables; 

XXII. Promover acciones con fines de conservación y res-
tauración de suelos; 

XXIII. Contribuir al desarrollo socioeconómico de los
pueblos y comunidades indígenas, así como de ejidatarios,
comuneros, cooperativas, pequeños propietarios y demás
poseedores de recursos forestales; 

XXIV. Promover la capacitación para el manejo sustenta-
ble de los recursos forestales; 

XXV. Desarrollar y fortalecer la capacidad institucional en
un esquema de descentralización, desconcentración y par-
ticipación social; 

XXVI. Promover la ventanilla única de atención institucio-
nal eficiente para los usuarios del sector forestal; 

XXVII. Dotar de mecanismos de coordinación, concerta-
ción y cooperación a las instituciones del sector forestal,
así como con otras instancias afines; 

XXVIII. Mejorar la efectividad del sistema integral fores-
tal en los ámbitos nacional, regional, estatal y municipal; 

XXIX. Garantizar la participación de la sociedad, inclu-
yendo a los pueblos y comunidades indígenas, en la apli-
cación, evaluación y seguimiento de la política forestal; 

XXX. Promover instrumentos económicos para fomentar
el desarrollo forestal; 

XXXI. Impulsar el desarrollo de la empresa social forestal
y comunal en los pueblos y comunidades indígenas; y 

XXXII. Fomentar la cultura, educación, capacitación, in-
vestigación y desarrollo tecnológico forestal.

ARTICULO 4. Se declara de utilidad pública: 

I. La conservación, protección y restauración de los ecosis-
temas forestales y sus elementos, así como de las cuencas
hidrológico-forestales; y 

II. La ejecución de obras destinadas a la conservación, pro-
tección y/o generación de bienes y servicios ambientales.

ARTICULO 5. La propiedad de los recursos forestales
comprendidos dentro del territorio nacional corresponde a
los ejidos, las comunidades, pueblos y comunidades indí-
genas, personas físicas o morales, la Federación, los Esta-
dos, el Distrito Federal y los Municipios que sean propie-
tarios de los terrenos donde aquellos se ubiquen. Los
procedimientos establecidos por esta Ley no alterarán el ré-
gimen de propiedad de dichos terrenos. 

ARTICULO 6. En lo no previsto en esta Ley, se aplicarán
en forma supletoria y en lo conducente, las disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al
Ambiente. 

CAPITULO II. 
De la Terminología empleada en esta Ley 

ARTICULO 7. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por: 

I. Aprovechamiento forestal: La extracción realizada en los
términos de esta Ley, de los recursos forestales del medio
en que se encuentren, incluyendo los maderables y los no
maderables; 

II. Áreas de Protección Forestal: Comprende los espacios
forestales o boscosos colindantes a la zona federal y de
influencia de nacimientos, corrientes, cursos y cuerpos
de agua, o la faja de terreno inmediata a los cuerpos de
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propiedad particular, en la extensión que en cada caso fije
la autoridad, de acuerdo con el reglamento de esta Ley; 

III. Áreas Forestales Permanentes: Tierras de uso común
que la asamblea ejidal o comunal dedica exclusivamente a
la actividad forestal sustentable; 

IV. Auditoría Técnica Preventiva: La evaluación que reali-
za el personal autorizado para promover e inducir el cum-
plimiento de lo establecido en los programas de manejo,
estudios técnicos en ejecución y demás actos previstos en
la Ley y otras disposiciones legales aplicables, respecto al
aprovechamiento forestal; 

V. Cambio de uso del suelo en terreno forestal: La remo-
ción total o parcial de la vegetación de los terrenos foresta-
les para destinarlos a actividades no forestales; 

VI. Centro de almacenamiento: Lugar donde se depositan
temporalmente materias primas forestales para su conser-
vación y posterior traslado; 

VII. Centro de transformación: Instalación industrial o ar-
tesanal, fija o móvil, donde por procesos físicos, mecánicos
o químicos se elaboran productos derivados de materias
primas forestales; 

VIII. Comisión: La Comisión Nacional Forestal; 

IX. Consejo: El Consejo Nacional Forestal; 

X. Conservación forestal: El mantenimiento de las condi-
ciones que propician la persistencia y evolución de un eco-
sistema forestal natural o inducido, sin degradación del
mismo ni pérdida de sus funciones; 

XI. Cuenca hidrológico-forestal: La unidad de espacio físi-
co de planeación y desarrollo, que comprende el territorio
donde se encuentran los ecosistemas forestales y donde el
agua fluye por diversos cauces y converge en un cauce co-
mún, constituyendo el componente básico de la región fo-
restal, que a su vez se divide en subcuencas y microcuen-
cas; 

XII. Ecosistema Forestal: La unidad funcional básica de
interacción de los recursos forestales entre sí y de éstos con
el ambiente, en un espacio y tiempo determinados; 

XIII. Empresa Social Forestal: Organización productiva de
comunidades o ejidos con áreas forestales permanentes y

bajo programa de manejo forestal, para la producción, di-
versificación y transformación con capacidad agraria y em-
presarial; 

XIV. Fondo: El Fondo Forestal Mexicano; 

XV. Forestación: El establecimiento y desarrollo de vege-
tación forestal en terrenos preferentemente forestales o
temporalmente forestales con propósitos de conservación,
restauración o producción comercial; 

XVI. Manejo forestal: El proceso que comprende el con-
junto de acciones y procedimientos que tienen por objeto la
ordenación, el cultivo, la protección, la conservación, la
restauración y el aprovechamiento de los recursos foresta-
les de un ecosistema forestal, considerando los principios
ecológicos respetando la integralidad funcional e interde-
pendencia de recursos y sin que merme la capacidad pro-
ductiva de los ecosistemas y recursos existentes en la mis-
ma; 

XVII. Materias primas forestales: Los productos del apro-
vechamiento de los recursos forestales que no han sufrido
procesos de transformación hasta el segundo grado; 

XVIII. Ordenación forestal: La organización económica de
un área forestal tomando en cuenta sus características sil-
vícolas, que implica la división espacial y temporal de las
actividades del manejo forestal; 

XIX. Plantación forestal comercial: El establecimiento,
cultivo y manejo de vegetación forestal en terrenos tempo-
ralmente forestales o preferentemente forestales, cuyo ob-
jetivo principal es la producción de materias primas fores-
tales destinadas a su industrialización y/o
comercialización; 

XX. Producto forestal maderable: El bien obtenido del re-
sultado de un proceso de transformación de materias pri-
mas maderables, con otra denominación, nuevas caracte-
rísticas y un uso final distinto; 

XXI. Programa de manejo forestal: El instrumento técnico
de planeación y seguimiento que describe las acciones y
procedimientos de manejo forestal sustentable; 

XXII. Programa de manejo de plantación forestal comer-
cial: El instrumento técnico de planeación y seguimiento
que describe las acciones y procedimientos de manejo fo-
restal relativo a la plantación forestal comercial; 
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XXIII. Recursos asociados: Las especies silvestres anima-
les y vegetales, así como el agua, que coexisten en relación
de interdependencia con los recursos forestales; 

XXIV. Recursos biológicos forestales: Comprende las es-
pecies y variedades de plantas, animales y microorganis-
mos de los ecosistemas forestales y su biodiversidad y en
especial aquéllas de interés científico, biotecnológico o co-
mercial; 

XXV. Recursos forestales: La vegetación de los ecosiste-
mas forestales, sus servicios, productos y residuos, así co-
mo los suelos de los terrenos forestales y preferentemente
forestales; 

XXVI. Recursos forestales maderables: Los constituidos por
vegetación leñosa susceptibles de aprovechamiento o uso; 

XXVII. Recursos forestales no maderables: La parte no le-
ñosa de la vegetación de un ecosistema forestal, y son sus-
ceptibles de aprovechamiento o uso, incluyendo líquenes,
musgos, hongos y resinas, así como los suelos de terrenos
forestales y preferentemente forestales; 

XXVIII. Recursos genéticos forestales: Semillas y órganos
de la vegetación forestal que existen en los diferentes eco-
sistemas y de los cuales dependen los factores hereditarios
y la reproducción y que reciben el nombre genérico de ger-
moplasma forestal; 

XXIX. Reforestación: Establecimiento inducido de vegeta-
ción forestal en terrenos forestales; 

XXX. Registro: El Registro Forestal Nacional; 

XXXI. Reglamento: El Reglamento de la presente Ley; 

XXXII. Rendimiento sostenido: La producción que puede
generar un área forestal en forma persistente, sin merma de
su capacidad productiva; 

XXXIII. Restauración forestal: El conjunto de actividades
tendentes a la rehabilitación de un ecosistema forestal de-
gradado, para recuperar parcial o totalmente las funciones
originales del mismo y mantener las condiciones que pro-
picien su persistencia y evolución; 

XXXIV. Saneamiento forestal: Las acciones técnicas enca-
minadas a combatir y controlar plagas y enfermedades fo-
restales; 

XXXV. Sanidad forestal: Lineamientos, medidas y restric-
ciones para la detección, control y combate de plagas y en-
fermedades forestales; 

XXXVI. Secretaría: La Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales; 

XXXVII. Servicios ambientales: Los que brindan los eco-
sistemas forestales de manera natural o por medio del ma-
nejo sustentable de los recursos forestales, tales como: la
provisión del agua en calidad y cantidad; la captura de car-
bono, de contaminantes y componentes naturales; la gene-
ración de oxígeno; el amortiguamiento del impacto de los
fenómenos naturales; la modulación o regulación climáti-
ca; la protección de la biodiversidad, de los ecosistemas y
formas de vida; la protección y recuperación de suelos; el
paisaje y la recreación, entre otros; 

XXXVIII. Servicios técnicos forestales: Las actividades
realizadas para la planificación y ejecución de la silvicul-
tura, el manejo forestal y la asesoría y capacitación a los
propietarios o poseedores de recursos forestales para su
gestión; 

XXXIX. Silvicultura: La teoría y práctica de controlar el
establecimiento, composición, constitución, crecimiento y
desarrollo de los ecosistemas forestales para la continua
producción de bienes y servicios; 

XL. Terreno forestal: El que está cubierto por vegetación
forestal; 

XLI. Terreno preferentemente forestal: Aquél que habien-
do estado, en la actualidad no se encuentra cubierto por ve-
getación forestal, pero por sus condiciones de clima, suelo
y topografía resulte más apto para el uso forestal que para
otros usos alternativos, excluyendo aquellos ya urbaniza-
dos; 

XLII. Terreno temporalmente forestal: Las superficies
agropecuarias que se dediquen temporalmente al cultivo
forestal mediante plantaciones forestales comerciales. La
consideración de terreno forestal temporal se mantendrá
durante un período de tiempo no inferior al turno de la
plantación; 

XLIII. Unidad de manejo forestal: Territorio cuyas condi-
ciones físicas, ambientales, sociales y económicas guardan
cierta similitud para fines de ordenación, manejo forestal
sustentable y conservación de los recursos; 
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XLIV. Uso doméstico: El aprovechamiento, sin propósitos
comerciales, de los recursos forestales extraídos del medio
natural en el que se encuentran, para usos rituales o satis-
facer las necesidades de energía calorífica, vivienda, ape-
ros de labranza y otros usos en la satisfacción de sus nece-
sidades básicas en el medio rural; 

XLV. Vegetación forestal: El conjunto de plantas y hongos
que crecen y se desarrollan en forma natural, formando
bosques, selvas, zonas áridas y semiáridas, y otros ecosis-
temas, dando lugar al desarrollo y convivencia equilibrada
de otros recursos y procesos naturales; 

XLVI. Vegetación exótica: Conjunto de plantas arbóreas,
arbustivas o crasas ajenas a los ecosistemas naturales; 

XLVII. Ventanilla única: El sistema administrativo que re-
úne al mayor número posible de las dependencias y entida-
des del sector público forestal, tanto federal, estatal como
municipal, para la atención integral de los distintos usua-
rios del sector; 

XLVIII. Visita de Inspección: La supervisión que realiza el
personal autorizado para verificar que el aprovechamiento,
manejo, transporte, almacenamiento y transformación de
recursos forestales, se ajuste a la Ley y demás disposicio-
nes legales aplicables.

TITULO SEGUNDO 
DE LA ORGANIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN

DEL SECTOR PUBLICO FORESTAL 

CAPITULO I. 
Del Servicio Nacional Forestal 

ARTÍCULO 8. La Federación, las Entidades Federativas y
los Municipios establecerán las bases de coordinación para
la integración y funcionamiento del Servicio Nacional Fo-
restal, el cual tiene por objeto la conjunción de esfuerzos,
instancias, instrumentos, políticas, servicios y acciones ins-
titucionales para la atención eficiente y concertada del sec-
tor forestal. 

El objeto del Servicio Nacional Forestal se cumplirá con
estricto apego a las disposiciones constitucionales o lega-
les que regulen las atribuciones y facultades de las autori-
dades que lo integren, por ello la coordinación se llevará a
cabo mediante convenios generales y específicos. 

ARTÍCULO 9. El Servicio Nacional Forestal se confor-
mará por: 

I. El Titular de la Secretaría, quien lo presidirá; 

II El Secretario de la Defensa Nacional; 

III. El Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación; 

IV. Los Gobernadores de las Entidades Federativas y el Je-
fe del Gobierno del Distrito Federal; 

V. El Titular de la Comisión; 

VI. El Titular de la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente; y 

VII. Los Titulares de las dependencias o entidades que ten-
gan a su cargo la atención de las distintas actividades o ma-
terias relacionadas con el sector forestal.

Para la atención y coordinación de las distintas materias del
sector forestal el Servicio Nacional Forestal contará, al me-
nos, con los siguientes grupos de trabajo: 

a. Inspección y vigilancia forestal; 

b. Protección e incendios forestales; 

c. Gestión administrativa y descentralización forestal; 

d. Sistemas de información; y 

e. Comercio y fomento económico.

El Reglamento del Servicio Nacional Forestal establecerá
su integración y funcionamiento, así como el de los grupos
de trabajo. 

ARTÍCULO 10. Los recursos humanos, financieros y ma-
teriales que se requieran para el cumplimiento del objeto
del Servicio Nacional Forestal, quedarán bajo la absoluta
responsabilidad jurídica y administrativa de las partes que
lo integran o, en su caso, de los particulares con los cuales
se establezcan mecanismos de concertación. En todo caso
la aportación voluntaria de dichos recursos no implicará la
transferencia de los mismos. 
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CAPITULO II. 
De la Distribución de Competencias en Materia Forestal 

Artículo 11. La Federación, los Estados, el Distrito Fede-
ral y los Municipios ejercerán sus atribuciones en materia
forestal de conformidad con la distribución de competen-
cias prevista en esta Ley y en otros ordenamientos legales. 

Sección 1. 
De las Atribuciones de la Federación 

ARTICULO 12. Son atribuciones de la Federación: 

I. Formular y conducir la política nacional en materia de
desarrollo forestal sustentable; 

II. Diseñar, organizar y aplicar los instrumentos de política
forestal previstos en esta Ley, garantizando una adecuada
coordinación entre la Federación, las entidades federativas y
los municipios, en el marco del Servicio Nacional Forestal; 

III. Elaborar, coordinar y aplicar los programas a que se re-
fiere esta Ley en materia forestal, en los ámbitos nacional
y regional, tanto de proyección sexenal, así como de más
largo plazo; 

IV. Aplicar y promover, en coordinación con las entidades
federativas y los municipios, el establecimiento de siste-
mas y esquemas de ventanilla única para la atención efi-
ciente de los diversos usuarios; 

V. Realizar el Inventario Nacional Forestal y de Suelos y
determinar los criterios e indicadores para el desarrollo, di-
seño y actualización de los inventarios correspondientes a
las entidades; 

VI. Llevar a cabo la zonificación forestal del país; 

VII. Diseñar, organizar y administrar el Registro Forestal
Nacional; 

VIII. Emitir normas para la reforestación en zonas de con-
servación y restauración y vigilar su cumplimiento; 

IX. Elaborar y expedir normas oficiales mexicanas en ma-
teria forestal y vigilar su cumplimiento; 

X. Elaborar y adoptar metodologías, tomando en conside-
ración, en su caso, parámetros internacionales, para la va-
loración de los bienes y servicios ambientales; 

XI. Establecer las bases e instrumentos para promover un
mercado de bienes y servicios ambientales, así como para
promover la compensación por los bienes y servicios am-
bientales que prestan los ecosistemas forestales; 

XII. Generar mecanismos para impulsar la participación
directa de los propietarios y poseedores de los recursos fo-
restales en la protección, vigilancia, ordenación, aprove-
chamiento, cultivo, transformación y comercialización de
los mismos; 

XIII. Celebrar acuerdos de coordinación, cooperación y
concertación en materia forestal nacional e internacional; 

XIV. Diseñar, desarrollar, aplicar y propiciar, en coordina-
ción con las dependencias y entidades federales competen-
tes, los instrumentos económicos para promover el des-
arrollo forestal; 

XV. Promover el Fondo Forestal Mexicano; 

XVI. Coordinar las acciones de prevención y combate de
incendios forestales, así como elaborar y aplicar el Progra-
ma Nacional de Prevención de Incendios Forestales, con la
participación que corresponda a los Estados, Distrito Fede-
ral, Municipios y al Sistema Nacional de Protección Civil; 

XVII. Deslindar, poseer y administrar los terrenos nacio-
nales forestales; 

XVIII. Establecer medidas de sanidad y ejecutar las accio-
nes de saneamiento forestales; 

XIX. Promover el uso de prácticas, métodos y tecnologías
que conlleven a un manejo forestal sustentable; 

XX. Promover el desarrollo y fortalecimiento de las orga-
nizaciones de productores forestales; 

XXI. Promover e invertir en el mejoramiento de la infraes-
tructura en las regiones forestales; 

XXII. Coadyuvar con los agentes de las cadenas producti-
vas forestales en coordinación en la defensa del sector fo-
restal en materia de comercio internacional, la promoción
de las exportaciones y el mejoramiento del mercado inter-
no; 

XXIII. Llevar a cabo las visitas de inspección y labores de
vigilancia forestales; 
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XXIV. Desarrollar las auditorías técnicas preventivas a las
que se refiere esta Ley; 

XXV. Regular, expedir y validar la acreditación de la legal
procedencia de las materias primas forestales y productos
maderables, y vigilar y promover, en el ámbito de su com-
petencia, el cumplimiento de esta Ley; 

XXVI. Imponer medidas de seguridad y sanciones a las in-
fracciones que se cometan en materia forestal; 

XXVII. Participar en programas integrales de prevención y
combate a la extracción y tala clandestina junto con los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios, en
el marco del Servicio Nacional Forestal; 

XXVIII. Definir y aplicar las regulaciones del uso del sue-
lo en terrenos forestales y preferentemente forestales; 

XXIX. Expedir, por excepción, las autorizaciones de cam-
bio de uso del suelo de los terrenos forestales, así como
controlar y vigilar el uso del suelo forestal; 

XXX. Elaborar estudios para, en su caso, recomendar al
Ejecutivo Federal el establecimiento, modificación o le-
vantamiento de vedas forestales; 

XXXI. Expedir las autorizaciones para el aprovechamien-
to de los recursos forestales y de las plantaciones forestales
comerciales, así como de los métodos de marqueo; 

XXXII. Recibir los avisos de plantaciones forestales co-
merciales y de aprovechamiento de recursos forestales no
maderables; 

XXXIII. Regular, controlar y evaluar la prestación de los
servicios técnicos forestales; 

XXXIV. Regular el transporte de materias primas foresta-
les, así como de productos y subproductos forestales; 

XXXV. Expedir los avisos y permisos según corresponda
para el combate y control de plagas y enfermedades fores-
tales, así como los certificados y demás documentación fi-
tosanitaria para la exportación e importación de recursos
forestales; 

XXXVI. Expedir los permisos previos para el funciona-
miento de centros de almacenamiento y transformación de

materias primas forestales, sin perjuicio de las atribuciones
que correspondan a las autoridades locales; y 

XXXVII. Los demás que esta Ley y otros ordenamientos
aplicables le confieren.

Sección 2. 
De las Atribuciones de los Estados y del Distrito Federal 

ARTICULO 13. Corresponde a las entidades federativas,
de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las Leyes
locales en la materia, las siguientes atribuciones: 

I. Diseñar, formular y aplicar, en concordancia con la polí-
tica forestal nacional, la política forestal en las entidades
federativas; 

II. Aplicar los criterios de política forestal previstos en es-
ta Ley y en las Leyes locales en la materia; 

III. Coadyuvar en la adopción y consolidación del Servicio
Nacional Forestal; 

IV. Elaborar, coordinar y aplicar los programas relativos al
sector forestal de la entidad, con proyección sexenal y con
visión de más largo plazo, vinculándolos con los progra-
mas nacionales y regionales, así como con su respectivo
Plan Estatal de Desarrollo; 

V. Participar en la elaboración de los programas forestales
regionales de largo plazo, de ámbito interestatal o por
cuencas hidrológico-forestales; 

VI. Impulsar en el ámbito de su jurisdicción el estableci-
miento de sistemas y esquemas de ventanilla única para la
atención eficiente de los usuarios del sector, con la partici-
pación de la Federación y de los Municipios; 

VII. Elaborar, monitorear y mantener actualizado el Inven-
tario Estatal Forestal y de Suelos, bajo los principios, crite-
rios y lineamientos que se establezcan para el Inventario
Nacional Forestal y de Suelos; 

VIII. Integrar el Sistema Estatal de Información Forestal e
incorporar su contenido al Sistema Nacional de Informa-
ción Forestal; 

IX. Compilar y procesar la información sobre uso domes-
tico de los recursos forestales e incorporarla al Sistema Es-
tatal de Información Forestal; 
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X. Promover los bienes y servicios ambientales de los eco-
sistemas forestales; 

XI. Impulsar la participación directa de los propietarios y
poseedores de los recursos forestales en la protección, con-
servación, restauración, vigilancia, ordenación, aprovecha-
miento, cultivo, transformación y comercialización de los
mismos; 

XII. Promover, en coordinación con la Federación, progra-
mas y proyectos de educación, capacitación, investigación
y cultura forestal, acordes con el programa nacional res-
pectivo; 

XIII. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación, coo-
peración y concertación en materia forestal; 

XIV. Regular el uso del fuego en las actividades relaciona-
das con las actividades agropecuarias o de otra índole, que
pudieran afectar los ecosistemas forestales; 

XV. Llevar a cabo acciones de prevención, capacitación y
combate de incendios forestales, en congruencia con el
programa nacional respectivo; 

XVI. Promover y participar en la restauración de los eco-
sistemas forestales afectados por incendio; 

XVII. Impulsar programas de mejoramiento genético fo-
restal; 

XVIII. Realizar y supervisar las labores de conservación,
protección y restauración de los terrenos estatales foresta-
les; 

XIX. Elaborar y aplicar programas de reforestación y fo-
restación en zonas degradadas que no sean competencia de
la Federación, así como llevar a cabo acciones de protec-
ción y mantenimiento de las zonas reforestadas o foresta-
das; 

XX. Llevar a cabo, en coordinación con la Federación, ac-
ciones de saneamiento de los ecosistemas forestales, den-
tro de su ámbito territorial de competencia; 

XXI. Prestar asesoría y capacitación en prácticas y méto-
dos que conlleven un manejo forestal sustentable; 

XXII. Asesorar y capacitar a los propietarios y poseedores
forestales en la elaboración y ejecución de programas de

manejo forestal, y de plantaciones forestales comerciales,
así como en la diversificación de las actividades forestales; 

XXIII. Asesorar y orientar a ejidatarios, comuneros, pe-
queños propietarios, comunidades indígenas y otros pro-
ductores forestales en el desarrollo de su organización, así
como en la creación de empresas sociales forestales, propi-
ciando la integración de cadenas productivas y los siste-
mas-producto del sector; 

XXIV. Brindar atención, de forma coordinada con la Fede-
ración y los municipios, a los asuntos relacionados con la
conservación y mejoramiento del hábitat natural de los
pueblos y comunidades indígenas; 

XXV. Diseñar, desarrollar y aplicar instrumentos económi-
cos para promover el desarrollo forestal de la entidad, de
conformidad con esta Ley y la política nacional forestal; 

XXVI. Promover e invertir en el mejoramiento de la in-
fraestructura en las áreas forestales de la entidad; 

XXVII. Fortalecer y ampliar la participación de la produc-
ción forestal en el crecimiento económico estatal; 

XXVIII. Participar de conformidad con los acuerdos y con-
venios que se celebren con la Federación, en la inspección
y vigilancia forestal en la entidad, así como en las acciones
de prevención y combate a la extracción ilegal y la tala
clandestina de los recursos forestales; 

XXIX. Hacer del conocimiento de las autoridades compe-
tentes, y en su caso denunciar, las infracciones o delitos
que se cometan en materia forestal; 

XXX. Elaborar estudios para, en su caso, recomendar al
Ejecutivo Federal a través de la Secretaría, el estableci-
miento, modificación o levantamiento de vedas; 

XXXI. Elaborar estudios para en su caso recomendar a la
Federación el establecimiento de restricciones a la foresta-
ción y reforestación en su territorio; y 

XXXII. La atención de los demás asuntos que en materia
de desarrollo forestal sustentable les conceda esta Ley u
otros ordenamientos, y que no estén expresamente otorga-
dos a la Federación o a los Municipios.

ARTICULO 14. Los Congresos de los Estados, con arre-
glo a sus respectivas Constituciones y la Asamblea Legis-
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lativa del Distrito Federal, con arreglo a su Estatuto de Go-
bierno, expedirán las disposiciones legales que sean nece-
sarias para regular las materias de su competencia previs-
tas en esta Ley. 

Sección 3. 
De las Atribuciones de los Municipios 

ARTICULO 15. Corresponden a los Gobiernos de los Mu-
nicipios, de conformidad con esta Ley y las Leyes locales
en la materia, las siguientes atribuciones: 

I. Diseñar, formular y aplicar, en concordancia con la polí-
tica nacional y estatal, la política forestal del municipio; 

II. Aplicar los criterios de política forestal previstos en es-
ta Ley y en las Leyes locales en bienes y zonas de jurisdic-
ción municipal, en las materias que no estén expresamente
reservadas a la Federación o a los Estados; 

III. Apoyar a la Federación y al Gobierno de la Entidad, en
la adopción y consolidación del Servicio Nacional Fores-
tal; 

IV. Participar en el ámbito de sus atribuciones, en el esta-
blecimiento de sistemas y esquemas de ventanilla única de
atención eficiente para los usuarios del sector; 

V. Coadyuvar con el Gobierno de la Entidad en la realiza-
ción y actualización del Inventario Estatal Forestal y de
Suelos; 

VI. Participar, en coordinación con la Federación en la zo-
nificación forestal, comprendiendo las áreas forestales per-
manentes de su ámbito territorial; 

VII. Promover programas y proyectos de educación, capa-
citación, investigación y cultura forestal; 

VIII. Celebrar acuerdos y convenios de coordinación, coo-
peración y concertación en materia forestal; 

IX. Expedir, previo a su instalación las licencias o permi-
sos, para el establecimiento de centros de almacenamiento
o transformación de materias primas forestales en el ámbi-
to de su competencia, considerando los criterios de políti-
ca forestal establecidos en esta Ley; 

X. Diseñar, desarrollar y aplicar incentivos para promover
el desarrollo forestal, de conformidad con esta Ley y los li-
neamientos de la política forestal del país; 

XI. Participar y coadyuvar en las acciones de prevención y
combate de incendios forestales en coordinación con los
gobiernos federal y estatal, y participar en la atención, en
general, de las emergencias y contingencias forestales, de
acuerdo con los programas de protección civil; 

XII. Participar en la planeación y ejecución de la reforesta-
ción, forestación, restauración de suelos y conservación de
los bienes y servicios ambientales forestales, dentro de su
ámbito territorial de competencia; 

XIII. Desarrollar y apoyar viveros y programas de produc-
ción de plantas; 

XIV. Llevar a cabo, en coordinación con el Gobierno de la
Entidad, acciones de saneamiento en los ecosistemas fo-
restales dentro de su ámbito de competencia; 

XV. Promover la construcción y mantenimiento de la in-
fraestructura en las áreas forestales del municipio; 

XVI. Promover la participación de organismos públicos,
privados y no gubernamentales en proyectos de apoyo di-
recto al desarrollo forestal sustentable; 

XVII. Participar, de conformidad con los acuerdos y con-
venios que se celebren con los gobiernos federal y de las
entidades federativas, en la vigilancia forestal en el muni-
cipio; 

XVIII. Hacer del conocimiento a las autoridades compe-
tentes, y en su caso denunciar, las infracciones o delitos
que se cometan en materia forestal; 

XIX. Participar y coadyuvar en los programas integrales de
prevención y combate a la extracción ilegal y a la tala clan-
destina con la Federación y el gobierno de la entidad; 

XX. Regular y vigilar la disposición final de residuos pro-
venientes de la extracción de materias primas forestales en
los términos establecidos en esta Ley; y 

XXI. La atención de los demás asuntos que en materia de
desarrollo forestal sustentable les conceda esta Ley u otros
ordenamientos.
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CAPITULO III. 
Del Sector Público Federal Forestal 

Sección 1. 
De las Atribuciones de la Secretaría de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales en 
Materia Forestal 

ARTICULO 16. La Secretaría ejercerá las siguientes atri-
buciones: 

I. Formular y conducir la política nacional de desarrollo fo-
restal sustentable y asegurar su congruencia con la política
ambiental y de recursos naturales nacional, así como las re-
lacionadas con el desarrollo rural; 

II. Diseñar los instrumentos de política forestal previstos
en esta Ley y operar los que correspondan a su competen-
cia; 

III. Elaborar el Programa Estratégico Forestal Nacional,
con la participación de la Comisión en las materias de su
competencia; 

IV. Conducir el Servicio Nacional Forestal, como instru-
mento de integración de las dependencias y entidades pú-
blicas vinculadas con la atención del sector forestal; 

V. Diseñar y definir en el ámbito de su competencia, estí-
mulos e incentivos económicos en materia forestal y los li-
neamientos para su aplicación y evaluación; 

VI. Regular Establecer, integrar, operar y mantener actua-
lizado el Registro Forestal Nacional, así como expedir los
certificados de inscripción previstos en las disposiciones
jurídicas aplicables; 

VII. Llevar el registro y cuidar la conservación de los ár-
boles históricos y notables del país; 

VIII. Emitir, normas oficiales mexicanas en materia fores-
tal y vigilar su cumplimiento; 

IX. Establecer los lineamientos para elaborar e integrar el
Sistema Nacional de Información Forestal; 

X. Regular la integración, monitoreo y actualización del
Inventario Nacional Forestal y de Suelos y coordinar el di-
seño del mismo; 

XI. Establecer los criterios, metodología y procedimientos
para la integración, organización y actualización de la zo-
nificación; 

XII. Definir las metodologías para la valoración de los
bienes y servicios ambientales de los ecosistemas foresta-
les; 

XIII. Definir instrumentos para promover un mercado de
bienes y servicios ambientales; 

XIV. Definir mecanismos de compensación por los bienes
y servicios ambientales que prestan los ecosistemas fores-
tales; 

XV. Deslindar, poseer y administrar los terrenos nacionales
forestales; 

XVI. Establecer las medidas de sanidad forestal; 

XVII. Llevar a cabo la inspección y vigilancia forestales; 

XVIII. Promover la participación y coordinación de las au-
toridades competentes, propietarios, poseedores y habitan-
tes de las zonas forestales, como los transportistas, comer-
ciantes e industrializadores de materias primas forestales,
en materia de vigilancia; 

XIX. Elaborar estudios para, en su caso, recomendar al
Ejecutivo Federal el establecimiento, modificación o le-
vantamiento de vedas forestales; 

XX. Expedir, por excepción las autorizaciones de cambio
de uso de suelo de los terrenos forestales; 

XXI. Imponer medidas de seguridad y sancionar a las in-
fracciones que se cometan en materia forestal, así como ha-
cer del conocimiento y en su caso denunciar los delitos en
dicha materia a las autoridades competentes; 

XXII. Otorgar, prorrogar, modificar, revocar, suspender o
anular todos los permisos, autorizaciones, certificados y li-
cencias, así como recibir los avisos de plantaciones fores-
tales comerciales y para el aprovechamiento de recursos
forestales no maderables; 

XXIII. Ejercer todos los actos de autoridad relativos a la
aplicación de la política de aprovechamiento sustentable,
conservación, protección restauración de los recursos fo-
restales y de los suelos, que esta ley prevea; 
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XXIV. Regular, expedir y validar la documentación con la
que se acredite la legal procedencia de las materias primas
y productos forestales; 

XXV. Regular el transporte de materias primas productos y
subproductos forestales; 

XXVI. Expedir los certificados y demás documentación fi-
tosanitaria para la exportación e importación de materias
primas y productos forestales; 

XXVII. Intervenir en foros internacionales respecto de las
materias competencia de la Secretaría con la participación
que corresponda a la Secretaría de Relaciones Exteriores y
proponer a ésta la celebración de tratados y acuerdos inter-
nacionales en tales materias; y 

XXVIII. Las demás que le confieran la presente Ley, el Re-
glamento y otras disposiciones legales.

Sección 2. 
De la Comisión Nacional Forestal 

ARTÍCULO 17. La Comisión Nacional Forestal, es un or-
ganismo público descentralizado de la Administración Pú-
blica Federal, con personalidad jurídica y patrimonio pro-
pios. La coordinación sectorial de la Comisión corresponde
a la Secretaría, de conformidad con las disposiciones jurí-
dicas aplicables. 

El objeto de la Comisión será desarrollar, favorecer e im-
pulsar las actividades productivas, de protección, conser-
vación y de restauración en materia forestal, que conforme
a la presente Ley se declaran como una área prioritaria del
desarrollo, así como participar en la formulación de los
planes y programas y en la aplicación de la política de des-
arrollo forestal sustentable y sus instrumentos. 

ARTÍCULO 18 La Comisión tendrá su domicilio en la zo-
na metropolitana de la ciudad de Guadalajara, Jalisco, pu-
diendo establecer delegaciones o gerencias regionales, es-
tatales, así como representaciones en el extranjero que sean
necesarias para cumplir con su objeto conforme a sus re-
querimientos y disponibilidad presupuestal. 

ARTÍCULO 19. El patrimonio de la Comisión estará inte-
grado por: 

I. Los bienes muebles e inmuebles, así como los derechos
y obligaciones que le transmitan la Federación, las Entida-

des Federativas, los municipios o cualquier otra entidad
pública; 

II. Las donaciones, herencias, legados, y aportaciones que
otorguen particulares o cualquier institución pública o pri-
vada, nacional o internacional; 

III. Las adquisiciones, créditos, préstamos y cooperaciones
técnicas en numerario o en especie, que obtenga de cual-
quier dependencia o entidad pública, institución privada u
organismos nacionales o internacionales, de conformidad
con las disposiciones jurídicas aplicables; 

IV. Las acciones, derechos o productos que por cualquiera
título adquiera; 

V. Los recursos que le sean asignados anualmente confor-
me al Presupuesto de Egresos de al Federación correspon-
diente; y 

VI. Los ingresos que obtenga por: 

a) Los subsidios que los Gobiernos Federal, de las Entida-
des Federativas, y Municipales le otorguen o destinen; 

b) Los fondos que se obtengan para el financiamiento de
programas específicos; 

c) Los ingresos que obtenga por los servicios que preste y
por las actividades que realice; 

d) Los recursos que se obtengan por la comercialización de
sus obras literarias, derechos y demás que correspondan, y 

e) Los demás bienes, derechos y aprovechamientos que le
fijen las Leyes y reglamentos o que provengan de otros
fondos o aportaciones.

ARTÍCULO 20. La Comisión tendrá como órgano de go-
bierno a una Junta de Gobierno, que será la máxima auto-
ridad del organismo y estará integrada por los titulares de
las Secretarías de la Defensa Nacional; Hacienda y Crédi-
to Público; Desarrollo Social; Medio Ambiente y Recursos
Naturales; Economía; Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación; Reforma Agraria y Turismo,
así como de la Comisión Nacional del Agua. La Junta será
presidida por el titular de la Secretaría. 

Los miembros de la Junta de Gobierno gozarán de voz y
voto en las sesiones de la misma. Por cada integrante de
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este órgano colegiado deberá nombrar un suplente con nivel
jerárquico de Subsecretario; en el caso de la Comisión Na-
cional del Agua, deberá tener nivel de Subdirector General. 

ARTÍCULO 21. La Comisión estará a cargo de un Direc-
tor General quien será designado por el Titular del Poder
Ejecutivo Federal, debiendo recaer tal nombramiento en
persona que reúna los requisitos previstos en la Ley Fede-
ral de las Entidades Paraestatales. 

El Director General representará legalmente a la Comisión
en el cumplimiento de su objeto, adscribirá las unidades ad-
ministrativas de la misma, administrará sus bienes, expedirá
sus manuales, tramitará ante las dependencias competentes
el ejercicio del presupuesto aprobado, delegará facultades en
el ámbito de su competencia y tendrá las demás atribuciones
que le confieran las disposiciones legales o reglamentarias,
así como el Estatuto Orgánico de la Comisión. 

El Estatuto Orgánico de la Comisión determinará las bases
de la organización, así como las facultades y funciones que
corresponda a las unidades administrativas que integren el
organismo. 

ARTÍCULO 22. La Comisión tendrá a su cargo la ejecu-
ción de las atribuciones que la presente Ley le confiere, así
como todas aquellas que sean necesarias para poder cum-
plir con su objeto. 

Para ello la Comisión ejercerá las siguientes atribuciones: 

I. Participar en la formulación y aplicación de la política
nacional de desarrollo forestal sustentable; 

II. Organizar y aplicar los instrumentos de política forestal
previstos en la presente Ley; 

III. Participar en la elaboración del programa forestal de
carácter estratégico con visión de largo plazo; 

IV. Diseñar, instrumentar y operar en el ámbito de su com-
petencia, estímulos, incentivos e instrumentos económicos
en materia forestal; 

V. Coadyuvar con la Secretaría en la adopción y fortaleci-
miento del Servicio Nacional Forestal; 

VI. Integrar, monitorear y mantener actualizado el Inventa-
rio Nacional Forestal y de Suelos así como participar en el
diseño del mismo; 

VII. Elaborar, integrar, organizar y mantener actualizada la
zonificación de los terrenos forestales y preferentemente
forestales, con base en el ordenamiento ecológico del terri -
torio y en los criterios, metodología y procedimientos que
para tal efecto establezca la Secretaría; 

VIII. Elaborar e integrar, bajo los lineamientos que deter-
mine la Secretaría, el Sistema Nacional de Información Fo-
restal para incorporarlo en el Sistema Nacional de Infor-
mación Ambiental y de los Recursos Naturales, y a los
sistemas de información estadísticos y de información ge-
ográfica y documental; 

IX. Participar en la elaboración de normas oficiales mexi-
canas respecto de las actividades del sector forestal y en su
vigilancia y cumplimiento; 

X. Proponer la valoración de los bienes y servicios am-
bientales de los ecosistemas forestales, conforme a las me-
todologías definidas por la Secretaría; 

XI. Coadyuvar en la definición y promoción de mercados
de bienes y servicios ambientales; 

XII. Participar en la definición de mecanismos de compen-
sación por los bienes y servicios ambientales que prestan
los ecosistemas forestales; 

XIII. Coordinarse con las dependencias o entidades de la
Federación, Estados, Distrito Federal y Municipios, a fin
de que el desarrollo forestal sustentable obedezca a políti-
cas y criterios integradores, para lo cual podrá suscribir los
acuerdos y convenios que sean necesarios; 

XIV. Promover el desarrollo forestal sustentable y de los
recursos asociados para que incidan en el mejoramiento de
la calidad de vida de los propietarios o poseedores de te-
rrenos forestales o de preferentemente forestales y de sus
comunidades; 

XV. Apoyar la ejecución de programas de bienes y servi-
cios ambientales que generen los recursos forestales; 

XVI. Ejecutar y promover programas productivos, de res-
tauración, de protección, de conservación y de aprovecha-
miento sustentable de los ecosistemas forestales y de los
suelos en terrenos forestales o preferentemente forestales; 

XVII. Fomentar y favorecer la cadena productiva forestal y
de sus recursos asociados, impulsando actividades forestales
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diversificadas e integradas, así como la exportación de pro-
ductos forestales procesados y semiprocesados; 

XVIII. Coordinar con las autoridades estatales y municipa-
les, los programas y acciones que coadyuven con los pue-
blos y comunidades indígenas en la conservación y mejo-
ramiento de su lugar de residencia y a preservar la
integridad de sus tierras, promoviendo el desarrollo susten-
table de las mismas, con base en programas educativos de
contenido forestal; 

XIX. Impulsar la participación directa de los propietarios y
poseedores de los recursos forestales en la protección, vi-
gilancia, ordenación, aprovechamiento, cultivo, transfor-
mación y comercialización de los mismos; 

XX. Constituirse en enlace con otras dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal y con los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios,
para la ejecución de programas de prevención y combate
de incendios forestales; 

XXI. Brindar asesoría y capacitación a los pueblos y co-
munidades indígenas, para que éstos puedan organizarse
para la producción y aprovechamientos forestales en los
términos previstos por esta ley y de acuerdo con sus usos y
costumbres cuando así proceda; 

XXII. Ejecutar y promover los programas productivos, de
restauración, de conservación y de aprovechamiento sus-
tentable de suelos y sus ecosistemas; 

XXIII. Promover, asesorar, capacitar y evaluar la presta-
ción de los servicios técnicos forestales; 

XXIV. Realizar actividades de investigación y desarrollo
tecnológico y de cultura, capacitación y educación en ma-
teria forestal así como formular y coordinar la política de
investigación forestal y de desarrollo tecnológico; 

XXV. Diseñar y ejecutar programas de prevención, protec-
ción, conservación, y restauración de los recursos y suelos
forestales; 

XXVI. Desarrollar las auditorías técnicas preventivas a que
se refiere la presente Ley; 

XXVII. Coadyuvar con los agentes de las cadenas produc-
tivas forestales en la defensa del sector en materia de co-

mercio internacional, la promoción de exportaciones y el
mejoramiento del mercado interno; 

XXVIII. Efectuar campañas de difusión sobre el desarrollo
forestal sustentable; 

XXIX. Diseñar, proponer, desarrollar, evaluar y dar segui-
miento a las políticas y estrategias de cooperación y finan-
ciamiento; 

XXX. Dirigir, promover y coordinar los programas institu-
cionales de plantaciones forestales comerciales y de des-
arrollo forestal; 

XXXI. Participar, en el ámbito de su competencia, en la
política de manejo y aprovechamiento sustentable de la
fauna silvestre que habita en zonas forestales o preferente-
mente forestales, así como del aprovechamiento sustenta-
ble de los recursos forestales y sus recursos asociados; 

XXXII. Proponer y evaluar los sistemas y procedimientos
relativos a la prestación de los servicios técnicos forestales,
así como instrumentar, operar y llevar el seguimiento de
los mismos; 

XXXIII. Intervenir en foros y mecanismos de cooperación
y financiamiento en los temas de su competencia; 

XXXIV. Proteger y conservar los recursos genéticos fores-
tales; 

XXXV. Formular, coordinar y evaluar los programas y ac-
ciones de saneamiento forestal, así como diagnosticar, pre-
venir, combatir y controlar las plagas y enfermedades fo-
restales; 

XXXVI. Impulsar y transferir funciones y recursos hacia
los gobiernos de los estados y municipios en materia fores-
tal; 

XXXVII. Promover el Servicio Civil de Carrera; 

XXXVIII. Impulsar el uso de tecnología de la información
en los tramites a su cargo; y 

XXXIX. Las demás que le señale la presente Ley, el Re-
glamento y demás disposiciones legales aplicables.
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Sección 3. 
De las Promotorías de Desarrollo Forestal 

ARTICULO 23. El sector público forestal impulsará las
promotorías de desarrollo forestal, las cuales podrán esta-
blecerse como parte integrante de los Distritos de Desarro-
llo Rural ú otras estructuras ya establecidas en las entida-
des federativas. 

Sus tareas comprenderán la difusión de las políticas de
desarrollo forestal y de los apoyos institucionales que sean
destinados al sector; promover la organización de los pro-
ductores y sectores social y privado; promover la partici-
pación activa del sector forestal en las acciones institucio-
nales y sectoriales; procurar la oportunidad en la atención
a los propietarios, poseedores y titulares de autorizaciones
de aprovechamientos forestales; y cumplir con las respon-
sabilidades que se les asignen a fin de acercar la acción pú-
blica al ámbito rural forestal. 

CAPITULO IV. 
De la Coordinación Institucional 

ARTICULO 24. La Federación, a través de la Secretaría y
de la Comisión, podrá suscribir convenios o acuerdos de
coordinación, con el objeto de que los gobiernos del Dis-
trito Federal o de los estados, con la participación, en su ca-
so, de municipios, en el ámbito territorial de su competen-
cia asuman las siguientes funciones: 

I. Impulsar la vinculación interinstitucional en el marco del
Servicio Nacional Forestal y de los sistemas y esquemas de
ventanilla única para la atención eficiente de los usuarios
del sector; 

II. Programar y operar las tareas de prevención, detección
y combate de incendios forestales en la entidad, así como
los de control de plagas y enfermedades; 

III. Inspección y vigilancia forestales; 

IV. Imponer medidas de seguridad y las sanciones a las in-
fracciones que se cometan en materia forestal; 

V. Requerir la acreditación de la legal procedencia de las
materias primas forestales; 

VI. Otorgar los permisos y avisos para el combate y con-
trol de plagas y enfermedades; 

VII. Recibir los avisos de aprovechamiento de recursos fo-
restales maderables, no maderables, de forestación, y los
de plantaciones forestales comerciales; 

VIII. Autorizar el cambio de uso del suelo de los terrenos
de uso forestal; 

IX. Autorizar el aprovechamiento de los recursos foresta-
les maderables y no maderables y de plantaciones foresta-
les comerciales; 

X. Dictaminar, autorizar y evaluar los programas de mane-
jo forestal, así como evaluar y asistir a los servicios técni-
co forestales; o 

XI. Evaluar el impacto ambiental de las obras o actividades
forestales a que se refiere el artículo 28 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio Am-
biente.

ARTICULO 25. En la celebración de convenios o acuer-
dos de coordinación, se tomará en consideración que los
gobiernos de los Estados, del Distrito Federal y de los mu-
nicipios en su caso, cuenten con los medios necesarios, el
personal capacitado, los recursos materiales y financieros,
así como la estructura institucional específica para el des-
arrollo de las funciones que soliciten asumir. 

Asimismo, los convenios y acuerdos deberán ajustarse, en
lo conducente, a las bases previstas en las Leyes General
de Equilibrio Ecológico y Protección del Ambiente; y en la
Ley de Planeación; y se basarán en los principios de con-
gruencia del Servicio Nacional Forestal. 

ARTICULO 26. Se preverá que en el seguimiento y eva-
luación de los resultados que se obtengan por la ejecución
de los convenios y acuerdos a que se refiere este capítulo,
intervenga el Consejo Estatal Forestal correspondiente. 

La Secretaría, y la Comisión por acuerdo de ésta, dará se-
guimiento y evaluará el cumplimiento de los compromisos
que se asuman en los instrumentos a que se refiere este ca-
pítulo. 

ARTICULO 27. De acuerdo con lo previsto en la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, la Secretaría
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Ali-
mentación, se coordinará con la Secretaría y con la partici-
pación de la Comisión, en su caso, para el cumplimiento de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002508



los objetivos del Servicio Nacional Forestal previstos en la
presente Ley y, particularmente, en los siguientes aspectos: 

I. En el fomento de las investigaciones agro-silvo-pastori-
les, en la conservación de los bosques y en la promoción de
reforestaciones y de plantaciones agro-forestales; 

II. Participar en la Comisión Intersecretarial y en los siste-
mas y servicios especializados afines establecidos en la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable; 

III. Vincular a los Distritos de Desarrollo Rural con las
Promotorías de Desarrollo Forestal, en la atención de los
propietarios y poseedores forestales; 

IV. Respecto del establecimiento de sistemas y esquemas
de ventanilla única de atención eficiente a los usuarios del
sector forestal; 

V. Estabilizar la frontera agrícola y aumentar la productivi-
dad del componente agropecuario de las áreas arboladas y
de las áreas colindantes a los bosques bajo aprovechamien-
to forestal y áreas naturales protegidas; 

VI. Apoyar a la mujer del medio rural de los territorios fo-
restales en proyectos relacionados con leña combustible
(manejo, plantaciones y estufas ahorradoras), componentes
forestales para el traspatio, cosecha de agua y sobre labo-
res silvícolas; 

VII. Incorporar el componente forestal y el de conserva-
ción de suelos en los espacios agropecuarios, especialmen-
te los terrenos de ladera; 

VIII. En la reconversión del sistema roza-tumba-quema; y 

IX. En el manejo integral de las cuencas hidrológico-fores-
tales.

ARTICULO 28. En términos de lo establecido en el pri-
mer párrafo del articulo anterior, la Comisión Nacional del
Agua y la Comisión Federal de Electricidad también esta-
blecerán coordinación con la Secretaría y la Comisión, a
fin de desarrollar acciones y presupuestos tendientes al ma-
nejo integral de las cuencas, así como para promover la re-
forestación de zonas geográficas con vocación natural que
beneficien la recarga de cuencas y acuíferos, en la valora-
ción de los bienes y servicios ambientales de los bosques y
selvas en las cuencas hidrológico-forestales y participar en
la atención de desastres o emergencias naturales. 

Del mismo modo, la Comisión y la Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas, se coordinarán para la aten-
ción de los programas afines en materia forestal dentro de
las áreas naturales protegidas, de acuerdo con la política
nacional en la materia. 

TITULO TERCERO 
DE LA POLITICA NACIONAL EN 

MATERIA FORESTAL 

CAPITULO I. 
De los Criterios de la Política Nacional 

en Materia Forestal 

ARTICULO 29. El desarrollo forestal sustentable se con-
sidera un área prioritaria del desarrollo nacional, y por tan-
to, tendrán ese carácter las actividades públicas o privadas
que se le relacionen. 

ARTICULO 30. La política nacional en materia forestal
deberá promover el fomento y la adecuada planeación de
un desarrollo forestal sustentable, entendido éste como un
proceso evaluable y medible mediante criterios e indicado-
res de carácter ambiental, silvícola, económico y social que
tienda a alcanzar una productividad óptima y sostenida de
los recursos forestales sin comprometer el rendimiento,
equilibrio e integridad de los ecosistemas forestales, que
mejore el ingreso y la calidad de vida de las personas que
participan en la actividad forestal y promueva la genera-
ción de valor agregado en las regiones forestales, diversifi-
cando las alternativas productivas y creando fuentes de em-
pleo en el sector. 

Por tanto, la política en materia forestal sustentable que
desarrolle el Ejecutivo Federal, deberá observar los si-
guientes principios rectores: 

I. Lograr que el aprovechamiento sustentable de los eco-
sistemas forestales sea fuente permanente de ingresos y
mejores condiciones de vida para sus propietarios o posee-
dores, generando una oferta suficiente para la demanda so-
cial, industrial y la exportación, así como fortalecer la ca-
pacidad productiva de los ecosistemas; 

II. Fortalecer las capacidades de decisión, acción y fomen-
to de las comunidades ante las autoridades y otros agentes
productivos, de manera que puedan ejercer su derecho a
proteger, conservar y aprovechar los ecosistemas foresta-
les, de acuerdo con sus conocimientos, experiencias y tra-
diciones; 
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III. Dar atención integral y cercana a los usuarios, propie-
tarios y poseedores forestales, en el marco del Servicio Na-
cional Forestal; 

IV. Diseñar y establecer instrumentos de mercado, fiscales,
financieros y jurídico regulatorios, orientados a inducir
comportamientos productivos y de consumo sobre los re-
cursos forestales, y darle transparencia a la actividad fores-
tal; 

V. Asegurar la permanencia y calidad de los bienes y ser-
vicios ambientales, derivados de los procesos ecológicos,
asumiendo en programas, proyectos, normas y procedi-
mientos la interdependencia de los elementos naturales que
conforman los recursos susceptibles de aprovechamiento
como parte integral de los ecosistemas, a fin de establecer
procesos de gestión y formas de manejo integral de los re-
cursos naturales; 

VI. Desarrollar mecanismos y procedimientos que reco-
nozcan el valor de los bienes y servicios ambientales que
proporcionan los ecosistemas forestales, con el propósito
de la que la sociedad asuma el costo de su conservación; 

VII. Crear mecanismos económicos para compensar, apo-
yar o estimular a los propietarios y poseedores de los re-
cursos forestales por la generación de los bienes y servicios
ambientales, considerando a éstos como bienes públicos,
para garantizar la biodiversidad y la sustentabilidad de la
vida humana; 

VIII. Vigilar que la capacidad de transformación de la in-
dustria forestal existente sea congruente con el volumen
autorizado en los permisos de aprovechamiento expedidos,
considerando las importaciones del extranjero y de otras
entidades; y 

IX. Consolidar una cultura forestal que garantice el cuida-
do, preservación y aprovechamiento sustentable de los re-
cursos forestales y sus bienes y servicios ambientales, así
como su valoración económica, social y de seguridad que
se proyecte en actitudes, conductas y hábitos de consumo.

ARTICULO 31. En la planeación y realización de accio-
nes a cargo de las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, conforme a sus respectivas esferas
de competencia, así como en el ejercicio de las atribucio-
nes que las Leyes confieren a las autoridades de la Federa-
ción, de las Entidades o de los Municipios, para regular,
promover, restringir, prohibir, orientar y en general inducir

las acciones de los particulares en los campos social, am-
biental y económico, se observarán, por parte de las auto-
ridades competentes, los criterios obligatorios de política
forestal. 

ARTICULO 32. Son criterios obligatorios de política fo-
restal de carácter social, los siguientes: 

I. El respeto al conocimiento de la naturaleza, cultura y tra-
diciones de los pueblos y comunidades indígenas y su par-
ticipación directa en la elaboración y ejecución de los pro-
gramas forestales de las áreas en que habiten, en
concordancia con la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y
otros ordenamientos; 

II. La incorporación efectiva de los propietarios forestales
y sus organizaciones en la silvicultura, producción, indus-
tria y comercio de los productos forestales, la diversifica-
ción o uso múltiple y los bienes y servicios ambientales; 

III. La participación activa por parte de propietarios de pre-
dios o de industrias forestales en los procesos de promo-
ción de certificación del manejo forestal y de la cadena
productiva; 

IV. La participación de las organizaciones sociales y priva-
das e instituciones públicas en la conservación, protección,
restauración y aprovechamiento de los ecosistemas fores-
tales y sus recursos; 

V. El impulso al mejoramiento de la calidad, capacidad y
condición de los recursos humanos a través de la moderni-
zación e incremento de los medios para la educación, la ca-
pacitación, la generación de mayores oportunidades de em-
pleo en actividades productivas como de servicios; y 

VI. La regulación y aprovechamiento de los recursos y te-
rrenos forestales, deben ser objeto de atención de las nece-
sidades sociales, económicas, ecológicas y culturales de las
generaciones presentes y futuras.

ARTICULO 33. Son criterios obligatorios de política fo-
restal de carácter ambiental y silvícola, los siguientes: 

I. Orientarse hacia el mejoramiento ambiental del territorio
nacional a través de la gestión de las actividades forestales,
para que contribuyan a la manutención del capital genético
y la biodiversidad, la calidad del entorno de los centros
de población y vías de comunicación y que, del mismo
modo, conlleve la defensa de los suelos y cursos de agua,
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la disminución de la contaminación y la provisión de espa-
cios suficientes para la recreación; 

II. La sanidad y vitalidad de los ecosistemas forestales; 

III. El uso sustentable de los ecosistemas forestales y el es-
tablecimiento de plantaciones forestales comerciales; 

IV. La estabilización del uso del suelo forestal a través de
acciones que impidan el cambio en su utilización, promo-
viendo las áreas forestales permanentes; 

V. La protección, conservación, restauración y aprovecha-
miento de los recursos forestales a fin de evitar la erosión
o degradación del suelo; 

VI. La utilización del suelo forestal debe hacerse de mane-
ra que éste mantenga su integridad física y su capacidad
productiva, controlando en todo caso los procesos de ero-
sión y degradación; 

VII. La integración regional del manejo forestal, tomando
como base preferentemente las cuencas hidrológico-fores-
tales; 

VIII. La captación, protección y conservación de los recur-
sos hídricos y la capacidad de recarga de los acuíferos; 

IX. La contribución a la fijación de carbono y liberación de
oxígeno; 

X. La conservación de la biodiversidad de los ecosistemas
forestales, así como la prevención y combate al robo y ex-
tracción ilegal de aquellos, especialmente en las comuni-
dades indígenas; 

XI. La conservación prioritaria de las especies endémicas,
amenazadas, en peligro de extinción o sujetas a protección
especial; 

XII. La protección de los recursos forestales a través del
combate al tráfico o apropiación ilegal de materias primas
y de especies; 

XIII. La recuperación al uso forestal de los terrenos pre-
ferentemente forestales, para incrementar la frontera fo -
restal; y 

XIV. El uso de especies compatibles con las nativas y con
la persistencia de los ecosistemas forestales.

ARTICULO 34. Son criterios obligatorios de política fo-
restal de carácter económico, los siguientes: 

I. Ampliar y fortalecer la participación de la producción fo-
restal en el crecimiento económico nacional; 

II. El desarrollo de infraestructura; 

III. El fomento al desarrollo constante y diversificado de la
industria forestal, creando condiciones favorables para la
inversión de grandes, medianos, pequeños y micro empre-
sas, a fin de asegurar una oferta creciente de productos pa-
ra el consumo interno y el mercado exterior; 

IV. El fomento a la integración de cadenas productivas y
comerciales; 

V. Promover el desarrollo de una planta industrial con las
características necesarias para aprovechar los recursos fo-
restales que componen los ecosistemas, así como la ade-
cuada potencialidad de los mismos; 

VI. La plena utilización de los ecosistemas forestales me-
diante su cultivo y la de los suelos de vocación forestal a
través de la forestación, a fin de dar satisfacción en el lar-
go plazo de las necesidades de madera por parte de la in-
dustria y de la población, y de otros productos o subpro-
ductos que se obtengan de los bosques; 

VII. Fomentar la investigación, el desarrollo y transferen-
cia tecnológica en materia forestal; 

VIII. El mantenimiento e incremento de la producción y
productividad de los ecosistemas forestales; 

IX. La aplicación de mecanismos de asistencia financiera,
organización y asociación; 

X. El combate al contrabando y a la competencia desleal; 

XI. La diversificación productiva en el aprovechamiento
de los recursos forestales y sus recursos asociados; 

XII. El apoyo económico y otorgamiento de incentivos a
los proyectos de inversión forestal; 

XIII. La valoración de los bienes y servicios ambientales; 
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XIV. El apoyo, estímulo y compensación de los efectos eco-
nómicos del largo plazo de formación del recurso forestal y
del costo de los bienes y servicios ambientales; y 

XV. La realización de las obras o actividades públicas o
privadas que por ellas mismas puedan provocar deterioro
severo de los recursos forestales, debe incluir acciones
equivalentes de regeneración, restauración y restableci-
miento de los mismos.

CAPITULO II. 
De los Instrumentos de la Política Forestal 

ARTICULO 35. Son instrumentos de la política nacional
en materia forestal, los siguientes: 

I. La Planeación del Desarrollo Forestal; 

II. El Sistema Nacional de Información Forestal; 

III. El Inventario Nacional Forestal y de Suelos; 

IV. La Zonificación Forestal; 

V. El Registro Forestal Nacional; 

VI. Las Normas Oficiales Mexicanas en materia Forestal;
y el 

VII. Sistema Nacional de Gestión Forestal.

En el diseño, elaboración, aplicación, evaluación y segui-
miento de los instrumentos de política forestal, se deberán
observar los objetivos y criterios de política forestal y de-
más disposiciones previstas en esta Ley. 

El Ejecutivo Federal promoverá la participación de la so-
ciedad en la planeación, aplicación y evaluación de los ins-
trumentos de política forestal, conforme a lo previsto en el
Título Séptimo de la presente Ley. 

Sección 1. De la Planeación del Desarrollo Forestal 

ARTICULO 36. La planeación del desarrollo forestal co-
mo instrumento para el diseño y ejecución de la política fo-
restal, deberá comprender dos vertientes: 

I. De proyección correspondiente a los periodos constitu-
cionales que correspondan a las administraciones, confor-

me a lo previsto en la Ley de Planeación para los progra-
mas sectoriales, institucionales y especiales; y 

II. De proyección de más largo plazo, por 25 años o más,
por lo que la Secretaría y la Comisión elaborarán el Pro-
grama Estratégico Forestal Nacional, en el ámbito de sus
respectivas competencias. Dicho programa deberá ser
aprobado por la Secretaría y en él se indicarán los objeti-
vos, estrategias y líneas de acción prioritarias.

El Programa Estratégico de largo plazo, los programas ins-
titucionales y, en su caso, especiales, deberán ser revisados
cada dos años. 

Los programas que elaboren los gobiernos de las Entidades
Federativas, con visión de corto y largo alcance, indicarán
los objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias, to-
mando en cuenta los criterios e instrumentos de la política
nacional forestal y buscando congruencia con los progra-
mas nacionales. 

ARTICULO 37. En la planeación del desarrollo forestal se
elaborarán programas regionales, atendiendo la geografía
de las cuencas, subcuencas y microcuencas hidrológico-fo-
restales y considerando particularmente la situación que
guarden los ecosistemas forestales y los suelos. La Secre-
taría y la Comisión promoverán que los gobiernos de las
Entidades Federativas, se coordinen a efecto de participar
en la elaboración de dichos programas y garanticen la par-
ticipación de los interesados. 

ARTÍCULO 38. El Ejecutivo Federal incorporará en sus
informes anuales que debe rendir ante el Congreso de la
Unión, un informe sobre el estado que guarda el sector fo-
restal. 

Las Leyes locales estipularán los procedimientos de rendi-
ción de cuentas del Ejecutivo de la Entidad a la Legislatu-
ra respectiva. 

Los gobiernos de las Entidades Federativas y de los muni-
cipios, informarán anualmente a la Secretaría y a la Comi-
sión los resultados obtenidos, en términos de los convenios
o acuerdos de coordinación celebrados. 

Sección 2. 
Del Sistema Nacional de Información Forestal 

ARTICULO 39. La Secretaría regulará, emitirá las normas,
procedimientos  y  metodología,  a fin de que la Comisión

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002512



integre el Sistema Nacional de Información Forestal, el
cual tendrá por objeto registrar, integrar, organizar, actuali-
zar y difundir la información relacionada con la materia fo-
restal, que estará disponible al público para su consulta y
que se integrará al Sistema Nacional de Información Am-
biental y de Recursos Naturales y se articulará en lo con-
ducente con el Sistema Nacional de Información para el
Desarrollo Rural. 

ARTICULO 40. Mediante el Sistema Nacional de Infor-
mación Forestal, se deberá integrar de forma homogénea
toda la información en materia forestal, incluyendo: 

I. La contenida en el Inventario Nacional Forestal y de
Suelos y en los inventarios forestales y de suelos de las en-
tidades federativas; 

II. La contenida en la Zonificación Forestal; 

III. La contenida en el Registro Forestal Nacional; 

IV. Sobre las evaluaciones de plantaciones forestales co-
merciales y reforestación con propósitos de restauración y
conservación; 

V. Sobre el uso y conocimiento de los recursos forestales,
incluyendo información sobre uso doméstico y conoci-
miento tradicional; 

VI. Sobre los acuerdos y convenios en materia forestal, y
la relativa a mecanismos y tratados de coordinación o coo-
peración nacional e internacional; 

VII. La información económica de la actividad forestal; 

VIII. Sobre investigaciones y desarrollo tecnológico; 

IX. Sobre organizaciones e instituciones de los sectores so-
cial y privado, así como de organismos públicos naciona-
les e internacionales relacionados con este sector; y 

X. Las demás que se consideren estratégicas para la plane-
ación y evaluación del desarrollo forestal sustentable.

Las autoridades federales, estatales y municipales deberán
proporcionar al Sistema Nacional de Información Forestal,
la información que recaben en el cumplimiento de sus atri-
buciones. 

ARTICULO 41. Para la integración de la información al
Sistema Nacional de Información Forestal, la Secretaría
deberá crear normas, procedimientos y metodologías que
garanticen la compatibilidad y la responsabilidad de la in-
formación generada y de las autoridades involucradas en
dicho proceso. 

ARTICULO 42. La Secretaría y la Comisión promoverán
la creación de los Sistemas Estatales de Información Fo-
restal. Los gobiernos de las entidades federativas, al inte-
grar su Sistema Estatal de Información Forestal deberán to-
mar en cuenta las normas, procedimientos y metodologías
que se siguieron para la integración del Sistema Nacional
de Información Forestal, a fin de hacerlo compatible con
éste. 

ARTICULO 43. Toda persona tendrá derecho a que las
autoridades en materia forestal pongan a su disposición la
información forestal que les soliciten, en los términos pre-
vistos por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental. 

Sección 3. 
Del Inventario Nacional Forestal y de Suelos 

ARTICULO 44. La Secretaría regulará los procedimien-
tos y metodología a fin de que la Comisión integre el In-
ventario Nacional Forestal y de Suelos, el cual deberá rela-
cionar de manera organizada y sistemática los datos
estadísticos y contables de los bienes y servicios ambienta-
les. 

ARTICULO 45. El Inventario Nacional Forestal y de Sue-
los deberá comprender la siguiente información: 

I. La superficie y localización de terrenos forestales y pre-
ferentemente forestales con que cuenta el país, con el pro -
pósito de integrar su información estadística y elaborar su
cartografía, en sus distintos niveles de ordenación y ma-
nejo; 

II. Los terrenos forestales temporales, su superficie y loca-
lización; 

III. Los tipos de vegetación forestal y de suelos, su locali-
zación, formaciones y clases, con tendencias y proyeccio-
nes que permitan clasificar y delimitar el estado actual de
la degradación, así como las zonas de conservación, pro-
tección, restauración y producción forestal, en relación con
las cuencas hidrológicas-forestales, las regiones ecológicas,
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las áreas forestales permanentes y las áreas naturales pro-
tegidas; 

IV. La dinámica de cambio de la vegetación forestal del pa-
ís, que permita conocer y evaluar las tasas de deforestación
y las tasas de degradación y disturbio, registrando sus cau-
sas principales; 

V. La cuantificación de los recursos forestales, que incluya
la valoración de los bienes y servicios ambientales que ge-
neren los ecosistemas forestales, así como los impactos que
se ocasionen en los mismos; 

VI. Los criterios e indicadores de sustentabilidad y degra-
dación de los ecosistemas forestales; 

VII. Los inventarios sobre la infraestructura forestal exis-
tente; y 

VIII. Los demás datos que señale el reglamento de esta
Ley.

ARTICULO 46. Los datos comprendidos en el Inventario
Nacional Forestal y de Suelos serán la base para: 

I. La formulación, ejecución, control y seguimiento de pro-
gramas y acciones en materia forestal; 

II. El cálculo del volumen de madera o biomasa forestal en
pie, su incremento y el volumen de corta o aprovecha-
miento potencial; 

III. La integración de la zonificación forestal, la ordenación
forestal y el ordenamiento ecológico del territorio; y 

IV. La evaluación y seguimiento de los planes a largo, me-
diano y corto plazo.

En el Reglamento de la presente Ley se determinarán los
criterios, metodología y procedimientos para la integra-
ción, organización, actualización y monitoreo de los datos
que deberá contener el Inventario Nacional Forestal y de
Suelos. 

ARTICULO 47. En la formulación del Inventario Nacio-
nal Forestal y de Suelos y de la zonificación forestal, se de-
berán considerar los siguientes criterios: 

I. La delimitación por cuencas y subcuencas hidrológico-
forestales; 

II. La naturaleza, características, diversidad de los ecosis-
temas o tipos de vegetación forestales existentes en el te-
rritorio nacional; 

III. La vocación de los terrenos forestales y preferente-
mente forestales; y 

IV. Los desequilibrios existentes en los ecosistemas por
efecto de las actividades económicas o de otras actividades
humanas o fenómenos naturales.

Sección 4. 
De la Zonificación Forestal 

ARTICULO 48. La zonificación forestal es el instrumen-
to en el cual se identifican, agrupan y ordenan los terrenos
forestales y preferentemente forestales dentro de las cuen-
cas, subcuencas y microcuencas hidrológico-forestales, por
funciones y subfunciones biológicas, ambientales, socioe-
conómicas, recreativas, protectoras y restauradoras, con fi-
nes de manejo y con el objeto de propiciar una mejor ad-
ministración y contribuir al desarrollo forestal sustentable. 

ARTICULO 49. La Comisión deberá llevar a cabo la zo-
nificación con base en el Inventario Nacional Forestal y de
Suelos y en los programas de ordenamiento ecológico, y lo
someterá a la aprobación de la Secretaría. 

ARTICULO 50. En el Reglamento de la presente Ley se
determinarán los criterios, metodología y procedimientos
para la integración, organización y actualización de la zo-
nificación; los cuales deberán considerar los mecanismos
necesarios para tomar en consideración la participación,
opinión y propuesta comunitaria de los propietarios de los
predios forestales y agropecuarios. 

Dicha zonificación deberá publicarse en el Diario Oficial
de la Federación. 

Sección 5. 
Del Registro Forestal Nacional 

ARTICULO 51. La Secretaría establecerá, integrará, or-
ganizará y mantendrá actualizado el Registro Forestal Na-
cional. 

El Registro Forestal Nacional será público y en él se ins-
cribirán: 
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I. Los programas de manejo forestal y los programas de
manejo de plantaciones forestales comerciales, sus autori-
zaciones, modificaciones y cancelaciones, así como los do-
cumentos incorporados a la solicitud respectiva; 

II. Los avisos de forestación, así como sus modificaciones
o cancelaciones; 

III. Las autorizaciones de cambio de uso de suelo de los te-
rrenos forestales; 

IV. Los datos para la identificación de los prestadores de
servicios técnicos forestales y auditores técnico forestales; 

V. Los decretos que establezcan áreas naturales protegidas
que incluyan terrenos forestales o preferentemente foresta-
les; 

VI. Los decretos que establezcan zonas de restauración en
terrenos forestales; 

VII. Los decretos que establezcan vedas forestales; 

VIII. Los actos de transferencia de dominio, uso, usufruc-
to o prestación de servicios que involucren recursos fores-
tales, programas de manejo forestal, de manejo de planta-
ciones forestales comerciales y avisos de forestación; 

IX. Las autorizaciones de funcionamiento de centros de al-
macenamiento y transformación de materias primas fores-
tales; y 

X. Los demás actos y documentos que se señalen en el re-
glamento de esta Ley.

ARTICULO 52. El Registro está obligado a proporcionar
la información a todo solicitante, sin más exigencia que su
previa identificación, y el pago de los derechos que corres-
pondan, en los términos de las disposiciones legales apli-
cables. 

ARTICULO 53. El Reglamento correspondiente determi-
nará los procedimientos para la inscripción y otorgamiento
de constancias de actos y documentos inscritos en el Re-
gistro. 

ARTICULO 54. En el marco de los principios de coordi-
nación que establece esta Ley, el Registro Agrario Nacio-
nal estará obligado a dar parte al Registro, en los plazos
que fije el Reglamento respectivo, de los actos previstos en

el presente capítulo y que a aquél le corresponda inscribir.
El Registro buscará asimismo la coordinación necesaria
con los registros públicos de la propiedad, establecidos por
los gobiernos de los estados, el Distrito Federal o por los
Municipios en su caso, a fin de que éstos den parte a aquél
de los actos que realicen y se relacionen con cualquiera de
los enunciados en el artículo 51. 

Sección 6. De las Normas Oficiales Mexicanas en Materia
Forestal 

ARTICULO 55. La Secretaría emitirá normas oficiales
mexicanas en materia forestal y de suelos, en los términos
establecidos en la Ley Federal de Metrología y Normaliza-
ción, que tengan por objeto: 

I. Establecer los requisitos, especificaciones, condiciones,
procedimientos, metas, parámetros y límites permisibles
que deberán observarse en cuencas, regiones, ecosistemas
o zonas, en aprovechamiento de recursos forestales, en el
desarrollo de actividades económicas, en el uso y destino
de bienes, en insumos y en procesos; 

II. Considerar las condiciones necesarias para el bienestar
de la población y la conservación, protección, producción,
aprovechamiento o restauración de los recursos forestales
y de sus ecosistemas; 

III. Estimular o inducir a los agentes económicos para reo-
rientar sus procesos y tecnologías a la permanencia de las
masas forestales, al aumento de su productividad a través
del mejoramiento de las prácticas silvícolas y al desarrollo
forestal sustentable; 

IV. Otorgar certidumbre a largo plazo a la inversión e in-
ducir a los agentes económicos a asumir los costos de la
afectación forestal y ambiental que ocasionen; 

V. Regular los procesos de aprovechamiento, almacena-
miento, transporte, transformación y comercialización de
los recursos forestales así como la prestación de los servi-
cios técnicos; 

VI. Fomentar actividades de producción primaria, transfor-
mación y comercialización forestal en un marco de compe-
tencia, eficiencia y sustentabilidad; 

VII. Establecer la relación de productos cuya utilización
deba prohibirse en las actividades forestales; 
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VIII. Prevenir o mitigar la erosión del suelo, así como lo
relativo a la conservación o restauración del mismo; 

IX. Regular los sistemas, métodos, servicios y mecanismos
relativos a la prevención, combate y control de incendios
forestales, y al uso del fuego en terrenos forestales o prefe-
rentemente forestales; y 

X. Los demás que la presente Ley le señale.

Sección 7. 
Del Sistema Nacional de Gestión Forestal 

ARTICULO 56. La Secretaría integrará el Sistema Nacio-
nal de Gestión Forestal, partiendo de los programas de ma-
nejo inscritos en el Registro Forestal Nacional, con el ob-
jeto de llevar el control, la evaluación y el seguimiento de
los programas de manejo forestal, forestación y otras acti-
vidades silvícolas que se lleven a cabo en el país, así como
de aquellos referentes al análisis de la situación de los eco-
sistemas forestales en el ámbito nacional. 

ARTICULO 57. Con base en el Sistema Nacional de In-
formación Forestal, la Secretaría deberá elaborar, publicar
y difundir un informe bianual sobre la situación del sector
forestal, así como las medidas que se adoptarán para rever-
tir los procesos de degradación de los recursos forestales,
rezagos y avances de los componentes ambientales, socia-
les y económicos, con la información que para tal efecto
proporcionen la Comisión y otras dependencias o entida-
des. 

TITULO CUARTO 
DEL MANEJO Y APROVECHAMIENTO SUSTEN-

TABLE DE LOS RECURSOS FORESTALES 

CAPITULO I. 
De las Autorizaciones para el Aprovechamiento de los

Recursos Forestales 

ARTICULO 58. Corresponderá a la Secretaría otorgar las
siguientes autorizaciones: 

I. Cambio de uso de suelo en terrenos forestales, por ex-
cepción; 

II. Aprovechamiento de recursos maderables en terrenos
forestales y preferentemente forestales; 

III. Establecimiento de plantaciones forestales comerciales
en superficies mayores de 800 hectáreas, excepto aquéllas
en terrenos forestales temporales; y 

IV. Colecta y usos con fines comerciales o de investigación
de los recursos genéticos.

Las autorizaciones a las que se refieren las fracciones I, II
y III de este artículo, podrán ser realizadas por las autori-
dades competentes de las entidades federativas, en los tér-
minos de los mecanismos de coordinación previstos en la
presente Ley. 

En tratándose de plantaciones forestales comerciales, se es-
tará a lo dispuesto en los artículos 85, 86, 87 y relativos de
esta Ley, las cuales recibirán tratamientos de desregulación
administrativa y fomento. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

a) Bosque nativo: El que se desarrolla por acción de la na-
turaleza, sin que medie ninguna participación humana; 

b) Plantación forestal comercial: son los predios en los cua-
les se desarrolla la siembra de especies forestales madera-
bles para su comercialización.

ARTICULO 59. Previamente a las autorizaciones para el
aprovechamiento de los recursos forestales, la Secretaría
deberá comunicar las solicitudes respectivas a los Consejos
Estatales que corresponda, para los efectos de lo previsto
en el artículo 75 de esta Ley, sin que ello implique suspen-
der o interrumpir los plazos señalados en la presente Ley
para emitir las autorizaciones correspondientes, de acuerdo
a los términos y condiciones previstos en el Reglamento. 

ARTICULO 60. Las autorizaciones para el aprovecha-
miento de los recursos forestales tendrán una vigencia co-
rrespondiente al ciclo de corta, pudiendo refrendarse, cuan-
tas veces sea necesario para lograr los objetivos del
programa de manejo respectivo y hasta el término de la vi -
gencia del mismo. 

ARTICULO 61. En caso de transmisión de la propiedad o
de los derechos de uso o usufructo sobre terrenos foresta-
les o preferentemente forestales, los transmitentes deberán
declarar bajo protesta de decir verdad, circunstancia que el
notario público ante quien se celebre la transmisión hará
constar en el documento en que se formalice la misma, si
existe autorización de cambio de uso del suelo, programa

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002516



de manejo forestal y de suelos, programa de manejo de
plantación forestal comercial o aviso de plantación forestal
comercial. En caso afirmativo, los notarios deberán notifi-
car del acto que se celebre al Registro Forestal Nacional en
un plazo de treinta días naturales, contados a partir del
otorgamiento de la escritura correspondiente. En caso de
los actos que se lleven a cabo ante el Registro Agrario Na-
cional, éste deberá notificar de los mismos al Registro Fo-
restal Nacional en el mismo plazo. 

Los adquirentes de la propiedad o de derechos de uso o
usufructo sobre terrenos forestales o preferentemente fo-
restales, sobre los cuales exista aviso, autorización o pro-
grama de manejo en los términos de esta Ley, deberán
cumplir con los términos de los avisos y programas de ma-
nejo a que se refiere la presente así como con las condicio-
nantes en materia de manejo forestal o de impacto ambien-
tal respectivas, sin perjuicio de poder solicitar la
modificación o la cancelación correspondiente en los tér-
minos de la presente Ley. 

Los titulares de los derechos de propiedad, uso o usufructo
de terrenos en donde exista un área de protección deberán
hacerlo del conocimiento del adquirente, del fedatario o
autoridad, ante quien se vaya a realizar el acto de transmi-
sión de estos derechos y deberá hacerse constar esta situa-
ción en la escritura correspondiente. 

Los derechos de aprovechamiento podrán ser cedidos en
todo o en parte a favor de terceras personas. Cuando se tra-
te del supuesto a que se refiere el artículo 76 la transferen-
cia de los derechos derivados de la autorización sólo podrá
surtir efectos una vez que la Secretaría haya emitido dicta-
men sobre su procedencia. 

ARTICULO 62. Los titulares de los aprovechamientos fo-
restales y de plantaciones forestales comerciales estarán
obligados a: 

I. Firmar el programa de manejo; 

II. Coadyuvar en la elaboración del estudio de ordenación
forestal de la Unidad de Manejo forestal a la que pertenez-
ca su predio; 

III. Reforestar, conservar y restaurar los suelos y, en gene-
ral, a ejecutar las acciones de conformidad con lo previsto
en el programa de manejo autorizado; 

IV. Aprovechar los recursos forestales de acuerdo con la
posibilidad y el plan de cortas establecidos en la autoriza-
ción; 

V. Inducir la recuperación natural y, en caso de que no se
establezca ésta, reforestar las áreas aprovechadas de con-
formidad con lo señalado en el programa de manejo; 

VI. Solicitar autorización para modificar el programa de
manejo; 

VII. Presentar avisos de plantaciones forestales comercia-
les, en su caso; 

VIII. Acreditar la legal procedencia de las materias primas
forestales; 

IX. Presentar informes periódicos, en su caso avalados por
el responsable técnico sobre la ejecución, desarrollo y
cumplimiento del programa de manejo forestal. La perio-
dicidad de la presentación de dichos informes se establece-
rá en el Reglamento y en la autorización correspondiente; 

X. Dar aviso inmediato a la Secretaría cuando detecten la
presencia de plagas y enfermedades en su predio y ejecutar
los trabajos de saneamiento forestal que determine el pro-
grama de manejo y las recomendaciones de la Comisión; 

XI. Llevar un libro para registrar el movimiento de sus pro-
ductos, cuyas características serán fijadas por la Secretaría; 

XII. Ejecutar trabajos para prevenir, combatir y controlar
incendios forestales en los términos de la presente Ley; y 

XIII. Las demás establecidas en la presente Ley y su Re-
glamento.

ARTICULO 63. Las autorizaciones en materia forestal
sólo se otorgarán a los propietarios de los terrenos y a las
personas legalmente facultadas para poseerlos y usufruc-
tuarlos. 

Cuando la solicitud de una autorización en materia forestal
sobre terrenos propiedad de un ejido, comunidad o comu-
nidad indígena sea presentada por un tercero, éste deberá
acreditar el consentimiento del núcleo agrario mediante el
acuerdo de asamblea que lo autorice, de conformidad con
la Ley Agraria. 
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ARTICULO 64. El manejo del aprovechamiento de los re-
cursos forestales estará a cargo del titular del aprovecha-
miento. En el caso de que éste decida contratar a un pres-
tador de servicios técnicos forestales, dicho prestador será
responsable solidario con el titular. 

ARTICULO 65. La Secretaría suspenderá las autorizacio-
nes de aprovechamiento forestal en los siguientes casos: 

I. Por resolución de autoridad judicial o jurisdiccional
competente; 

II. Cuando exista conflicto respecto de la propiedad o po-
sesión ante alguna autoridad o instancia competente; 

III. Cuando se detecten irregularidades graves en el cum-
plimiento del programa de manejo, que pongan en riesgo el
recurso forestal; 

IV. Cuando la Secretaría imponga medidas provisionales
de sanidad, remediación, conservación, restauración y mi-
tigación de impactos adversos a los ecosistemas forestales;
y 

V. En los demás casos previstos en esta Ley, su Reglamen-
to, las normas oficiales mexicanas y demás disposiciones
que de ella emanen.

La suspensión a que se refiere este artículo solo surtirá
efectos respecto de la ejecución del programa de manejo
respectivo, siempre y cuando no tenga efectos negativos en
la protección del recurso o el mismo no pueda ser modifi-
cado. 

La suspensión se hará en los términos, condiciones y pla-
zos que se establezcan en el Reglamento de la presente
Ley. 

ARTICULO 66. Las autorizaciones de aprovechamiento
forestal se extinguen por cualquiera de las causas siguien-
tes: 

I. Vencimiento del término por el que se hayan otorgado; 

II. Renuncia del titular; 

III. Muerte del titular, salvo que exista designación expre-
sa de beneficiarios o, en caso de personas morales, por di-
solución o liquidación; 

IV. Desaparición de su finalidad o del recurso objeto de la
autorización; 

V. Nulidad, revocación y caducidad; 

VI. Cuando en la superficie autorizada para el aprovecha-
miento se decreten áreas o vedas forestales en los términos
previstos en la presente Ley, y 

VII. Cualquiera otra prevista en las Leyes o en la autoriza-
ción misma, que hagan imposible o inconveniente su con-
tinuación.

ARTICULO 67. Son causas de nulidad de las autorizacio-
nes de aprovechamiento forestal: 

I. Cuando el objeto de la autorización se ejecute en contra-
vención a disposiciones de orden público o las contenidas
en la presente Ley, su Reglamento, las normas oficiales
mexicanas y demás disposiciones que de ella emanen; 

II. Cuando se haya otorgado sustentándose en datos falsos
o erróneos proporcionados por el titular; 

III. Cuando se hayan expedido en violación a las disposi-
ciones de esta Ley, su Reglamento, las normas oficiales
mexicanas y demás disposiciones que de ella emanen, o
cuando una vez otorgadas se acredite que no se actualiza-
ron los supuestos y requisitos establecidos para su otorga-
miento, y 

IV. Las demás que señale la presente Ley o las establecidas
en las propias autorizaciones.

Cuando la nulidad se funde en error, y no en la violación
de la Ley o en la falta de los supuestos para el otorgamien-
to de la autorización, ésta podrá ser confirmada por la Se-
cretaría tan pronto como cese tal circunstancia. 

ARTICULO 68. Las autorizaciones de aprovechamiento
forestal, serán revocadas por cualquiera de las siguientes
causas: 

I. Cuando se cedan o transfieran a un tercero sin autoriza-
ción expresa de la Secretaría; 

II. Por dejar de cumplir con las condiciones a que se suje-
te el otorgamiento de la autorización o infringir lo dispues-
to en esta Ley, su Reglamento, las normas oficiales mexi-
canas y demás disposiciones que de ella emanen; 
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III. Realizar actividades no autorizadas y que requieran de
autorización expresa conforme a esta Ley y su Reglamen-
to; 

IV. Cuando se cause daño a los recursos forestales, a los
ecosistemas forestales o comprometido su regeneración y
capacidad productiva; 

V. Cuando no se apliquen las medidas de sanidad, regene-
ración, restauración, mitigación, conservación y demás que
la Secretaría haya decretado en la superficie objeto de la
autorización; 

VI. La persistencia de las causas que motivaron la suspen-
sión de los aprovechamientos, cuando haya vencido el tér-
mino que se hubiere fijado para corregirlas; 

VII. Por resolución definitiva de autoridad judicial o juris-
diccional competente, y 

VIII. Los demás casos previstos en esta Ley o en las pro-
pias autorizaciones.

ARTICULO 69. Las autorizaciones de aprovechamiento
forestal caducan cuando no se ejerzan durante el término
de su vigencia y en los demás casos previstos en esta Ley
o en las propias autorizaciones. 

ARTICULO 70. La suspensión, la extinción, la nulidad, la
revocación y la caducidad de las autorizaciones, se dictarán
por la autoridad que otorgó la autorización, previa audien-
cia que se conceda a los interesados para que rindan prue-
bas y aleguen lo que a su derecho convenga, conforme a los
procedimientos establecidos en el Reglamento de la pre-
sente Ley. 

ARTICULO 71. Queda prohibido a los titulares de las au-
torizaciones adelantar el plan de corta autorizado en el pro-
grama de manejo o alterar en forma alguna el calendario
aprobado por la Secretaría, salvo que existan causas eco-
nómicas, meteorológicas y sanitarias, fehacientemente de-
mostradas ante la Secretaría. 

ARTICULO 72. La Secretaría establecerá los procedi-
mientos y mecanismos necesarios, para que los títulos o
documentos en los que consten las autorizaciones, sean tra-
ducidos a las lenguas de los solicitantes o titulares de apro-
vechamientos forestales pertenecientes a pueblos y comu-
nidades indígenas, o bien, para asegurar que les sea
interpretado su contenido. 

Cuando una autorización pueda afectar el hábitat de algu-
na comunidad indígena, la autoridad deberá recabar el pa-
recer de los representantes de dicha comunidad. 

La Secretaría, en coordinación con las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal competentes,
verificará que los aprovechamientos de recursos forestales
se realicen garantizando los derechos que la Ley reconoz-
ca a las comunidades indígenas. 

CAPITULO II. 
Del Aprovechamiento y Uso de 

los Recursos Forestales 

Sección 1. 
Del Aprovechamiento de los Recursos 

Forestales Maderables 

ARTICULO 73. Se requiere autorización de la Secretaría
para el aprovechamiento de recursos forestales maderables
en terrenos forestales o preferentemente forestales. Dicha
autorización comprenderá la del programa de manejo a que
se refiere la presente Ley y la que, en su caso, corresponda
otorgar en materia de impacto ambiental, en los términos
de la legislación aplicable. 

El Reglamento o las Normas Oficiales Mexicanas estable-
cerán los requisitos y casos en que se requerirá aviso. 

ARTICULO 74. Las solicitudes para obtener autorización
de aprovechamiento de recursos forestales maderables, de-
berán acompañarse de: 

I. El nombre, denominación o razón social y domicilio del
propietario o poseedor del predio, o de quien tenga el de-
recho a realizar el aprovechamiento en términos de las dis-
posiciones legales; 

II. Copia certificada del título que acredite el derecho de
propiedad o posesión respecto del terreno o terrenos obje-
to de la solicitud; 

III. Tratándose de ejidos y comunidades, deberán presentar
acta de asamblea de conformidad con la Ley Agraria, en la
que se contenga el acuerdo para llevar a cabo el aprove-
chamiento, así como copia certificada el Reglamento inter-
no en el cual se definan las obligaciones y formas de parti -
cipación en las labores de cultivo, protección y fomento de
sus recursos; 
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IV. Plano georeferenciado indicando ubicación, superficie
y colindancias del predio; 

V. El programa de manejo forestal; y 

VI. Una manifestación, bajo protesta de decir verdad, de la
situación legal del predio o predios y, en su caso, sobre
conflictos agrarios.

ARTICULO 75. La Secretaría deberá solicitar al Consejo
Estatal de que se trate, opiniones y observaciones técnicas
respecto de las solicitudes de autorización de aprovecha-
miento de recursos forestales maderables o de forestación,
previamente a que sean resueltas. El Consejo correspon-
diente contará con diez días hábiles para emitir su opinión.
Transcurrido dicho término, se entenderá que no hay obje-
ción alguna para expedir o negar la autorización. 

ARTICULO 76. Los siguientes aprovechamientos foresta-
les requieren la presentación de una manifestación de im-
pacto ambiental, en los términos de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente: 

I. En selvas tropicales mayores a 20 hectáreas; 

II. En aprovechamientos de especies forestales de difícil
regeneración; y 

III. En áreas naturales protegidas.

La manifestación de impacto ambiental se integrará al pro-
grama de manejo forestal para seguir un sólo trámite admi-
nistrativo y se realizará de conformidad con las guías y
normas que se emitan en la materia. 

En las autorizaciones de las manifestaciones de impacto
ambiental a que se refiere este artículo, la autoridad de-
berá dar respuesta debidamente fundada y motivada a las
propuestas y observaciones planteadas por los interesados
en el proceso de consulta pública al que se refiere la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. 

ARTICULO 77. Para obtener autorización de aprovecha-
miento de recursos forestales maderables en superficies
menores o iguales a 20 hectáreas, el programa de manejo
forestal que debe acompañarse, será simplificado por pre-
dio o por conjunto de predios que no rebasen en total las
250 hectáreas. 

Tratándose de aprovechamientos de recursos forestales
maderables en superficies mayores a 20 hectáreas y meno-
res o iguales a 250 hectáreas, se requiere que el interesado
presente un programa de manejo forestal con un nivel in-
termedio. 

Tratándose de aprovechamientos de recursos forestales
maderables en superficies mayores a 250 hectáreas, se re-
quiere que el interesado presente un Programa de manejo
forestal con un nivel avanzado. 

El contenido y requisitos de estos niveles de programa, se-
rán determinados en el Reglamento de esta Ley, e invaria-
blemente deberán considerar acciones para inducir la rege-
neración natural o las opciones para, en su caso, reforestar
con especies nativas. 

ARTICULO 78. Cuando se incorpore o pretenda incorpo-
rar el aprovechamiento forestal de una superficie a una uni-
dad de producción mayor, los propietarios o poseedores de-
berán satisfacer íntegramente los requisitos de la solicitud
de autorización correspondientes a la superficie total a
aprovecharse. 

ARTICULO 79. El programa de manejo forestal tendrá
una vigencia correspondiente a un turno. Las autorizacio-
nes para el aprovechamiento de los recursos forestales ten-
drán una vigencia correspondiente al ciclo de corta, pu-
diendo refrendarse cuantas veces sea necesario,
verificando en el campo los elementos que se establezcan
en el Reglamento para lograr los objetivos del programa de
manejo respectivo y hasta el termino de la vigencia del
mismo. 

ARTICULO 80. Una vez presentado un programa de ma-
nejo forestal, la Secretaría iniciará el procedimiento de
evaluación, para lo cual dictaminará si la solicitud se ajus-
ta a las formalidades previstas en esta Ley, su Reglamento
y las normas oficiales mexicanas aplicables. 

Para la autorización a que se refiere este artículo, la Secre-
taría deberá evaluar la factibilidad de las obras o activida-
des propuestas en el Programa sobre los recursos forestales
sujetos a aprovechamiento, así como en los ecosistemas fo-
restales de que se trate, considerando el conjunto de ele-
mentos que los conforman y no únicamente los recursos
sujetos a aprovechamiento. 

ARTICULO 81. La Secretaría deberá resolver las solicitu-
des de autorización de aprovechamiento de recursos fores-
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tales maderables dentro de los treinta días hábiles siguien-
tes a la fecha de presentación de la solicitud. 

La Secretaría dispondrá de un plazo de sesenta días hábiles
para resolver las solicitudes de autorización para los apro-
vechamientos forestales previstos en el artículo 76 de la
presente Ley. 

Excepcionalmente, dicho plazo podrá ampliarse por otros
sesenta días naturales, cuando así se requiera por las carac-
terísticas del proyecto, en los supuestos y términos que es-
tablezca el Reglamento. 

En caso de que se hubiere presentado la información o do-
cumentación incompleta, la Secretaría requerirá por escri-
to fundado y motivado, y por única vez, a los solicitantes
para que la integren en un plazo no mayor a 15 días hábi-
les, suspendiéndose el término que restare para concluir el
procedimiento. 

Una vez presentada la documentación e información com-
plementaria a la Secretaría se reiniciarán los plazos legales
para el dictamen de la solicitud respectiva. Una vez trans-
currido dicho plazo, sin que se hubiere remitido la docu-
mentación e información faltante, la Secretaría desechará
la solicitud respectiva. 

ARTICULO 82. La Secretaría podrá autorizar la ejecución
del programa respectivo en los términos solicitados, o de
manera condicionada a su modificación o al establecimien-
to de medidas adicionales de manejo forestal o de preven-
ción y mitigación de impactos ambientales. En este caso, la
Secretaría señalará las restricciones o requisitos que debe-
rán observase en la ejecución del programa correspondien-
te, y que sólo podrán estar encaminadas a prevenir, mitigar
o compensar los efectos negativos sobre los ecosistemas. 

ARTICULO 83. De acuerdo a lo establecido en la presen-
te Ley, así como en los criterios e indicadores que se de-
terminen en el Reglamento, la Secretaría sólo podrá negar
la autorización solicitada cuando: 

I. Se contravenga lo establecido en esta Ley, su Reglamen-
to, las normas oficiales mexicanas o en las demás disposi-
ciones legales y reglamentarias aplicables; 

II. El programa de manejo forestal no sea congruente y
consistente con el estudio regional forestal de la Unidad de
Manejo forestal de la que forme parte el predio o predios
de que se trate, cuando esta exista; 

III. Se comprometa la biodiversidad de la zona y la rege-
neración y capacidad productiva de los terrenos en cues-
tión; 

IV. Se trate de las áreas de protección a que se refiere esta
Ley; 

V. Exista falsedad en la información proporcionada por los
promoventes, respecto de cualquier elemento de los pro-
gramas de manejo correspondientes; o 

VI. Cuando se presenten conflictos agrarios, de límites o de
sobreposición de predios, en cuyo caso, la negativa solo
aplicará a las áreas en conflicto.

ARTICULO 84. En el caso de la que la Secretaría no hu-
biera emitido resolución en los plazos previstos en esta Ley,
se entenderá negada la autorización de aprovechamiento fo-
restal, sin menoscabo de la responsabilidad en la que pueda
incurrir el servidor público en términos de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

La Secretaría instrumentará un mecanismo para la autori-
zación automática de solicitudes de aprovechamientos a ti-
tulares cuyo historial de aprovechamientos previos haya
resultado sin observaciones, siendo sujetos éstos de audito-
ría y verificación posterior, en todos los casos, en los tér-
minos establecidos para los efectos en el Reglamento. 

Sección 2. 
De las Plantaciones Forestales Comerciales 

ARTICULO 85. Queda prohibido el establecimiento de
plantaciones forestales comerciales en sustitución de la ve-
getación primaria nativa actual de los terrenos forestales,
salvo en los siguientes casos: 

I. Cuando se compruebe mediante estudios específicos que
no se pone en riesgo la biodiversidad; o 

II. Cuando se demuestre mediante estudios específicos que
la vegetación nativa tenga poco valor comercial o biodi-
versidad, y se juzgue conveniente promover plantaciones
de especies provenientes de otros lugares que se adapten a
la zona e inclusive favorezcan la fauna y los bienes y ser-
vicios ambientales.

La Secretaría expedirá la norma oficial mexicana que esta-
blezca las especies de vegetación forestal exótica que pon-
ga en riesgo la biodiversidad. 
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ARTICULO 86. En la política de plantaciones forestales
comerciales en terrenos temporalmente forestales y prefe-
rentemente forestales se promoverá de manera primordial
la utilización de especies nativas que tecnológica y econó-
micamente sean viables. La autoridad tendrá en todo mo-
mento la facultad de supervisar el manejo de la plantación,
cuidando especialmente los posibles impactos ambientales
adversos. 

ARTICULO 87. Las plantaciones forestales comerciales
en terrenos temporalmente forestales o en predios con su-
perficies menores o iguales a 800 hectáreas, únicamente re-
querirán de un aviso por escrito del interesado a la Secre-
taría, que deberá contener: 

I. El nombre, denominación o razón social y domicilio del
propietario o poseedor del predio o conjunto de predios; 

II. El título que acredite el derecho de propiedad o posesión
respecto del terreno o terrenos objeto de la solicitud; 

III. En caso de cesión de los derechos de la forestación a
terceros, señalar los datos indicados en la fracción I co-
rrespondientes al cesionario y la documentación que acre-
dite dicha cesión; 

IV. Plano georeferenciado indicando ubicación, superficie
y colindancias del predio o conjunto de predios, ubicándo-
lo dentro de la cuenca y subcuenca hidrológica-forestal y
Unidad de Manejo Forestal, cuando exista, donde se en-
cuentre el predio o predios; 

V. El programa de manejo de plantación forestal simplifi-
cado; y 

VI. Una manifestación, bajo protesta de decir verdad, de la
situación legal del predio o conjunto de predios, y en su ca-
so, sobre conflictos agrarios.

ARTICULO 88. Cuando la solicitud de una autorización
de plantación forestal comercial sobre terrenos de propie-
dad de un ejido o comunidad sea presentada por un terce-
ro, éste deberá acreditar el consentimiento del núcleo agra-
rio mediante el acuerdo de asamblea que lo autorice, de
conformidad con la Ley Agraria. 

Para efectos de la fracción II del artículo 75 de la Ley
Agraria, la Procuraduría Agraria antes de emitir su opinión
deberá recabar la de la Comisión, la que deberá asegurarse
de que el ejido o comunidad, cuenta con información pre-

via respecto del valor real de sus recursos forestales y del
valor de contar con la autorización. 

ARTICULO 89 Una vez presentado el aviso de plantación
forestal comercial, la Secretaría emitirá una constancia de
registro en un plazo no mayor de cinco días hábiles. Si des-
pués de este plazo la Secretaría no la ha emitido, el titular
quedará facultado a iniciar la plantación. 

La Secretaría no recibirá el aviso si éste no cumple con los
requisitos previstos en el artículo 87. 

Cuando se trate de plantaciones forestales comerciales en te-
rrenos forestales temporales, el titular podrá iniciar la planta-
ción desde el mismo momento de la presentación del aviso. 

ARTICULO 90. El aviso de plantación forestal comercial
facultará a sus titulares a realizar su aprovechamiento,
cuando el titular lo juzgue conveniente según las condicio-
nes de mercado y otros factores. 

ARTICULO 91. El titular del aviso de plantación forestal
comercial deberá presentar anualmente un informe que se-
ñale las distintas actividades desarrolladas en las fases de
trabajo, cuyos requisitos se deberán contener en el Regla-
mento de la presente Ley. 

ARTICULO 92. Se requiere autorización de la Secretaría
para realizar plantaciones forestales comerciales en terre-
nos preferentemente forestales en predios con superficies
mayores a 800 hectáreas, para lo cual se requerirá que el in-
teresado presente un programa de manejo, no así para el
caso de terrenos temporalmente forestales. 

ARTICULO 93. El contenido y requisitos de los dos nive-
les de programas de manejo de plantación forestal comer-
cial, así como otras modalidades, serán determinados en el
Reglamento y en las normas oficiales mexicanas. 

ARTICULO 94. La Secretaría, dentro de los treinta días
hábiles siguientes a la recepción del programa de manejo
de plantación forestal comercial, podrá: 

I. Requerir la información faltante, dentro de los primeros
cinco días hábiles, cuando se hubiese presentado incom-
pleta, suspendiéndose el término que restare para determi-
nar lo conducente; 

II. Autorizar la plantación comercial y, en su caso, deter-
minar la aplicación de medidas de manejo forestal o de
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prevención y mitigación de impactos ambientales, adicio-
nales a las previstas en el programa de manejo presentado;
o bien, 

III. Negar la autorización por no cumplir con los requisitos
previstos en esta Ley.

En el caso de que la Secretaría no hubiera emitido resolu-
ción en los plazos previstos en esta Ley, se entenderá auto-
rizada la plantación forestal comercial. 

ARTICULO 95. Cuando el cultivo de una plantación fo-
restal comercial se integre o pretenda integrarse a una uni-
dad de producción mayor, el propietario o poseedor de la
plantación deberá presentar un nuevo aviso de forestación
comercial o solicitud de autorización. 

ARTICULO 96. El manejo de la plantación forestal co-
mercial deberá estar a cargo de los titulares de la planta-
ción. En el caso de que éste decida contratar a un prestador
de servicios técnicos forestales, dicho prestador será res-
ponsable solidario con el titular. 

Sección 3. 
Del Aprovechamiento de los Recursos 

Forestales No Maderables 

ARTICULO 97. El aprovechamiento de recursos no ma-
derables únicamente requerirá de un aviso por escrito a la
autoridad competente. El Reglamento o las Normas Ofi-
ciales Mexicanas establecerán los requisitos y casos en que
se requerirá autorización y/o presentación de programas de
manejo simplificado. 

Cuando en un mismo terreno se pretendan realizar aprove-
chamientos comerciales de recursos forestales maderables
y no maderables, los interesados podrán optar por solicitar
las autorizaciones correspondientes en forma conjunta o
separada ante la Secretaría. Los dos tipos de aprovecha-
miento deberán integrarse en forma compatible. 

ARTICULO 98. Cuando se requiera programa de manejo
simplificado y sea elaborado por un responsable técnico,
éste será garante solidario con el titular del aprovecha-
miento, en caso de otorgarse la autorización. 

ARTICULO 99. Solamente se podrá autorizar el aprove-
chamiento de recursos no maderables en riesgo, o especies
amenazadas, en peligro de extinción, raras o sujetas a pro-
tección especial, de acuerdo con las normas oficiales me-

xicanas, cuando se dé prioridad para actividades de restau-
ración, repoblamiento y reintroducción que demuestren
que se contrarresta el riesgo citado. 

ARTICULO 100. No se otorgarán autorizaciones si el
aprovechamiento pudiera poner en riesgo las poblaciones
respectivas y las funciones ambientales de los ecosistemas,
incluyendo suelo, agua y paisaje. En el Reglamento y en
las normas oficiales mexicanas que al efecto se expidan, se
establecerán los criterios, indicadores y medidas corres-
pondientes. 

Sección 4. 
De la Colecta y Uso de los Recursos Forestales 

ARTICULO 101. La colecta y uso de recursos biológicos
forestales con fines de utilización en investigación y/o bio-
tecnología requiere de autorización por parte de la Secreta-
ría. 

La autorización a que se refiere este artículo sólo podrá
otorgarse si se cuenta con el consentimiento escrito previo,
expreso e informado, del propietario o legítimo poseedor
del predio en el que el recurso biológico forestal se en-
cuentre. 

Cuando la colecta se realice por entidades públicas de los
gobiernos federal, estatales o municipales, o bien, por el
dueño del recurso, bastará con que se presente el aviso res-
pectivo ante la Secretaría ajustándose a la Norma Oficial
Mexicana correspondiente y acreditando que se cuenta con
el consentimiento del propietario forestal. 

ARTICULO 102. Las colectas y usos con fines comercia-
les o científicos de los recursos biológicos forestales debe-
rán reconocer los derechos de las comunidades indígenas a
la propiedad, conocimiento y uso de las variedades locales.
El registro y certificaciones de los recursos genéticos fo-
restales o de formas modificadas de las mismas, así como
las patentes obtenidas por personas físicas o morales, será
jurídicamente nulo, sin el reconocimiento previo indicado,
salvo lo acordado en los tratados y convenios internaciona-
les relativos a la materia. 

Cuando además se pretenda aprovechar los conocimientos
de los pueblos y comunidades indígenas sobre los recursos
biológicos forestales, deberá reconocerse la propiedad del
conocimiento de los pueblos indígenas y presentar un con-
venio celebrado entre el solicitante de la autorización a que
se refiere el artículo anterior y la comunidad titular del
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conocimiento, en el que se acredite que se cuenta con el
consentimiento previo, expreso e informado de ésta. 

Podrá revocarse el permiso correspondiente si se acredita
que no se satisficieron los requisitos mencionados. 

ARTICULO 103. También se requerirá de autorización
por parte de la Secretaría, cuando se trate de la colecta de
especies forestales maderables y no maderables con fines
de investigación científica, cuyos términos y formalidades
se estipularán en las normas oficiales mexicanas que se ex-
pidan, así como en las demás disposiciones administrativas
que resulten aplicables. 

En todo caso y cuando sea del interés y aprovechamiento
de la Nación, se deberá garantizar que los resultados de la
investigación estén a disposición del público. 

Las autorizaciones correspondientes a solicitudes que con-
templen la manipulación o modificación genética de ger-
moplasma, para la obtención de organismos vivos genéti-
camente modificados con fines comerciales, deberán
contar previamente con el dictamen favorable de la Secre-
taría y se sujetarán en su caso, a lo dispuesto en la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
y demás disposiciones legales aplicables. 

ARTICULO 104. El aprovechamiento de recursos y mate-
rias primas forestales para uso doméstico, las actividades
silvopastoriles en terrenos forestales y las de agrosilvicul-
tura se sujetarán a lo que establezca el Reglamento de la
presente Ley y a las normas oficiales mexicanas que expi-
da la Secretaría, escuchando a los propietarios de montes y
tierras, y considerando disposiciones u opiniones de otras
Secretarías involucradas. 

ARTICULO 105. La Comisión deberá promover y apoyar
el conocimiento biológico tradicional de los pueblos y co-
munidades indígenas y ejidos, así como el fomento y el
manejo sustentable de los árboles, arbustos y hierbas para
la autosuficiencia y para el mercado, de los productos de
las especies útiles, incluyendo medicinas, alimentos, mate-
riales para la construcción, leña combustible, forrajes de
uso doméstico, fibras, aceites, gomas, venenos, estimulan-
tes, saborizantes, colorantes, insecticidas, ornamentales,
aromatizantes, artesanales y melíferas. 

ARTICULO 106. El aprovechamiento de los recursos fo-
restales, para usos domésticos y colecta para fines de in-
vestigación, en áreas que sean el hábitat de especies de flo-

ra o fauna silvestres endémicas, amenazadas o en peligro
de extinción, deberá hacerse de manera que no se alteren
las condiciones necesarias para la subsistencia, desarrollo y
evolución de dichas especies. 

CAPITULO III. 
Del Manejo Forestal Sustentable y Corresponsable 

Sección 1. 
De los Servicios Técnicos Forestales 

ARTICULO 107. Las personas físicas y morales que pre-
tendan prestar servicios técnicos forestales deberán estar
inscritos en el Registro. El Reglamento y las normas ofi-
ciales mexicanas determinarán los procedimientos, moda-
lidades y requisitos que deberán observarse para la presta-
ción, evaluación y seguimiento de estos servicios. Los
prestadores de estos servicios podrán ser contratados libre-
mente. La Comisión promoverá el establecimiento de pa-
rámetros y criterios para la determinación de honorarios
por estos servicios. 

Cualquier persona física o moral que acredite su compe-
tencia y calidad de acuerdo con lo que establezca el Regla-
mento para tal efecto, podrá prestar servicios técnicos fo-
restales, previa inscripción en el Registro. El Reglamento
establecerá las medidas para encuadrar la prestación de los
Servicios Técnicos Forestales en el Sistema Nacional de
Capacitación y Asistencia Técnica para el Desarrollo Rural
Sustentable, de acuerdo con la legislación aplicable; las
Normas Oficiales Mexicanas determinarán los procedi-
mientos, modalidades y requisitos que deberán observarse
para la prestación, evaluación y seguimiento de estos ser-
vicios. Los prestadores de servicios técnicos forestales po-
drán ser contratados libremente. La Comisión promoverá
el establecimiento de parámetros y criterios para la deter-
minación de honorarios por estos servicios. 

ARTICULO 108. Los servicios técnicos forestales com-
prenden las siguientes actividades: 

I. Elaborar los programas de manejo forestal para el apro-
vechamiento de recursos maderables y no maderables; 

II. Firmar el programa de manejo y ser responsable de la
información contenida en el mismo; así como ser respon-
sable solidario con el titular del aprovechamiento forestal o
de plantaciones forestales comerciales en la ejecución y
evaluación del programa de manejo correspondiente; 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002524



III. Dirigir, evaluar y controlar la ejecución de los progra-
mas de manejo respectivos; 

IV. Elaborar y presentar informes periódicos de evaluación,
de acuerdo con lo que disponga el Reglamento de la pre-
sente Ley, de manera coordinada con el titular del aprove-
chamiento forestal o de la plantación forestal comercial; 

V. Formular informes de marqueo, conteniendo la informa-
ción que se establezca en el Reglamento de esta Ley; 

VI. Proporcionar asesoría técnica y capacitación a los titu-
lares del aprovechamiento forestal o forestación, para
transferirles conocimientos, tareas y responsabilidades, a
fin de promover la formación de paratécnicos comunita-
rios; 

VII. Participar en la integración de las Unidades de Mane-
jo Forestal; 

VIII. Hacer del conocimiento de la autoridad competente,
de cualquier irregularidad cometida en contravención al
programa de manejo autorizado; 

IX. Elaborar los estudios técnicos justificativos de cambio
de uso de suelo de terrenos forestales; 

X. Capacitarse continuamente en su ámbito de actividad; 

XI. Planear y organizar las tareas de zonificación forestal,
reforestación, restauración, prevención y combate de in-
cendios, plagas y enfermedades forestales, así como de
compatibilidad de usos agropecuarios con los forestales; y 

XII. Las demás que fije el Reglamento.

ARTICULO 109. Los ejidatarios, comuneros y demás
propietarios o poseedores de terrenos forestales o preferen-
temente forestales, que por la carencia de recursos econó-
micos no estén en posibilidades de cubrir los costos de ela-
boración del programa de manejo forestal podrán recurrir a
la Comisión, en los términos del Reglamento de esta Ley,
para que les proporcione asesoría técnica y/o apoyo finan-
ciero para la elaboración de éste; lo cual se hará en la me-
dida de las posibilidades presupuestales de la Comisión y
previa comprobación de la carencia de dichos recursos. 

ARTICULO 110. Los ejidos, comunidades, comunidades
indígenas, sociedades de pequeños propietarios u otras per-

sonas morales relacionadas con el manejo forestal, podrán
crear libremente, respetando sus usos y costumbres, un co-
mité u órgano técnico auxiliar en la gestión y manejo de
aprovechamientos forestales y de plantaciones forestales
comerciales, así como en la ejecución y evaluación de los
programas de manejo forestal respectivos. 

Tratándose de ejidos y comunidades agrarias, el comité u
órgano se constituirá en los términos de la Ley Agraria, y
definirá junto con el prestador de servicios técnicos fores-
tales, los mecanismos de coordinación necesarios. 

ARTICULO 111. La Comisión desarrollará un programa
dirigido a fomentar un sistema de capacitación, reconoci-
mientos, estímulos y acreditación que permita identificar,
tanto a titulares de aprovechamiento como a prestadores de
servicios técnicos forestales, que cumplan oportunamente
y eficientemente los compromisos adquiridos en los pro-
gramas de manejo y en las auditorías técnicas preventivas. 

Sección 2. 
De las Unidades de Manejo Forestal 

ARTICULO 112. La Comisión, en coordinación con las
entidades federativas, delimitarán las unidades de manejo
forestal, tomando como base preferentemente las cuencas,
subcuencas y microcuencas hidrológico-forestales, con el
propósito de lograr una ordenación forestal sustentable,
una planeación ordenada de las actividades forestales y el
manejo eficiente de los recursos forestales. 

La Comisión y los gobiernos de las entidades federativas,
promoverán la organización de los titulares de aprovecha-
mientos forestales, cuyos terrenos estén ubicados dentro
una unidad de manejo forestal. 

Dicha organización realizará, entre otras, las siguientes ac-
tividades: 

I. La integración de la información silvícola generada a ni-
vel predial; 

II. La actualización del material cartográfico de la unidad
respectiva; 

III. La realización de estudios regionales o zonales que
apoyen el manejo forestal a nivel predial; 

IV. La realización de prácticas comunes para la conserva-
ción y restauración de recursos asociados; 
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V. La complementación de esfuerzos en las tareas de pre-
vención, detección, control y combate de incendios, plagas
y enfermedades, así como el de tala clandestina y, en su ca-
so, la evaluación y restauración de los daños ocasionados
por estos agentes; 

VI. La producción de planta para apoyar las actividades de
reforestación con fines de producción, protección, conser-
vación y/o restauración a nivel predial; 

VII. La elaboración del programa anual de actividades pa-
ra la unidad de manejo; 

VIII. La presentación de los informes periódicos de avan-
ces en la ejecución del programa regional o zonal; y 

IX. Distribuir equitativamente entre los integrantes los cos-
tos o gastos adicionales de manejo.

Sección 3. 
De las Auditorías Técnicas Preventivas 

ARTICULO 113. Las auditorias técnicas preventivas, que
realice la Comisión directamente o a través o de terceros
debidamente autorizados, tendrán por objeto la promoción
e inducción al cumplimiento de las disposiciones legales
forestales y ambientales de los programas de manejo res-
pectivos; a través de un examen metodológico para deter-
minar su grado de cumplimiento y en su caso, recomenda-
ciones sobre las medidas preventivas y correctivas
necesarias para realizar un manejo forestal sustentable. 

La Comisión, como resultado de la auditoría técnica pre-
ventiva podrá emitir un certificado que haga constar el ade-
cuado cumplimiento del programa de manejo. 

El Reglamento establecerá los requisitos que deban reunir
los auditores técnicos, que acrediten la formación técnica o
profesional, y la experiencia necesaria. 

Sección 4. 
De la Certificación Forestal 

ARTICULO 114. La Certificación del buen manejo fores-
tal es un medio para acreditar el adecuado manejo forestal,
mejorar la protección de los ecosistemas forestales y faci-
litar el acceso a mercados nacionales e internacionales pre-
ocupados por el futuro de los recursos forestales. 

La Comisión impulsará y promoverá la Certificación del
buen manejo forestal, y el apoyo a los propietarios foresta-
les a fin de que éstos puedan obtener dicho certificado,
dando la intervención que corresponda a las Promotorías
de Desarrollo Forestal. Las tareas de sensibilización de los
compradores finales nacionales e internacionales de pro-
ductos forestales en la compra responsable, en base no só-
lo en precio y calidad, sino también en la sustentabilidad de
los recursos forestales y de esta forma coadyuvar a comba-
tir la madera proveniente de la tala clandestina y la sobre-
explotación. 

El Fondo promoverá la emisión de bonos que acrediten la
conservación de los recursos forestales de acuerdo con lo
previsto en el artículo 141 de esta Ley. 

CAPITULO IV. 
Del transporte, Almacenamiento y 

Transformación de las Materias Primas Forestales 

ARTICULO 115. Quienes realicen el transporte de las ma-
terias primas forestales, sus productos y subproductos, in-
cluida madera aserrada o con escuadría, con excepción de
aquellas destinadas al uso doméstico, deberán acreditar su
legal procedencia con la documentación que para tal efec-
to expidan las autoridades competentes, de acuerdo con lo
previsto en el Reglamento, normas oficiales mexicanas o
demás disposiciones aplicables. 

ARTICULO 116. Para el funcionamiento de centros de al-
macenamiento y transformación de materias primas fores-
tales, se requiere de autorización de la Secretaría de acuer-
do con los requisitos y procedimientos previstos en el
Reglamento o en las normas oficiales mexicanas que para
tal efecto se expidan, los que comprenderán aspectos rela-
cionados con contratos, cartas de abastecimiento, balances
oferta-demanda, libros de registro de entradas y salidas,
inscripciones en el Registro, entre otros. Lo anterior, con
independencia de las licencias, autorizaciones o permisos
que deban otorgar las autoridades locales. 

TITULO QUINTO 
DE LAS MEDIDAS DE 

CONSERVACIÓN FORESTAL 

CAPITULO I. 
Del Cambio de Uso del Suelo en los Terrenos Forestales 

ARTICULO 117. La Secretaría sólo podrá autorizar el
cambio de uso del suelo en terrenos forestales, por excep-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002526



ción, previa opinión técnica de los miembros del Consejo
Estatal Forestal de que se trate y con base en los estudios
técnicos justificativos que demuestren que no se compro-
mete la biodiversidad, ni se provocará la erosión de los
suelos, el deterioro de la calidad del agua o la disminución
en su captación; y que los usos alternativos del suelo que
se propongan sean más productivos a largo plazo. Estos es-
tudios se deberán considerar en conjunto y no de manera
aislada. 

En las autorizaciones de cambio de uso del suelo en terre-
nos forestales, la autoridad deberá dar respuesta debida-
mente fundada y motivada a las propuestas y observacio-
nes planteadas por los miembros del Consejo Estatal
Forestal. 

No se podrá otorgar autorización de cambio de uso de sue-
lo en un terreno incendiado sin que hayan pasado 20 años,
a menos que se acredite fehacientemente a la Secretaría
que el ecosistema se ha regenerado totalmente, mediante
los mecanismos que para tal efecto se establezcan en el re-
glamento correspondiente. 

Las autorizaciones que se emitan deberán atender lo que,
en su caso, dispongan los programas de ordenamiento eco-
lógico correspondiente, las normas oficiales mexicanas y
demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

La Secretaría, con la participación de la Comisión, coordi-
nará con la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación, la política de uso del sue-
lo para estabilizar su uso agropecuario, incluyendo el
sistema de roza, tumba y quema, desarrollando prácticas
permanentes y evitando que la producción agropecuaria
crezca a costa de los terrenos forestales. 

Las autorizaciones de cambio de uso del suelo deberán ins-
cribirse en el Registro. 

La Secretaría, con la participación de la Comisión, coordi-
nará con diversas entidades públicas, acciones conjuntas
para armonizar y eficientar los programas de construccio-
nes de los sectores eléctrico, hidráulico y de comunicacio-
nes, con el cumplimiento de la normatividad correspon-
diente. 

ARTICULO 118. Los interesados en el cambio de uso de
terrenos forestales, deberán acreditar que otorgaron depó-
sito ante el Fondo, para concepto de compensación am-
biental para actividades de reforestación o restauración y

su mantenimiento, en los términos y condiciones que esta-
blezca el Reglamento. 

CAPITULO II. 
De la Sanidad Forestal 

ARTICULO 119. La Comisión establecerá un sistema
permanente de evaluación y alerta temprana de la condi-
ción sanitaria de los terrenos forestales y difundirá con la
mayor amplitud y oportunidad sus resultados; promoverá y
apoyará los programas de investigación necesarios para re-
solver los problemas fitosanitarios forestales, en el marco
del Sistema de Investigaciones para el Desarrollo Rural
Sustentable, y difundirá, con el apoyo de los gobiernos de
las entidades y de los municipios y de los Consejos, las me-
didas de prevención y manejo de plagas y enfermedades. 

La Secretaría, expedirá las normas oficiales mexicanas pa-
ra prevenir, controlar y combatir las plagas y las enferme-
dades forestales, así como para evaluar los daños, restaurar
el área afectada, establecer procesos de seguimiento y las
obligaciones o facilidades para quienes cuenten con pro-
gramas de manejo vigentes, y las facilidades para quienes
no los dispongan. 

Las dependencias y entidades de la administración pública
federal y, en su caso, las de los gobiernos de las entidades
y de los municipios, en los términos de los acuerdos y con-
venios que se celebren, ejercerán sus funciones en forma
coordinada para detectar, diagnosticar, prevenir, controlar
y combatir plagas y enfermedades forestales. 

Corresponderá a la Comisión y, en su caso, a las entidades
federativas, la realización de acciones de saneamiento fo-
restal. 

ARTICULO 120. Las medidas fitosanitarias que se apli-
quen para la prevención, control y combate de plagas y en-
fermedades que afecten a los recursos y ecosistemas fores-
tales, se realizarán de conformidad con lo previsto en esta
Ley, así como por la Ley Federal de Sanidad Vegetal en lo
que no se oponga a la presente Ley, su Reglamento y las
normas oficiales mexicanas específicas que se emitan. 

La Secretaría expedirá los certificados y autorizaciones re-
lacionadas con la aplicación de medidas fitosanitarias para
el control de plagas y autorizaciones. 

Cuando por motivos de sanidad forestal sea necesario rea-
lizar un aprovechamiento o eliminación de la vegetación

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados527



forestal, deberá implementarse un programa que permita la
reforestación, restauración y conservación de suelos, es-
tando obligados los propietarios, poseedores o usufructua-
rios a restaurar mediante la regeneración natural o artificial
en un plazo no mayor a dos años. 

ARTICULO 121. Los ejidatarios, comuneros y demás
propietarios o poseedores de terrenos forestales o preferen-
temente forestales, así como los titulares de autorizaciones
de aprovechamiento de recursos forestales, quienes reali-
cen actividades de forestación o plantaciones forestales co-
merciales y de reforestación, los prestadores de servicios
técnicos forestales responsables de los mismos y los res-
ponsables de la administración de las áreas naturales prote-
gidas, en forma inmediata a la detección de plagas o enfer-
medades, estarán obligados a dar aviso de ello a la
Secretaría o a la autoridad competente de la entidad fede-
rativa. Quienes detenten autorizaciones de aprovechamien-
to forestal y sus responsables técnicos forestales, estarán
obligados a ejecutar los trabajos de sanidad forestal, con-
forme a los tratamientos contemplados en los Programas de
Manejo y a los lineamientos que se les proporcionen por la
Secretaría, en los términos de las disposiciones aplicables. 

Cuando los trabajos de sanidad forestal no se ejecuten o
siempre que exista riesgo grave de alteración o daños al
ecosistema forestal, la Comisión realizará los trabajos co-
rrespondientes con cargo a los obligados, quienes deberán
pagar la contraprestación respectiva que tendrá el carácter
de crédito fiscal y su recuperación será mediante el proce-
dimiento económico coactivo correspondiente, excepto
aquéllos que careciendo de recursos soliciten el apoyo de
la Comisión. 

CAPITULO III. 
De la Prevención, Combate y Control 

de Incendios Forestales 

ARTICULO 122. La Secretaría dictará las normas oficia-
les mexicanas que deberán regir en la prevención, comba-
te y control de incendios forestales, para evaluar los daños,
restaurar el área afectada y establecer los procesos de se-
guimiento, así como los métodos y formas de uso del fue-
go en los terrenos forestales y agropecuarios colindantes. 

Quienes hagan uso del fuego en contravención de las dis-
posiciones de las normas mencionadas, recibirán las san-
ciones que prevé la presente ley, sin perjuicio de las esta-
blecidas en las leyes penales. 

ARTICULO 123. La Comisión coordinará las acciones de
prevención, combate y control especializado de incendios
forestales y promoverá la asistencia de las demás depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal,
de las entidades federativas y de los municipios, en los tér-
minos de la distribución de competencias y de los acuerdos
o convenios que para tal efecto se celebren. 

La autoridad municipal deberá atender el combate y con-
trol de incendios; y en el caso de que los mismos superen
su capacidad operativa de respuesta, acudirá a la instancia
estatal. Si ésta resultase insuficiente, se procederá a infor-
mar a la Comisión, la cual actuará de acuerdo con los pro-
gramas y procedimientos respectivos. El Servicio Nacional
Forestal definirá los mecanismos de coordinación perti-
nentes con el Sistema Nacional de Protección Civil. 

La Comisión, así como los gobiernos de las entidades y de
los municipios, procurarán la participación de los organis-
mos de los sectores social y privado, para los efectos seña-
lados en el párrafo que antecede y organizará campañas
permanentes de educación, capacitación y difusión de las
medidas para prevenir, combatir y controlar los incendios
forestales. 

Sin perjuicio de lo anterior, las legislaciones locales esta-
blecerán los mecanismos de coordinación entre la entidad
y los municipios en la materia a que se refiere este capítu-
lo. 

ARTICULO 124. Los propietarios y poseedores de los te-
rrenos forestales y preferentemente forestales y sus colin-
dantes, quienes realicen el aprovechamiento de recursos
forestales, la forestación o plantaciones forestales comer-
ciales y reforestación, así como los prestadores de servicios
técnicos forestales responsables de los mismos y los encar-
gados de la administración de las áreas naturales protegi-
das, estarán obligados a ejecutar trabajos para prevenir,
combatir y controlar incendios forestales, en los términos
de las normas oficiales mexicanas aplicables. Asimismo,
todas las autoridades y las empresas o personas relaciona-
das con la extracción, transporte y transformación, están
obligadas a reportar a la Comisión la existencia de los co-
natos o incendios forestales que detecten. 

ARTICULO 125. Los propietarios, poseedores y usufruc-
tuarios de terrenos de uso forestal están obligados a llevar
a cabo, en caso de incendio, la restauración de la superficie
afectada en el plazo máximo de dos años, debiendo ser res-
taurada la cubierta vegetal afectada, mediante la reforesta-
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ción artificial, cuando la regeneración natural no sea posi-
ble, poniendo especial atención a la prevención, control y
combate de plagas y enfermedades. 

Cuando los dueños o poseedores de los predios dañados
demuestren su imposibilidad para cumplirlo directamente,
podrán solicitar fundadamente a las autoridades municipa-
les, estatales o federales, el apoyo para realizar dichos tra-
bajos. De igual manera, los titulares o poseedores de los
predios afectados que no hayan sido responsables del in-
cendio, podrán solicitar el apoyo para los trabajos de res-
tauración en los términos que se establezcan como instru-
mentos económicos o se prevean en el Reglamento. 

En el caso de que haya transcurrido el plazo de dos años sin
que el propietario hubiera procedido a la restauración, la
Comisión realizará los trabajos correspondientes con cargo
a ellos, quienes deberán pagar la contraprestación respecti-
va en los términos de las disposiciones aplicables, que ten-
drá el carácter de crédito fiscal y su recuperación será me-
diante el procedimiento económico coactivo
correspondiente. 

Cuando los propietarios, poseedores y usufructuarios de te-
rrenos de uso forestal que hayan sido afectados por incen-
dio, comprueben fehacientemente que los daños sean de
una magnitud tal que requieran de un proceso de restaura-
ción mayor a los dos años, podrán acudir ante la Comisión
a que se le amplié el plazo a que se refieren los primeros
dos párrafos de este artículo, así como la gestión de apoyos
mediante los programas federales y estatales aplicables. 

CAPITULO IV. 
De la Conservación y Restauración 

ARTICULO 126. La Secretaría y la Comisión, escuchan-
do la opinión de los Consejos y tomando en cuenta los re-
querimientos de recuperación en zonas degradadas y las
condiciones socioeconómicas de los habitantes de las mis-
mas, promoverán la elaboración y aplicación de programas
e instrumentos económicos que se requieran para fomentar
las labores de conservación y restauración de los recursos
forestales y las cuencas hídricas. 

Las acciones de dichos programas y los instrumentos eco-
nómicos a que se refiere el párrafo anterior, serán incorpo-
rados en el Programa Especial Concurrente para el Des-
arrollo Rural, incluyendo las previsiones presupuestarias
de corto y mediano plazo, necesarias para su instrumenta-

ción, dando preferencia a los propios dueños y poseedores
de los recursos forestales para su ejecución. 

ARTICULO 127. Cuando se presenten procesos de degra-
dación o desertificación, o graves desequilibrios ecológi-
cos en terrenos forestales o preferentemente forestales, la
Comisión formulará y ejecutará, en coordinación con los
propietarios, programas de restauración ecológica con el
propósito de que se lleven a cabo las acciones necesarias
para la recuperación y restablecimiento de las condiciones
que propicien la evolución y continuidad de los procesos
naturales que en ellos se desarrollaban, incluyendo el man-
tenimiento del régimen hidrológico y la prevención de la
erosión y la restauración de los suelos forestales degrada-
dos. 

Los propietarios, poseedores, usufructuarios o usuarios de
terrenos forestales o preferentemente forestales están obli-
gados a realizar las acciones de restauración y conserva-
ción pertinentes y aquellas que para tal caso dicte la Secre-
taría. En el caso de que éstos demuestren carecer de
recursos, la Secretaría los incorporará a los programas de
apoyo que instrumente, de acuerdo a las asignaciones que
para tal fin se contemplen en el Presupuesto de Egresos de
la Federación o, en su caso, realizará por su cuenta, con
acuerdo de los obligados, los trabajos requeridos. 

ARTICULO 128. El Ejecutivo Federal, con base en los es-
tudios técnicos que se elaboren para justificar la medida,
previa opinión técnica de los Consejos y respetando la ga-
rantía de audiencia de ejidatarios, comuneros y demás pro-
pietarios o poseedores de los terrenos afectados, así como
de los titulares de autorizaciones de aprovechamiento de
recursos forestales maderables y forestación sobre dichos
terrenos, podrá decretar, como medida de excepción, vedas
forestales cuando éstas: 

I. Constituyan justificadamente modalidades para el mane-
jo de los recursos forestales comprendidos en las declara-
torias de áreas naturales protegidas; 

II. Formen parte de las acciones o condiciones establecidas
para las áreas que se declaren como de zonas de restaura-
ción ecológica; o 

III. Tengan como finalidad la conservación, repoblación,
propagación, diseminación, aclimatación o refugio de es-
pecies forestales endémicas, amenazadas, en peligro de ex-
tinción o sujetas a protección especial.
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Se exceptuarán de las vedas los terrenos en los que se rea-
lice el aprovechamiento forestal o la forestación de confor-
midad con los instrumentos de manejo establecidos en la
presente ley, en tanto no se ponga en riesgo grave e inmi-
nente la biodiversidad, de acuerdo con los criterios e indi-
cadores que al efecto se emitan. 

En este último caso la veda tendrá carácter precautorio, de-
berá referirse en forma específica al programa de manejo
respectivo y sólo podrá abarcar la fracción del área forestal
afectada por el riesgo a la biodiversidad. La Secretaría so-
licitará a los titulares la modificación de los programas de
manejo respectivos, segregando de los mismos las superfi-
cies afectadas. Así mismo se establecerá un programa que
tenga como finalidad atacar las causas que originan la ve-
da y asegurarse al término de la misma que dichas causas
no se repitan. 

Los proyectos de veda deberán publicarse en el Diario Ofi-
cial de la Federación, y se notificaran previamente a los po-
sibles afectados en forma personal cuando se conocieren
sus domicilios; en caso contrario, se hará una segunda pu-
blicación la que surtirá efectos de notificación. 

Los decretos que establezcan vedas forestales, precisarán
las características, temporalidad, excepciones y límites de
las superficies o recursos forestales vedados, así como, en
su caso, las medidas que adoptará el Ejecutivo Federal pa-
ra apoyar a las comunidades afectadas. Dichos decretos se
publicarán en dos ocasiones en el Diario Oficial de la Fe-
deración y, por una sola vez, en los diarios de mayor circu-
lación de los estados de la Federación y el Distrito Federal
donde se ubiquen los terrenos y recursos forestales veda-
dos. 

Las dependencias y entidades de la Administración Públi-
ca Federal y, en su caso, las de los gobiernos de los estados
de la Federación, del Distrito Federal y de los municipios,
en los términos de los acuerdos y convenios que se cele-
bren, prestarán su colaboración para que se cumpla con lo
que señalen las vedas forestales. 

ARTICULO 129. Para fines de restauración y conserva-
ción, la Secretaría, escuchando la opinión técnica de los
Consejos y de la Comisión Nacional del Agua, declarará
áreas de protección en aquellas franjas, riberas de los ríos,
quebradas, arroyos permanentes, riberas de los lagos y em-
balses naturales, riberas de los lagos o embalses artificiales
construidos por el Estado y sus instituciones, áreas de re-
carga y los mantos acuíferos, con los límites, extensiones,

ubicaciones y requerimientos pertinentes, sobre la base de
criterios, indicadores o a la Norma Oficial Mexicana. 

En todos los casos, los propietarios, poseedores, usufruc-
tuarios o usuarios de los predios correspondientes, deberán
ser escuchados previamente. 

Los predios que se encuentren dentro de estas áreas de pro-
tección, se consideran que están dedicados a una función
de interés público. En caso de que dichas áreas se encuen-
tren deforestadas, independientemente del régimen jurídi-
co a que se encuentren sujetas, éstas deberán ser restaura-
das mediante la ejecución de programas especiales. 

Para tal efecto, la Comisión en atención a la solicitud de los
interesados coordinará la elaboración de los estudios técni-
cos pertinentes con la participación de los gobiernos esta-
tales, municipales y dependencias o entidades públicas, así
como de los propietarios y poseedores, y propondrá a la
Secretaría la emisión de la declaratoria respectiva. 

ARTICULO 130. La Secretaría emitirá normas oficiales
mexicanas tendientes a prevenir y controlar el sobrepasto-
reo en terrenos forestales; determinar coeficientes de agos-
tadero; evaluar daños a suelos y pastos; regular los proce-
sos de reforestación y restauración de áreas afectadas; y a
compatibilizar las actividades silvopastoriles. 

CAPITULO V. 
De la Reforestación y Forestación 

con Fines de Conservación y Restauración 

ARTICULO 131. La reforestación que se realice con pro-
pósitos de conservación y restauración, las actividades de
forestación y las prácticas de agrosilvicultura en terrenos
degradados de vocación forestal no requerirán de autoriza-
ción y solamente estarán sujetas a las normas oficiales me-
xicanas, en lo referente a no causar un impacto negativo
sobre la biodiversidad. 

Las acciones de reforestación que se lleven a cabo en los
terrenos forestales sujetos al aprovechamiento deberán in-
cluirse en el programa de manejo forestal correspondiente.
El prestador de servicios técnicos forestales que, en su ca-
so, funja como encargado técnico será responsable solida-
rio junto con el titular, de la ejecución del programa en es-
te aspecto. 

Los tres órdenes de gobierno impulsarán la reforestación
con especies forestales autóctonas o nativas. La norma ofi-
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cial mexicana definirá las especies de vegetación forestal
exótica, que por sus características biológicas afecten los
procesos o patrones de distribución de la vegetación fores-
tal nativa en terrenos forestales y preferentemente foresta-
les, cuya autorización esté prohibida. 

La reforestación o forestación de las áreas taladas será una
acción prioritaria en los programas de manejo prediales,
zonales o regionales. 

Para los efectos del presente capítulo, se consideran priori-
tarias las zonas incendiadas, especialmente las que hayan
sufrido incendios reiterados.En los programas de reforesta-
ción que promueva y apoye la Comisión se dará énfasis a
la demanda y necesidades de campesinos y sociedad; a pre-
cisar en cada tipo de reforestación de acuerdo con sus ob-
jetivos, especies a plantar y a reproducir en los viveros,
metas a lograr especialmente en términos de calidad de la
planta y mayor supervivencia en el terreno; así como a es-
tablecer un sistema de incentivos para la reforestación y su
mantenimiento durante los primeros años sobre bases de
evaluación de resultados. 

ARTICULO 132. La Comisión, en coordinación con las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral, promoverá el desarrollo de un sistema de mejora-
miento genético forestal, con la evaluación y registro de
progenitores, la creación áreas y huertos semilleros, vive-
ros forestales de maderables y no maderables, y bancos de
germoplasma, auspiciando su operación por los gobiernos
de las entidades federativas y de los municipios, así como
por los propietarios y poseedores de terrenos forestales o
los titulares de autorizaciones de aprovechamiento de re-
cursos forestales maderables y no maderables, de foresta-
ción y plantaciones comerciales, organizados en las Unida-
des de Manejo Forestal, dando intervención a los
responsables de los servicios técnico forestales 

CAPITULO VI. 
De los Servicios Ambientales Forestales 

ARTICULO 133. En el marco de los tratados internacio-
nales y disposiciones nacionales aplicables, la Secretaría
promoverá el desarrollo de un mercado de bienes y servi-
cios ambientales que retribuya los beneficios prestados por
los dueños y poseedores de recursos forestales a otros sec-
tores de la sociedad. 

ARTICULO 134. La Secretaría promoverá la formación
de profesionales o técnicos, así como de empresas, los cua-

les estén capacitados para certificar, evaluar y monitorear
los bienes y servicios ambientales, para el otorgamiento de
asesoría técnica y capacitación a los titulares de los apro-
vechamientos forestales en la materia y para enlazarlos con
los usuarios o beneficiarios de los bienes y servicios am-
bientales, así como a los mercados correspondientes en el
ámbito nacional e internacional. 

CAPITULO VII. 
Del Riesgo y Daños Ocasionados a los Recursos

Forestales, al Medio Ambiente, Ecosistemas 
o sus Componentes 

ARTICULO 135. Cuando la Secretaría, con base en estu-
dios técnicos, determine la existencia de un riesgo a los re-
cursos forestales, el medio ambiente, los ecosistemas o sus
componentes, requerirá mediante notificación a los ejidata-
rios, comuneros y demás propietarios o poseedores de te-
rrenos forestales o de preferentemente forestal, la realiza-
ción de las actividades necesarias para evitar la situación
de riesgo, con el apercibimiento de que en caso de no rea-
lizarlas en el término que se le conceda para ello, la Secre-
taría realizará los trabajos correspondientes con cargo a los
obligados. El monto de las erogaciones que se realicen se-
rá considerado como crédito fiscal, mismo que será recu-
perable por conducto de la autoridad competente mediante
el procedimiento económico coactivo. 

ARTICULO 136. Lo dispuesto en el artículo anterior, se-
rá aplicable con independencia de que se cuente o no con
las autorizaciones, permisos o licencias correspondientes o
se cause un daño a los recursos y bienes a que se refiere es-
te artículo. 

De igual forma, se entenderá sin perjuicio de las sanciones
administrativas que en su caso procedan y de las sanciones
o penas en que incurran los responsables, de conformidad
con las disposiciones legales aplicables. 

En el caso de que se ocasionen daños a los recursos fores-
tales, al medio ambiente, a sus ecosistemas o componentes,
el responsable deberá cubrir la indemnización económica
correspondiente, previa cuantificación de los daños, sin
perjuicio de la aplicación de las sanciones administrativas
o legales que procedan conforme a esta ley y demás dispo-
siciones legales aplicables. 

Los jueces podrán calcular el monto a pagar por concepto
de pago por daños ocasionados a los ecosistemas o a terce-
ros con base en lo dispuesto por la legislación aplicable. 

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados531



TITULO SEXTO 
DEL FOMENTO AL DESARROLLO FORESTAL 

CAPITULO I. 
De los Instrumentos Económicos del Fomento Forestal 

Sección 1. 
De los Incentivos Económicos 

ARTICULO 137. Las medidas, programas e instrumentos
económicos relativos al desarrollo de la actividad forestal,
deberán sujetarse a las disposiciones de las Leyes de In-
gresos, de Presupuesto de Egresos de la Federación y de la
de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y del
Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio
fiscal que corresponda y deberán asegurar su eficacia, se-
lectividad y transparencia y podrán considerar el estableci-
miento y vinculación de cualquier mecanismo normativo o
administrativo de carácter fiscal, financiero y de mercado
establecidos en otras leyes, incluyendo los estímulos fisca-
les, los créditos, las fianzas, los seguros, los fondos y los fi-
deicomisos, así como las autorizaciones en materia fores-
tal, cuando atiendan o posibiliten la realización de los
propósitos y objetivos prioritarios de promoción y desarro-
llo forestal. En todo caso los programas e instrumentos
económicos deberán prever la canalización efectiva y sufi-
ciente de apoyos para fomentar las actividades forestales. 

Sin perjuicio de lo que establezcan otras disposiciones le-
gales, respecto de la coordinación en la materia entre los
sectores público y privado y los distintos órdenes de go-
bierno, corresponderá a la Comisión, en el ámbito de su
competencia, conducir, coordinar o participar en la aplica-
ción, otorgamiento y evaluación de las medidas, programas
e instrumentos a que se refiere este artículo. 

ARTICULO 138. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, y la Comisión, diseñarán, propondrán y aplicarán
medidas para asegurar que el Estado, la sociedad y los par-
ticulares, coadyuven financieramente para la realización de
tareas de conservación, protección, restauración, vigilan-
cia, silvicultura, ordenación y manejo sustentable de los
ecosistemas forestales. 

La Federación establecerá estímulos fiscales y creará los
instrumentos crediticios adecuados para el financiamiento
de la actividad forestal, incluyendo tasas de interés prefe-
rencial. Para reducir los riesgos asociados a la producción
forestal, la Federación establecerá los instrumentos ade-
cuados para el aseguramiento a largo plazo de la misma. 

La Federación garantizará mecanismos de apoyo para im-
pulsar el desarrollo forestal sustentable, como los destina-
dos al Programa de Desarrollo Forestal, al Programa de
Plantaciones Forestales Comerciales y a los de Reforesta-
ción y Conservación de Suelos, y demás que se establez-
can. Asimismo buscará la ampliación los montos asignados
y el mejoramiento constante de sus respectivos esquemas
de asignación y evaluación, preferentemente con base en
las necesidades y prioridades de las Unidades de Manejo
Forestal y de los propietarios forestales. 

El Poder Legislativo Federal asignará anualmente las par-
tidas necesarias para atender el funcionamiento y opera-
ción de los mencionados programas de apoyo. 

En el caso de terceros que se beneficien directa o indirec-
tamente por la existencia de una cubierta forestal, la Fede-
ración podrá establecer cuotas para la compensación de los
bienes y servicios ambientales. 

ARTICULO 139. La Federación, las Entidades Federati-
vas, en el ámbito de sus respectivas competencias y escu-
chando la opinión del Consejo, diseñarán, desarrollarán y
aplicarán instrumentos económicos que incentiven el cum-
plimiento de los objetivos de la política forestal, y median-
te los cuales se buscará de manera prioritaria y no limitati-
va: 

I. Aumentar la productividad silvícola de las regiones y
zonas con bosques y selvas predominantemente comercia-
les o para uso doméstico; 

II. Restaurar terrenos forestales degradados; 

III. Apoyar la valoración y producción de bienes y servi-
cios ambientales; 

IV. La ejecución de acciones de prevención y combate de
incendios y saneamiento forestal por parte de los propieta-
rios forestales; 

V. En las reforestaciones y forestaciones, mejorar la cali-
dad y elevar la supervivencia de la planta en el terreno; 

VI. La capacitación, formación y evaluación continua de
prestadores de servicios técnicos forestales; 

VII. El impulso a la participación comunitaria en zonifica-
ción forestal u ordenamiento ecológico, como base de los
Programas de Manejo Forestal; 
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VIII. La elaboración, aplicación y monitoreo de los pro-
gramas de manejo forestal maderable y no maderable y de
plantaciones forestales comerciales por parte de los propie-
tarios forestales; 

IX. El desarrollo de la silvicultura comunitaria y aplicación
de métodos, prácticas y sistemas silvícolas, de ordenación
forestal; 

X. El fomento a los procesos de certificación; 

XI. La capacitación de los propietarios forestales; 

XII. Promover los intercambios campesinos forestales y
agroforestales; 

XIII. El fortalecimiento de las capacidades de gestión de
los propietarios forestales, impulsando la utilización y mer-
cadeo de nuevas especies y productos maderables y no ma-
derables; 

XIV. La asesoría y capacitación jurídica, administrativa,
técnica y económica a micro y pequeñas empresas para la
industrialización primaria y el desarrollo de productos y
subproductos forestales y su comercialización, así como el
desarrollo e integración de la cadena productiva; 

XV. El establecimiento de programas de apoyo a largo pla-
zo que contemplen todas las etapas del ciclo de producción
forestal; 

XVI. La planeación y construcción de infraestructura fo-
restal; 

XVII. El desarrollo y aplicación de sistemas de extracción
y aprovechamiento y el fomento que aumenten productivi-
dad y minimicen los impactos al ecosistema y promuevan
la conservación y mejoramiento del bosque, el agua y el
suelo; 

XVIII. El desarrollo de mecanismos especiales de finan-
ciamiento promocional que tomen en cuenta el largo plazo
de formación del producto forestal, las bajas tasas de inte-
rés generadas por su lento crecimiento y los riesgos de su
producción; 

XIX. La promoción de la cultura, la educación continua y
capacitación forestal; y 

XX. El apoyo a la investigación, el desarrollo tecnológico,
la divulgación científica y la transferencia del conocimien-
to y tecnologías, fomentando los mecanismos de vincula-
ción entre los académicos o investigadores y los usuarios
de los servicios y el uso de las investigaciones.

Los instrumentos que se apliquen deberán observar las dis-
posiciones contenidas en los acuerdos y tratados comercia-
les internacionales de los que México sea parte. 

ARTICULO 140. La Comisión deberá promover y difun-
dir a nivel nacional, regional o local, según sea el caso, las
medidas, programas e instrumentos económicos a que se
refiere este capítulo, con el propósito de que lleguen de
manera oportuna a los interesados. De igual manera, debe-
rá establecer los mecanismos de asesoría necesarios para
facilitar el acceso de los instrumentos respectivos. 

ARTICULO 141. Dentro de los incentivos económicos se
podrá crear un bono que acredite la conservación del re-
curso forestal por el Fondo Forestal Mexicano de acuerdo
a la disponibilidad de recursos, a fin de retribuir a los pro-
pietarios o poseedores de terrenos forestales por los bienes
y servicios ambientales generados. 

El reglamento respectivo determinará los procedimientos
de emisión y asignación de estos bonos, los cuales tendrán
el carácter de títulos de crédito nominativos y, por lo tanto,
adquirirán alguna de las formas que establece la ley Gene-
ral de Títulos y Operaciones de Crédito. 

Sección 2. 
Del Fondo Forestal Mexicano 

ARTICULO 142. El Fondo Forestal Mexicano será el ins-
trumento para promover la conservación, incremento,
aprovechamiento sustentable y restauración de los recursos
forestales y sus recursos asociados facilitando el acceso a
los servicios financieros en el mercado, impulsando pro-
yectos que contribuyan a la integración y competitividad
de la cadena productiva y desarrollando los mecanismos de
cobro y pago de bienes y servicios ambientales. 

El Fondo Forestal Mexicano operará a través de un Comi-
té Mixto, en él habrá una representación equilibrada y pro-
porcionada del sector público federal, así como de las or-
ganizaciones privadas y sociales de productores forestales. 
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La existencia del Fondo no limita la creación de diversos
fondos privados o sociales que tengan una relación directa
con el desarrollo forestal. 

ARTICULO 143. El Fondo Forestal Mexicano se podrá
integrar con: 

I. Las aportaciones que efectúen los gobiernos federal, es-
tatales, del Distrito Federal y municipales; 

II. Créditos y apoyos de organismos nacionales e interna-
cionales; 

III. Las aportaciones y donaciones de personas físicas o
morales de carácter privado, mixto, nacionales e interna-
cionales; 

IV. Las aportaciones provenientes de los aranceles que se
impongan a los bienes forestales importados; 

V. El producto de sus operaciones y de la inversión de fon-
dos libres en valores comerciales o del sector público; 

VI. Un cinco por ciento del monto del bono certificado, a
que se refieren los artículos 114 y 141 de esta Ley; 

VII. El cobro por bienes y servicios ambientales y por asis-
tencia técnica; 

VIII. La transferencia de recursos de los usuarios de las
cuencas hidrológicas; y 

IX. Los demás recursos que obtenga por cualquier otro
concepto.

Los recursos que el Fondo Forestal Mexicano obtenga por
el cobro de bienes y servicios ambientales se entregarán di-
rectamente a los proveedores de dichos servicios y una par-
te se destinará a cubrir los costos de esta operación. 

Las aportaciones que las personas físicas o morales de ca-
rácter privado hagan al Fondo Forestal Mexicano serán de-
ducibles del Impuesto sobre la Renta. 

CAPITULO II. 
De la Infraestructura para el Desarrollo Forestal 

ARTICULO 144. La Federación, a través de las depen-
dencias y entidades competentes, en coordinación con los
gobiernos de las entidades federativas y de los municipios,

promoverá el desarrollo de infraestructura para el desarro-
llo forestal, de acuerdo con los mecanismos previstos en la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable, las cuales consistirán
en: 

I. Electrificación; 

II. Obras hidráulicas; 

III. Obras de conservación de suelos y aguas; 

IV. Construcción y mantenimiento de caminos forestales 

V. Torres para la detección y combate de incendios foresta-
les; y 

VI. Las demás que se determinen como de utilidad e inte-
rés público.

A fin de lograr la integralidad del desarrollo forestal, en la
ampliación y modernización de la infraestructura se aten-
derán las necesidades de los ámbitos social y económico de
las regiones, cuencas, subcuencas y zonas con mayor reza-
go económico y social. 

El desarrollo de la infraestructura se sujetará a las disposi-
ciones previstas en el Capítulo I del Título Quinto de esta
Ley y demás disposiciones aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público promoverá
incentivos fiscales para aquellos que inviertan en infraes-
tructura a que se refieren las fracciones III, IV y V del pre-
sente artículo. 

ARTICULO 145. La Comisión se coordinará con las Se-
cretarías y entidades de la Federación que tengan a su car-
go las funciones de impulsar los programas de electrifica-
ción, desarrollo hidráulico, conservación de suelos y aguas,
infraestructura vial y de ampliación de la comunicación ru-
ral, para que la promoción de acciones y obras respondan a
conceptos de desarrollo integral. 

La Comisión coordinará junto con la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes y los Gobiernos de las Entidades
Federativas, un esfuerzo de promoción de infraestructura
vial en las regiones forestales del país, con la misión pri-
mordial de captar y colocar recursos para proyectos de
apertura, mejoramiento, conservación y pavimentación,
promoviendo la participación, colaboración, aportación y
ejecución de los diferentes sectores productivos, vigilando
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su desarrollo; formándose comités de caminos forestales,
los cuales podrán contar con su propia maquinaria. 

Las autoridades competentes vigilarán que la construcción
de redes de electricidad, obras hidráulicas y caminos en te-
rrenos forestales causen el menor daño a los ecosistemas
forestales, respetando la densidad de la red de caminos y
brechas forestales. 

Las especificaciones para mitigar los impactos se estable-
cerán en las normas oficiales mexicanas correspondientes. 

CAPITULO III. 
De la Investigación para el Desarrollo 

Forestal Sustentable 

ARTICULO 146. La Comisión coordinará los esfuerzos y
acciones que en materia de investigación, desarrollo, inno-
vación y transferencia tecnológica requiera el sector pro-
ductivo e industrial forestal del país y, con la opinión del
los Consejos que correspondan, proveerá en materia de in-
vestigación forestal a: 

I. Formular y coordinar la política de investigación forestal
y el Programa Nacional de Investigación y Desarrollo Tec-
nológico Forestal del país, apoyándose en los centros de in-
vestigación e instituciones de educación superior dedica-
das a lo forestal; 

II. Identificar las áreas y proyectos prioritarios en materia
forestal en las que sea necesario apoyar actividades de in-
vestigación, desarrollo, innovación y transferencia tecnoló-
gica forestal; 

III. Crear y coordinar mecanismos a través de los cuales se
otorguen financiamientos para proyectos específicos a ins-
tituciones de educación superior públicas o privadas, cen-
tros de investigación o estudio, e instituciones públicas y
privadas que demuestren capacidad para llevar a cabo in-
vestigaciones, desarrollo e innovaciones tecnológicas en
materia forestal; 

IV. Coadyuvar en la creación de programas con el objeto de
que otras instituciones públicas y privadas, nacionales y
extranjeras, destinen recursos a actividades de investiga-
ción, desarrollo e innovación tecnológica; 

V. Integrar y coordinar las investigaciones, los resultados
obtenidos o los productos generados con los de otras insti -

tuciones vinculadas con el estudio, el aprovechamiento, la
conservación y protección de los recursos naturales; 

VI. Impulsar la investigación y desarrollo tecnológico en
materia forestal, particularmente en aquellas instituciones
vinculadas directamente con la Comisión, con instituciones
de educación superior, institutos, organismos e institucio-
nes que demuestren contribuir con su trabajo a mejorar la
actividad forestal; 

VII. Promover la transferencia de tecnología y los resulta-
dos de la investigación forestal requerida para conservar,
proteger, restaurar y aprovechar en forma óptima y susten-
table los recursos forestales del país; 

VIII. Promover el intercambio científico y tecnológico en-
tre los investigadores e instituciones académicas, centros
de investigación e instituciones de educación superior del
país, así como con otros países; y 

IX. Impulsar la investigación participativa con los campe-
sinos, productores, prestadores de servicios técnicos fores-
tales e industriales.

En la formulación y coordinación de la política de investi-
gación forestal y el Programa Nacional de Investigación y
Desarrollo Tecnológico Forestal del país, la Comisión con-
siderará las propuestas de otras entidades paraestatales, go-
biernos de las entidades, consejos estatales de ciencia y
tecnología, dependencias, institutos, instituciones de edu-
cación superior, así como de los sectores productivo e in-
dustrial. 

El Instituto Nacional de Investigaciones Forestales, Agrí-
colas y Pecuarias, se coordinará en lo conducente con la
Comisión en el diseño de las políticas y programas de in-
vestigación y desarrollo tecnológico forestal que realice di-
cho Instituto, a fin de garantizar su congruencia con el Pro-
grama Nacional de Investigación y Desarrollo Tecnológico
Forestal. 

CAPITULO IV. 
De la Cultura, Educación y Capacitación Forestales 

ARTICULO 147. La Comisión en coordinación con las
dependencias competentes de la Administración Pública
Federal y las correspondientes de los estados y el Distrito
Federal, organizaciones e instituciones públicas, privadas y
sociales, realizará en materia de cultura forestal las si-
guientes acciones: 
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I. Promover y realizar campañas permanentes de difusión y
eventos especiales orientados al logro de la participación
organizada de la sociedad en programas inherentes al des-
arrollo forestal sustentable; 

II. Alentar la recopilación, análisis y divulgación de inves-
tigaciones forestales exitosas en el ámbito regional, nacio-
nal e internacional; 

III. Establecer espacios orientados a elevar el nivel de cul-
tura, educación y capacitación forestales; 

IV. Promover la actualización de los contenidos programá-
ticos en materia de conservación, protección, restauración
y aprovechamientos forestales en el sistema educativo na-
cional, que fortalezcan y fomenten la cultura forestal; 

V. Propiciar la divulgación, el uso, respeto y reconoci-
miento de costumbres, tradiciones y prácticas culturales
propias de los pueblos y comunidades indígenas que habi-
tan en las regiones forestales; 

VI. Contribuir al diseño, formulación, elaboración y publi-
cación de materiales de comunicación educativa y guías
técnicas actualizadas, que reorienten la relación de la so-
ciedad y lo forestal; 

VII. Fomentar la formación de formadores y promotores
forestales voluntarios; 

VIII. Promover los criterios de política forestal previstos
en la presente Ley; y 

IX. Otras que sean de interés para desarrollar y fortalecer
la cultura forestal.

ARTICULO 148. En materia de educación y capacitación,
la Comisión, en coordinación con la Secretaría de Educa-
ción Pública y con las demás dependencias o entidades
competentes de los tres órdenes de gobierno, así como de
los sectores social y privado, realizará las siguientes accio-
nes: 

I. Promover la formación, capacitación y superación de
técnicos y profesionistas forestales para todos los ecosiste-
mas forestales del país, poniendo atención en aquellos
donde existan faltantes como en bosques templados y sel-
vas tropicales alteradas, trópico húmedo y selvas bajas; 

II. Recomendar la actualización constante de los planes de
estudios de carreras forestales y afines, que se impartan por
escuelas públicas o privadas; 

III. Organizar programas de formación continua y actuali-
zación de los servidores públicos del ramo forestal federal,
estatal y municipal; 

IV. Apoyar la formación, capacitación y actualización de
los prestadores de Servicios Técnicos Forestales y Am-
bientales; 

V. Impulsar programas de educación y capacitación fores-
tal destinados a propietarios y productores forestales, así
como de los pobladores de regiones forestales, en materia
de conservación, protección, restauración y aprovecha-
miento sustentable de los recursos forestales, así como en
materia de contingencias, emergencias e incendios foresta-
les; 

VI. Formular programas de becas para la formación y ca-
pacitación forestal; y 

VII. Promover la competencia laboral y su certificación.

Las anteriores acciones se considerarán enunciativas y no
limitativas. 

TITULO SEPTIMO 
DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN MATERIA

FORESTAL 

CAPITULO I. 
Del Derecho a la Información, la Participación Social y

de la Concertación en Materia Forestal 

ARTICULO 149. Toda persona tendrá derecho a que las
autoridades en materia forestal pongan a su disposición la
información que les soliciten en los términos previstos por
las leyes. 

ARTICULO 150. El Ejecutivo Federal, por conducto de la
Secretaría y de la Comisión, de acuerdo a sus atribuciones,
promoverá la participación de la sociedad en la planeación,
diseño, aplicación y evaluación de los programas e instru-
mentos de la política forestal a que se refiere esta Ley, con
base al Sistema Nacional de Planeación Democrática, con-
vocando a las organizaciones de campesinos, productores
forestales, industriales, comunidades agrarias e indígenas,
instituciones educativas y de investigación, agrupaciones
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sociales y privadas, asociaciones o individuos relacionados
con los servicios técnicos forestales y demás personas inte-
resadas para que manifiesten su opinión y propuestas res-
pecto de los programas e instrumentos de la política fores-
tal nacional, regional, estatal, distrital o municipal. 

ARTICULO 151. Los acuerdos y convenios que en mate-
ria forestal celebre la Comisión con personas físicas o mo-
rales del sector público, social o privado, podrán versar so-
bre todos los aspectos considerados en los instrumentos de
planeación del desarrollo forestal, así como coadyuvar en
labores de vigilancia forestal y demás acciones forestales
operativas previstas en esta Ley. 

Dichos acuerdos y convenios tomarán en consideración la
relación e integración que se da entre el bosque y la indus-
tria, entre el sector propietario del monte con el sector pri-
vado en la industria, o de competitividad, en la cual los
grupos privados, campesinos, empresarial y gubernamen-
tal, definan los programas que deban solucionarse a corto,
mediano y largo plazo. 

ARTICULO 152. El Consejo o los Consejos a que se re-
fiere el capítulo II de este Título, según corresponda, po-
drán proponer a la Secretaría y la Comisión lineamientos
para promover la participación de los sectores social y pri-
vado en la planeación y realización de las actividades ten-
dentes a incrementar la calidad y eficiencia en la conserva-
ción, producción, protección, restauración, ordenación,
aprovechamiento, manejo, industrialización, comercializa-
ción y desarrollo forestal sustentable de la región, estado o
municipio de que se trate. También propondrán normas y
participarán en la consulta de normas oficiales mexicanas. 

Los dueños de los recursos naturales, ejidos, comunidades,
pequeños propietarios, las organizaciones de productores y
demás personas interesadas, podrán elaborar propuestas de
políticas de desarrollo, financiamiento y fomento en mate-
ria forestal, las cuales serán concertadas con la Comisión,
con las dependencias competentes de la Administración
Pública Federal y con los gobiernos de las entidades fede-
rativas, para su aplicación. 

ARTICULO 153. La Federación fomentará las acciones
voluntarias de conservación, protección y restauración fo-
restal que lleven a cabo los particulares, mediante: 

I. La celebración de convenios entre la Comisión y los par-
ticulares, a efecto de constituir reservas forestales, previen-

do los aspectos relativos a su administración y los derechos
de los propietarios de la tierra y forestales; 

II. Las medidas que a juicio de la Comisión, previa opinión
del Consejo, contribuyan de manera especial a la conser-
vación, protección y restauración de la biodiversidad fo-
restal; y 

III. La determinación de los compromisos que contraigan y
de las obligaciones que asuman, en los términos de los pro-
gramas de manejo forestal, avisos de forestación y progra-
ma de manejo de plantación forestal comercial a que se re-
fiere esta ley.

ARTICULO 154. La Comisión para la realización de las
actividades previstas en este capítulo, promoverá la crea-
ción de empresas para el aprovechamiento forestal susten-
table, la conservación de las cuencas hídricas, la foresta-
ción y la reforestación, para lo cual deberá coordinarse con
las dependencias de la Administración Pública Federal
competentes y con los gobiernos de los estados de la Fede-
ración, del Distrito Federal y de los municipios, con el ob-
jeto de apoyar las labores del sector social y privado en es-
ta materia. 

CAPITULO II. 
De los Consejos en Materia Forestal 

ARTICULO 155. Se crea el Consejo Nacional Forestal,
como órgano de carácter consultivo y de asesoramiento en
las materias que le señale esta ley y en las que se le solici-
te su opinión. Además, fungirá como órgano de asesoría,
supervisión, vigilancia, evaluación y seguimiento en la
aplicación de los criterios de política forestal y de los ins-
trumentos de política forestal previstos en esta Ley. Inva-
riablemente deberá solicitársele su opinión en materia de
planeación forestal, reglamentos y normas. 

ARTICULO 156. El Reglamento interno del Consejo es-
tablecerá la composición y funcionamiento del mismo, en
el que formarán parte entre otros, y en el número y forma
que se determine, representantes de la Secretaría, de la Co-
misión y de otras dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal relacionadas, así como por repre-
sentantes de los prestadores de servicios técnicos
forestales, instituciones académicas y centros de investiga-
ción, agrupaciones de propietarios forestales y empresa-
rios, organizaciones no gubernamentales y organizaciones
de carácter social y privado, relacionadas con la materia fo-
restal. 
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El Reglamento especificará el procedimiento en el que la
convocatoria para la incorporación proporcional y equitati-
va de los sectores profesionales, académicos, sociales, eji-
dos, comunidades indígenas, pequeños propietarios e in-
dustriales, y otros no gubernamentales relacionados con los
asuntos forestales, sea pública, proporcional y equitativa. 

Dicho Consejo será presidido por el titular de la Secretaría,
contará con una presidencia suplente a cargo del titular de
la Comisión, un Secretario Técnico designado por el titular
de la Comisión, así como con un suplente de éste que será
designado por el titular de la Secretaría. 

ARTICULO 157. La Secretaría y la Comisión, junto con
los gobiernos de las entidades federativas y de los munici-
pios, promoverán la integración de Consejos Forestales
Regionales y Estatales, como órganos de carácter consulti-
vo, asesoramiento y concertación, en materias de planea-
ción, supervisión, evaluación de las políticas y aprovecha-
miento, conservación y restauración de los recursos
forestales. Se les deberá solicitar su opinión en materia de
normas oficiales mexicanas. 

En ellos podrán participar representantes de las dependen-
cias y entidades del Poder Ejecutivo Federal, de los Go-
biernos de las Entidades Federativas y de los Municipios,
de ejidos, comunidades indígenas, pequeños propietarios,
prestadores de servicios técnicos forestales, industriales, y
demás personas físicas o morales relacionadas e interesa-
das en cada una de las demarcaciones. Se establecerá la
vinculación con los Consejos para el Desarrollo Rural Sus-
tentable, en los ámbitos previstos por la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable. 

En las leyes locales que se expidan en la materia, se esta-
blecerá la composición y atribuciones de los Consejos Fo-
restales Estatales, sin perjuicio de las atribuciones que la
presente Ley les otorga. 

En la constitución de estos Consejos se propiciará la repre-
sentación proporcional y equitativa de sus integrantes y
que sus normas de operación interna respondan a las nece-
sidades, demandas, costumbres e intereses de cada territo-
rio o demarcación. 

La Secretaría y la Comisión promoverán y facilitarán la co-
municación de los Consejos nacional, regionales o estata-
les, en el marco del Servicio Nacional Forestal. 

TITULO OCTAVO 
DE LOS MEDIOS DE CONTROL, VIGILANCIA 

Y SANCIÓN FORESTALES 

CAPITULO I. 
De la Prevención y Vigilancia 

Forestal 

ARTICULO 158. La prevención y vigilancia forestal, a
cargo de la Secretaría a través de la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente, tendrá como función primor-
dial la salvaguarda y patrullaje de los recursos y ecosiste-
mas forestales, así como la prevención de infracciones ad-
ministrativas del orden forestal. 

La Federación, en coordinación con los Gobiernos de los
Estados y con la colaboración de los propietarios forestales
organizados, comunidades indígenas, los Gobiernos Muni-
cipales y otras instituciones públicas formulará, operará y
evaluará programas integrales de prevención y combate a
la tala clandestina, especialmente en las zonas críticas
diagnosticadas previamente, para enfrentarla con diversas
acciones, así como para prevenir actos indebidos de cam-
bio de uso del suelo, trafico de especies y recursos foresta-
les, extracción del suelo forestal, o bien, transporte, alma-
cenamiento, transformación o posesión ilegal de materias
primas forestales. 

CAPITULO II. 
De la Denuncia Popular 

ARTICULO 159. Toda persona podrá denunciar ante la
Secretaría o ante otras autoridades, todo hecho, acto u omi-
sión que produzca o pueda producir desequilibrio ecológi-
co al ecosistema forestal o daños a los recursos forestales,
o contravenga las disposiciones de la presente Ley y las de-
más que regulen materias relacionadas con los ecosistemas
forestales, sus recursos o bienes y servicios ambientales
asociados a éstos. 

El denunciante deberá aportar todos los elementos de prue-
ba con que cuenten para sustentar su denuncia y se encau-
zará conforme al procedimiento establecido en la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente. 

Las denuncias a que se refiere este artículo, deberán ser
turnadas a la Procuraduría de Protección y el Ambiente pa-
ra el trámite que corresponda. 
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CAPITULO III. 
De las Visitas y Operativos de Inspección 

ARTICULO 160. La Secretaría, por conducto del personal
autorizado realizará visitas u operativos de inspección en
materia forestal, con el objeto de verificar el cumplimiento
de lo dispuesto en esta ley, su reglamento, las normas ofi-
ciales mexicanas aplicables y las demás disposiciones que
de ellos se deriven. 

Los propietarios y poseedores de terrenos forestales o pre-
ferentemente forestales, los titulares de autorizaciones de
aprovechamiento de recursos forestales maderables, quie-
nes realicen actividades de forestación y de reforestación,
así como las personas que transporten, almacenen o trans-
formen materias primas forestales, deberán dar facilidades
al personal autorizado para la realización de visitas u ope-
rativos de inspección. En caso contrario, se aplicarán las
medidas de seguridad y sanciones previstas en la presente
Ley y en las demás disposiciones aplicables. 

La Secretaría deberá observar en el desarrollo de los pro-
cedimientos de inspección, las formalidades que para la
materia señala la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente. 

Cuando de las visitas u operativos de inspección se deter-
mine que existe riesgo inminente de daño o deterioro gra-
ve a los ecosistemas forestales, o cuando los actos, hechos
u omisiones pudieran dar lugar a la imposición del deco-
miso como sanción administrativa, se podrá tomar alguna
de las medidas de seguridad previstas en el artículo 161 de
esta Ley y se procederá conforme a lo señalado en el Capí-
tulo IV de este Título. 

CAPITULO IV. 
De las Medidas de Seguridad 

ARTICULO 161. Cuando de las visitas u operativos de
inspección a que se refiere el artículo anterior, se determi-
ne que existe riesgo inminente de daño o deterioro grave a
los ecosistemas forestales, o bien cuando los actos u omi-
siones pudieran dar lugar a la imposición de sanciones ad-
ministrativas, la Secretaría podrá ordenar las siguientes
medidas de seguridad: 

I. El aseguramiento precautorio de los productos y materias
primas forestales, así como de los bienes, vehículos, uten-
silios, herramientas, equipo y cualquier instrumento direc-

tamente relacionado con la acción u omisión que origine la
imposición de esta medida; 

II. La clausura temporal, parcial o total de las instalaciones,
maquinaria o equipos, según corresponda, para el aprove-
chamiento, almacenamiento o transformación de los recur-
sos y materias primas forestales o de los sitios o instalacio-
nes en donde se desarrollen los actos que puedan dañar la
biodiversidad o los recursos naturales; y 

III. La suspensión temporal, parcial o total de los aprove-
chamientos autorizados o de la actividad de que se trate.

A juicio de la autoridad, se podrá designar al inspecciona-
do como depositario de los bienes asegurados, siempre y
cuando se asegure que los bienes les dará un adecuado cui-
dado. 

La Secretaría podrá dar destino final a los productos made-
rables o no maderables asegurados de manera precautoria
y los recursos económicos obtenidos se depositarán hasta
que se resuelva el procedimiento legal y, una vez emitido
el fallo y la resolución cause efectos, estos recursos se en-
tregarán a quien beneficie el sentido de la resolución. El
Reglamento determinará los mecanismos para implemen-
tar esta disposición. 

ARTICULO 162. Cuando se imponga alguna o algunas de
las medidas de seguridad previstas en el artículo anterior,
se indicarán, en su caso, las acciones que se deben llevar a
cabo para subsanar las irregularidades que las motivaron,
así como los plazos para realizarlas, a fin de que, una vez
satisfechas, se ordene el retiro de las mismas. 

CAPITULO V. 
De las Infracciones 

ARTICULO 163. Son infracciones a lo establecido en es-
ta ley: 

I. Realizar en terrenos forestales o preferentemente fores-
tales cualquier tipo de obras o actividades distintas a las ac-
tividades forestales inherentes a su uso, en contravención
de esta ley, su reglamento o de las normas oficiales mexi-
canas aplicables; 

II. Obstaculizar al personal autorizado para la realización
de visitas de inspección; 
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III. Llevar a cabo el aprovechamiento de recursos foresta-
les, la forestación y la reforestación, en contravención a las
disposiciones de esta ley, de su reglamento o de las normas
oficiales mexicanas aplicables; 

IV. Establecer plantaciones forestales comerciales en susti-
tución de la vegetación primaria nativa actual de los terre-
nos forestales, salvo los casos señalados en esta Ley, en
contravención de esta ley, su reglamento, de las normas
oficiales mexicanas aplicables o de las autorizaciones que
para tal efecto se expidan; 

V. Establecer cultivos agrícolas o realizar labores de pasto-
reo en terrenos forestales, sin apego a las disposiciones
contenidas en el programa de manejo autorizado o en con-
travención del reglamento o de las normas oficiales mexi-
canas aplicables; 

VI. Por el incumplimiento de las condicionantes señaladas
en las autorizaciones de los programas de manejo forestal; 

VII. Cambiar la utilización de los terrenos forestales, sin
contar con la autorización correspondiente; 

VIII. Omitir realizar guardarrayas de protección contra el
fuego en terrenos preferentemente forestales, de acuerdo
con lo previsto en esta Ley; 

IX. Realizar las quemas en terrenos agropecuarios en for-
ma negligente que propicie la propagación del fuego a te-
rrenos forestales vecinos; 

X. Extraer suelo forestal, en contravención a lo dispuesto
en esta Ley, las normas oficiales mexicanas o en las demás
disposiciones legales y reglamentarias aplicables, o reali-
zar cualquier acción que comprometa la regeneración y ca-
pacidad productiva de los terrenos forestales; 

XI. Carecer de la documentación o los sistemas de control
establecidos para acreditar la legal procedencia de materias
primas forestales, obtenidas en el aprovechamiento o plan-
tación forestal comercial respectivo; 

XII. Incumplir con la obligación de dar los avisos o pre-
sentar los informes a que se refiere esta ley; 

XIII. Transportar, almacenar, transformar o poseer mate-
rias primas forestales, sin contar con la documentación o
los sistemas de control establecidos para acreditar su legal
procedencia; 

XIV. Amparar materias primas forestales que no hubieran
sido obtenidas de conformidad con las disposiciones de es-
ta ley, su reglamento o de las normas oficiales mexicanas
aplicables, a fin de simular su legal procedencia; 

XV. Realizar actos u omisiones en la prestación de los ser-
vicios técnicos que propicien o provoquen la comisión de
cualquiera de las infracciones previstas en esta ley; 

XVI. Prestar servicios técnicos forestales sin haber obteni-
do previamente las inscripciones en los registros corres-
pondientes; 

XVII. Contravenir las disposiciones contenidas en los de-
cretos por los que se establezcan vedas forestales; 

XVIII. Evitar prevenir, combatir o controlar, estando legal-
mente obligado para ello, las plagas, enfermedades o in-
cendios forestales; 

XIX. Negarse, sin causa justificada, a prevenir o combatir
las plagas, enfermedades o incendios forestales que afecten
la vegetación forestal, en desacato de mandato legítimo de
autoridad; 

XX. Omitir ejecutar trabajos de conformidad con lo dis-
puesto por esta ley, ante la existencia de plagas y enferme-
dades e incendios forestales que se detecten; 

XXI. Provocar intencionalmente o por imprudencia, incen-
dios en terrenos forestales o preferentemente forestales; 

XXII. Utilizar más de una vez, alterar o requisitar inade-
cuadamente, la documentación o sistemas de control esta-
blecidos para el transporte o comercialización de recursos
forestales; 

XXIII. Depositar residuos peligrosos en terrenos forestales
o preferentemente forestales, sin contar con la autorización
debidamente expedida para ello; y 

XXIV. Cualquier otra contravención a lo dispuesto en la
presente Ley.

CAPITULO VI. 
De las Sanciones 

ARTICULO 164. Las infracciones establecidas en el artí-
culo anterior de esta ley, serán sancionadas administrativa-
mente por la Secretaría, en la resolución que ponga fin al
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procedimiento de inspección respectivo, con una o más de
las siguientes sanciones: 

I. Amonestación; 

II. Imposición de multa; 

III. Suspensión temporal, parcial o total, de las autoriza-
ciones de aprovechamiento de recursos forestales o de la
plantación forestal comercial, o de la inscripción registral o
de las actividades de que se trate; 

IV. Revocación de la autorización o inscripción registral; 

V. Decomiso de las materias primas forestales obtenidas,
así como de los instrumentos, maquinaria, equipos y herra-
mientas y de los medios de transporte utilizados para co-
meter la infracción, debiendo considerar el destino y res-
guardo de los bienes decomisados; y 

VI. Clausura temporal o definitiva, parcial o total, de las
instalaciones, maquinaria y equipos de los centros de al-
macenamiento y transformación de materias primas fores-
tales, o de los sitios o instalaciones donde se desarrollen las
actividades que den lugar a la infracción respectiva.

En el caso de las fracciones III y IV de este artículo, la Se-
cretaría ordenará se haga la inscripción de la suspensión o re-
vocación correspondiente en el Registro Forestal Nacional. 

ARTICULO 165. La imposición de las multas a que se re-
fiere el artículo anterior, se determinará en la forma si-
guiente: 

I. Con el equivalente de 40 a 1,000 veces de salario míni-
mo a quien cometa las infracciones señaladas en las frac-
ciones V, VI, VIII, XII, XV, XVI, XVIII, XX y XXIV del
artículo 163 de esta ley; 

II. Con el equivalente de 100 a 20,000 veces de salario mí-
nimo a quien cometa las infracciones señaladas en las frac-
ciones I, II, III, IV, VII, IX, X, XI, XIII, XIV, XVII, XIX,
XXI, XXII, XXIII del artículo 163 de esta ley.

Para la imposición de las multas servirá de base el salario
mínimo general diario vigente para el Distrito Federal al
momento de cometerse la infracción. 

A los reincidentes se les aplicará el doble de las multas pre-
vistas en este artículo, según corresponda. 

La Secretaría, fundamentando y motivando plenamente su
decisión, podrá otorgar al infractor la opción de pagar la
multa o realizar trabajos o inversiones equivalentes en ma-
teria de conservación, protección o restauración de los re-
cursos forestales, siempre y cuando se garanticen las obli-
gaciones del infractor, éste no sea reincidente y no se trate
de irregularidades que impliquen la existencia de riesgo in-
minente de daño o deterioro grave de los ecosistemas fo-
restales. 

ARTICULO 166. Las infracciones a esta ley serán sancio-
nadas por la Secretaría, tomando en consideración la gra-
vedad de la infracción cometida y: 

I. Los daños que se hubieren producido o puedan producir-
se así como el tipo, localización y cantidad del recurso da-
ñado; 

II. El beneficio directamente obtenido; 

III. El carácter intencional o no de la acción u omisión; 

IV. El grado de participación e intervención en la prepara-
ción y realización de la infracción; 

V. Las condiciones económicas, sociales y culturales del
infractor, y 

VI. La reincidencia.

ARTICULO 167. Cuando la Secretaría determine a través
de las visitas de inspección, que existen daños al ecosiste-
ma, impondrá como sanción mínima al responsable la eje-
cución de las medidas de restauración correspondientes. 

Cuando en una sola acta de inspección aparezca que se han
cometido diversas infracciones, deberán ser sancionadas
individualmente. Las actas que se levanten en casos de fla-
grancia, deberán hacer constar con precisión esta circuns-
tancia. 

La amonestación sólo será aplicable a los infractores por
primera vez, a criterio de la Secretaría y servirá de apoyo
para incrementar la sanción económica a los reincidentes. 

ARTICULO 168. Cuando la gravedad de la infracción lo
amerite, la Secretaría solicitará a las autoridades que los
hubieren otorgado, la suspensión, modificación, revoca-
ción o cancelación de la concesión, permiso, licencia y en
general de todas las autorizaciones otorgadas para la reali-
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zación de las actividades calificadas como infracciones.
Esta atribución la ejercerá directamente a la Secretaría
cuando le corresponda otorgar los instrumentos respecti-
vos. 

De igual manera, la Comisión podrá promover ante las au-
toridades federales o locales competentes, con base en los
estudios que elabore, la limitación o suspensión de la ins-
talación o funcionamiento de industrias, comercios, servi-
cios, desarrollos urbanos, turísticos o de cualquier activi-
dad que afecte o pueda afectar los recursos forestales. 

ARTICULO 169. Son responsables solidarios de las in-
fracciones, quienes intervienen en su preparación o reali-
zación. 

ARTICULO 170. Para los efectos de esta ley, se conside-
rará reincidente al infractor que incurra más de una vez en
conductas que impliquen infracciones a un mismo precep-
to en un periodo de cinco años, contados a partir de la fe-
cha en que se levante el acta en que se hizo constar la pri -
mera infracción, siempre que ésta no hubiese sido
desvirtuada. 

CAPITULO VII. 
Del recurso de revisión 

ARTICULO 171. En contra de los actos y resoluciones
dictadas en los procedimientos administrativos con motivo
de la aplicación de esta Ley, su reglamento y normas ofi-
ciales mexicanas que de ella emanen, se estará a lo dis-
puesto por la Ley Federal de Procedimiento Administrati-
vo. 

ARTICULOS TRANSITORIOS DE LA 
LEY GENERAL DE DESARROLLO 

FORESTAL SUSTENTABLE 

PRIMERO.- Se abroga la Ley Forestal de publicada en el
Diario Oficial de la Federación de fecha 22 de diciembre
del año de 1992, con sus posteriores reformas; y se dero-
gan todas las disposiciones que se le opongan o contraven-
gan la presente Ley. 

SEGUNDO.- La presente Ley entrará en vigor a los no-
venta días de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

TERCERO.- Hasta en tanto las Legislaturas de los Esta-
dos dictan las leyes, y los Ayuntamientos los reglamentos

y bandos para regular las materias que según este ordena-
miento son de su competencia, corresponderá a la Federa-
ción aplicar esta ley en el ámbito local, coordinándose pa-
ra ello con las autoridades estatales y, con su participación,
con los municipios que corresponda, según el caso. 

CUARTO.- Las autorizaciones expedidas con anterioridad
a la publicación de la presente Ley deberán ajustarse a la
autorización respectiva, y los procedimientos y solicitudes
que se encuentren en trámite se continuarán tramitando en
los términos de la Ley que se abroga. 

QUINTO.- La Secretaría, dentro de un plazo de cuatro me-
ses, contados a partir de la entrada en vigor de la presente
ley deberá transferir los recursos económicos, materiales y
humanos a la Comisión que correspondan al ejercicio de
las funciones que asume, a efecto de que ésta pueda cum-
plir con las atribuciones otorgadas en esta Ley. 

SEXTO.- En tanto no se expidan el estatuto orgánico, re-
glamentos y demás acuerdos de orden administrativo para
el funcionamiento y operación de la Comisión, se conti-
nuarán aplicando los vigentes en lo que no se opongan a la
presente Ley. La situación del personal de dicho organismo
se regirá por las disposiciones relativas a los organismos
descentralizados. 

SEPTIMO.- La Secretaría, en coordinación con la Comi-
sión, formulará e implementará un programa especial para
que los Estados y el Distrito Federal, previa solicitud, asu-
man las atribuciones a que se les asignan conforme esta
Ley. 

OCTAVO.- El Servicio Nacional Forestal se instalará a
convocatoria del titular de la Secretaría, dentro de un tér-
mino que no exceda a los seis meses siguientes a la entra-
da en vigor de la presente Ley. 

NOVENO.- El Reglamento de esta Ley y las disposiciones
relativas a la operación de las Promotorías de Desarrollo
Forestal, así como de sistemas y esquemas de ventanilla
única a que se refiere la presente Ley, deberán expedirse en
un término que no exceda a los nueve meses contados a
partir de la entrada en vigor de esta Ley. 

DECIMO.- En la realización de las acciones conducentes
al cumplimiento del presente Decreto, se respetarán los de-
rechos y obligaciones contraídas previamente con terceros,
así como los derechos de los trabajadores. 
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DECIMO PRIMERO.- La Secretaría establecerá los me-
canismos de evaluación y fortalecimiento institucional pa-
ra promover la descentralización y federalización de fun-
ciones de acuerdo con las capacidades de los Estados y los
Municipios y el Distrito Federal para ejercerlas. 

ARTICULO SEGUNDO. Se reforman los artículos 5
fracción XI, 100 y 104; se deroga la fracción VI del artícu-
lo 28; y se adiciona un segundo párrafo al artículo 4 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, para quedar como sigue: 

Artículo 4º. 

.............. 

La distribución de competencias en materia de regulación
del aprovechamiento sustentable, la protección y la preser-
vación de los recursos forestales y el suelo, estará determi-
nada por la Ley General de Desarrollo Forestal Sustenta-
ble. 

Artículo 5. .......... 

I a X. ........ 

XI. La regulación del aprovechamiento sustentable, la pro-
tección y la preservación de las aguas nacionales, la biodi-
versidad, la fauna y los demás recursos naturales de su
competencia. 

XII a XXI. ........

Artículo 28.- 

I a V ... 

Fracción VI. Se deroga. 

VII a la XIII ...

... 

... 

Artículo 100.- Las autorizaciones para el aprovechamien-
to de los recursos forestales implican la obligación de ha-
cer un aprovechamiento sustentable de ese recurso. Cuan-
do las actividades forestales deterioren gravemente el
equilibrio ecológico, afecten la biodiversidad de la zona,

así como la regeneración y capacidad productiva de los te-
rrenos, la autoridad competente revocará, modificará o sus-
penderá la autorización respectiva en términos de lo dis-
puesto por la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable. 

Artículo 104.- La Secretaría promoverá ante la Secretaría
de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Ali-
mentación y las demás dependencias y entidades compe-
tentes, la introducción y generalización de prácticas de pro-
tección y restauración de los suelos en las actividades
agropecuarias, así como la realización de estudios de im-
pacto ambiental previos al otorgamiento de autorizaciones
para efectuar cambios del uso del suelo, cuando existan
elementos que permitan prever grave deterioro de los sue-
los afectados y del equilibrio ecológico de la zona. 

ARTÍCULO TERCERO. Se reforman las fracciones
XIII, XIV, XVIII y XX del artículo 32 bis de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, para quedar co-
mo sigue: 

ARTICULO 32 bis.- A la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales corresponde el despacho de los si-
guientes asuntos: 

I.- al XII.- .........; 

XIII.- Fomentar y realizar programas de restauración eco-
lógica, con la cooperación de las autoridades federales, es-
tatales y municipales, en coordinación, en su caso, con la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación y demás dependencias y entidades
de la administración pública federal; 

XIV.- Evaluar la calidad del ambiente y establecer y pro-
mover el sistema de información ambiental, que incluirá
los sistemas de monitoreo atmosférico, de suelos y de cuer-
pos de agua de jurisdicción federal, y los inventarios de re-
cursos naturales y de población de fauna silvestre, con la
cooperación de las autoridades federales, estatales y muni-
cipales, las instituciones de investigación y educación su-
perior, y las dependencias y entidades que correspondan; 

XV. al XVII........ 

XVIII.- Llevar el registro y cuidar la conservación de los
árboles históricos y notables del país; 

XIX....... 
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XX.- Imponer, con la participación que corresponda a otras
dependencias y entidades, las restricciones que establezcan
las disposiciones aplicables sobre la circulación o tránsito
por el territorio nacional de especies de la flora y fauna sil-
vestres procedentes del o destinadas al extranjero, y pro-
mover ante la Secretaría de Economía el establecimiento
de medidas de regulación o restricción a su importación o
exportación, cuando se requiera para su conservación y
aprovechamiento; 

XXI. al XLI ...

ARTÍCULO CUARTO. Se adiciona una fracción XI Bis
al artículo 6 y un capítulo XIV-BIS 1, para incluir los artí -
culos 91-A al 91-D de la Ley de Premios, Estímulos y Re-
compensas Civiles, para quedar como sigue: 

ARTICULO 6.- ..... 

I.- a XI.- .... 

XI Bis.- Al Mérito Forestal.

................. 

CAPITULO XIV-BIS 
Premio Nacional al Mérito Forestal 

ARTÍCULO 91-A.- El Premio Nacional al Mérito Fores-
tal será entregado a las personas físicas y morales de los
sectores privado y social que realicen o hayan realizado ac-
ciones en el país a favor de la conservación, protección,
restauración y uso sustentable de los recursos forestales,
que representen beneficios a la sociedad. 

ARTICULO 91-B.- Este premio se tramitará en la Comi-
sión Nacional Forestal, por conducto del Consejo de Pre-
miación, que presidirá el titular de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales y que lo integrará junto
con representantes de las Secretarías de la Defensa Nacio-
nal; de Hacienda y Crédito Público; de Desarrollo Social;
de Economía; de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación; de la Reforma Agraria; de Turismo,
de la Comisión Nacional Forestal, de la Comisión Nacio-
nal del Agua, así como un representante por cada una de las
Cámaras del H. Congreso de la Unión. 

En todo caso formarán parte del Jurado representantes del
sector social, del sector privado y de organismos no guber-
namentales que formen parte del Consejo Nacional Fores-

tal a invitación del titular de la Comisión Nacional Fores-
tal. 

ARTICULO 91-C.- En la materia del presente Capítulo es
aplicable lo dispuesto en el artículo 38; pero la Comisión
Nacional Forestal deberá constituirse en el promotor de
candidaturas, exhortando el envío de proposiciones. 

ARTICULO 91-D.- El premio consistirá en diploma y se
complementará con entrega en numerario o en especie, por
el monto o naturaleza que determine el propio Consejo. En
lo demás es aplicable el artículo 72 de esta Ley. 

ARTICULO TRANSITORIO DE LAS REFORMAS Y
ADICIONES A LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO
ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE;
LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLI-
CA FEDERAL; Y LEY DE PREMIOS, ESTIMULOS Y
RECOMPENSAS CIVILES. 

ARTICULO UNICO. Las presentes reformas entrarán en
vigor el mismo día de la entrada en vigor de la Ley Gene-
ral de Desarrollo Forestal Sustentable. 

Sala de Comisiones, México, Distrito Federal a los cinco
días del mes de diciembre del año dos mil dos. 

Comisión de Agricultura y Ganadería 

Diputados: Jaime Rodríguez López (rúbrica), Presidente;
Miguel Ortiz Jonguitud (rúbrica), J. Jesús Dueñas Llerenas
(rúbrica), Mario Cruz Andrade (rúbrica), Ramón Ponce
Contreras (rúbrica), secretarios; Oscar Alvarado Cook, Jo-
sé María Anaya Ochoa (rúbrica), Francisco Arano Monte-
ro (rúbrica), Francisco Calzada Padrón (rúbrica), Francisco
Castro González (rúbrica), Miguel Castro Sánchez (rúbri-
ca), Arturo B. de la Garza Tijerina (rúbrica), José Rodolfo
Escudero Barrera, Francisco Esparza Hernández (rúbrica),
Francisco Javier Flores Chávez (rúbrica), José Luis Gon-
zález Aguilera (rúbrica), Santiago Guerrero Gutiérrez (rú-
brica), Arturo Herviz Reyes (rúbrica), José de Jesús Hurta-
do Torres (rúbrica), Silverio López Magallanes (rúbrica),
José Jaimes García, Juan Mandujano Ramírez (rúbrica),
Martha Ofelia Meza Escalante (rúbrica), Martín Gerardo
Morales Barragán (rúbrica), María del Rosario Oroz Ibarra
(rúbrica), Francisco Javier Ortiz Esquivel, Juan Carlos Re-
gis Adame (rúbrica), Jaime Tomás Ríos Bernal (rúbrica),
José Roque Rodríguez López (rúbrica), Petra Santos Ortiz
(rúbrica). 
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Por la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

Diputados: Diego Cobo Terrazas (rúbrica), Presidente; Mi-
guel Angel Gutiérrez Machado (rúbrica), secretario; Gus-
tavo Lugo Espinoza, secretario; Jesús Garibay García, se-
cretario; Jesús de la Rosa Godoy (rúbrica), secretario;
Ramón Ponce Contreras (rúbrica), José María Tejeda Váz-
quez (rúbrica), Juan Carlos Sainz Lozano (rúbrica), Raúl
Gracia Guzmán (rúbrica), Francisco Arano Montero (rú-
brica), Sergio García Sepúlveda (rúbrica), Rómulo Garza
Martínez (rúbrica), Juan Carlos Pallares Bueno (rúbrica),
Rafael Ramírez Agama (rúbrica), Rafael Ramírez Sánchez
(rúbrica), Miguel Angel Torrijos Mendoza (rúbrica), Libra-
do Treviño Gutiérrez, José María Guillén Torres, Pedro
Manterola Sainz, José Jacobo Nazar Morales, José Manuel
Díaz Medina (rúbrica), Héctor Pineda Velásquez, Miguel
Bortolini Castillo (rúbrica), Rosa Delia Cota Montaño (rú-

brica), Jaime Rodríguez López (rúbrica), Juan José Nogue-
da Ruiz, Julio César Vidal Pérez, Manuel Garza González
(rúbrica), Donaldo Ortiz Colín (rúbrica), Vitálico Cándido
Coheto Martínez, Raúl Efrén Sicilia Salgado (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel 
(a las 19:03 horas):

Se han agotado los asuntos en cartera, por lo que se le-
vanta la sesión iniciada el martes 12 de diciembre.
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 24 horas 37 minutos. Con un receso de 12 horas 19 minutos.

• Quórum a la apertura de sesión: 456 diputados.

• Asistencia al cierre de registro: 459 diputados.

• Diputado que solicita licencia: 1.

• Diputado suplente que se incorpora: 1.

• Comisión reglamentaria y protocolaria: 1.

• Excitativas a comisiones: 5.

• Oradores en tribuna: 69.
PRI-24; PAN-16; PRD-16; PVEM-5; PT-5; PAS-2; CDPPN-1.

Se recibió:

• 1 comunicación del Congreso del estado de Tlaxcala;

• 1 comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que informa de cambios en la integra-
ción de comisión;

• 2 minutas de ley para los efectos del inciso e) del artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos;

• 1 oficio de la Cámara de Senadores;

• 4 iniciativas del PRI;

• 9 iniciativas del PAN;

• 1 iniciativa del PT;

• 1 iniciativa del PRD;

• 2 iniciativas del Ejecutivo.

Dictámenes de primera lectura:

• 1 de la Comisión de Juventud y Deporte, con proyecto de Ley de Cultura Física y Deporte;

• 1 de la Comisión de Comercio y Fomento Industrial, relativo a la minuta proyecto de decreto que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley de Comercio Exterior;
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• 1 de las comisiones unidas de Agricultura y Ganadería, con proyecto de decreto por el que se expide la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable, y se reforma y adicionan la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y la Ley de Pre-
mios, Estímulos y Recompensas Civiles.

Dictámenes aprobados:

• 1 de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de decreto por el que se reforma y
adiciona la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles ;

• 1 de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con proyecto de Ley Orgánica de la Procuraduría Ge-
neral de la República;

• 1 de las comisiones unidas de Transportes y de Marina, con proyecto de Ley de Navegación y Comercio
Marítimo;

• 1 de las comisiones unidas de Hacienda y Crédito Público y de Desarrollo Rural, con proyecto por el que
se modifica y adiciona el artículo segundo de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2002 y se expide la Ley Orgánica de la Financiera Rural.
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• Alvarado Cook, Oscar (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Barbosa Huerta, Luis Miguel Gerónimo (PRD). . . . . 

• Barrón Romero, Rafael (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Calderón Cardoso, José Antonio (PAS). . . . . . . . . . . 

• Cano Cortezano, Juan de la Cruz Alberto (PAN). . . . 

• Cervantes Rivera, Jaime (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Chávez Presa, Jorge Alejandro (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Cobo Terrazas, Diego (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Coronado Olmos, Tomás (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Cota Montaño, Rosa Delia (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Cruz Gutiérrez, Jesús Alejandro (PRI). . . . . . . . . . . . 

• De la Garza Herrera, Bernardo (PVEM). . . . . . . . . . . 

• De la Madrid Cordero, Enrique Octavio (PRI). . . . . . 

• Del Río Virgen, José Manuel (CDPPN). . . . . . . . . . . 

• Díaz Palacios, Víctor Emanuel (PRI). . . . . . . . . . . . . 

Ley para el Fomento y Desarrollo de la
Cafeticultura Mexicana: 40

Ley Orgánica de la Financiera Rural: 361

Ley de Responsabilidad Civil por el Daño
y el Deterioro Ambiental: 464

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
343, 366

Ley General de Asentamientos Huma-
nos: 23

Tribunal Electoral: 35

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
349, 372, 373, 379, 381, 388

Ley de Responsabilidad Civil por el Da-
ño y el Deterioro Ambiental: 468

Ley General que Establece las Bases de
Coordinación del Sistema Nacional de
Seguridad Pública: 64

Ley de Responsabilidad Civil por el Da-
ño y el Deterioro Ambiental: 461

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
340, 375

Ley de Responsabilidad Civil por el Da-
ño y el Deterioro Ambiental: 462

Ley Orgánica de la Financiera Rural: 
350

Ley Orgánica de la Financiera Rural: 
344

Excitativas: 479

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Domínguez Ramírez, María Luisa Araceli (PRI). . . . . 

•
Domínguez Rodríguez, Genoveva (PRD). . . . . . . . . . 

• Duarte Ramírez, Manuel (PRD). . .. . . . . . . . . . . . . . . 

• Dueñas Llerenas, J. Jesús (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Elías Cardona, Alfonso Oliverio (PRD). . . . . . . . . . . 

• Escobar y Vega, Arturo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Fernández González, Lucio (PAN). . . . . . . . . . . . . . . 

• García Farías, Rubén (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• García Suárez, María Miroslava (PRD). . . . . . . . . . . 

• Garibay García, J. Jesús (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Garibay García, J. Jesús (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Herviz Reyes, Arturo (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Huerta Díaz, Mauro (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• León Castañeda, José Gaudencio Víctor (PAN). . . . . 

• López Sandoval, José de Jesús (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Lozano Pardinas, José Tomás (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Luzanilla Contreras, Julián (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Maldonado Domínguez, Oscar Romeo (PAN). . . . . . . 

Ley de Navegación y Comercio Marí-
timo: 286

Ley Orgánica de la Financiera Rural: 
371

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
357, 358

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
346

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
346

Ley de Responsabilidad Civil por el Da-
ño y el Deterioro Ambiental: 448

Código Penal Federal: 80

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
362

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
353, 382

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
376

Ley de Responsabilidad Civil por el Da-
ño y el Deterioro Ambiental: 464

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
359

Estatuto de Gobierno del Distrito Fe-
deral: 477

Deudores: 56

Ley de Amparo: 90

Ley de Navegación y Comercio Marí-
timo: 283

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
348

Código Penal Federal: 70
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• Martínez Veloz, Jaime Cleofas (PRD). . . . . . . . . . . . . 

• Moreno Bastida, Ricardo (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Narro Céspedes, José (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ojeda Delgado, Gustavo Nabor (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Ortiz Esquivel, Francisco Javier (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Prieto Fuhrken, Julieta (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Regis Adame, Juan Carlos (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Reyes Roel, César Patricio (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Reyna García, José de Jesús (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

• Rodríguez Cabrera, Rufino (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

• Romero Apis, José Elías (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ruiz Angeles, Roberto (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Sánchez Cortés, Maricela (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Sánchez López, Héctor (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Sánchez Nava, Luis Fernando (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Santos Ortiz, Petra (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Sicilia Salgado, Raúl Efrén (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Taboada Contreras, Héctor (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . 

Estado de Baja California: 475

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
366

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
364

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
374

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
363

Ley de Navegación y Comercio Marí-
timo: 280

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
344, 384

Ley de Navegación y Comercio Marí-
timo: 278

Ley de Premios, Estímulos y Recompen-
sas Civiles: 187

Ley de Navegación y Comercio Marí-
timo: 281

Ley de Responsabilidad Civil por el Daño
y el Deterioro Ambiental: 465

Ley Federal del Trabajo: 32

Ley del Impuesto Sobre la Renta: 109

Instituto Nacional de Lenguas Indíge-
nas: 101

Garantías Individuales: 61

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
386

Ley de Responsabilidad Civil por el Daño
y el Deterioro Ambiental: 466

Actividad Pesquera: 83
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• Tapia Medina, María del Rosario (PRD). . . . . . . . . . . 

• Vallarta Ceceña, José Alvaro (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

• Vallarta Ceceña, José Alvaro (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

• Varón Levy, Eddie James (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Villa Preciado, Enrique Adolfo (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Villarreal Castro, Néstor (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Villarreal García, Luis Alberto (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Vital Ramírez, Benito (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
280

Ley Federal de Armas de Fuego y Ex-
plosivos: 74

Ley de Navegación y Comercio Marí-
timo: 289

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
370

Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores: 473

Servidores Públicos: 86

Ley Orgánica de la Financiera Rural:
360

Artículo 115 constitucional: 484
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma diversos artículos de la Ley Fe-
deral del Trabajo presentada por el diputado Roberto
Ruiz Angeles.

Ciudadanos secretarios de la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados.— Presentes.

Los suscritos diputados federales, integrantes de las frac-
ciones parlamentarias del Partido Revolucionario Institu-
cional, del Partido Verde Ecologista de México y del Parti-
do Acción Nacional con fundamento en lo dispuesto por la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en el artículo 55 fracción II
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración del pleno de esta Cámara de Diputados la
presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versos artículos de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de
los siguientes:

I. ANTECEDENTES

1. La Constitución de 1917 introdujo la garantía social del
derecho al trabajo, reglamentaria del artículo 123 constitu-
cional, denominada “Ley Reglamentaria del Artículo 123
Constitucional”.

2. El 22 de mayo de 1931 fue publicada la primera Ley Fe-
deral del Trabajo, igualmente reglamentaria del artículo
123 antes citado.

3. El 1o. de abril de 1970 fue publicada en el Diario Oficial
de la Federación la “Nueva Ley Federal del Trabajo”, regla-
mentaria ahora del apartado A del artículo 123 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que con
diversas reformas continúa vigente hasta el momento.

4. La Nueva Ley Federal del Trabajo de 1970 contiene los
principios para dar cumplimiento a los derechos sociales de
los trabajadores consagrados en nuestra Carta Magna des-
de 1917 y las bases que permiten regular la relación de tra-
bajo conforme al principio de dignidad del trabajo y de ga-
rantizar los derechos sociales de los trabajadores. Desde
sus inicios, ha sido un ordenamiento legal fundamental pa-
ra el bienestar social, la operación y desarrollo económico
nacional y regional del país, aspectos todos esenciales pa-
ra elevar los niveles de bienestar, el desarrollo humano y
económico de México.

5. El ordenamiento vigente nos permite afirmar que el tra-
bajo debe prestarse en condiciones dignas; que todos re-
querimos del trabajo para subsistir; que si falta, o su remu-
neración es insuficiente para cubrir las necesidades
humanas, el nivel de vida decae; que todo trabajo desborda
el ámbito personal para servir a otras vidas, especialmente
a las de la propia familia del trabajador; que el trabajo es
esfuerzo, inteligencia, conocimiento y experiencia. En la
actualidad, los bienes y servicios producidos o prestados
por el trabajo de las personas, no sólo son destinados al
consumo de las comunidades inmediatas, sino que se hacen
llegar a muchos países, por lo que es importante que la ac-
tividad productiva se desarrolle de manera más eficiente
para producir una mejor retribución económica.

6. Es de destacar que la presente iniciativa tuvo su origen
en el diálogo directo que durante varios meses sostuvieron
los representantes de diferentes organizaciones de trabaja-
dores y empleadores, mediante el cual definieron el conte-
nido de la reforma laboral. En ese diálogo participó todo un
espectro de tendencias del mundo obrero y empresarial; in-
cluso algunas de las organizaciones participaron por pri-
mera vez. Los diputados firmantes consideramos que dado
el proceso de concertación realizado, conviene presentar
tales acuerdos en esta iniciativa de reformas a la Ley Fede-
ral del Trabajo, pues en ella se refleja el interés y las aspi-
raciones de los sectores productivos participantes, además
de que pretende corregir las insuficiencias apreciables en la
legislación vigente, tomando como punto de partida la ex-
periencia cotidiana de su aplicación en las relaciones de
trabajo en el país.

Así, merced a encuentros constantes entre los representan-
tes de trabajadores y empleadores, pudo hacerse, de mane-
ra conjunta, un análisis a profundidad del contenido de la
ley, que sirvió de base para que los sectores productivos de-
finieran una propuesta orientada a resolver los problemas
laborales más urgentes, siguiendo durante el proceso crite-
rios de respeto, colaboración, equidad y justicia.

Las reformas a la Ley Federal del Trabajo propuestas y en
cada uno de los temas de la agenda definidas en consulta
con los sectores productivos, se fundan y motivan en las si-
guientes:

II. CONSIDERACIONES

1. Vivimos en un contexto económico y social, nacional y
mundial, que anticipa una nueva dinámica en las relaciones
laborales, en la cual las mejores oportunidades serán apro-
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vechadas por los trabajadores más calificados y producti-
vos; serán generadas por las empresas con producción y
tecnología, y serán promovidas por los países capaces de
impulsar la creación constante de nuevos y mejores em-
pleos para que trabajadores, empleadores y gobiernos cola-
boren en un marco de seguridad jurídica, de respeto a la
dignidad humana del trabajador, de impulso de la actividad
productiva y de distribución adecuada de los beneficios ge-
nerados por el trabajo.

2. México debe responder a un entorno social que deman-
da oportunidades laborales para todos, elevación de los ni-
veles de bienestar, creación de empleos de calidad y bien
remunerados, incremento del poder adquisitivo y estricta
observancia de los derechos laborales y de la dignidad hu-
mana de los trabajadores.

En este contexto se requiere entre otras cosas, erradicar
prácticas de simulación, vicios, corrupción y burocratismo
en que han incurrido algunos actores del mundo laboral,
que en ocasiones obstaculizan la creación y preservación
de fuentes de trabajo, reducen artificialmente los salarios y
prestaciones o impiden la consolidación de relaciones coo-
perativas y mutuamente beneficiosas entre empleadores,
trabajadores y organizaciones sindicales. Advertimos tam-
bién que la dinámica del trabajo en México ha generado re-
laciones laborales muy heterogéneas, tan diversas como los
tipos de actividad productiva, por lo que muchas de ellas
no están claramente reguladas y son motivo de controver-
sias y dificultades que se deben resolver adecuadamente.

3. Ante los vertiginosos cambios de la economía, la pro-
ducción y la competencia a escala nacional y mundial, así
como también ante las profundas transformaciones que han
ocurrido en la sociedad mexicana en términos poblaciona-
les, de ingreso, de bienestar social y de participación ciu-
dadana, resulta cada vez más necesario poner al día las
normas labores que rigen las relaciones entre empleadores
y trabajadores en el país.

Generar un entorno laboral competitivo y justo es un reto
que impone a los mexicanos la exigencia de contar con una
legislación laboral que reafirme los principios de la liber-
tad y el derecho al trabajo; que mantenga el objetivo de
promover la justa retribución al trabajador garantizando un
ingreso suficiente para él y su familia, y que considere la
importancia de estimular de manera constante la actividad
productiva, crear empleos y elevar la productividad y com-
petitividad de las empresas que operan en el país.

La iniciativa que nos permitimos someter a la considera-
ción del pleno de la Cámara de Diputados tiene el propósi-
to de responder al reto de la actualización y modernización
necesarias de la Ley Federal del Trabajo vigente desde
1970, de conformidad con las siguientes:

III. PROPUESTAS PRINCIPALES

A. Propuestas de orden general.

1. Eliminar la connotación negativa del término “patrón”,
que remite a una relación de conflicto entre los directores
de la empresa y los trabajadores, reemplazándola por el
concepto actual de “empleador”, que incluye tanto a las
personas físicas como a las empresas, y que supone un vín-
culo cooperativo y de colaboración con los trabajadores y
sus organizaciones sindicales en el seno de la empresa. Es-
te concepto, asumido como criterio general de reforma en
todo el articulado, ha sido también adoptado y promovido
a nivel internacional por la Organización Internacional del
Trabajo (OIT), de la que México es miembro desde su fun-
dación.

2. Incorporar normas y preceptos que aseguren el equili-
brio de los sectores productivos al momento de la aplica-
ción de la ley, respetando, en todos los casos, los derechos
de los trabajadores y de las organizaciones sindicales. Co-
mo muestra de lo anterior se establece la obligatoriedad de
la capacitación tanto de empleadores como de trabajadores,
la sanción a unos o a otros que incurran en actos de hosti-
gamiento sexual, la posibilidad de que trabajadores y em-
pleadores convengan la modificación de los días de des-
canso obligatorio, el señalamiento preciso de derechos y
obligaciones de ambas partes cuando apliquen alguna de
las nuevas modalidades de contratación, así como los nue-
vos criterios para ascensos en la empresa.

3. Fortalecer el respeto de los derechos laborales a través
de diversas adecuaciones que precisan y clarifican la forma
correcta de darles cumplimiento.

4. Proceder a una adecuación general de la Ley Federal del
Trabajo con el fin de llenar lagunas, precisar normas, evi-
tar contradicciones, incorporar definiciones, retirar refe-
rencias en desuso o fuera de la realidad, establecer nuevas
denominaciones a casos específicos y realizar todo tipo de
correcciones necesarias al articulado.
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B. Propuestas de orden específico.

1. Respecto de las disposiciones generales. Se hacen preci-
siones a la norma legal que fortalecen y dan certidumbre a
las relaciones laborales. Asimismo, se incorpora a la norma
legal el respeto a la dignidad humana que en toda relación
laboral debe ser reconocida. Se expresa en forma contun-
dente, que no podrán establecerse condiciones que impli-
quen discriminación por ningún motivo, entre otras pro-
puestas.

2. Se fortalece la capacitación y el adiestramiento en el tra-
bajo.

3. Se fomenta la productividad mediante la instrumenta-
ción de incentivos para los trabajadores.

4. Se establecen nuevas modalidades de contratos con la
regulación necesaria para asegurar la protección de los tra-
bajadores, entre las que destacan, las disposiciones relati-
vas a los contratos de prueba o aprendizaje.

5. Se incorporan ordenamientos contra la discriminación
de grupos vulnerables.

6. Se fortalece la libertad sindical, la libre sindicalización,
la democracia y el pluralismo sindicales.

7. Se establece la obligación de los sindicatos de registrar-
se ante la Secretaría de Trabajo y Previsión Social o ante
las juntas de conciliación arbitraje, según sea el caso.

8. Se faculta a las autoridades para que tomen en cuenta las
circunstancias particulares de contratación en los micros y
pequeños centros de trabajo.

9. Se revisan la organización y funcionamiento de las au-
toridades del trabajo.

10. Se hacen diversas propuestas de orden procesal, entre
las que destaca que en los litigios deberán intervenir aque-
llas personas que cuenten título profesional y cédula profe-
sional legalmente expedidos.

IV. CONCLUSIONES

Las propuestas de reforma laboral previamente expuestas,
producto del consenso entre los representantes de los sec-
tores productivos del país, tienen por objeto adecuar las re-
laciones laborales a la dinámica productiva actual de Mé-

xico y a las condiciones de la competencia económica na-
cional e internacional; a promover la creación de nuevos y
mejores empleos; a fortalecer el salario y demás percepcio-
nes de los trabajadores y a brindar mayor certidumbre jurí-
dica en las relaciones laborales y a la inversión productiva.

En conclusión, las diversas propuestas que dan contenido a
la iniciativa de reformas y adiciones que se somete a la
consideración de esta honorable Asamblea, no se apartan
de manera alguna del espíritu original del constituyente de
proteger al sector de la clase trabajadora que todavía en la
realidad actual sigue en condiciones de desigualdad econó-
mica frente a la de sus empleadores. La actualización y
modernización de la ley reglamentaria del artículo 123
consagrado en la Constitución de 1917, no debe desatender
esa necesidad tutelar de la clase trabajadora que continúa
vigente en la mayoría de sus aspectos y manifestaciones.

El impulso normativo hacia la modernización de la Ley
Federal del Trabajo, presente en todas las expresiones de
esta iniciativa, reconoce el valor del movimiento obrero or-
ganizado en la búsqueda del mejoramiento de las condicio-
nes de trabajo y de bienestar y de superación en el nivel de
vida de la clase que representa, como la vía más adecuada
y eficiente para la renovación y mejoramiento constante de
los trabajadores que decidan organizarse.

La democratización interna de las organizaciones sindica-
les responde a uno de los requerimientos sociopolíticos
más urgentes de nuestra realidad presente, en el contexto
del proceso de democratización integral de la nación mexi-
cana, siempre bajo el respeto irrestricto de la autonomía
sindical como premisa fundamental insoslayable para el
quehacer de dichas organizaciones.

Reconocemos que los asuntos referentes a los contratos de
capacitación y al aprendizaje fueron suprimidos en refor-
mas previas en razón de los abusos que en la práctica hi-
cieron los empleadores de dichos contratos. Nuestra inten-
ción es rescatar estas figuras en sus aspectos positivos,
como impulsores o detonadores del mejoramiento de la
clase trabajadora, procurando adecuarlos a las necesidades
actuales, previendo la erradicación de perversiones y abu-
sos, destacando su importancia como factores de apertura y
ampliación de los mercados de trabajo y para lograr final-
mente el objetivo de mejorar las condiciones de vida de los
trabajadores.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo dis-
puesto en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración de esta Cámara la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversos artículos de la
Ley Federal del Trabajo.

Pido a usted, señora Presidenta, sirva ordenar se inserte en
el Diario de los Debates y se publique en la Gaceta Parla-
mentaria esta iniciativa, con la exposición integra de mo-
tivos y el articulado propuesto, así como turnarla a la co-
misión correspondiente para su estudio y análisis.

Es cuanto, señora Presidenta.

México, DF, a 12 de diciembre de 2002.— Diputados: En-
rique Aguilar Borrego, Hilda Anderson Nevarez, Benito
Vital, Roberto Ruiz Angeles, Carlos Aceves del Olmo,
Bernardo de la Garza, María Teresa Campoy, Olga Patricia
Chozas, Sara Figueroa Canedo, Francisco Agundis, María
Cristina Moctezuma, Diego Cobo Terrazas, Hugo Cama-
cho Galván, Alfonso Sánchez Rodríguez, J. Antonio Glo-
ria M., José Luis Novales Arellano y María Teresa Romo
Castillán.»

«ARTICULOS TRANSITORIOS

1.- Las presentes reformas entrarán en vigor a los 90 dí-
as de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

2.- Los sindicatos de oficios varios existentes conservarán
su registro y su personalidad jurídica en los términos pre-
vistos en la Ley Federal del Trabajo.

3.- Los Plenos de las Juntas Federal y Locales de Concilia-
ción y Arbitraje adecuarán su Reglamento al presente de-
creto, en el término de seis meses, a partir de su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación.

4.- Los Presidentes de las Juntas Federal y Locales de Con-
ciliación y Arbitraje establecerán los lineamientos para el
Sistema de Formación, Capacitación y Actualización Jurí-
dica del Personal de su respectiva Junta, dentro de los seis
meses siguientes a que entren en vigor las presentes refor-
mas.

5.- El Servicio Público de Conciliación deberá quedar inte-
grado a más tardar para el ejercicio presupuestal siguiente
a que entren en vigor las presentes reformas.

6.- El personal jurídico de las Juntas de Conciliación y Ar-
bitraje, que no cuenten con el título y la cédula profesional
a que se refieren los artículos 626, fracción II, 627, frac-
ción II; 627-B, fracción II, 628, fracción II y 629 contarán
con un término de cinco años para obtenerlo, contado a
partir de que entren en vigor las presentes reformas.

7.- A los representantes de los trabajadores y empleadores
actualmente en funciones, a que se refiere el Art. 665, no
les será exigible los requisitos de la fracción II de dicho ar-
tículo.

8.- Las retribuciones a que se refiere el artículo 631 entra-
rán en vigor a partir del próximo presupuesto de egresos de
la Federación y de las Entidades Federativas.

9.- Los juicios iniciados con las disposiciones anteriores a
la presente reforma deberán concluirse de conformidad con
ellas.

TITULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 2o. Las normas del trabajo tienden a conseguir el
equilibrio entre los factores de la producción, el respeto a
la dignidad humana, el reconocimiento a la libertad de aso-
ciación, a la autonomía y democracia sindical, a la contra-
tación colectiva como fuente de derecho del trabajo, al em-
pleo, a la productividad para el desarrollo nacional y a la
justicia social en las relaciones de trabajo.

Artículo 3o. El trabajo es un derecho y un deber sociales.
No es artículo de comercio, exige respeto para las liberta-
des, y dignidad de quien lo presta y debe efectuarse en con-
diciones que aseguren la vida, la salud y un nivel econó-
mico decoroso para el trabajador y su familia.

No podrán establecerse condiciones que impliquen discri-
minación entre los trabajadores por motivo de origen étni-
co, sexo, edad, capacidades diferentes, doctrina política,
condición social, religión, opiniones, estado civil o cual-
quier otro que atente contra la dignidad humana.

No se considerarán discriminatorias las distinciones, ex-
clusiones o preferencias que se sustenten en las calificacio-
nes particulares que exija una labor determinada.

Es de interés social promover y vigilar la capacitación, el
adiestramiento, la productividad y la calidad en el trabajo,
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así como los beneficios que éstas deban generar tanto a los
trabajadores como a los empleadores. 

Artículo 4o. No se podrá impedir el trabajo a ninguna per-
sona ni que se dedique a la profesión, industria o comercio
que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de estos dere-
chos sólo podrá vedarse por resolución de la autoridad
competente cuando se ataquen los derechos de tercero o se
ofendan los de la sociedad: 

I. Se atacan los derechos de tercero en los casos previstos
en las Leyes y en los siguientes:

a) Cuando se trate de sustituir o se sustituya definitiva-
mente a un trabajador que reclame la reinstalación en su
empleo sin haberse resuelto el caso por la Junta de Conci-
liación y Arbitraje.

b) Cuando se niegue el derecho de ocupar su mismo pues-
to a un trabajador que haya estado separado de sus labores
por causa de enfermedad o de fuerza mayor, o con permi-
so, al presentarse nuevamente a sus labores; y

II. Se ofenden los derechos de la sociedad en los casos pre-
vistos en las Leyes y en los siguientes:

a) Cuando declarada una huelga en los términos que esta-
blece esta Ley, se trate de sustituir o se substituya a los
huelguistas en el trabajo que desempeñan, sin haberse re-
suelto el conflicto motivo de la huelga, salvo lo que dispo-
ne el artículo 936. 

b) Cuando declarada una huelga en iguales términos de li -
citud por la mayoría de los trabajadores de una empresa, la
minoría pretenda reanudar sus labores o siga trabajando. 

Artículo 5o. Las disposiciones de esta Ley son de orden
público y de interés social, por lo que no producirá efecto
legal, ni impedirá el goce y el ejercicio de los derechos, sea
escrita o verbal, la estipulación que establezca: 

I. Trabajos para niños menores de catorce años;

II. Una jornada mayor que la permitida por esta ley;

III. Una jornada inhumana por lo notoriamente excesiva,
dada la índole del trabajo, a juicio de Junta de Conciliación
y Arbitraje;

IV. Horas extraordinarias de trabajo para los menores de
dieciséis años; 

V. Un salario inferior al mínimo;

VI. Un salario que no sea remunerador, a juicio de la junta
de Conciliación y Arbitraje; 

VII. Un plazo mayor de una semana para el pago de los sa-
larios a los obreros;

VIII. Un lugar de recreo, fonda, cantina, café, taberna o
tienda, para efectuar el pago de los salarios, siempre que no
se trate de trabajadores de esos establecimientos;

IX. La obligación directa o indirecta para obtener artículos
de consumo en tienda o lugar determinado; 

X. La facultad del empleador de retener el salario por con-
cepto de multa;

XI. Un salario menor que el que se pague a otro trabajador
en la misma empresa o establecimiento por trabajo de igual
eficiencia, en la misma clase de trabajo o igual jornada, por
consideración de edad, sexo o nacionalidad;

XII. Trabajo nocturno industrial, o el trabajo después de las
veintidós horas, para menores de dieciséis años; y

XIII. Renuncia por parte del trabajador de cualquiera de los
derechos o prerrogativas consignados en las normas de tra-
bajo.

En todos estos casos se entenderá que rigen la Ley o las
normas supletorias en lugar de las cláusulas nulas.

Artículo 7o. En toda empresa o establecimiento, el em-
pleador deberá emplear un noventa por ciento de trabaja-
dores mexicanos, por lo menos.

En las categorías de técnicos y profesionales, los trabaja-
dores deberán ser mexicanos, salvo que no los haya en una
especialidad determinada, en cuyo caso el empleador podrá
emplear, temporalmente a trabajadores extranjeros, en una
proporción que no exceda del diez por ciento de los de la
especialidad. El empleador y los trabajadores extranjeros
tendrán la obligación solidaria de capacitar a trabajadores
mexicanos en la especialidad de que se trate. Los médicos
al servicio de las empresas deberán ser mexicanos.
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No es aplicable lo dispuesto en este artículo a los directo-
res, administradores y gerentes generales.

Artículo 9o. La categoría de trabajador de confianza de-
pende de la naturaleza de las funciones desempeñadas y no
de la designación que se dé al puesto.

Son funciones de confianza las de dirección, inspección,
vigilancia y fiscalización, cuando tengan carácter general,
y las que se relacionen con trabajos personales del emplea-
dor, dentro de la empresa o establecimiento.

Artículo 10. Empleador es la persona física o moral que
recibe los servicios de uno o varios trabajadores.

Si el trabajador, conforme a lo pactado o a la costumbre,
utiliza los servicios de otros trabajadores, el empleador de
aquél; lo será también de éstos.

Artículo 11. Los directores, administradores, gerentes y
demás personas que ejerzan funciones de dirección o ad-
ministración en la empresa o establecimiento, serán consi-
derados representantes del empleador, en sus áreas de res-
ponsabilidad, y en tal concepto lo obligan en sus relaciones
con los trabajadores.

Artículo 12. Intermediario es la persona que contrata o in-
terviene en la contratación de otra u otras para que presten
servicios a un empleador.

Artículo 13. No serán considerados intermediarios, sino
empleadores, las empresas establecidas que contraten tra-
bajos para ejecutarlos con elementos propios suficientes
para cumplir las obligaciones que deriven de las relaciones
con sus trabajadores.

En caso contrario los empleadores que utilicen en su em-
presa los servicios de trabajadores proporcionados por otro
empleador, son responsables solidarios en las obligaciones
contraídas con aquellos.

Artículo 16. Para los efectos de las normas de trabajo, se
entiende por empresa la unidad económica de producción
o distribución de bienes o servicios y por establecimiento
la unidad técnica que como sucursal, agencia u otra forma
semejante, sea parte integrante y contribuya a la realiza-
ción de los fines de la empresa.

Los trabajadores del establecimiento de una empresa for-
man parte de ella para efectos de la participación de los tra-
bajadores en las utilidades.

Artículo 18. En la interpretación de las normas de trabajo
se tomarán en consideración sus finalidades señaladas en
los artículos 2o. y 3o. de esta Ley. En caso de duda, preva-
lecerá la interpretación más favorable al trabajador.

Artículo 19. Todos los actos y actuaciones que se relacio-
nen con la aplicación de las normas de trabajo no causarán
impuesto alguno.

El pago de las contribuciones fiscales, que no contraven-
gan lo anterior, corresponderá respectivamente al emplea-
dor y al trabajador, salvo que, por convenio, aquél cubra
los de éste.

TITULO SEGUNDO

RELACIONES INDIVIDUALES DE TRABAJO

CAPITULO I

Disposiciones Generales 

Artículo 22. Queda prohibida la utilización del trabajo de
los menores de catorce años y de los mayores de esta edad
y menores de dieciséis que no hayan terminado su educa-
ción primaria, salvo los casos de excepción que apruebe la
autoridad correspondiente en que a su juicio haya compati-
bilidad entre los estudios y el trabajo. 

Artículo 25. El escrito en que consten las condiciones de
trabajo deberá contener:

I. Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil, Clave
Unica de Registro de Población y domicilio del trabajador
y del empleador; 

II. Si la relación de trabajo es para obra o tiempo determi-
nado o tiempo indeterminado;

III. El servicio o servicios que deban prestarse, los que se
determinarán con la mayor precisión posible; 

IV. El lugar o los lugares donde deba prestarse el trabajo; 

V. La duración de la jornada; 
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VI. La forma y el monto del salario; 

VII. El día y el lugar de pago del salario;

VIII. La indicación de que el trabajador será capacitado o
adiestrado en los términos de los planes y programas esta-
blecidos o que, se establezcan en la empresa, conforme a lo
dispuesto en esta Ley; y

IX. Otras condiciones de trabajo, tales como días de des-
canso, vacaciones y demás que convengan el trabajador y
el empleador. 

Artículo 28. Para la prestación de servicios de los trabaja-
dores mexicanos fuera de la República, se observarán las
normas siguientes:

I. Las condiciones de trabajo se harán constar por escrito y
contendrán para su validez las estipulaciones siguientes:

a) Los requisitos señalados en el artículo 25.

b) Los gastos de transporte, repatriación, traslado hasta el
lugar de origen y alimentación del trabajador y de su fami-
lia, en su caso, y todos los que se originen por el paso de
las fronteras y cumplimiento de las disposiciones sobre
migración, o por cualquier otro concepto semejante, serán
por cuenta exclusiva del empleador. El trabajador percibi-
rá íntegro el salario que le corresponda, sin que pueda des-
contarse cantidad alguna por esos conceptos.

c) El trabajador tendrá derecho a las prestaciones que otor-
guen las instituciones de seguridad y previsión social a los
extranjeros en el país al que vaya a prestar sus servicios. En
todo caso, tendrá derecho a ser indemnizado por los riesgos
de trabajo con una cantidad igual a la que señala esta Ley,
por lo menos;

d) Tendrá derecho a disfrutar, en el centro de trabajo o en
lugar cercano, mediante arrendamiento o cualquier otra
forma, de vivienda decorosa e higiénica;

II. El empleador señalará domicilio dentro de la República
para todos los efectos legales;

III. El escrito que contenga las condiciones de trabajo será
sometido a la aprobación de la Junta de Conciliación y Ar-
bitraje dentro de cuya jurisdicción se celebró, la cual, des-
pués de comprobar los requisitos de validez a que se refie-
re la fracción I, determinará el monto de la fianza o del

depósito que estime suficiente para garantizar el cumpli-
miento de las obligaciones contraídas. El depósito deberá
constituirse en el Banco de México o en la institución ban-
caria que éste designe. El empleador deberá comprobar an-
te la misma Junta el otorgamiento de la fianza o la consti-
tución del depósito;

IV. El escrito deberá ser visado por el cónsul de la nación
donde deban prestarse los servicios; y

V. Una vez que el empleador compruebe ante la Junta que
ha cumplido las obligaciones contraídas, se ordenará la
cancelación de la fianza o la devolución del depósito.

Artículo 34. En los convenios celebrados entre los sindi-
catos y los empleadores que puedan afectar derechos de los
trabajadores, se observarán las normas siguientes:

I. Regirán únicamente para el futuro, por lo que no podrán
afectar las prestaciones ya devengadas;

II. No podrán referirse a trabajadores individualmente de-
terminados; y

III. Cuando se trate de reducción de los trabajos, el reajus-
te se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el artí-
culo 437.

CAPITULO II

Duración de las Relaciones de Trabajo

Artículo 35. Las relaciones de trabajo pueden ser para obra
o tiempo determinado, por temporada, de capacitación ini-
cial o por tiempo indeterminado. A falta de estipulaciones
expresas, la relación será por tiempo indeterminado.

Artículo 39. Si vencido el término que se hubiese fijado
subsiste la materia del trabajo, la relación quedará prorro-
gada por todo el tiempo que perduré dicha circunstancia
con la misma naturaleza.

Artículo 39-A. En las relaciones de trabajo por tiempo in-
determinado o cuando excedan de ciento ochenta días, po-
drá establecerse un periodo a prueba, el cual no podrá ex-
ceder de treinta días, con el único fin de verificar que el
trabajador cumple con los requisitos y conocimientos ne-
cesarios para desarrollar el trabajo que se solicita.
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El periodo de prueba a que se refiere el párrafo anterior,
podrá extenderse hasta ciento ochenta días, cuando se trate
de trabajadores para puestos de dirección, gerenciales y de-
más personas que ejerzan funciones de dirección o admi-
nistración en la empresa o establecimiento de carácter ge-
neral o para desempeñar labores técnicas o profesionales
especializadas.

Durante ese tiempo el trabajador disfrutará del salario de la
categoría o puesto que desempeñe. Al término del periodo
de prueba, de no acreditar competencia el trabajador, se da-
rá por terminada la relación de trabajo, sin responsabilidad
para el empleador.

Artículo 39-B. Se entiende por relación o contrato de tra-
bajo para capacitación inicial, aquél por virtud del cual un
trabajador se obliga a prestar sus servicios subordinados,
durante un periodo determinado bajo la dirección y mando
del empleador, con el fin de que adquiera los conocimien-
tos o habilidades necesarios para la actividad para la que
vaya a ser contratado.

La vigencia del contrato a que se refiere el párrafo anterior,
tendrá una duración hasta de tres meses o hasta de seis me-
ses cuando se trate de trabajadores para puestos de direc-
ción, gerenciales y demás personas que ejerzan funciones
de dirección o administración en la empresa o estableci-
miento de carácter general o para desempeñar labores téc-
nicas o profesionales especializadas. Durante ese tiempo el
trabajador disfrutará del salario de la categoría o puesto
que desempeñe. Al término de la capacitación inicial, de no
acreditar competencia el trabajador; se dará por terminada la
relación de trabajo, sin responsabilidad para el empleador.

Artículo 39-C. La relación de trabajo con periodo a prueba
o de capacitación inicial, se hará constar por escrito; en caso
contrario se entenderá que es por tiempo indeterminado.

Artículo 39-D. Los periodos a prueba y de capacitación
inicial son improrrogables y no podrán aplicarse al mismo
trabajador simultánea o sucesivamente, ni en más de una
ocasión, ni tratándose de puestos de trabajo distintos, ni de
ascenso, ni aun cuando, concluida la relación de trabajo
surja otra con el mismo empleador.

Artículo 39-E. Cuando concluyan los periodos a prueba o
de capacitación inicial y subsista la relación de trabajo, és-
ta se considerará por tiempo indeterminado y el tiempo de
vigencia de aquellos se computará para efectos del cálculo
de la antigüedad.

Artículo 39-F. Las relaciones de trabajo por tiempo inde-
terminado serán continuas por regla general, pero podrán
pactarse para labores discontinuas cuando los servicios re-
queridos sean para labores fijas y periódicas de carácter
discontinuo, en los casos de actividades de temporada o
que no exijan la prestación de servicios toda la semana, el
mes o el año.

Los trabajadores que presten servicios bajo esta modalidad
tienen los mismos derechos y obligaciones que los trabaja-
dores por tiempo indeterminado, en proporción al tiempo
trabajado en cada periodo.

Artículo 41. La sustitución del empleador no afectará las
relaciones de trabajo de la empresa o establecimiento. El
empleador sustituido será solidariamente responsable con
el nuevo por las obligaciones derivadas de las relaciones de
trabajo y de la ley, nacidas antes de la fecha de la sustitu-
ción, hasta por el término de seis meses; concluido éste,
subsistirá únicamente la responsabilidad del nuevo em-
pleador.

El término de seis meses a que se refiere el párrafo anterior,
se contará a partir de la fecha en que se hubiese dado avi-
so de la sustitución al sindicato o a los trabajadores.

CAPITULO III

Suspensión de los Efectos de las 
Relaciones de Trabajo

Artículo 42. Son causas de suspensión temporal de las
obligaciones de prestar el servicio y pagar el salario, sin
responsabilidad para el trabajador y el empleador:

I. La enfermedad contagiosa del trabajador;

II. La incapacidad temporal ocasionada por un accidente o
enfermedad que no constituya un riesgo de trabajo;

III. La prisión preventiva del trabajador seguida de senten-
cia absolutoria. Si el trabajador obró en defensa de la per-
sona o de los intereses del empleador, tendrá éste la obli-
gación de pagar los salarios que hubiese dejado de percibir
aquél;

IV. El arresto del trabajador;

V. El cumplimiento de los servicios y el desempeño de los
cargos mencionados en el artículo 5o. de la Constitución, y
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el de las obligaciones consignadas en el artículo 31 frac-
ción III de la misma Constitución;

VI. La designación de los trabajadores como representan-
tes ante los organismos estatales, Juntas de Conciliación y
Arbitraje, Comisión Nacional de los Salarios Mínimos,
Comisión Nacional para la Participación de los Trabajado-
res en las Utilidades de las Empresas y otros semejantes; y

VII. La falta de los documentos que exijan las leyes y re-
glamentos, necesarios para la prestación del servicio, cuan-
do sea imputable al trabajador;

VIII. En el caso de los trabajadores de temporada el lapso
que transcurra entre una temporada otra de trabajo.

Artículo 43. La suspensión a que se refiere el artículo an-
terior surtirá efectos:

I. En los casos de las fracciones I y II del artículo anterior,
desde la fecha en que el empleador tenga conocimiento de
la enfermedad contagiosa o de la en que se produzca la in-
capacidad para el trabajo, hasta que termine el periodo fi -
jado por el Instituto Mexicano del Seguro Social, o antes si
desaparece la incapacidad para el trabajo, sin que la sus-
pensión pueda exceder del término fijado en la Ley del Se-
guro Social para el tratamiento de las enfermedades que no
sean consecuencia de un riesgo de trabajo;

II. Tratándose de las fracciones III y IV, desde el momento
en que el trabajador acredite estar detenido a disposición de
la autoridad judicial o administrativa, hasta la fecha en que
cause ejecutoria la sentencia que lo absuelva o termine el
arresto. Si obtiene su libertad provisional, deberá presen-
tarse a trabajar en un plazo de quince días siguientes a su
liberación, salvo que se le siga proceso por delitos inten-
cionales en contra del empleador o sus compañeros de tra-
bajo;

III. En los casos de las fracciones V y VI, desde la fecha en
que deban prestarse los servicios o desempeñarse los car-
gos, hasta por un periodo de seis años;

IV. En el caso de la fracción VII, desde la fecha en que el
empleador tenga conocimiento del hecho, hasta por un pe-
riodo de dos meses; y

V. En el caso de la fracción VIII entre una temporada otra.

CAPITULO IV

Rescisión de las Relaciones de Trabajo

Artículo 46. El trabajador o el empleador podrá rescindir
en cualquier tiempo la relación de trabajo, por causa justi-
ficada, sin incurrir en responsabilidad.

Artículo 47. Son causas de rescisión de la relación de tra-
bajo, sin responsabilidad para el empleador:

I. Engañarlo el trabajador o en su caso, el sindicato que lo
hubiese propuesto o recomendado con certificados falsos o
referencias en los que se atribuyan al trabajador capacidad,
aptitudes o facultades de que carezca. Esta causa de resci-
sión dejará de tener efecto después de treinta días de pres-
tar sus servicios el trabajador;

II. Incurrir el trabajador, durante sus labores, en faltas de
probidad u honradez, en actos de violencia, amagos, inju-
rias o malos tratamientos en contra del empleador, sus fa-
miliares o del personal directivo o administrativo de la em-
presa o establecimiento, o en contra de clientes del
empleador, salvo que medie provocación o que obre en de-
fensa propia;

III. Cometer el trabajador contra alguno de sus compañe-
ros, cualquiera de los actos enumerados en la fracción an-
terior, si como consecuencia de ellos se altera la disciplina
del lugar en que se desempeña el trabajo;

IV. Cometer el trabajador, fuera del servicio, contra el em-
pleador, sus familiares o personal directivo o administrati-
vo, alguno de los actos a que se refiere la fracción II, si son
de tal manera graves que hagan imposible el cumplimiento
de la relación de trabajo;

V. Ocasionar el trabajador, intencionalmente, perjuicios
materiales durante el desempeño de las labores o con mo-
tivo de ellas, en los edificios, obras, maquinaria, instru-
mentos, materias primas y demás objetos relacionados con
el trabajo;

VI. Ocasionar el trabajador los perjuicios de que habla la
fracción anterior siempre que sean graves, sin dolo, pero con
negligencia tal, que ella sea la causa única del perjuicio;

VII. Comprometer el trabajador, por su imprudencia o des-
cuido inexcusable, la seguridad del establecimiento o de
las personas que se encuentren en él;
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VIII. Cometer el trabajador actos inmorales o de hostiga-
miento sexual contra cualquier persona en el estableci-
miento o lugar de trabajo;

IX. Revelar el trabajador los secretos de fabricación o dar
a conocer asuntos de carácter reservado, con perjuicio de la
empresa;

X. Tener el trabajador más de tres faltas de asistencia en un
periodo de treinta días, sin permiso del empleador o sin
causa justificada;

XI. Desobedecer el trabajador al empleador o a sus repre-
sentantes, sin causa justificada, siempre que se trate del tra-
bajo contratado;

XII. Negarse el trabajador a adoptar las medidas preventi-
vas o a seguir los procedimientos indicados para evitar ac-
cidentes o enfermedades;

XIII. Concurrir el trabajador a sus labores en estado de em-
briaguez o bajo la influencia de algún narcótico o droga
enervante, salvo que, en este último caso, exista prescrip-
ción médica. Antes de iniciar su servicio, el trabajador de-
berá poner el hecho en conocimiento del empleador y pre-
sentar la prescripción suscrita por el médico;

XIV. La sentencia ejecutoriada que imponga al trabajador
una pena de prisión, que le impida el cumplimiento de la
relación de trabajo;

XIV-bis. La falta de documentos que exijan las leyes y re-
glamentos, necesarios para la prestación del servicio cuan-
do sea imputable al trabajador y que exceda del periodo a
que se refiere la fracción IV del artículo 43;

XV. Las análogas a las establecidas en las fracciones ante-
riores, de igual manera graves y de consecuencias seme-
jantes en lo que al trabajo se refiere.

El empleador deberá dar al trabajador aviso escrito de la fe-
cha y causa o causas de la rescisión.

El aviso deberá hacerse del conocimiento del trabajador, y
en caso de que éste se negare a recibirlo, el empleador den-
tro de los cinco días siguientes a la fecha de la rescisión,
deberá hacerlo del conocimiento de la Junta respectiva,
proporcionando a ésta el domicilio que tenga registrado ,y
solicitando su notificación al trabajador.

La falta de aviso al trabajador o a la Junta, por sí sola bas-
tará para considerar que el despido fue injustificado, salvo
prueba en contrario.

El aviso a que se refiere este artículo no será exigible en los
casos de los trabajadores domésticos.

Artículo 48. El trabajador podrá solicitar ante la Junta de
Conciliación y Arbitraje, a su elección, que se le reinstale
en el trabajo que desempeñaba, o que se le indemnice con
el importe de tres meses de salario.

Si en el juicio correspondiente no comprueba el empleador
la causa de la rescisión, el trabajador tendrá derecho, ade-
más, cualquiera que hubiese sido la acción intentada, a que
se le paguen los salarios vencidos desde la fecha del despi-
do hasta que se cumplimente el laudo.

Artículo 49. El empleador quedará eximido de la obliga-
ción de reinstalar al trabajador, mediante el pago de las in-
demnizaciones que se determinan en el artículo 50 en los
casos siguientes:

I. Cuando se trate de trabajadores que tengan una antigüe-
dad menor de un año;

II. Si comprueba ante la Junta de Conciliación y Arbitraje,
que el trabajador, por razón del trabajo que desempeña o
por las características de sus labores, está en contacto di-
recto y permanente con él y la Junta estima, tomando en
consideración las circunstancias del caso, que no es posible
el desarrollo normal de la relación de trabajo;

III. En los casos de trabajadores de confianza;

IV. En el servicio doméstico; y

V. Cuando se trate de trabajadores eventuales.

Artículo 51. Son causas de rescisión de la relación de tra-
bajo, sin responsabilidad para el trabajador:

I. Engañarlo el empleador o, en su caso, la agrupación de
los empleadores al proponerle el trabajo, respecto de las
condiciones del mismo. Esta causa de rescisión dejará de
tener efecto después de treinta días de prestar sus servicios
el trabajador;
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II. Incurrir el empleador, sus familiares o su personal di-
rectivo o administrativo, dentro del servicio, en faltas de
probidad u honradez, actos de violencia, amenazas, inju-
rias, hostigamiento sexual, malos tratamientos u otros aná-
logos, en contra del trabajador, cónyuge, padres, hijos o
hermanos;

III. Incurrir el empleador, sus familiares o trabajadores,
fuera del servicio, en los actos a que se refiere la fracción
anterior; si son de tal manera graves que hagan imposible
el cumplimiento de la relación de trabajo;

IV. Reducir el empleador el salario al trabajador;

V. No recibir el salario correspondiente en la fecha o lugar
convenidos o acostumbrados;

VI. Sufrir perjuicios causados maliciosamente por el em-
pleador, en sus herramientas o útiles de trabajo;

VII. La existencia de un peligro grave para la seguridad o
salud del trabajador o de su familia, ya sea por carecer de
condiciones higiénicas el establecimiento o porque no se
cumplan las medidas preventivas y de seguridad que las le-
yes establezcan;

VIII. Comprometer el empleador, con su imprudencia o
descuido inexcusables, la seguridad del establecimiento o
de las personas que se encuentren en él; y

IX. Las análogas a las establecidas en las fracciones ante-
riores, de igual manera graves y de consecuencias seme-
jantes, en lo que al trabajo se refiere.

Artículo 52. El trabajador podrá separarse de su trabajo
dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que se dé
cualquiera de las causas mencionadas en el artículo ante-
rior y tendrá derecho a que el empleador lo indemnice en
los términos del artículo 50.

CAPITULO V

Terminación de las Relaciones de Trabajo 

Artículo 53. Son causas de terminación de las relaciones
de trabajo:

I. El mutuo consentimiento de las partes;

I-bis. La renuncia voluntaria del trabajador; 

II. La muerte del trabajador;

III. La terminación de la obra o vencimiento del término o
inversión del capital, de conformidad con los artículos 36,
37 y 38;

IV. La incapacidad física o mental o inhabilidad manifies-
ta del trabajador, que haga imposible la prestación del tra-
bajo; y

V. Los casos a que se refiere el artículo 434.

Artículo 55. Si en el juicio correspondiente no comprueba
el empleador las causas de la terminación, tendrá el traba-
jador los derechos consignados en el artículo 48.

TITULO TERCERO

CONDICIONES DE TRABAJO

CAPITULO I

Disposiciones Generales

Artículo 56. Las condiciones de trabajo en ningún caso po-
drán ser inferiores a las fijadas en esta Ley y deberán ser
proporcionadas a la importancia de los servicios e iguales
para trabajos iguales, sin que puedan establecerse diferen-
cias por motivo de origen étnico, nacionalidad, sexo, edad,
capacidades diferentes, condición social, religión, doctrina
política, opiniones; estado civil, salvo las modalidades ex-
presamente consignadas en esta Ley.

El empleador y los trabajadores podrán convenir en que los
segundos desempeñen labores o tareas conexas o comple-
mentarias a su labor principal, siempre que reciban el ajus-
te salarial correspondiente.

Artículo 57. El trabajador podrá solicitar de la Junta de
Conciliación y Arbitraje la modificación de las condicio-
nes de trabajo, cuando el salario no sea remunerador o sea
excesiva la jornada de trabajo o concurran circunstancias
económicas que la justifiquen.

El empleador podrá solicitar la modificación cuando con-
curran circunstancias económicas que la justifiquen.
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CAPITULO II

Jornada de Trabajo

Artículo 58. Jornada de trabajo es el tiempo durante el cual
el trabajador está a disposición del empleador para prestar
su trabajo.

Artículo 59. El trabajador y el empleador fijarán la dura-
ción de la jornada de trabajo, sin que pueda exceder de los
máximos legales.

Con la limitación antes mencionada y con base en el total
de horas laborables en la semana, los trabajadores y el em-
pleador podrán convenir la ampliación de la jornada diaria,
a fin de permitirles a los trabajadores el reposo acumulado
de varios días a la semana. También podrá establecerse un
programa de acumulación mensual, siempre que se ajuste a
las exigencias del artículo 123 Constitucional, fracción
XXVII, inciso a), que los tiempos de descanso sean pro-
porcionales a los establecidos en esta Ley y que exista
acuerdo entre las partes:

Artículo 65. En los casos de siniestro o riesgo inminente
en que peligre la vida del trabajador, de sus compañeros o
del empleador, o la existencia misma de la empresa, la jor-
nada de trabajo podrá prolongarse por el tiempo estricta-
mente indispensable para evitar esos males.

Artículo 68. Los trabajadores no están obligados a prestar
sus servicios por un tiempo mayor del permitido en este ca-
pítulo.

La prolongación del tiempo extraordinario que exceda de
nueve horas a la semana, obliga al empleador a pagar al tra-
bajador el tiempo excedente con un doscientos por ciento
más del salario que corresponda a las horas de la jornada,
sin perjuicio de las sanciones establecidas en esta Ley.

CAPITULO III

Días de Descanso

Artículo 70. En los trabajos que requieran una labor conti-
nua, los trabajadores y el empleador fijarán de común
acuerdo los días en que los trabajadores deban disfrutar de
los de descanso semanal.

Artículo 72. Cuando el trabajador no preste sus servicios
durante todos los días de trabajo de la semana, o cuando en

el mismo día o en la misma semana preste servicios a va-
rios empleadores, tendrá derecho a que se le pague la par-
te proporcional del salario de los días de descanso, calcu-
lada sobre el salario de los días en que hubiese trabajado o
sobre el que hubiese percibido de cada empleador.

Artículo 73. Los trabajadores no están obligados a prestar
servicios en sus días de descanso. Si se quebranta esta dis-
posición, el empleador pagará al trabajador, independiente-
mente del salario que le corresponda por el descanso, un
salario doble por el servicio prestado.

Artículo 74. Son días de descanso obligatorio:

I. El 1o. de enero;

II. El 5 de febrero;

III. El 21 de marzo;

IV. El 1o. de mayo;

V. El 16 de septiembre;

VI. El 20 de noviembre;

VII. El 1o. de diciembre de cada seis años, cuando corres-
ponda a la transmisión del Poder Ejecutivo Federal; y

VIII. El 25 de diciembre.

IX. El que determinen las leyes federales y locales electo-
rales, en el caso de elecciones ordinarias, para efectuar la
jornada electoral.

Los trabajadores y el empleador podrán convenir en que
los días de descanso a que se refiere este artículo se disfru-
ten otro día para ampliar los descansos semanales o men-
suales.

Artículo 75. En los casos del artículo anterior y de los días
de descanso contractuales, los trabajadores y el emplea-
dor determinarán el número de los trabajadores que deban
prestar sus servicios cuando así lo requieran las necesida-
des del trabajo y tendrán derecho a que se les pague, in-
dependientemente del salario que les corresponde por el
descanso obligatorio, un salario doble por el servicio
prestado. Si no se llega a un convenio, resolverá la Junta
competente.
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CAPITULO IV 

Vacaciones

Artículo 81. Las vacaciones deberán concederse a los tra-
bajadores dentro de los seis meses siguientes al cumpli-
miento del año de servicios. Los empleadores entregarán
anualmente a sus trabajadores una constancia que conten-
ga su antigüedad y de acuerdo con ella el periodo de vaca-
ciones que les corresponda la fecha en que deberán disfru-
tarlo.

CAPITULO V 

Salario

Artículo 82. Salario es la retribución que debe pagar el
empleador al trabajador por su trabajo.

Artículo 83. El salario puede fijarse por unidad de tiempo,
por unidad de obra, por Comisión, a precio alzado o de
cualquier otra manera.

Cuando el salario se fije por unidad de obra, además de es-
pecificarse la naturaleza de ésta, se hará constar la cantidad
y calidad del material, el estado de la herramienta y útiles
que el empleador, en su caso, proporcione para ejecutar la
obra, y el tiempo por el que los pondrá a disposición del
trabajador, sin que pueda exigir cantidad alguna por con-
cepto del desgaste natural que sufra la herramienta como
consecuencia del trabajo.

CAPITULO VI

Salario Mínimo

Artículo 94. Los salarios mínimos se fijarán por una Co-
misión Nacional integrada por representantes de los traba-
jadores, de los empleadores y del Gobierno, la cual podrá
auxiliarse de las comisiones especiales de carácter consul-
tivo que considere indispensables para el mejor desempeño
de sus funciones.

CAPITULO VII

Normas Protectoras Privilegios del Salario

Artículo 100. El salario se pagará directamente al trabaja-
dor. Sólo en los casos en que esté imposibilitado para efec-
tuar personalmente el cobro, el pago se hará a la persona

que designe como apoderado mediante carta-poder suscri-
ta por dos testigos.

El pago hecho en contravención a lo dispuesto en el párra-
fo anterior no libera de responsabilidad al empleador.

Previo consentimiento del trabajador, el pago del salario
podrá efectuarse por medio de depósito en cuenta bancaria,
tarjeta de débito, transferencias o cualquier otro medio
electrónico. Los gastos o costos que originen estos medios
alternativos de pago serán cubiertos por el empleador.

Artículo 103. Los almacenes y tiendas en que se expenda
ropa, comestibles y artículos para el hogar, podrán crearse
por convenio entre los trabajadores y los empleadores, de
una o varias empresas, de conformidad con las normas si-
guientes:

I. La adquisición de las mercancías será libre sin que pue-
da ejercerse coacción sobre los trabajadores;

II. Los precios de venta de los productos se fijarán por con-
venio entre los trabajadores y los empleadores, y nunca po-
drán ser superiores a los precios oficiales y en su defecto a
los corrientes en el mercado;

III. Las modificaciones en los precios se sujetarán a lo dis-
puesto en la fracción anterior; y

IV. En el convenio se determinará la participación que co-
rresponda a los trabajadores en la administración y vigilan-
cia del almacén o tienda.

Artículo 104. Es nula la cesión de los salarios en favor del
empleador o de terceras personas, cualquiera que sea la de-
nominación o forma que se le dé.

Artículo 106. La obligación del empleador de pagar el sa-
lario no se suspende, salvo en los casos y con los requisi-
tos establecidos en esta Ley.

Artículo 109. El pago deberá efectuarse en día laborable,
fijado por convenio entre el trabajador y el empleador, du-
rante las horas de trabajo o inmediatamente después de su
terminación.

Artículo 110. Los descuentos en los salarios de los traba-
jadores, están prohibidos salvo en los casos y con los re-
quisitos siguientes:
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I. Pago de deudas contraídas con el empleador por anticipo
de salarios, pagos hechos con exceso al trabajador, errores,
pérdidas, averías o adquisición de artículos producidos por
la empresa o establecimiento. La cantidad exigible en nin-
gún caso podrá ser mayor del importe de los salarios de un
mes y el descuento será el que convengan el trabajador y el
empleador, sin que pueda ser mayor del treinta por ciento
del excedente del salario mínimo;

II. Pago de la renta a que se refiere el artículo 151 que no
podrá exceder del quince por ciento del salario;

III. Pago de abonos para cubrir préstamos provenientes del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores des-
tinados a la adquisición, construcción, reparación, amplia-
ción o mejoras de casas habitación o al pago de pasivos ad-
quiridos por estos conceptos. Asimismo, a aquellos
trabajadores que se les haya otorgado un crédito para la ad-
quisición de viviendas ubicadas en conjuntos habitaciona-
les financiados por el Instituto del Fondo Nacional de la
Vivienda para los Trabajadores se les descontará el 1% del
salario a que se refiere el artículo 143 de esta Ley, que se
destinará a cubrir los gastos que se eroguen por concepto
de administración, operación y mantenimiento del conjun-
to habitacional de que se trate. Estos descuentos deberán
haber sido aceptados libremente por el trabajador;

IV. Pago de cuotas para la constitución y fomento de so-
ciedades cooperativas y de cajas de ahorro, siempre que los
trabajadores manifiesten expresa y libremente su confor-
midad y que no sean mayores del treinta por ciento del ex-
cedente del salario mínimo;

V. Pago de pensiones alimenticias en favor de la esposa, hi-
jos, ascendientes y nietos, decretado por la autoridad com-
petente;

VI. Pago de las cuotas sindicales ordinarias previstas en los
estatutos de los sindicatos; y

VII. Pago de abonos para cubrir créditos garantizados por
el fondo a que se refiere el artículo 103-Bis de esta Ley,
destinados a la adquisición de bienes de consumo, o al pa-
go de servicios. Estos descuentos deberán haber sido acep-
tados libremente por el trabajador y no podrán exceder del
veinte por ciento del salario.

Artículo 111. Las deudas contraídas por los trabajadores
con sus empleadores en ningún caso devengarán intereses.

Artículo 112. Los salarios de los trabajadores no podrán
ser embargados, salvo el caso de pensiones alimenticias
decretadas por la autoridad competente en beneficio de las
personas señaladas en el artículo 110, fracción V.

Los empleadores no están obligados a cumplir ninguna otra
orden judicial o administrativa de embargo.

Artículo 113. Los salarios devengados en el último año y
las indemnizaciones debidas a los trabajadores son prefe-
rentes sobre cualquier otro crédito, incluidos los que dis-
fruten de garantía real, los fiscales y los a favor del Institu-
to Mexicano del Seguro Social, sobre todos los bienes del
empleador.

CAPITULO VIII

Participación de los Trabajadores en las Utilidades de las
Empresas

Artículo 121. El derecho de los trabajadores para formular
objeciones a la declaración que presente el empleador a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, se ajustará a las
normas siguientes:

I. El empleador, dentro de un término de diez días contado
a partir de la fecha de la presentación de su declaración
anual; entregará a los trabajadores copia de la misma. Los
anexos que de conformidad con las disposiciones fiscales
debe presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co quedarán a disposición de los trabajadores durante un
término de treinta días en las oficinas de la empresa y en la
propia Secretaría. 

Los trabajadores no podrán poner en conocimiento de ter-
ceras personas los datos contenidos en la declaración y en
sus anexos;

II. Dentro de los treinta días siguientes, el sindicato titular
del contrato colectivo o la mayoría de los trabajadores de
la empresa, podrá formular ante la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público las observaciones que juzgue convenien-
te;

III. La resolución definitiva dictada por la misma Secreta-
ría no podrá ser recurrida por los trabajadores; y

IV. Dentro de los treinta días siguientes a la resolución dic-
tada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el
empleador dará cumplimiento a la misma independiente-
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mente de que la impugne. Si como resultado de la impug-
nación variará a su favor el sentido de la resolución, los pa-
gos hechos podrán deducirse de las utilidades correspon-
dientes a los trabajadores en el siguiente ejercicio.

Artículo 122. El reparto de utilidades entre los trabajado-
res deberá efectuarse dentro de los sesenta días siguientes
a la fecha en que deba pagarse el impuesto anual, aun cuan-
do esté en trámite objeción de los trabajadores.

Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público au-
mente el monto de la utilidad gravable, sin haber mediado
objeción de los trabajadores o haber sido ésta resuelta, el
reparto adicional se hará dentro de los sesenta días si-
guientes a la fecha en que se notifique la resolución. Sólo
en el caso de que ésta fuera impugnada por el empleador,
se suspenderá el pago del reparto adicional hasta que la re-
solución quede firme, garantizándose el interés de los tra-
bajadores.

El importe de las utilidades no reclamadas en el año en que
sean exigibles, se agregará a la utilidad repartible del año
siguiente.

Artículo 125. Para determinar la participación de cada tra-
bajador se observarán las normas siguientes:

I. Una Comisión integrada por igual número de represen-
tantes de los trabajadores y del empleador formulará un
proyecto, que determine la participación de cada trabajador
y lo fijará en lugar visible del establecimiento. A este fin,
el empleador pondrá a disposición de la Comisión la lista
de asistencia y de raya de los trabajadores y los demás ele-
mentos de que disponga;

II. Si los representantes de los trabajadores y del emplea-
dor no se ponen de acuerdo, decidirá el Inspector del Tra-
bajo;

III. Los trabajadores podrán hacer las observaciones que juz-
guen conveniente, dentro de un término de quince días; y 

IV. Si se formulan objeciones, serán resueltas por la misma
Comisión a que se refiere la fracción I, dentro de un térmi-
no de quince días.

Artículo 126: Quedan exceptuadas de la obligación de re-
partir utilidades:

I. Las empresas de nueva creación; durante el primer año
de funcionamiento;

II. Las empresas de nueva creación, dedicadas a la elabo-
ración de un producto nuevo, durante los dos primeros
años de funcionamiento. La determinación de la novedad
del producto se ajustará a lo que dispongan las leyes para
fomento de industrias nuevas;

III. Las empresas de industria extractiva, de nueva crea-
ción, durante el periodo de exploración;

IV. Las instituciones de asistencia privada, reconocidas por
las leyes, que con bienes de propiedad particular ejecuten
actos con fines humanitarios de asistencia, sin propósitos
de lucro y sin designar individualmente a los beneficiarios;

V. El Instituto Mexicano del Seguro Social y las institucio-
nes públicas descentralizadas con fines culturales, asisten-
ciales o de beneficencia; y

VI. Las empresas que tengan un capital menor del que fije
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social por ramas de la
industria, previa consulta con la Secretaría de Economía.
La resolución podrá revisarse total o parcialmente, cuando
existan circunstancias económicas importantes que lo jus-
tifiquen.

Artículo 127. El derecho de los trabajadores a participar en
el reparto de utilidades se ajustará a las normas siguientes:

I. Los directores, administradores y gerentes generales de
las empresas no participarán en las utilidades;

II. Los demás trabajadores de confianza participarán en las
utilidades de las empresas, pero si el salario que perciben
es mayor del que corresponda al trabajador sindicalizado
de más alto salario dentro de la empresa, o a falta de éste al
trabajador de base con la misma característica; se conside-
rará este salario aumentado en un veinte por ciento, como
salario máximo;

III. El monto de la participación de los trabajadores al ser-
vicio de personas cuyos ingresos deriven exclusivamente
de su trabajo, y el de los que se dediquen al cuidado de
bienes que produzcan rentas o al cobro de créditos y sus in-
tereses, no podrá exceder de un mes de salario;

IV. Las madres trabajadoras, durante los periodos pre y
postnatales, y los trabajadores víctimas de un riesgo de



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados567

trabajo durante el periodo de incapacidad temporal, serán
considerados como trabajadores en servicio activo;

V. En la industria de la construcción, después de determi-
nar qué trabajadores tienen derecho a participar en el re-
parto, la Comisión a que se refiere el artículo 125 adoptará
las medidas que juzgue conveniente para su citación;

VI. Los trabajadores domésticos no participarán en el re-
parto de utilidades; y

VII. Los trabajadores eventuales tendrán derecho a partici-
par en las utilidades de la empresa cuando hayan trabajado
sesenta días durante el año, por lo menos.

TITULO CUARTO

DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS
TRABAJADORES Y DE LOS EMPLEADORES

CAPITULO I

Obligaciones de los Empleadores

Artículo 132. Son obligaciones de los empleadores:

I. Cumplir las disposiciones de las normas de trabajo apli -
cables a sus empresas o establecimientos;

II. Pagar a los trabajadores los salarios e indemnizaciones,
de conformidad con las normas vigentes en la empresa o
establecimiento;

III. Proporcionar oportunamente a los trabajadores los úti-
les, instrumentos y materiales necesarios para la ejecución
del trabajo, debiendo darlos de buena calidad, en buen es-
tado y reponerlos tan luego como dejen de ser eficientes,
siempre que aquéllos no se hayan comprometido a usar he-
rramienta propia. El empleador no podrá exigir indemniza-
ción alguna por el desgaste natural que sufran los útiles,
instrumentos y materiales de trabajo;

IV. Proporcionar local seguro para la guarda de los instru-
mentos y útiles de trabajo pertenecientes al trabajador,
siempre que deban permanecer en el lugar en que prestan
los servicios, sin que sea lícito al empleador retenerlos a tí-
tulo de indemnización, garantía o cualquier otro. El regis-
tro de instrumentos o útiles de trabajo deberá hacerse siem-
pre que el trabajador lo solicite;

V. Mantener el número suficiente de asientos o sillas a dis-
posición de los trabajadores en las casas comerciales, ofi -
cinas, hoteles, restaurantes y otros centros de trabajo aná-
logos. La misma disposición se observará en los
establecimientos industriales cuando lo permita la natura-
leza del trabajo;

VI. Guardar a los trabajadores la debida consideración,
absteniéndose de mal trato de palabra o de obra;

VII. Expedir cada quince días, a solicitud de los trabajado-
res, una constancia escrita del número de días trabajados y
del salario percibido;

VIII. Expedir al trabajador que lo solicite o se separe de la
empresa, dentro del término de tres días, una constancia es-
crita relativa a sus servicios;

IX. Conceder a los trabajadores el tiempo necesario para el
ejercicio del voto en las elecciones populares y para el
cumplimiento de los servicios de jurados, electorales y
censales, a que se refiere el artículo 5o. de la Constitución,
cuando esas actividades deban cumplirse dentro de sus ho-
ras de trabajo;

X. Permitir a los trabajadores faltar a su trabajo para des-
empeñar una Comisión accidental o permanente de su sin-
dicato o del Estado, siempre que avisen con la oportunidad
debida y que el número de trabajadores comisionados no
sea tal que perjudique la buena marcha del establecimien-
to. El tiempo perdido podrá descontarse al trabajador a no
ser que lo compense con un tiempo igual de trabajo efecti-
vo. Cuando la comisión sea de carácter permanente, el tra-
bajador o trabajadores podrán volver al puesto que ocupa-
ban, conservando todos sus derechos; siempre y cuando
regresen a su trabajo dentro del término de seis años. Los
sustitutos tendrán el carácter de interinos, considerándolos
como de planta después de seis años;

XI. Poner en conocimiento del sindicato titular del contra-
to colectivo y de los trabajadores de la categoría inmediata
inferior, los puestos de nueva creación, las vacantes defini-
tivas y las temporales que deban cubrirse;

XII. Establecer y sostener las escuelas “Artículo 123 Cons-
titucional”, de conformidad con lo que dispongan las leyes
y la Secretaría de Educación Pública;
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XIII. Colaborar con las autoridades del trabajo y de educa-
ción, de conformidad con las leyes y reglamentos, a fin de
lograr la alfabetización de los trabajadores;

XIV. Hacer por su cuenta, cuando empleen más de cien y
menos de mil trabajadores, los gastos indispensables para
sostener en forma decorosa los estudios técnicos, indus-
triales o prácticos, en centros especiales, nacionales o ex-
tranjeros, de uno de sus trabajadores o de uno de los hijos
de éstos, designado en atención a sus aptitudes, cualidades
y dedicación, por los mismos trabajadores y el empleador.
Cuando tengan a su servicio más de mil trabajadores debe-
rán sostener tres becarios en las condiciones señaladas. El
empleador sólo podrá cancelar la beca cuando sea reproba-
do el becario en el curso de un año o cuando observe mala
conducta; pero en esos casos será sustituido por otro. Los
becarios que hayan terminado sus estudios deberán prestar
sus servicios al empleador que los hubiese becado, durante
un año, por lo menos;

XV. Proporcionar capacitación y adiestramiento a sus tra-
bajadores, en los términos del Capítulo III-bis de este Tí-
tulo;

XVI. Instalar, de acuerdo con los principios de seguridad e
higiene, las fábricas, talleres, oficinas y demás lugares en
que deban ejecutarse las labores, para prevenir riesgos de
trabajo y perjuicios al trabajador, así como adoptar las me-
didas necesarias para evitar que los contaminantes excedan
los máximos permitidos en los reglamentos e instructivos
que expidan las autoridades competentes. Para estos efec-
tos, deberán modificar, en su caso, las instalaciones en los
términos que señalen las propias autoridades;

XVII. Cumplir las disposiciones de seguridad e higiene
que fijen las leyes y los reglamentos para prevenir los ac-
cidentes y enfermedades en los centros de trabajo y, en ge-
neral, en los lugares en que deban ejecutarse las labores; y,
disponer en todo tiempo de los medicamentos y materiales
de curación indispensables que señalen los instructivos que
se expidan, para que se presten oportuna y eficazmente los
primeros auxilios; debiendo dar, desde luego, aviso a la au-
toridad competente de cada accidente que ocurra;

XVIII. Fijar visiblemente difundir en los lugares, donde se
reste el trabajo, las disposiciones conducentes de los regla-
mentos e instructivos de seguridad e higiene;

XIX. Proporcionar a sus trabajadores los medicamentos
profilácticos que determine la autoridad sanitaria en los lu-

gares donde existan enfermedades tropicales o endémicas,
o cuando exista peligro de epidemia;

XX. Reservar, cuando la población fija de un centro rural
de trabajo exceda de doscientos habitantes, un espacio de
terreno no menor de cinco mil metros cuadrados para el es-
tablecimiento de mercados públicos, edificios para los ser-
vicios municipales y centros recreativos, siempre que di-
cho centro de trabajo esté a una distancia no menor de
cinco kilómetros de la población más próxima;

XXI. Proporcionar a los sindicatos, si lo solicitan, en los
centros rurales de trabajo, un local que se encuentre deso-
cupado para que instalen sus oficinas, cobrando la renta co-
rrespondiente. Si no existe local en las condiciones indica-
das, se podrá emplear para ese fin cualquiera de los
asignados para alojamiento de los trabajadores;

XXII. Hacer las deducciones que soliciten los sindicatos de
las cuotas sindicales ordinarias, siempre que se compruebe
que son las previstas en el artículo 110, fracción VI;

XXIII. Hacer las deducciones de las cuotas para la consti-
tución y fomento de sociedades cooperativas y de cajas de
ahorro, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 110,
fracción IV;

XXIV. Permitir la inspección y vigilancia que las autorida-
des del trabajo practiquen en su establecimiento para cer-
ciorarse del cumplimiento de las normas de trabajo y dar-
les los informes que a ese efecto sean indispensables,
cuando lo soliciten. Los empleadores podrán exigir a los
inspectores o comisionados que les muestren sus creden-
ciales y les den a conocer las instrucciones que tengan;

XXV. Contribuir al fomento de las actividades culturales y
del deporte entre sus trabajadores y proporcionarles los
equipos y útiles indispensables;

XXVI. Hacer las deducciones previstas en las fracciones
IV del artículo 97 y VII del artículo 110, y enterar los des-
cuentos a la institución bancaria acreedora, o en su caso al
Fondo de Fomento y Garantía para el Consumo de los Tra-
bajadores. Esta obligación no convierte al empleador en
deudor solidario del crédito que se haya concedido al tra-
bajador;

XXVII. Proporcionar a las mujeres embarazadas la protec-
ción que establezcan los reglamentos; y



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados569

XXVIII. Participar, en la integración y funcionamiento de
las comisiones que deban formarse en cada centro de tra-
bajo, de acuerdo con lo establecido por esta Ley.

Artículo 133. Queda prohibido a los empleadores o a sus
representantes:

I. Negarse a aceptar trabajadores por razón de edad o de su
sexo;

II. Exigir que los trabajadores compren sus artículos de
consumo en tienda o lugar determinado;

III. Exigir o aceptar dinero de los trabajadores como grati-
ficación porque se les admita en el trabajo o por cualquier
otro motivo que se refiera a las condiciones de éste;

IV. Obligar a los trabajadores por coacción o por cualquier
otro medio, a afiliarse o retirarse del sindicato o agrupación
a que pertenezcan, o a que voten por determinada candida-
tura;

V. Intervenir en cualquier forma en el régimen interno del
sindicato;

VI. Hacer o autorizar colectas o suscripciones en los esta-
blecimientos lugares de trabajo;

VII. Ejecutar cualquier acto que restrinja a los trabajadores
los derechos que les otorgan las leyes;

VIII. Hacer propaganda política o religiosa dentro del esta-
blecimiento;

IX. Emplear el sistema de “poner en el índice” a los traba-
jadores que se separen o sean separados del trabajo para
que no se les vuelva a dar ocupación;

X. Portar armas en el interior de los establecimientos ubi-
cados dentro de las poblaciones;

XI. Presentarse en los establecimientos en estado de em-
briaguez o bajo la influencia de un narcótico o droga ener-
vante;

XII. Realizar cualquier acto de hostigamiento sexual con-
tra cualquier persona en el lugar de trabajo. Se entiende por
hostigamiento sexual la conducta que constituya un com-
portamiento indeseado que lesione, con base en la sexuali-

dad, la dignidad de cualquier persona en el lugar de traba-
jo; y

XIII. Despedir a una trabajadora o coaccionarla directa o
indirectamente para que renuncie por estar embarazada,
por cambio de estado civil o por tener el cuidado de hijos
menores.

CAPITULO II

Obligaciones de los Trabajadores

Artículo 134. Son obligaciones de los trabajadores:

I. Cumplir las disposiciones de las normas de trabajo que
les sean aplicables;

II. Observar las medidas preventivas e higiénicas que
acuerden las autoridades competentes y las que indiquen
los empleadores para la seguridad y protección personal de
los trabajadores;

III. Desempeñar el servicio bajo la dirección del empleador
o de su representante, a cuya autoridad estarán subordina-
dos en todo lo concerniente al trabajo;

IV. Ejecutar el trabajo con la intensidad, cuidado y esmero
apropiados y en la forma, tiempo y lugar convenidos;

V. Dar aviso inmediato al empleador, salvo caso fortuito o
de fuerza mayor, de las causas justificadas que le impidan
concurrir a su trabajo;

VI. Restituir al empleador los materiales no usados y con-
servar en buen estado los instrumentos y útiles que les ha-
ya dado para el trabajo, no siendo responsables por el de-
terioro que origine el uso de estos objetos, ni del
ocasionado por caso fortuito, fuerza mayor, o por mala ca-
lidad o defectuosa construcción;

VII. Observar buenas costumbres durante el servicio;

VIII. Prestar auxilios en cualquier tiempo que se necesiten,
cuando por siniestro o riesgo inminente peligren las perso-
nas o los intereses del empleador o de sus compañeros de
trabajo;

IX. Integrar los organismos que establece esta Ley;
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X. Someterse a los reconocimientos médicos, previstos en
el reglamento interior y demás normas vigentes en la em-
presa o establecimiento, para comprobar que no padecen
alguna incapacidad o enfermedad de trabajo, contagiosa o
incurable;

XI. Poner en conocimiento del empleador las enfermeda-
des contagiosas que padezcan, tan pronto como tengan co-
nocimiento de las mismas;

XII. Comunicar al empleador o a su representante las defi-
ciencias que adviertan, a fin de evitar daños o perjuicios a
los intereses y vidas de sus compañeros de trabajo o de los
empleadores; y

XIII. Guardar escrupulosamente los secretos técnicos, co-
merciales y de fabricación de los productos a cuya elabo-
ración concurran directa o indirectamente, o de los cuales
tengan conocimiento por razón del trabajo que desempe-
ñen, así como de los asuntos administrativos reservados,
cuya divulgación pueda causar perjuicios a la empresa. 

Artículo 135. Queda prohibido a los trabajadores:

I. Ejecutar cualquier acto que pueda poner en peligro su
propia seguridad, la de sus compañeros de trabajo o la de
terceras personas, así como la de los establecimientos o lu-
gares en que el trabajo se desempeñe;

Il. Faltar al trabajo sin causa justificada o sin permiso del
empleador;

III. Sustraer de la empresa o establecimiento útiles de tra-
bajo o materia prima o elaborada;

IV. Presentarse al trabajo en estado de embriaguez;

V. Presentarse al trabajo bajo la influencia de algún narcó-
tico o droga enervante, salvo que exista prescripción médi-
ca. Antes de iniciar su servicio, el trabajador deberá poner
el hecho en conocimiento del empleador y presentarle la
prescripción suscrita por el médico;

VI. Portar armas de cualquier clase durante las horas de
trabajo, salvo que la naturaleza de éste lo exija. Se excep-
túan de esta disposición las punzantes y punzo-cortantes
que formen parte de las herramientas o útiles propios del
trabajo;

VII. Suspender las labores sin autorización del empleador;

VIII. Hacer colectas en el establecimiento o lugar de traba-
jo;

IX. Usar los útiles y herramientas suministrados por el em-
pleador, para objeto distinto de aquél a que están destina-
dos;

X. Hacer cualquier clase de propaganda en las horas de tra-
bajo, dentro del establecimiento; y

XI. Hostigar sexualmente a cualquier persona o realizar ac-
tos inmorales en los lugares de trabajo.

CAPITULO III

Habitaciones para los Trabajadores

Artículo 138. Los recursos del Fondo Nacional de la Vi-
vienda serán administrados por un organismo integrado en
forma tripartita por representantes del Gobierno Federal,
de los trabajadores y de los empleadores.

Artículo 141. Las aportaciones al Fondo Nacional de la
Vivienda son gastos de previsión social de las empresas y
se aplicarán en su totalidad a constituir depósitos en favor
de los trabajadores que se sujetarán a las bases siguientes:

I. En los casos de incapacidad total permanente, de incapa-
cidad parcial permanente, cuando ésta sea del 50% o más;
de invalidez definitiva, en los términos de la Ley del Segu-
ro Social; de jubilación; o de muerte del trabajador, se en-
tregará el total de los depósitos constituidos, a él o a sus be-
neficiarios, con una cantidad adicional igual a dichos
depósitos, en los términos de la Ley, a que se refiere el ar-
tículo 139;

II. Cuando el trabajador deje de estar sujeto a una relación
de trabajo y cuente con 50 o más años de edad, tendrá de-
recho a que se le haga entrega del total de los depósitos que
se hubieren hecho a su favor, en los términos de la Ley de
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores; y

III. En caso de que el trabajador hubiere recibido crédito
del instituto, las cantidades a que tuviere derecho en los
términos de las fracciones anteriores, se aplicarán a la
amortización del crédito, salvo en los casos de incapacidad
total permanente o de muerte, en los términos del artículo
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145, si después de hacer la aplicación de dichas cantidades
a la amortización del crédito quedare saldo a favor del tra-
bajador se le entregará a éste el monto correspondiente.

Para la devolución de los depósitos y cantidades adiciona-
les bastará que la solicitud por escrito se acompañe con las
pruebas pertinentes.

Artículo 143. Para los efectos de este capítulo el salario a
que se refiere el artículo 136 se integra con los pagos he-
chos en efectivo por cuota diaria, y las gratificaciones, per-
cepciones, alimentación, habitación, primas; comisiones,
prestaciones en especie y cualquier otra cantidad o presta-
ción que se entregue al trabajador por sus servicios; no se
tomarán en cuenta, dada su naturaleza, los siguientes con-
ceptos:

a) Los instrumentos de trabajo, tales como herramientas,
ropa y otros similares;

b) El ahorro, cuando se integre por un depósito de cantidad
semanaria o mensual igual del trabajador y de la empresa;
y las cantidades otorgadas por el empleador para fines so-
ciales o sindicales;

c) Las aportaciones al Instituto del Fondo Nacional de la
Vivienda para los Trabajadores y las participaciones en las
utilidades de las empresas;

d) La alimentación y la habitación, cuando no se propor-
cionen gratuitamente al trabajador, así como las despensas;

e) Los premios por asistencia;

f) Los pagos por tiempo extraordinario, salvo cuando este
tipo de servicios esté pactado en forma de tiempo fijo;

g) Las cuotas al Instituto Mexicano del Seguro Social a
cargo del trabajador que cubran las empresas.

Artículo 146. Los empleadores no estarán obligados a pa-
gar las aportaciones a que se refiere el artículo 136 de esta
Le por lo que toca a los trabajadores domésticos.

Artículo 147. El Ejecutivo Federal, previo estudio y dicta-
men del organismo que se constituya para administrar los
recursos del Fondo Nacional de la Vivienda, determinará
las modalidades y fechas en que se incorporarán al régimen
establecido por este capítulo:

I. Los deportistas profesionales y

II. Los trabajadores a domicilio.

Artículo 151. Cuando las habitaciones se den en arrenda-
miento a los trabajadores, la renta no podrá exceder del
medio por ciento mensual del valor catastral de la finca y
se observarán las normas siguientes:

I. Las empresas están obligadas a mantenerlas en condicio-
nes de habitabilidad y a hacer oportunamente las repara-
ciones necesarias y convenientes; 

II. Los trabajadores tienen las obligaciones siguientes:

a) Pagar las rentas.

b) Cuidar de la habitación como si fuera propia.

c) Poner en conocimiento de la empresa los defectos o de-
terioros que observen.

d) Desocupar las habitaciones a la terminación de las rela-
ciones de trabajo dentro de un término de cuarenta y cinco
días; y

III. Está prohibido a los trabajadores:

a) Usar la habitación para fines distintos de los señalados
en este capítulo; y

b) Subarrendar las habitaciones.

CAPITULO IV

De la Productividad, Formación Capacitación de los Tra-
bajadores

Artículo 153-A. Los empleadores tienen la obligación de
proporcionar a todos los trabajadores, y éstos a recibir, la
capacitación o el adiestramiento en su trabajo que le per-
mita elevar su nivel de vida, su competencia laboral y su
productividad, conforme a los planes y programas formu-
lados, de común acuerdo, por el empleador y el sindicato o
sus trabajadores.

Artículo 153-B. Para dar cumplimiento a la obligación
que, conforme al artículo anterior les corresponde, los
empleadores podrán convenir con los trabajadores en que
la capacitación o adiestramiento se proporcione a éstos
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dentro de la misma empresa o fuera de ella, por conducto
de personal propio, instructores especialmente contratados,
instituciones, escuelas u organismos especializados o bien
mediante adhesión a los sistemas generales que se esta-
blezcan.

Artículo 153-C. Se suprime.

Artículo 153-D. Los cursos y programas de capacitación o
adiestramiento de los trabajadores, podrán formularse res-
pecto a cada establecimiento, a una empresa, a varias de
ellas o respecto a una rama industrial o actividad determi-
nada.

Artículo 153-E. La capacitación o adiestramiento a que se
refiere el artículo 153-A, deberá impartirse al trabajador
durante las horas de su jornada de trabajo; salvo que; aten-
diendo a la naturaleza de los servicios, empleador y traba-
jador convengan que podrá impartirse de otra manera; así
como en el caso en que el trabajador desee capacitarse en
una actividad distinta a la de la ocupación que desempeñe,
en cuyo supuesto, la capacitación se realizará fuera de la
jornada de trabajo.

Artículo 153-F. La capacitación tendrá por objeto preparar
a los trabajadores de nueva contratación y a los demás in-
teresados en ocupar las vacantes o puestos de nueva crea-
ción.

Podrá formar parte de los programas de capacitación el
apoyo que el empleador preste a los trabajadores para ini-
ciar, continuar o completar ciclos escolares de los niveles
básico, medio o superior.

Artículo 153-F-bis. El adiestramiento tendrá por objeto:

I. Actualizar y perfeccionar los conocimientos y habilida-
des de los trabajadores y proporcionarles información para
que puedan aplicar nuevas tecnologías en sus actividades;

II. Prevenir riesgos de trabajo;

III. Incrementar la productividad; y

IV. En general mejorar el nivel educativo, la competencia
laboral y las habilidades de los trabajadores.

Artículo 153-G. Se suprime.

Artículo 153-H. Los trabajadores a quienes se imparta ca-
pacitación o adiestramiento están obligados a:

I. Asistir puntualmente a los cursos, sesiones de grupo y
demás actividades que formen parte del proceso de capaci-
tación o adiestramiento;

II. Atender las indicaciones de las personas que impartan la
capacitación o adiestramiento, y cumplir con los progra-
mas respectivos; y

III. Presentar los exámenes de evaluación de conocimien-
tos y de aptitud o de competencia laboral que sean requeri-
dos.

Artículo 153-I. En las empresas que tengan más de 20 tra-
bajadores se constituirán Comisiones Mixtas de Producti-
vidad, Capacitación y Adiestramiento integradas por igual
número de representantes de los trabajadores y de los em-
pleadores, y serán las encargadas de vigilar, instrumentar,
operar y mejorar los sistemas y los programas de capacita-
ción y adiestramiento, así como de proponer los cambios
necesarios en la maquinaria, los equipos, la organización
del trabajo y las relaciones laborales, de conformidad con
las necesidades de los trabajadores y de los empleadores.
Estas comisiones podrán proponer las medidas acordadas
por los comités sectoriales establecidos en el artículo 153-K
con el propósito de impulsar la capacitación, elevar la pro-
ductividad y garantizar el reparto equitativo de sus benefi-
cios.

Artículo 153-J. Se suprime.

Artículo 153-K. La Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial convocará a los empleadores, sindicatos, y trabajado-
res libres que formen parte de las mismas ramas industria-
les o actividades, para que constituyan Comités Nacionales
de Productividad y Capacitación de esas ramas industriales
o actividades, los cuales tendrán el carácter de órganos Au-
xiliares de la propia Secretaría.

Estos Comités tendrán facultades en las respectivas ramas
de industria o actividades para:

I. Realizar el diagnóstico nacional e internacional de los re-
querimientos necesarios para elevar la productividad y la
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competitividad, impulsar la capacitación y el adiestramien-
to, proponiendo planes por rama, y vincular los salarios a
la calificación y competencias adquiridas así como a la
evolución de la productividad de la empresa;

II. Colaborar en la elaboración del Catálogo Nacional de
Ocupaciones y en los estudios sobre las características de
la maquinaria y equipo en existencia y uso en las ramas o
actividades correspondientes;

III. Sugerir alternativas tecnológicas y de organización del
trabajo para elevar la productividad; 

IV. Formular recomendaciones de planes y programas de
capacitación y adiestramiento que permitan elevar la pro-
ductividad;

V. Estudiar mecanismos y nuevas formas de remuneración
que vinculen los salarios a los beneficios de la productivi-
dad; y 

VI. Evaluar los efectos de las acciones de capacitación y
adiestramiento en la productividad dentro de las ramas in-
dustriales o actividades específicas de que se trate. 

Artículo 153-L. Se suprime.

Artículo 153-M. En los contratos colectivos deberán in-
cluirse cláusulas relativas a la obligación del empleador de
proporcionar capacitación y adiestramiento a los trabajado-
res, conforme a planes y programas que satisfagan los re-
quisitos establecidos en este capítulo.

Además, podrá consignarse en los propios contratos el pro-
cedimiento conforme al cual el empleador capacitará y
adiestrará a quienes pretendan ingresar a laborar en la em-
presa, tomando en cuenta, en su caso, la cláusula de admi-
sión.

Artículo 153-N. Los empleadores deberán conservar a dis-
posición de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, los
planes y programas de capacitación y adiestramiento que
se haya acordado establecer, o en su caso, las modificacio-
nes que se hayan convenido acerca de planes y programas
a implantados.

Artículo 153-0. Se suprime.

Artículo 153-P. Se suprime. 

Artículo 153-Q. Los planes y programas de capacitación y
adiestramiento deberán cumplir los requisitos siguientes:

I. Referirse a periodos no mayores de cuatro años, salvo la
capacitación a que se refiere el segundo párrafo del artícu-
lo 153-F;

II. Comprender todos los puestos y niveles existentes en la
empresa;

III. Precisar las etapas durante las cuáles se impartirá la ca-
pacitación y el adiestramiento al total de los trabajadores
de la empresa; y

IV. Señalar el procedimiento de selección, a través del cual
se establecerá el orden en que serán capacitados los traba-
jadores de un mismo puesto y categoría.

Dichos planes programas deberán ser aplicados de inme-
diato por las empresas.

Artículo 153-R. Se suprime.

Artículo 153-S. Cuando el empleador no dé cumplimien-
to a la obligación de conservar a disposición de la Secre-
taría del Trabajo y Previsión Social los planes y progra-
mas de capacitación y adiestramiento, en los términos del
artículo 153-N, o cuando dichos planes y programas no se
lleven a la práctica, será sancionado conforme a lo dis-
puesto en esta Ley, sin perjuicio de que, en cualquiera de
los dos casos, la propia Secretaría adopte las medidas per-
tinentes para que el empleador cumpla con la obligación
de que se trata.

Artículo 153-U. Cuando implantado un programa de capa-
citación, un trabajador se niegue a recibir ésta, por, consi-
derar que tiene los conocimientos necesarios para el de-
sempeño de su puesto y del inmediato superior, deberá
acreditar documentalmente dicha capacidad mediante el
correspondiente certificado de competencia laboral o pre-
sentar y aprobar, ante la entidad instructora, el examen de
suficiencia correspondiente.

En este último caso, se extenderá a dicho trabajador la co-
rrespondiente constancia de competencias o de habilidades
laborales.
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Artículo 153-V. La constancia de competencias o de habi-
lidades laborales es el documento expedido por el organis-
mo o por la persona capacitadores, con el cual el trabajador
acreditará haber llevado y aprobado un curso de capacita-
ción.

Las constancias de que se trata surtirán plenos efectos, pa-
ra fines de ascenso, dentro de la empresa en que se haya
proporcionado la capacitación o adiestramiento.

Artículo 153-W. Se suprime.

Artículo 153-X. Los trabajadores y empleadores tendrán
derecho a ejercitar ante las Juntas de Conciliación y Arbi-
traje las acciones individuales y colectivas que deriven de
la obligación de capacitación o adiestramiento impuesta en
este capítulo.

CAPITULO V

Derechos de Preferencia, Antigüedad Ascenso

Artículo 154. Los empleadores estarán obligados a prefe-
rir, en igualdad de circunstancias, a los trabajadores mexi-
canos respecto de quienes no lo sean, a quienes les hayan
servido satisfactoriamente por mayor tiempo, a quienes no
teniendo ninguna otra fuente de ingreso económico tengan
a su cargo una familia, a los que hayan terminado su edu-
cación primaria, a los capacitados respecto de los que no lo
sean, a los que tengan mayor aptitud y conocimientos para
realizar un trabajo y a los sindicalizados respecto de quie-
nes no lo estén.

Sí existe contrato colectivo y éste contiene cláusula de ad-
misión, la preferencia para ocupar las vacantes o puestos
de nueva creación se regirá por lo que disponga el contra-
to colectivo y el estatuto sindical.

Se entiende por sindicalizado a todo trabajador que se en-
cuentre agremiado a cualquier organización sindical leal-
mente constituida.

Artículo 158. Los trabajadores de planta y los menciona-
dos en el artículo 156 tienen derecho en cada empresa o es-
tablecimiento a que se determine su antigüedad.

Una comisión integrada con representantes de los trabaja-
dores y del empleador formulará el cuadro general de las
antigüedades, distribuido por categorías de cada profesión

u oficio y ordenará se le dé publicidad. Los trabajadores in-
conformes podrán formular objeciones ante la comisión y
recurrir la resolución de ésta ante la Junta de Conciliación
y Arbitraje.

Artículo 159. Las vacantes definitivas, las provisionales,
con duración mayor de treinta días y los puestos de nueva
creación, serán cubiertas por el trabajador que haya sido
capacitado por la empresa y que, de acuerdo con su lugar
en el cuadro de los trabajadores capacitados le correspon-
da. En igualdad de condiciones se preferirá al trabajador
más asiduo y puntual y, en igualdad de circunstancias, al
que tenga mayor antigüedad en la especialidad o área de
trabajo.

Si el empleador no ha dado cumplimiento a la obligación
de capacitar, la vacante se otorgará al trabajador de mayor
antigüedad en la especialidad o rama.

Artículo 161. Cuando la relación de trabajo haya tenido
una duración de más de veinte años, el empleador sólo po-
drá rescindirla por alguna de las causas señaladas en el ar-
tículo 47, que sea particularmente grave o que haga impo-
sible su continuación, pero se le impondrá al trabajador la
corrección disciplinaria que corresponda; respetando los
derechos que deriven de su antigüedad.

La repetición de la falta o la comisión de otra u otras, que
constituyan una causa legal de rescisión, deja sin efecto la
disposición anterior.

CAPITULO VI

Invenciones de los Trabajadores

Artículo 163. La atribución de los derechos al nombre y a
la propiedad y explotación de las invenciones realizadas en
la empresa se regirá por las normas siguientes:

I. El inventor tendrá derecho a que su nombre figure como
autor de la invención;

II. Cuando el trabajador se dedique a trabajos de investiga-
ción o de perfeccionamiento de los procedimientos utiliza-
dos en la empresa, por cuenta de ésta, la propiedad de la in-
vención y el derecho a la explotación de la patente
corresponderán al empleador. El inventor, independiente-
mente del salario que hubiese percibido, tendrá derecho a
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una compensación complementaria, que se fijará por con-
venio de las partes o por la Junta de Conciliación y Arbi-
traje cuando la importancia de la invención y los beneficios
que puedan reportar al empleador no guarden proporción
con el salario percibido por el inventor; y 

III. En cualquier otro caso, la propiedad de la invención co-
rresponderá a la persona o personas que la realizaron, pero
el empleador tendrá un derecho preferente, en igualdad de
circunstancias, al uso exclusivo o a la adquisición de la in-
vención de las correspondientes patentes.

TITULO V

TRABAJO DE LAS MUJERES

Artículo 172. En los establecimientos en que trabajen mu-
jeres, el empleador debe mantener un número suficiente de
asientos o sillas a disposición de las madres trabajadoras.

TITULO QUINTO BIS

TRABAJO DE LOS MENORES

Artículo 174. Los mayores de catorce y menores de dieci-
séis años deberán obtener un certificado médico que acre-
dite su aptitud para el trabajo y someterse a los exámenes
médicos que periódicamente ordene la Inspección del Tra-
bajo. Sin el requisito del certificado, ningún empleador po-
drá utilizar sus servicios.

Artículo 180. Los empleadores que tengan a su servicio
menores de dieciséis años están obligados a:

I. Exigir que se les exhiban los certificados médicos que
acrediten que están aptos para el trabajo;

II. Llevar un registro de inspección especial, con indica-
ción de la fecha de su nacimiento, clase de trabajo, horario,
salario y demás condiciones generales de trabajo;

III. Distribuir el trabajo a fin de que dispongan del tiempo
necesario para cumplir sus programas escolares;

IV. Proporcionarles capacitación y adiestramiento en los
términos de esta ley y,

V. Proporcionar a las autoridades del trabajo los informes
que soliciten.

TITULO SEXTO

TRABAJOS ESPECIALES

CAPITULO I

Disposiciones Generales

CAPITULO II

Trabajadores de Confianza

Artículo 185. El empleador podrá rescindir la relación de
trabajo si existe un motivo razonable de pérdida de la con-
fianza, aun cuando no coincida con las causas justificadas
de rescisión a que se refiere el artículo 47.

El trabajador de confianza podrá ejercitar las acciones a
que se refiere el Capítulo IV del Título Segundo de esta ley.

CAPITULO III

Trabajadores de los Buques

Artículo 190. Los capitanes entendiéndose como tales ,a
quienes ejercen el mando directo de un buque, tienen con
respecto a los demás trabajadores la calidad de represen-
tantes del empleador.

Artículo 195. El escrito a que se refiere el artículo anterior
contendrá:

I. Lugar y fecha de su celebración;

II. Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil, y domi-
cilio del trabajador y del empleador;

III. Mención del buque o buques a bordo de los cuales se
prestarán los servicios;

IV. Si se celebra por tiempo determinado, por tiempo inde-
terminado o por viaje o viajes;

V. El servicio que deba prestarse, especificándolo con la
mayor precisión;

VI. La distribución de las horas de jornada;

VII. El monto de los salarios; 
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VIII. El alojamiento y los alimentos que se suministrarán al
trabajador;

IX. El periodo anual de vacaciones;

X. Los derechos y obligaciones del trabajador;

XI. El porcentaje que percibirán los trabajadores cuando se
trate de dar salvamento a otro buque; y

XII. Las demás estipulaciones que convengan las partes.

Artículo 203. Los salarios y las indemnizaciones de los
trabajadores disfrutan de la preferencia consignada en el
artículo 113, sobre el buque, sus máquinas, aparejos, per-
trechos y fletes. A este efecto, el propietario del buque es
solidariamente responsable con el empleador por los sala-
rios e indemnizaciones de los trabajadores. Cuando concu-
rran créditos de trabajo procedentes de diferentes viajes,
tendrán referencia los del último.

Artículo 204. Los empleadores tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:

I. Proporcionar a bordo alojamientos cómodos e higiéni-
cos;

II. Proporcionar alimentación sana, abundante y nutritiva a
los trabajadores de buques dedicados al servicio de altura y
cabotaje y de dragado;

III. Proporcionar alojamiento y alimentos cuando el buque
sea llevado a puerto extranjero para reparaciones y sus con-
diciones no permitan la permanencia a bordo. Esta misma
obligación subsistirá en puerto nacional cuando no sea el
del lugar donde se tomó al trabajador. La habitación y los
alimentos se proporcionarán sin costo para el trabajador;

IV. Pagar los costos de la situación de fondos a los fami-
liares de los trabajadores, cuando el buque se encuentre en
el extranjero;

V. Conceder a los trabajadores el tiempo necesario para el
ejercicio del voto en las elecciones populares, siempre que
la seguridad del buque lo permita y no se entorpezca su sa-
lida en la fecha y hora fijadas;

VI. Permitir a los trabajadores que falten a sus labores pa-
ra desempeñar comisiones del Estado o de su sindicato, en

las mismas condiciones a que se refiere la fracción ante-
rior;

VII. Proporcionar la alimentación y alojamiento, trata-
miento médico y medicamentos y otros medios terapéuti-
cos, en los casos de enfermedades, cualquiera que sea su
naturaleza;

VIII. Llevar a bordo el personal y material de curación que
establezcan las leyes y disposiciones sobre comunicacio-
nes por agua;

IX. Repatriar o trasladar al lugar convenido a los trabaja-
dores, salvo los casos de separación por causas no imputa-
bles al empleador; y

X. Informar a la Capitanía del Puerto correspondiente, den-
tro de las veinticuatro horas de haber sido declarado a libre
plática, de los accidentes de trabajo ocurridos a bordo. Si el
buque llega a puerto extranjero, el informe se rendirá al
Cónsul mexicano o en su defecto, al capitán del primer
puerto nacional que toque.

Artículo 205. Los trabajadores están especialmente obli-
gados a respetar y realizar las instrucciones y prácticas des-
tinadas a prevenir riesgos del mar, las que se efectuarán en
los términos que determinen las leyes y disposiciones so-
bre comunicaciones por agua. Los capitanes y oficiales
obrarán, en estos casos, como representantes de la autori-
dad y no como representantes de los empleadores.

Artículo 208. Son causas especiales de rescisión de las re-
laciones de trabajo:

I. La falta de asistencia del trabajador a bordo a la hora
convenida para la salida o que presentándose, desembarque
y no haga el viaje;

II. Encontrarse el trabajador en estado de embriaguez en
horas de servicio mientras el buque esté en puerto, al salir
el buque o durante la navegación;

III. Usar narcóticos o drogas enervantes durante su perma-
nencia a bordo, sin prescripción médica.

Al subir a bordo, el trabajador deberá poner el hecho en co-
nocimiento del empleador y presentarle la prescripción
suscrita por el médico;
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IV. La insubordinación y la desobediencia a las órdenes del
capitán del buque en su carácter de autoridad;

V. La cancelación o la revocación definitiva de los certifi-
cados de aptitud o de las libretas de mar exigidos por las le-
yes y reglamentos;

VI. La violación de las leyes en materia de importación o
exportación de mercancías en el desempeño de sus servi-
cios; y

VII. La ejecución, en el desempeño del trabajo por parte
del trabajador, de cualquier acto o la omisión intencional o
negligencia que pueda poner en peligro su seguridad o la
de los demás trabajadores, de los pasajeros o de terceras
personas, o que dañe, perjudique o ponga en peligro los
bienes del empleador o de terceros.

Artículo 209. La terminación de las relaciones de trabajo
de los trabajadores se sujetará a las normas siguientes:

I. Cuando falten diez días o menos para su vencimiento y
se pretenda hacer un nuevo viaje que exceda en duración a
este término, podrán los trabajadores pedir la terminación
de las relaciones de trabajo, dando aviso con tres días de
anticipación al de la salida del buque;

II. Las relaciones de trabajo no pueden darse por termina-
das cuando el buque esté en el mar cuando estando en puer-
to se intente la terminación dentro de las veinticuatro horas
anteriores a su salida, a menos que en este último caso se
cambie el destino final del buque;

III. Tampoco pueden darse por terminadas las relaciones de
trabajo cuando el buque esté en el extranjero; en lugares
despoblados o en puerto, siempre que en este último caso
se exponga al buque a cualquier riesgo por mal tiempo u
otras circunstancias;

IV. Cuando las relaciones de trabajo sean por tiempo inde-
terminado, el trabajador deberá dar aviso al armador, na-
viero o fletador con setenta y dos horas de anticipación;

V. Cuando el buque se pierda por apresamiento o siniestro,
se darán por terminadas las relaciones de trabajo, quedan-
do obligado el armador, naviero o fletador, a repatriar a los
trabajadores y a cubrir el importe de los salarios hasta su

restitución al puerto de destino o al que se haya señalado
en el contrato y el de las demás prestaciones a que tuviesen
derecho. Los trabajadores y el empleador podrán convenir
en que se proporcione a aquellos un trabajo de la misma ca-
tegoría en otro buque del empleador; si no se llega a un
convenio tendrán derecho los trabajadores a que se les in-
demnice de conformidad con lo dispuesto en el artículo
436; y

VI. El cambio de nacionalidad de un buque mexicano es
causa de terminación de las relaciones de trabajo. El arma-
dor, naviero o fletador, queda obligado a repatriar a los tra-
bajadores y a cubrir el importe de los salarios y prestacio-
nes a que se refiere el párrafo primero de la fracción
anterior. Los trabajadores el empleador podrán convenir en
que se proporcione a aquellos un trabajo de la misma cate-
goría en otro buque del empleador; si no se llega a un con-
venio, tendrán derecho los trabajadores a que se les indem-
nice de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50.

Artículo 213. En el tráfico interior o fluvial regirán las dis-
posiciones de este capítulo, con las modalidades siguien-
tes:

I. Si la descarga dura más de veinticuatro horas en el pun-
to en que termina la relación de trabajo, se considerará
concluida ésta al expirar ese plazo, contado desde el mo-
mento en que fondee o atraque el buque;

II. La alimentación de los trabajadores por cuenta de los
empleadores es obligatoria aun cuando no se estipule en los
contratos, si a bordo se proporciona a los pasajeros; y en to-
do caso, cuando se trate de buques que naveguen por seis
horas o más, o que navegando menos de ese tiempo, sus-
pendan la navegación en lugares despoblados en los que
sea imposible a los trabajadores proveerse de alimentos;

III. La permanencia obligada a bordo se considera como
tiempo de trabajo, a menos que e1 periodo de descanso
sea de cuatro horas o más, que exista para el trabajador
la imposibilidad material de abandonar el buque o que el
abandono carezca de objeto por tratarse de lugares des-
poblados; y

IV. El descanso semanal será forzosamente en tierra.

Artículo 214. El Ejecutivo Federal determinará la forma
de sostener y mejorar los servicios de la “Casa del Marino”
fijará las aportaciones de los empleadores.
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CAPITULO IV

Trabajo de las Tripulaciones Aeronáuticas

Artículo 216. Los tripulantes deben tener la calidad de me-
xicanos por nacimiento, no adquirir otra nacionalidad, estar
en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles políticos.

Artículo 219. Serán considerados representantes del em-
pleador, por la naturaleza de las funciones que desempe-
ñan, los gerentes de operación o superintendentes de vue-
los, jefes de adiestramiento, jefes de pilotos, pilotos
instructores o asesores, y cualesquiera otros funcionarios
que aun cuando tengan diversas denominaciones de cargos,
realicen funciones análogas a las anteriores.

Los titulares de las categorías citadas serán designados por
el empleador y podrán figurar como pilotos al mando, sin
perjuicio de los derechos correspondientes de los pilotos de
planta, siempre y cuando reúnan los requisitos que la Ley
de Vías Generales de Comunicación y sus reglamentos,
consignen al respecto.

Artículo 220. El piloto al mando de una aeronave es res-
ponsable de la conducción y seguridad de la misma duran-
te el tiempo efectivo de vuelo, y tiene a su cargo la direc-
ción, el cuidado, el orden y la seguridad de la tripulación,
de los pasajeros, del equipaje y de la carga y correo que
aquélla transporte. Las responsabilidades y atribuciones
que confieren a los comandantes la Ley de Vías Generales
de Comunicación y sus reglamentos, no podrán ser reduci-
das ni modificadas por el ejercicio de los derechos y obli-
gaciones que les corresponden conforme a las normas de
trabajo.

Artículo 228. Los tripulantes no podrán interrumpir un
servicio de vuelo durante su trayecto, por vencimiento de
la jornada de trabajo. En caso de que alcancen el límite de
su jornada durante el vuelo o en un aeropuerto que no sea
el de destino final, tendrán la obligación de terminarlo si no
requiere más de tres horas. Si requiere mayor tiempo, serán
relevados o suspenderán el vuelo en el aeropuerto más pró-
ximo del trayecto.

El empleador está obligado a utilizar tripulaciones reforza-
das en los vuelos cuyos horarios e itinerarios aprobados por
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes impliquen
más de diez horas de tiempo efectivo de vuelo. El coman-
dante de la nave vigilará que los tripulantes tengan a bordo

los descansos que les correspondan de acuerdo con la dis-
tribución de tiempo que al respecto prepare.

Artículo 236. Los empleadores tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:

I. Proporcionar alimentación, alojamiento y transportación
a los tripulantes por todo el tiempo que permanezcan fuera
de su base por razones del servicio. El pago se hará de con-
formidad con las normas siguientes:

a) En las estaciones previamente designadas, o en las de
pernoctación extraordinaria, la transportación se hará en
automóvil y el alojamiento será cubierto directamente por
el empleador. La transportación se proporcionará entre los
aeropuertos y el lugar de alojamiento y viceversa, excepto
en aquellos lugares de base permanente de residencia de
los tripulantes.

b) Cuando los alimentos no puedan tomarse a bordo, los
tripulantes percibirán una asignación en efectivo, que se fi-
jará según el número de comidas que deban hacerse en ca-
da viaje o en los lugares de pernoctación extraordinaria. El
monto de estas asignaciones se fijara de común acuerdo;

II. Pagar a los tripulantes los gastos de traslado, incluyen-
do los del cónyuge y familiares de primer grado que de-
pendan económicamente de ellos, del menaje de casa y
efectos personales, cuando sean cambiados de su base de
residencia. El monto de estos gastos se fijará de común
acuerdo;

III. Repatriar o trasladar al lugar de contratación a los tri-
pulantes cuya aeronave se destruya o inutilice fuera de ese
lugar, pagándoles sus salarios y las gastos de viaje; y

IV. Conceder los permisos a que se refiere el artículo 132
fracciones IX y X, siempre que no se ponga en peligro la
seguridad de la aeronave o se imposibilite su salida en la
fecha y hora previamente señaladas.

Artículo 237. Los tripulantes, en la medida que les corres-
ponda, tienen las obligaciones especiales siguientes:

I. Cuidar que en las aeronaves a su cargo no se transporte
pasajeros o efectos ajenos a los intereses del empleador
sin, el cumplimiento de los requisitos correspondientes, ni
artículos prohibidos por la Ley, a menos que se cuente con
el permiso de las autoridades correspondientes;
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II. Conservar en vigor sus licencias, pasaportes, visas y do-
cumentos que se requieran legalmente para el desempeño
de su trabajo;

III. Presentarse a cubrir los servicios que tengan asignados
con la anticipación y en la forma que establezcan su con-
trato y el reglamento interior de trabajo, salvo causa justi-
ficada; 

IV. Someterse, cuando menos dos veces al año, a los exá-
menes médicos periódicos que prevengan las leyes, los re-
glamentos y los contratos de trabajo;

V. Someterse a los adiestramientos que establezca el em-
pleador, según las necesidades del servicio, a fin de con-
servar o incrementar su eficiencia para ascensos o utiliza-
ción de equipo con nuevas características técnicas y operar
éste al obtener la capacidad requerida;

VI. Planear, preparar, y realizar cada vuelo, con estricto
apego a las leyes, reglamentos y demás disposiciones dic-
tadas o aprobadas por la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes y por el empleador;

VII. Cerciorarse, antes de iniciar un viaje, de que la aero-
nave satisface los requisitos legales y reglamentarios, las
condiciones necesarias de seguridad, y que ha sido debida-
mente equipada, aprovisionada y avituallada;

VIII. Observar las indicaciones técnicas que en materia de
seguridad de tránsito aéreo boletine el empleador o dicten
las autoridades respectivas en el aeropuerto base o en las
estaciones foráneas;

IX. Dar aviso al empleador, en su caso, a las autoridades
competentes, utilizando los medios de comunicación más
rápidos de que dispongan, en caso de presentarse en vuelo
cualquier situación de emergencia, o cuando ocurra un ac-
cidente;

X. Efectuar vuelos de auxilio, búsqueda o salvamento en
cualquier tiempo y lugar que se requiera;

XI. Tratándose de los pilotos al mando de la aeronave, ano-
tar en la bitácora, con exactitud y bajo su responsabilidad,
los datos exigidos por las disposiciones legales relativas y
hacer; cuando proceda, la distribución del tiempo, de ser-
vicio de los demás miembros de la tripulación;

XII. Rendir los informes, formular las declaraciones y ma-
nifestaciones y firmar la documentación que en relación
con cada vuelo exijan las leyes, reglamentos y demás dis-
posiciones aplicables; y

XIII. Poner en conocimiento del empleador al terminar el
vuelo, los defectos mecánicos o técnicos que adviertan o
resuman existen en la aeronave.

Artículo 238. Cuando por cualquier causa un miembro de
la tripulación técnica hubiese dejado de volar durante 21
días o más, el tripulante deberá someterse al adiestramien-
to correspondiente a la categoría que tenía en el momento
de la suspensión y comprobar que posee la capacidad téc-
nica y práctica requerida para el desempeño y reanudación
de su trabajo, en los términos que establezcan la Ley de
Vías Generales de Comunicación sus reglamentos.

Artículo 241. En el caso de operación de equipo con ca-
racterísticas técnicas distintas del que se venía utilizando,
el tripulante y el empleador fijarán las condiciones de tra-
bajo.

Artículo 242. Queda prohibido a los tripulantes:

I. Ingerir bebidas alcohólicas durante la prestación del ser-
vicio y en las veinticuatro horas anteriores a la iniciación
de los vuelos que tengan asignados;

II. Usar narcóticos o drogas enervantes dentro o fuera de
sus horas de trabajo, sin prescripción de un especialista en
medicina de aviación. Antes de iniciar su servicio, el tra-
bajador deberá poner el hecho en conocimiento del emplea-
dor y presentarle la prescripción suscrita por el médico; y

III. Ejecutar como tripulantes algún vuelo que disminuya
sus posibilidades físicas y legales de realizar vuelos al ser-
vicio de su empleador.

Artículo 243. Es causa especial de suspensión de las rela-
ciones de trabajo, sin responsabilidad para el empleador, la
suspensión transitoria de las licencias respectivas, de los
pasaportes, visas y demás documentos exigidos por las le-
yes nacionales y extranjeras cuando sea imputable al tripu-
lante.

Artículo 244. Son causas especiales de terminación o res-
cisión de las relaciones de trabajo:
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I. La cancelación o revocación definitiva de los documen-
tos especificados en el artículo anterior;

II. Encontrarse el tripulante en estado de embriaguez, den-
tro de las veinticuatro horas anteriores a la iniciación del
vuelo que tenga asignado o durante el transcurso del mis-
mo;

III. Encontrarse el tripulante; en cualquier tiempo, bajo la
influencia de narcóticos o drogas enervantes salvo lo dis-
puesto en el artículo 242, fracción II;

IV. La violación de las leyes en materia de importación o
exportación de mercancías, en el desempeño de sus servi-
cios;

V. La negativa del tripulante, sin causa justificada, a ejecu-
tar vuelos de auxilio, búsqueda o salvamento, o iniciar o
proseguir el servicio de vuelo que le haya sido asignado;

VI. La negativa del tripulante a cursar los programas de
adiestramiento que según las necesidades del servicio esta-
blezca el empleador, cuando sean indispensables para con-
servar o incrementar su eficiencia, para ascensos o para
operar equipo con nuevas características técnicas;

VII. La ejecución, en el desempeño del trabajo, por parte
del tripulante, de cualquier acto o la omisión intencional o
negligencia que pueda poner en peligro su seguridad o la
de los miembros de la tripulación, de los pasajeros o de ter-
ceras personas, o que dañe, perjudique o ponga en peligro
los bienes del empleador o de terceros; y

VIII. El incumplimiento de las obligaciones señaladas en el
artículo 237 y la violación de la prohibición consignada en
el artículo 242, fracción III.

CAPITULO V

Trabajo Ferrocarrilero

Artículo 254. Queda prohibido a los trabajadores:

I. El consumo de bebidas embriagantes, y su tráfico duran-
te el desempeño de sus labores, por cuenta ajena a la em-
presa;

II. El consumo de narcóticos o drogas enervantes, salvo
que exista prescripción médica. Antes de iniciar el servicio,
el trabajador deberá poner el hecho en conocimiento del

empleador y presentarle la prescripción suscrita por el mé-
dico; y 

III. El tráfico de drogas enervantes.

CAPITULO VI

Trabajo de Autotransportes

Artículo 258. Para determinar el salario de los días de des-
canso se aumentará el que perciban por el trabajo realizado
en la semana, con un dieciséis punto sesenta seis por cien-
to.

Artículo 261. Queda prohibido a los trabajadores:

I. El uso de bebidas alcohólicas durante la prestación del
servicio y en las doce horas anteriores a su iniciación;

II. Usar narcóticos o drogas enervantes dentro o fuera de
sus horas de trabajo, sin prescripción médica. Antes de ini-
ciar el servicio, el trabajador deberá poner el hecho en co-
nocimiento del empleador y presentarle la prescripción
suscrita por el médico; y

III. Recibir carga o pasaje fuera de los lugares señalados
por la empresa para esos fines. 

Artículo 262. Los trabajadores tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:

I. Tratar al pasaje con cortesía y esmero y a la carga con
precaución;

II. Someterse a los exámenes médicos periódicos que pre-
vengan las leyes y demás normas de trabajo;

III. Cuidar el buen funcionamiento de los vehículos e in-
formar al empleador de cualquier desperfecto que obser-
ven;

IV. Hacer durante el viaje las reparaciones de emergencia
que permitan sus conocimientos, la herramienta y las re-
facciones de que dispongan. Si no es posible hacer las re-
paraciones, pero el vehículo puede continuar circulando,
conducirlo hasta el poblado más próximo o hasta el lugar
señalado para su reparación; y

V. Observar los reglamentos de tránsito y las indicaciones
técnicas que dicten las autoridades o el empleador.
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Artículo 263. Los empleadores tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:

I. En los transportes foráneos pagar los gastos de hospeda-
je alimentación de los trabajadores, cuando se prolongue o
retarde el viaje por causa que no sea imputable a éstos;

II. Hacer las reparaciones para garantizar el buen funcio-
namiento del vehículo y la seguridad de los trabajadores,
usuarios y público en general;

III. Dotar a los vehículos de la herramienta y refacciones
indispensables para las reparaciones de emergencia; y

IV. Observar las disposiciones de los reglamentos de trán-
sito sobre condiciones de funcionamiento y seguridad de
los vehículos.

CAPITULO VII

Trabajo de Maniobras de Servicio Público en Zonas Bajo
Jurisdicción Federal

Artículo 268. Son empleadores las empresas navieras y las
de maniobras, los armadores y fletadores, los consignata-
rios, los agentes aduanales, demás personas que ordenen
los trabajos.

Artículo 271. El salario se pagará directamente al trabaja-
dor, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 100.

El pago hecho a organizaciones, cualquiera que sea su na-
turaleza, o a intermediarios, para que a su vez hagan el pa-
go a los trabajadores, no libera de responsabilidad a los
empleadores.

Artículo 272. Los trabajadores tienen derecho a que el sa-
lario diario se aumente en un dieciséis punto sesenta y seis
por ciento como salario del día de descanso.

Asimismo, se aumentará el salario diario, en la proporción
que corresponda, para el pago de vacaciones.

Artículo 273. En la determinación de la antigüedad de los
trabajadores, y del orden en que deben ser utilizados sus
servicios, se observarán las normas siguientes:

I. La antigüedad se computará a partir de la fecha en que
principió el trabajador a prestar sus servicios al empleador;

II. En los contratos colectivos podrá establecerse la anti-
güedad de cada trabajador. El trabajador inconforme podrá
solicitar de la Junta de Conciliación y Arbitraje que rectifi-
que su antigüedad. Si no existen contratos colectivos o fal-
ta en ellos la determinación, la antigüedad se fijará de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 158; y

III. La distribución del trabajo se hará de conformidad con
la antigüedad que corresponda a cada trabajador. En los
contratos colectivos se determinarán las modalidades que
se estime conveniente para la distribución del trabajo.

Artículo 274. Los sindicatos proporcionarán a los emplea-
dores una lista pormenorizada que contenga el nombre y la
categoría de los trabajadores que deben realizar las manio-
bras, en cada caso.

Artículo 276. Para el pago de indemnizaciones en los ca-
sos de riesgos de trabajo, se observarán las normas si-
guientes:

I. Si el riesgo produce incapacidad, el pago se hará de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 483;

II. El empleador bajo cuya autoridad se prestó el trabajo,
será responsable de los accidentes de trabajo; y

III. Si se trata de enfermedades de trabajo; cada empleador
que hubiese utilizado los servicios del trabajador durante
90 días, por lo menos, en los tres años anteriores a la fecha
en que se determine el grado de incapacidad para el traba-
jo, contribuirá en la proporción en que hubiese utilizado los
servicios.

El trabajador podrá ejercitar la acción de pago de la in-
demnización contra cualquiera de los empleadores a que se
refiere el párrafo anterior, pero el demandado podrá llamar
a juicio a los demás o repetir contra ellos.

Artículo 277. En los contratos colectivos podrá estipular-
se que los empleadores cubran un porcentaje sobre los sa-
larios, a fin de que se constituya un fondo de pensiones de
jubilación o de invalidez que no sea consecuencia de un
riesgo de trabajo. En los estatutos del sindicato o en un re-
glamento especial aprobado por la asamblea, se determina-
rán los requisitos para el otorgamiento de las pensiones.

Las cantidades correspondientes se entregarán por los em-
pleadores al Instituto Mexicano del Seguro Social y en ca-
so de que éste no acepte, a la institución bancaria que se
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señale en el contrato colectivo. La institución cubrirá las
pensiones previa aprobación de la Junta de Conciliación y
Arbitraje.

Artículo 278. En los contratos colectivos podrá estipular-
se la constitución de un fondo afecto al pago de responsa-
bilidades por concepto de pérdidas o averías. La cantidad
correspondiente se entregará a la institución bancaria na-
cional que se señale en el contrato colectivo, la que cubri-
rá los pagos correspondientes por convenio entre el sindi-
cato y el empleador, o mediante resolución de la Junta de
Conciliación y Arbitraje. Alcanzado el monto del fondo, no
se harán nuevas aportaciones, salvo para reponer las canti-
dades que se paguen.

CAPITULO VIII

Trabajadores del Campo

Artículo 279. Trabajadores del campo son los que ejecutan
los trabajos propios y habituales de la agricultura, de la ga-
nadería y forestales, al servicio de un empleador.

Los trabajadores en las explotaciones industriales foresta-
les se regirán por las disposiciones generales de esta Ley.

Artículo 280. Los trabajadores que tengan una permanen-
cia continua de tres meses o más al servicio de un emplea-
dor tienen a su favor la presunción de ser trabajadores de
planta.

Artículo 283. Los empleadores tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:

I. Pagar los salarios precisamente en el lugar dónde preste
el trabajador sus servicios y en periodos de tiempo que no
excedan de una semana;

II. Suministrar gratuitamente a los trabajadores habitacio-
nes adecuadas e higiénicas, proporcionadas al número de
familiares o dependientes económicos, y un terreno conti-
guo para la cría de animales de corral; 

III. Mantener las habitaciones en buen estado, haciendo en
su caso las reparaciones necesarias y convenientes;

IV. Mantener en el lugar de trabajo los medicamentos y
material de curación necesarios para primeros auxilios y
adiestrar personal que los preste;

V. Proporcionar, a los trabajadores y a sus familiares asis-
tencia médica o trasladarlos al lugar más próximo en el que
existan servicios médicos. También tendrán las obligacio-
nes a que se refiere el artículo 504, fracción II;

VI. Proporcionar gratuitamente medicamentos y material
de curación en los casos de enfermedades tropicales, endé-
micas y propias de la región y pagar el setenta y cinco por
ciento de los salarios hasta por noventa días; y

VII. Permitir a los trabajadores dentro del predio:

a) Tomar en los depósitos acuíferos, el agua que necesiten
para sus usos domésticos y sus animales de corral.

b) La caza y la pesca, para usos propios, de conformidad
con las disposiciones que determinan las leyes.

c) El libre tránsito por los caminos y veredas establecidos,
siempre que no sea en perjuicio de los sembrados y culti -
vos.

d) Celebrar en los lugares acostumbrados sus fiestas regio-
nales. 

e) Fomentar la creación de cooperativas de consumo entre
los trabajadores.

f) Fomentar la alfabetización entre los trabajadores y sus
familiares.

Artículo 284. Queda prohibido a los empleadores:

I. Permitir la entrada a vendedores de bebidas embriagan-
tes;

II. Impedir la entrada a los vendedores de mercancías o co-
brarles alguna cuota; y

III. Impedir a los trabajadores que críen animales de corral
dentro del predio contiguo a la habitación que se hubiese
señalado a cada uno.

CAPITULO X

Deportistas Profesionales

Artículo 300. Son obligaciones especiales de los emplea-
dores:
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I. Organizar y mantener un servicio médico que practique
reconocimientos periódicos; y

II. Conceder a los trabajadores un día de descanso a la se-
mana. No es aplicable a los deportistas profesionales la dis-
posición contenida en el párrafo segundo del artículo 71.

Artículo 301. Queda prohibido a los empleadores exigir de
los deportistas un esfuerzo excesivo que pueda poner en
peligro su salud o su vida.

CAPITULO XI

Trabajadores Actores y Músicos

Artículo 310. Cuando la naturaleza del trabajo lo requiera,
los empleadores estarán obligados a proporcionar a los tra-
bajadores actores y músicos camerinos cómodos, higiéni-
cos y seguros, en el local donde se preste el servicio.

CAPITULO XII

Trabajo a Domicilio

Artículo 311. Trabajo a domicilio es el que se ejecuta ha-
bitualmente para un empleador, en el domicilio del trabaja-
dor o en un local libremente elegido por él, sin vigilancia
ni dirección inmediata de quien proporciona el trabajo.

Si el trabajo se ejecuta en condiciones distintas de las se-
ñaladas en el párrafo anterior, se regirá por las disposicio-
nes generales de esta Ley.

Artículo 312. El convenio por virtud del cual el empleador
venda materias primas u objetos a un trabajador para que
éste los transforme o confeccione en su domicilio y poste-
riormente los venda al mismo empleador, y cualquier otro
convenio u operación semejante, constituye trabajo a do-
micilio.

Artículo 313. Trabajador a domicilio es la persona que tra-
baja personalmente o con la ayuda de miembros de su fa-
milia para un empleador.

Artículo 314. Son empleadores las personas que dan tra-
bajo a domicilio, sea que suministren o no los útiles o ma-
teriales de trabajo cualquiera que sea la forma de la remu-
neración.

Artículo 315. La simultaneidad de empleadores no priva al

trabajador a domicilio de los derechos que le concede este
capítulo.

Artículo 317. Los empleadores que den trabajo a domici-
lio deberán inscribirse previamente en el “Registro de em-
pleadores de trabajo a domicilio”, que funcionará en la Ins-
pección del Trabajo. En el Registro constará el nombre y el
domicilio del empleador para el que se ejecutará el trabajo
y los demás datos que señalen los reglamentos respectivos.

Artículo 318. Las condiciones de trabajo se harán constar
por escrito. Cada una de las partes conservará un ejemplar
y el otro será entregado a la Inspección del Trabajo. El es-
crito contendrá:

I. Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil y domici-
lio del trabajador y del empleador;

II. Local donde se ejecutará el trabajo;

III. Naturaleza, calidad y cantidad del trabajo;

IV. Monto del salario y fecha y lugar de pago; y

V. Las demás estipulaciones que convengan las partes.

Artículo 319. El escrito a que se refiere el artículo anterior
deberá entregarse por el empleador, dentro de un término
de tres días hábiles, a la Inspección del Trabajo, la cual,
dentro de igual término, procederá a revisarlo bajo su más
estricta responsabilidad. En caso de que no estuviese
ajustado a la Ley, la Inspección del Trabajo, dentro de tres
días, hará a las partes las observaciones correspondientes,
a fin de que hagan las modificaciones respectivas. El em-
pleador deberá presentarlo nuevamente a la misma Inspec-
ción del Trabajo.

Artículo 320. Los empleadores están obligados a llevar un
“Libro de registro de trabajadores a domicilio”, autorizado
por la Inspección del Trabajo, en el que constarán los datos
siguientes:

I. Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil del traba-
jador y domicilio o local donde se ejecute el trabajo;

II. Días y horario para la entrega y recepción del trabajo y
para el pago de los salarios;

IIl. Naturaleza, calidad y cantidad del trabajo;
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IV. Materiales y útiles que en cada ocasión se proporcionen
al trabajador, valor de los mismos y forma de pago de los
objetos perdidos o deteriorados por culpa del trabajador;

V. Forma y monto del salario; y

VI. Los demás datos que señalen los reglamentos:

Los libros estarán permanentemente a disposición de la
Inspección del Trabajo.

Artículo 321. Los empleadores entregarán gratuitamente a
sus trabajadores a domicilio una libreta foliada y autoriza-
da por la Inspección del Trabajo, que se denominará “Li-
breta de trabajo a domicilio” y en la que se anotarán los da-
tos a que se refieren las fracciones I, II y V del artículo
anterior, y en cada ocasión que se proporcione trabajo, los
mencionados en la fracción IV del mismo artículo.

La falta de libreta no priva al trabajador de los derechos
que le correspondan de conformidad con las disposiciones
de esta Ley.

Artículo 324. Los empleadores tienen las obligaciones es-
peciales siguientes: 

I. Fijar las tarifas de salarios en lugar visible de los locales
donde proporcionen o reciban el trabajo;

II. Proporcionar los materiales y útiles de trabajo en las fe-
chas y horas convenidos;

III. Recibir oportunamente el trabajo y pagar los salarios en
la forma y fechas estipuladas;

IV. Hacer constar en la libreta de cada trabajador, al mo-
mento de recibir el trabajo, las pérdidas o deficiencias que,
resulten, no pudiendo hacerse ninguna reclamación poste-
rior; y

V. Proporcionar a los inspectores y a la Comisión Nacional
de los Salarios Mínimos los informes que les soliciten.

Artículo 326. Los trabajadores a domicilio tienen las obli-
gaciones especiales siguientes:

I. Poner el mayor cuidado en la guarda y conservación de
los materiales y útiles que reciban del empleador;

II. Elaborar los productos de acuerdo con la calidad conve-
nida y acostumbrada;

III. Recibir y entregar el trabajo en los días y horas conve-
nidos; y

IV. Indemnizar al empleador por la pérdida o deterioro que
por su culpa sufran los materiales y útiles que reciban. La
responsabilidad del trabajador a domicilio se rige por la
disposición contenida en el artículo 110, fracción I.

Artículo 330. Los Inspectores del Trabajo tienen las atri-
buciones y deberes especiales siguientes:

I. Comprobar si las personas que proporcionan trabajo a
domicilio se encuentran inscritas en el “Registro de emplea-
dores”. En caso de que no lo estén, les ordenarán que se re-
gistren, apercibiéndolas que de no hacerlo en un término
no mayor de 10 días, se les aplicarán las sanciones que se-
ñala esta Ley;

II. Comprobar si se llevan correctamente y se encuentran al
día los “Libros de registro de trabajadores a domicilio” y
las “Libretas de trabajo a domicilio”;

III. Vigilar que la tarifa de salarios se fije en lugar visible
de los locales en donde se reciba y proporcione el trabajo;

IV. Verificar si los salarios se pagan de acuerdo con la tari-
fa respectiva;

V. Vigilar que los salarios no sean inferiores a los que se
paguen en la empresa al trabajador similar;

VI. Practicar visitas en los locales donde se ejecute el tra-
bajo, para vigilar que se cumplan las disposiciones sobre
higiene y seguridad; y

VII. Informar a la Comisión Nacional de los Salarios Mí-
nimos las diferencias de salarios que adviertan, en relación
con los que se paguen a trabajadores que ejecuten trabajos
similares.

CAPITULO XIII

Trabajadores Domésticos 

Artículo 337. Los empleadores tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:
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I. Guardar consideración al trabajador doméstico, abste-
niéndose de todo mal trato de palabra o de obra;

II. Proporcionar al trabajador un local cómodo e higiénico
para dormir, una alimentación sana y satisfactoria y condi-
ciones de trabajo que aseguren la vida y la salud; y

III. El empleador deberá cooperar para la instrucción gene-
ral del trabajador doméstico, de conformidad con las nor-
mas que dicten las autoridades correspondientes.

Artículo 338. Además de las obligaciones a que se refiere
el artículo anterior, en los casos de enfermedad que no sea
de trabajo, el empleador deberá:

I. Pagar al trabajador doméstico el salario que le corres-
ponda hasta por un mes;

II. Si la enfermedad no es crónica, proporcionarle asisten-
cia médica entre tanto se logra su curación o se hace cargo
del trabajador algún servicio asistencial; y

III. Si la enfermedad es crónica y el trabajador ha prestado
sus servicios durante seis meses por lo menos, proporcio-
narle asistencia médica hasta por tres meses, o antes si se
hace cargo del trabajador algún servicio asistencial. 

Artículo 339. En caso de muerte, el empleador sufragará
los gastos del sepelio. 

Artículo 340. Los trabajadores domésticos tienen las obli-
gaciones especiales siguientes:

I. Guardar al empleador, a su familia y a las personas que
concurran al hogar donde prestan sus servicios, considera-
ción y respeto; y

II. Poner el mayor cuidado en la conservación del menaje
de la casa. 

Artículo 342. El trabajador doméstico podrá dar por ter-
minada en cualquier tiempo la relación de trabajo, dando
aviso al empleador con ocho días de anticipación.

Artículo 343. El empleador podrá dar por terminada la re-
lación de trabajo sin responsabilidad, dentro de los treinta
días siguientes a la iniciación del servicio; y en cualquier
tiempo, sin necesidad de comprobar la causa que tenga pa-
ra ello, pagando la indemnización que corresponda de con-

formidad con lo dispuesto en los artículos 49, fracción IV,
y 50.

CAPITULO XIV

Trabajo en Hoteles, Restaurantes, Bares Otros Estableci-
mientos Análogos 

Artículo 346. Las propinas son parte del salario de los tra-
bajadores a que se refiere este capítulo en los términos del
artículo 347.

Los empleadores no podrán reservarse ni tener participa-
ción alguna en ellas.

CAPITULO XVI

Trabajos de Médicos Residentes en Periodo 
de Adiestramiento en una Especialidad 

Artículo 353-A. Para los efectos de este capítulo, se en-
tiende por:

I. Médico residente: El profesional de la medicina con títu-
lo legalmente expedido y registrado ante las autoridades
competentes, que ingrese a una unidad médica receptora de
residentes, para cumplir con una residencia. 

II. Unidad médica receptora de residentes, el estableci-
miento hospitalario en el cual se pueden cumplir las resi-
dencias, que para los efectos de la Ley General de Salud,
exige la especialización de los profesionales de la medici-
na;

III. Residencia: El conjunto de actividades que deba cum-
plir un médico residente en periodo de adiestramiento, pa-
ra realizar estudios y prácticas de postgrado, respecto de la
disciplina de la salud a que pretenda dedicarse, dentro de
una unidad médica receptora de residentes, durante el tiem-
po y conforme a los requisitos que señalen las disposicio-
nes académicas respectivas.

Artículo 353-D. Son obligaciones especiales del médico
residente, las siguientes:

I. Cumplir la etapa de instrucción académica y el adiestra-
miento, de acuerdo con el programa docente académico
que esté vigente en la unidad médica receptora de residen-
tes;
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II. Acatar las órdenes de las personas designadas para im-
partir el adiestramiento o para dirigir el desarrollo del tra-
bajo, en lo concerniente a aquél y a éste;

III. Cumplir las disposiciones internas de la unidad médica
receptora de residentes de que se trate, en cuanto no con-
traríen las contenidas en esta Ley;

IV. Asistir a las conferencias de teoría, sesiones clínicas,
anatomoclínicas, clinicorradiológicas, bibliográficas y de-
más actividades académicas que se señalen como parte de
los estudios de especialización;

V. Permanecer en la unidad médica receptora de residentes,
en los términos del artículo siguiente; y

VI. Someterse y aprobar los exámenes periódicos de eva-
luación de conocimientos y destreza adquiridos, de acuer-
do con las disposiciones académicas y normas administra-
tivas de la unidad correspondiente.

Artículo 353-G. Son causas especiales de rescisión de la
relación de trabajo, sin responsabilidad para el empleador,
además de la que establece el artículo 47, las siguientes:

I. El incumplimiento de las obligaciones a que aluden las
fracciones I, II, III y VI del artículo 353-D;

II. La violación de las normas técnicas o administrativas
necesarias para el funcionamiento de la unidad médica re-
ceptora de residentes en la que se efectúe la residencia;

III. La Comisión de faltas a las normas de conducta propias
de la profesión médica, consignados en el reglamento inte-
rior de trabajo de la unidad médica receptora de residentes.

CAPITULO XVII

Trabajo en las Universidades e Instituciones 
de Educación Superior 

Autónomas por Ley

Artículo 353-S. En las Juntas de Conciliación y Arbitraje,
funcionarán Juntas Especiales que conocerán de los asun-
tos laborales de las universidades e instituciones de educa-
ción superior autónomas por ley y se integrarán con el Pre-
sidente respectivo, el representante de cada universidad o
institución el representante de sus trabajadores académicos
o administrativos que corresponda.

TITULO SEPTIMO

RELACIONES COLECTIVAS DE TRABAJO

CAPITULO I

Coaliciones 

Artículo 354. La Ley reconoce la libertad de coalición de
trabajadores empleadores. 

Artículo 355. Coalición es el acuerdo temporal de un gru-
po de trabajadores o de empleadores para la defensa de sus
intereses comunes.

CAPITULO II

Sindicatos, federaciones y confederaciones

Artículo 356. Sindicato es la asociación de trabajadores o
empleadores, constituida para el estudio, mejoramiento de-
fensa de sus respectivos intereses.

Artículo 357. Los trabajadores y los empleadores tienen el
derecho de constituir sindicatos, sin necesidad de autoriza-
ción previa.

Cualquier injerencia indebida será sancionada en los térmi-
nos que disponga esta Ley.

Artículo 360. Los sindicatos de trabajadores pueden ser:

I. Gremiales, los formados por trabajadores de una misma
profesión, oficio o especialidad;

II. De empresa, los formados por trabajadores que presten
sus servicios en una misma empresa;

III. Industriales, los formados por trabajadores que presten
sus servicios en dos o más empresas de la misma rama in-
dustrial;

IV. Nacionales de industria, los formados por trabajadores
que presten sus servicios en una o varias empresas de la
misma rama industrial, instaladas en dos o más Entidades
Federativas.

V. (Se suprime)
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Artículo 361. Los sindicatos de empleadores pueden ser:

I. Los formados por empleadores de una o varias ramas de
actividades; y

II. Nacionales, los formados por empleadores de una o va-
rias ramas de actividades de distintas Entidades Federati-
vas;

III. Industriales, los formados por empleadores de la mis-
ma rama industrial en una o varias Entidades Federativas.

Artículo 364. Los sindicatos deberán constituirse con
veinte trabajadores en servicio activo o con tres empleado-
res, por lo menos. Para la determinación del número míni-
mo de trabajadores, se tomarán en consideración aquellos
cuya relación de trabajo hubiese sido rescindida, suspendi-
da o dada por terminada dentro del periodo comprendido
entre los treinta días anteriores a la fecha de presentación
de la solicitud de registro del sindicato la en que se otorgue
éste.

Artículo 365. Los sindicatos deben registrarse en la Secre-
taría del Trabajo y Previsión Social en los casos de compe-
tencia federal y en las Juntas de Conciliación y Arbitraje en
los de competencia local, a cuyo efecto remitirán por du-
plicado, manifestando bajo protesta de decir verdad que
son veraces los documentos siguientes:

I. Copia autorizada del acta de la asamblea constitutiva;

II. Una lista con el número, nombres y domicilios de sus
miembros y con el nombre y domicilio de los empleadores,
empresas o establecimientos en los que se prestan los ser-
vicios;

III. Copia autorizada de los estatutos; y

IV. Copia autorizada del acta de la asamblea en que se hu-
biese elegido la directiva. 

Todas las copias deberán estar autorizadas por las personas
facultadas en los estatutos.

A falta de alguno de los documentos a que se refieren las
fracciones anteriores, el registrador requerirá al solicitante
a fin de que subsane dicha omisión en un término no ma-
yor a treinta días. Transcurrido dicho término sin que se ex-
hiban los documentos requeridos, se tendrá por no hecha la
solicitud de registro.

Artículo 368. El registro del sindicato y de su directiva,
otorgado por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social o
por las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje, produ-
ce efectos ante todas las autoridades y ante terceros.

Artículo 369. El registro del sindicato podrá cancelarse
únicamente:

I. En caso de disolución;

II. Por dejar de tener los requisitos legales; y

III. Por no haber cumplido, en el término de un año, con las
obligaciones establecidas en las fracciones II y III del artícu-
lo 377, así como por dejar de solicitar la revisión integral de
los contratos colectivos de trabajo durante dos veces con-
secutivas.

La Junta de Conciliación Arbitraje resolverá acerca de la
cancelación del registro.

Artículo 369-Bis. La Junta correspondiente conocerá de la
cancelación de registro a solicitud de:

I. El propio sindicato; y

II. Toda persona con interés jurídico.

Artículo 371. Los estatutos de los sindicatos contendrán: 

I. Denominación que los distinga de los demás;

II. Domicilio;

III. Objeto;

III-Bis. Radio de acción;

IV. Duración. Faltando esta disposición se entenderá cons-
tituido el sindicato por tiempo indeterminado; 

V. Condiciones de admisión de miembros; 

VI. Obligaciones y derechos de los asociados;

VII. Motivos y procedimientos de expulsión y correcciones
disciplinarias. En los casos de expulsión se observarán las
normas siguientes:
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a) La asamblea de trabajadores se reunirá para el solo efec-
to de conocer de la expulsión.

b) Cuando se trate de sindicatos integrados por secciones,
el procedimiento de expulsión se llevará a cabo ante la
asamblea de la sección correspondiente, pero el acuerdo de
expulsión deberá someterse a la decisión de los trabajado-
res de cada una de las secciones que integren el sindicato.

c) El trabajador afectado será oído en defensa, de confor-
midad con las disposiciones contenidas en los estatutos.

d) La asamblea conocerá de las pruebas que sirvan de base
al procedimiento y de las que ofrezca el afectado. 

e) Los trabajadores no podrán hacerse representar ni emitir
su voto por escrito.

f) La expulsión deberá ser aprobada por mayoría de las dos
terceras partes del total de los miembros del sindicato.

g) La expulsión sólo podrá decretarse por los casos expre-
samente consignados en los estatutos, debidamente com-
probados y exactamente aplicables al caso;

VIII. Forma de convocar a asamblea, época de celebración
de las ordinarias y quórum requerido para sesionar. En el
caso de que la directiva no convoque oportunamente a las
asambleas previstas en los estatutos,. los trabajadores que
representen el treinta y tres por ciento del total de los
miembros del sindicato o de la sección, por lo menos, po-
drán solicitar de la directiva que convoque a la asamblea, y
si no lo hace dentro de un término de diez días, podrán los
solicitantes hacer la convocatoria, en cuyo caso, para que
la asamblea pueda, sesionar y adoptar resoluciones, se re-
quiere que concurran las dos terceras partes del total de los
miembros del sindicato o de la sección.

IX. Procedimiento para la elección de la directiva y núme-
ro de sus miembros, que podrá ser mediante voto secreto o
votación directa;

X. Periodo de duración de la directiva;

XI. Normas para la administración, adquisición y disposi-
ción de los bienes, patrimonio del sindicato;

XII. Forma de pago y monto de las cuotas sindicales;

XIII. Epoca de presentación de cuentas y sanciones a sus
directivos en caso de incumplimiento;

XIV. Normas para la liquidación del patrimonio sindical; y

XV. Las demás normas que apruebe la asamblea.

Artículo 373. La directiva de los sindicatos, en los térmi-
nos que establezcan sus estatutos, deberá rendir a la asam-
blea cada seis meses, por lo menos, cuenta completa y de-
tallada de la administración del patrimonio sindical. Esta
obligación no es dispensable.

Artículo 376. La representación del sindicato se ejercerá
por su secretario general o por la persona que designe su
directiva, salvo disposición especial de los estatutos.

Los miembros de la directiva que sean separados por el
empleador o que se separen por causa imputable a éste,
continuarán ejerciendo sus funciones salvo lo que dispon-
gan los estatutos. 

Artículo 377. Son obligaciones de los sindicatos:

I. Proporcionar los informes que les soliciten las autorida-
des del trabajo, siempre que se refieran exclusivamente a
su actuación como sindicatos;

II. Comunicar a la autoridad ante la que estén registrados,
dentro de un término de diez días, los cambios de su direc-
tiva y las modificaciones de los estatutos, acompañando
por duplicado copia autorizada de las actas respectivas;

III. Informar a la misma autoridad cada seis meses, por lo
menos, de las altas y bajas de sus miembros.

Artículo 380. Los bienes del sindicato son los que integran
su patrimonio. En caso de disolución, si no hay disposición
expresa en los estatutos, aquellos pasarán al patrimonio de
la Federación a la que pertenezca y, a falta de ésta, a la
Confederación a la cual estén agremiados.

Si los estatutos determinan que los bienes se repartirán en-
tre los agremiados, se entiende por éstos a quienes estén en
activo hasta un año antes de la disolución.

La representación del sindicato subsistirá para el solo efec-
to de entrega, reparto, liquidación o venta de los bienes; sin
embargo, podrá revocarse si así lo determina la mayoría de
los ex trabajadores con derecho al reparto.
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Artículo 384. Las federaciones y confederaciones deben
registrarse ante la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial.

Es aplicable a las federaciones y confederaciones lo dis-
puesto en el párrafo final del artículo 366.

CAPITULO III

Contrato Colectivo de Trabajo

Artículo 386. Contrato colectivo de trabajo es el convenio
celebrado entre uno o varios sindicatos de trabajadores y
uno o varios empleadores, o uno o varios sindicatos de em-
pleadores, con objeto de establecer las condiciones según
las cuales debe prestarse el trabajo en una o más empresas
o establecimientos.

Artículo 387. El empleador que emplee trabajadores
miembros de un sindicato tendrá obligación de celebrar
con éste, cuando lo solicite, un contrato colectivo.

En este caso el sindicato deberá cumplir con las siguientes
condiciones: La solicitud deberá ser formulada por escrito
y contendrá la firma de los representantes del sindicato así
como la de los trabajadores que como miembros represen-
ta. Se acompañará de las constancias vigentes expedidas
por la autoridad registradora correspondiente relativas a la
inscripción de: 

a) Su directiva;

b) Los estatutos, en la parte relativa a su objeto y radio de
acción, que comprendan la rama de industria o la actividad
de la empresa o establecimiento con el que pretende cele-
brarlo; y

c) El padrón de los agremiados del sindicato que laboren en
la empresa o establecimiento.

Si el empleador se niega a firmar el contrato, podrán los
trabajadores ejercitar el derecho de huelga consignado en
el artículo 450.

Artículo 390. El contrato colectivo de trabajo deberá cele-
brarse por escrito, bajo pena de nulidad. Se hará por tripli-
cado, entregándose un ejemplar a cada una de las partes y
se depositará el otro tanto en la Junta de Conciliación y Ar-
bitraje que corresponda.

El contrato surtirá efectos desde la fecha y hora de presen-
tación del documento, salvo que las partes hubiesen con-
venido en una fecha distinta.

No se podrá depositar el contrato colectivo que omita ane-
xar las constancias a que se refiere el artículo 387.

Artículo 395. En el contrato colectivo podrá establecerse
que el empleador admitirá exclusivamente como trabaja-
dores a quienes sean miembros del sindicato contratante.
Esta cláusula y cualesquiera otras que establezcan privile-
gios en su favor, no podrán aplicarse en perjuicio de los tra-
bajadores que no formen parte del sindicato y que ya pres-
ten sus servicios en la empresa o establecimiento con
anterioridad a la fecha en que el sindicato solicite la cele-
bración o revisión del contrato colectivo y la inclusión en
él de la cláusula de exclusión.

Podrá también establecerse que el empleador separará del
trabajo a los miembros que renuncien o sean expulsados
del sindicato contratante.

Artículo 398. En la revisión del contrato colectivo se ob-
servarán las normas siguientes:

I. Si se celebró por un solo sindicato de trabajadores o por
un solo empleador, cualquiera de las partes podrá solicitar
su revisión;

II. Si se celebró por varios sindicatos de trabajadores, la re-
visión se hará siempre que los solicitantes representen el
cincuenta y uno por ciento de la totalidad de los miembros
de los sindicatos, por lo menos; y

III. Si se celebró por varios empleadores, la revisión se ha-
rá siempre que los solicitantes tengan el cincuenta uno por
ciento de la totalidad de los trabajadores afectados por el
contrato, por lo menos.

Artículo 402. Si firmado un contrato colectivo, un emplea-
dor se separa del sindicato que lo celebró, el contrato regi-
rá, no obstante, las relaciones de aquel empleador con el
sindicato o sindicatos de sus trabajadores.

CAPITULO IV

(sic) Abarquen una o más de dichas Entidades, o en todo el
territorio nacional.
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Artículo 407. La solicitud se presentará a la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, si se refiere a dos o más Enti-
dades Federativas o a industrias de jurisdicción federal, o
al Gobernador del Estado o Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, si se trata de industrias de jurisdicción local.

Artículo 409. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social,
el Gobernador del Estado o el Jefe de Gobierno del Distri-
to Federal, después de verificar el requisito de mayoría, si
a su juicio es oportuna y benéfica para la industria la cele-
bración del contrato-ley, convocará a una convención a los
sindicatos de trabajadores a los empleadores que puedan
resultar afectados.

Artículo 411. La convención será presidida por el Secreta-
rio del Trabajo y Previsión Social, o por el Gobernador del
Estado o por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, o por
el representante que al efecto designen.

La convención formulará su reglamento e integrará las co-
misiones que juzgue conveniente. 

Artículo 412. El contrato-ley contendrá:

I. Los nombres y domicilios de los sindicatos de trabajado-
res y de los empleadores que concurrieron a la convención;

II. La Entidad o Entidades Federativas, la zona o zonas que
abarque o la expresión de regir en todo Territorio nacional; 

III. Su duración, que no podrá exceder de dos años;

IV. Las condiciones de trabajo señaladas en el artículo 391,
fracciones IV, V, VI y IX;

V. Las reglas conforme a las cuales se formularán los pla-
nes y programas para la implantación de la capacitación y
el adiestramiento en la rama de la industria de que se trate;
y,

VI. Las demás estipulaciones que convengan las partes.

Artículo 414. El convenio deberá ser aprobado por la ma-
yoría de los trabajadores a que se refiere el artículo 406 y
por la mayoría de los empleadores que tengan a su servicio
la misma mayoría de trabajadores.

Aprobado el convenio en los términos del párrafo anterior,
el Presidente de la República o el Gobernador del Estado o
el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, lo publicarán en el

Diario Oficial de la Federación o en el Periódico Oficial de
la Entidad Federativa, declarándolo contrato-ley en la rama
de la industria considerada, para todas las empresas o esta-
blecimientos que existan o se establezcan en el futuro en la
Entidad o Entidades Federativas, en la zona o zonas que
abarque o en todo el territorio nacional.

Artículo 415. Si el contrato colectivo ha sido celebrado
por una mayoría de dos terceras partes de los trabajadores
sindicalizados de determinada rama de la industria, en una
o varias Entidades Federativas, en una o varias zonas eco-
nómicas, o en todo el territorio nacional, podrá ser elevado
a la categoría de contrato-ley, previo cumplimiento de los
requisitos siguientes:

I. La solicitud deberá presentarse por los sindicatos de tra-
bajadores o por los empleadores ante la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social, el Gobernador del Estado o el Je-
fe de Gobierno del Distrito Federal, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 407;

II. Los sindicatos de trabajadores y los empleadores com-
probarán que satisfacen el requisito de mayoría señalado en
el artículo 406;

III. Los peticionarios acompañarán a su solicitud copia del
contrato y señalarán la autoridad ante la que esté deposita-
do;

IV. La autoridad que reciba la solicitud, después de verifi-
car el requisito de mayoría, ordenará su publicación en el
Diario Oficial de la Federación o en el Periódico Oficial de
la Entidad Federativa, y señalará un término no menor de
quince días para que se formulen oposiciones;

V. Si no se formula oposición dentro, del término señalado
en la convocatoria, el Presidente de la República, el Go-
bernador del Estado o el Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, declarará obligatorio el contrato-ley, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 414; y

VI. Si dentro del plazo señalado en la convocatoria se for-
mula oposición, se observarán las normas siguientes:

a) Los trabajadores y los empleadores dispondrán de un
término de quince días para presentar por escrito sus ob-
servaciones, acompañadas de las pruebas que las justifi-
quen.
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b) El Presidente de la República, el Gobernador del Estado
o el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, tomando en con-
sideración los datos del expediente, podrá declarar la obli-
gatoriedad del contrato-ley.

Artículo 419. En la revisión del contrato-ley se observarán
las normas siguientes:

I. Podrán solicitar la revisión los sindicatos de trabajadores
o los empleadores que representen las mayorías señaladas
en el artículo 406;

II. La solicitud se presentará a la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social, al Gobernador del Estado o al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, 90 días antes del vencimiento
del contrato-ley, por lo menos;

III. La autoridad que reciba la solicitud, después de verifi -
car el requisito de mayoría, convocará a los sindicatos de
trabajadores y a los empleadores afectados a una conven-
ción, que se regirá por lo dispuesto en el artículo 411; y

IV. Si los sindicatos de trabajadores y los empleadores lle-
gan a un convenio, la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social, el Gobernador del Estado o el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, ordenará su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación o en el Periódico Oficial de la Enti -
dad Federativa. Las reformas surtirán efectos a partir del
día de su publicación, salvo que la convención señale una
fecha distinta.

Artículo 421. El contrato-ley terminará:

I. Por mutuo consentimiento de las partes que representen
la mayoría a que se refiere el artículo 406; y

II. Si al concluir el procedimiento de revisión, los sindica-
tos de trabajadores y los empleadores no llegan a un con-
venio, salvo que aquellos ejerciten el derecho de huela.

CAPITULO V

Reglamento Interior de Trabajo

Artículo 422. Reglamento interior de trabajo es el conjun-
to de disposiciones obligatorias para trabajadores y emplea-
dores en el desarrollo de los trabajos en una empresa o es-
tablecimiento.

No son materia del reglamento las normas de orden técni-

co y administrativo qué formulen directamente las empre-
sas para la ejecución de los trabajos. 

Artículo 424. En la formación del reglamento se observa-
rán las normas siguientes:

I. Se formulará por una Comisión mixta de representantes
de los trabajadores y del empleador;

Il. Si las partes se ponen de acuerdo, cualquiera de ellas,
dentro de los ocho días siguientes a su firma, lo depositará
ante la Junta de Conciliación y Arbitraje;

III. No producirán ningún efecto legal las disposiciones
contrarias a esta Ley, a sus reglamentos, y a los contratos
colectivos  y contratos ley;

IV. Los trabajadores o el empleador, en cualquier tiempo,
podrán solicitar de la Junta se subsanen las omisiones del
reglamento o se revisen sus disposiciones contrarias a esta
Ley y demás normas de trabajo.

CAPITULO VI

Modificación Colectiva de las Condiciones de Trabajo

Artículo 426. Los sindicatos de trabajadores o los emplea-
dores podrán solicitar de las Juntas de Conciliación y Ar-
bitraje la modificación de las condiciones de trabajo conte-
nidas en los contratos colectivos o en los contratos-ley:

I. Cuando existan circunstancias económicas que la justifi-
quen; y

II. Cuando él aumento del costo de la vida origine un dese-
quilibrio entre el capital y el trabajo.

La solicitud se ajustará a lo dispuesto en los artículos 398
y 419, fracción I, y se tramitará de conformidad con las dis-
posiciones para conflictos colectivos de naturaleza econó-
mica.

CAPITULO VII

Suspensión Colectiva de las Relaciones 
de Trabajo

Artículo 427. Son causas de suspensión temporal de las re-
laciones de trabajo en una empresa o establecimiento:
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I. La fuerza mayor o el caso fortuito no imputable al em-
pleador, o su incapacidad física o mental o su muerte, que
produzca como consecuencia necesaria, inmediata y direc-
ta, la suspensión de los trabajos;

II. La falta de materia prima, no imputable al empleador;

III. El exceso de producción con relación a sus condiciones
económicas y a las circunstancias del mercado;

IV. La incosteabilidad, de naturaleza temporal, notoria y
manifiesta de la explotación;

V. La falta de fondos y la imposibilidad de obtenerlos para
la prosecución normal de los trabajos, si se comprueba ple-
namente por el empleador; y

VI. La falta de ministración por parte del Estado de las can-
tidades que se haya obligado a entregar a las empresas con
las que hubiese contratado trabajos o servicios, siempre
que aquéllas sean indispensables.

Artículo 429. En los casos señalados en el artículo 427, se
observarán las normas siguientes:

I. Si se trata de la fracción I, el empleador o su represen-
tante, dará aviso de la suspensión a la Junta de Concilia-
ción y Arbitraje, para que ésta, previo el procedimiento
consignado en el artículo 782 y siguientes, la apruebe o
desapruebe;

II. Si se trata de las fracciones III a V, el empleador, pre-
viamente a la suspensión; deberá obtener la autorización de
la Junta de Conciliación y Arbitraje, de conformidad con
las disposiciones para conflictos colectivos de naturaleza
económica; y

III. Si se trata de las fracciones II y VI, el empleador, pre-
viamente a la suspensión, deberá obtener la autorización de
la Junta de Conciliación y Arbitraje, de conformidad con
las disposiciones contenidas en el artículo 782 siguientes.

Artículo 431. El sindicato y los trabajadores podrán solici-
tar cada seis meses de la Junta de Conciliación y Arbitraje
que verifique si subsisten las causas que originaron la sus-
pensión. Si la Junta resuelve que no subsisten, fijará un tér-
mino no mayor de 30 días, para la reanudación de los tra-
bajos. Si el empleador no los reanuda, los trabajadores
tendrán derecho a la indemnización señalada en el artículo
50.

Artículo 432. El empleador deberá anunciar con toda
oportunidad la fecha de reanudación de los trabajos. Dará
aviso al sindicato, y llamará por los medios que sean ade-
cuados, a juicio de la Junta de Conciliación y Arbitraje, a
los trabajadores que prestaban sus servicios en la empresa
cuando la suspensión fue decretada, y estará obligado a re-
ponerlos en los puestos que ocupaban con anterioridad,
siempre que se presenten dentro del plazo que fije el mis-
mo empleador, que no podrá ser menor de treinta días, con-
tado desde la fecha del último llamamiento.

Si el empleador no cumple las obligaciones consignadas en
el párrafo anterior, los trabajadores podrán ejercitar las ac-
ciones a que se refiere el artículo 48. 

CAPITULO VIII

Terminación Colectiva de las Relaciones de Trabajo

Artículo 434. Son causas de terminación de las relaciones
de trabajo:

I. La fuerza mayor o el caso fortuito no imputable al em-
pleador, o su incapacidad física o mental o su muerte, que
produzca como consecuencia necesaria, inmediata y direc-
ta, la terminación de los trabajos;

II. La incosteabilidad notoria y manifiesta de la explota-
ción;

III. El agotamiento de la materia objeto de una industria
extractiva;

IV. Los casos del artículo 38; y

V. El concurso o la quiebra legalmente declarado, si la au-
toridad competente o los acreedores resuelven el cierre de-
finitivo de la empresa o la reducción definitiva de sus tra-
bajos.

Artículo 435. En los casos señalados en el artículo ante-
rior, se observarán las normas siguientes:

I. Si se trata de las fracciones I y V, se dará aviso de la ter-
minación a la Junta de Conciliación y Arbitraje, para que
ésta, previo el procedimiento consignado en el artículo 782
y siguientes, la apruebe o desapruebe;

II. Si se trata de la fracción III, el empleador, previamen-
te a la terminación, deberá obtener la autorización de la
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Junta de Conciliación y Arbitraje, de conformidad con las
disposiciones contenidas en el artículo 782 y siguientes; y

III. Si se trata de la fracción II, el empleador, previamente
a la terminación, deberá obtener la autorización de la Jun-
ta de Conciliación y Arbitraje, de conformidad con las dis-
posiciones para conflictos colectivos de naturaleza econó-
mica.

Artículo 438. Si el empleador reanuda las actividades de
su empresa o crea una semejante, tendrá las obligaciones
señaladas en el artículo 154.

Lo dispuesto en el párrafo anterior es aplicable, en el caso
de que se reanuden los trabajos de la empresa declarada en
estado de concurso o quiebra.

Artículo 439. Cuando se trate de la implantación de ma-
quinaria o de procedimientos de trabajo nuevos, que traiga
como consecuencia la reducción de personal, a falta de
convenio, el empleador deberá obtener la autorización de
la Junta de Conciliación y Arbitraje, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 782 y siguientes. Los trabajadores
reajustados tendrán derecho a una indemnización de cuatro
meses de salario, más veinte días por cada año de servicios
prestados o la cantidad estipulada en los contratos de tra-
bajo si fuese mayor y a la prima de antigüedad a que se re-
fiere el artículo 162.

TITULO OCTAVO

HUELGAS

CAPITULO I

Disposiciones Generales 

Artículo 446. Huelga justificada es aquella cuyos motivos
son imputables al empleador. 

CAPITULO II

Objetivos Procedimientos de Huelga

Artículo 450. La huelga deberá tener por objeto:

I. Conseguir el equilibrio entre los diversos factores de la
producción, armonizando los derechos del trabajo con los
del capital;

II. Obtener del empleador o empleadores la celebración del
contrato colectivo de trabajo y exigir su revisión al termi-
nar el periodo de su vigencia, de conformidad con lo dis-
puesto en el Capítulo III del Título Séptimo;

III. Obtener de los empleadores la celebración del contra-
to-ley y exigir su revisión al terminar el periodo de su vi-
gencia, de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo IV
del Título Séptimo;

IV. Exigir el cumplimiento del contrato colectivo de traba-
jo o del contrato ley en las empresas o establecimientos en
que hubiese sido violado;

V. Exigir el cumplimiento de las disposiciones legales so-
bre participación de utilidades;

VI. Apoyar una huelga que tenga por objeto alguno de los
enumerados en las fracciones anteriores; y

VII. Exigir la revisión de los salarios contractuales a que se
refieren los artículo 399-Bis y 419-Bis.

Artículo 469. La huelga terminará:

I. Por acuerdo entre los trabajadores huelguistas y los em-
pleadores;

II. Si el empleador se allana, en cualquier tiempo, a las pe-
ticiones contenidas en el escrito de emplazamiento de
huelga y cubre los salarios que hubiesen dejado de percibir
los trabajadores;

III. Por laudo arbitral de la persona o comisión que libre-
mente elijan las partes; y

IV. Por laudo de la Junta de Conciliación y Arbitraje si los
trabajadores huelguistas someten el conflicto a su decisión.

TITULO DECIMO

RIESGOS DE TRABAJO

Artículo 488. El empleador queda exceptuado de las obli-
gaciones que determina el artículo anterior, en los casos y
con las modalidades siguientes:

I. Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador en es-
tado de embriaguez;
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II. Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador bajo
la acción de algún narcótico o droga enervante, salvo que
exista prescripción médica y que el trabajador hubiese
puesto el hecho en conocimiento del empleador y le hubie-
se presentado la prescripción suscrita por el médico;

III. Si el trabajador se ocasiona intencionalmente una le-
sión por sí solo o de acuerdo con otra persona; y

IV. Si la incapacidad es el resultado de alguna riña o inten-
to de suicidio.

El empleador queda en todo caso obligado a prestar los pri-
meros auxilios y a cuidar del traslado del trabajador a su
domicilio o a un centro médico.

Artículo 489. No libera al empleador de responsabilidad:

I. Que el trabajador explícita o implícitamente hubiese asu-
mido los riesgos de trabajo;

II. Que el accidente ocurra por torpeza o negligencia del
trabajador; y

III. Que el accidente sea causado por imprudencia o negli -
gencia de algún compañero de trabajo o de una tercera per-
sona.

Artículo 490. En los casos de falta inexcusable del emplea-
dor, la indemnización podrá aumentarse hasta en un veinti-
cinco por ciento, a juicio de la Junta de Conciliación y Ar-
bitraje. Hay falta inexcusable del empleador:

I. Si no cumple las disposiciones legales y reglamentarias
para la prevención de los riesgos de trabajo;

Il. Si habiéndose realizado accidentes anteriores, no adop-
ta las medidas adecuadas para evitar su repetición;

III. Si no adopta las medidas preventivas recomendadas
por las comisiones creadas por los trabajadores y los em-
pleadores, o por las Autoridades del Trabajo;

IV. Si los trabajadores hacen notar al empleador el peligro
que corren y éste no adopta las medidas adecuadas para
evitarlo; y

V. Si concurren circunstancias análogas, de la misma gra-
vedad a las mencionadas en las fracciones anteriores.

Artículo 491. Si el riesgo produce al trabajador una inca-
pacidad temporal, la indemnización consistirá en el pago
íntegro del salario que deje de percibir mientras subsista la
imposibilidad de trabajar. Este pago se hará desde el primer
día de la incapacidad.

Si a los tres meses de iniciada una incapacidad no está el
trabajador en aptitud de volver al trabajo, él mismo o el
empleador podrá pedir, en vista de los certificados médicos
respectivos, de los dictámenes que se rindan y de las prue-
bas conducentes, se resuelva si debe seguir sometido al
mismo tratamiento médico y gozar de igual indemnización
o procede declarar su incapacidad permanente con la in-
demnización a que tenga derecho. Estos exámenes podrán
repetirse cada tres meses. El trabajador percibirá su salario
hasta que se declare su incapacidad permanente y se deter-
mine la indemnización a que tenga derecho.

Artículo 492. Si el riesgo produce al trabajador una inca-
pacidad permanente parcial, la indemnización consistirá en
el pago del tanto por ciento que fija la tabla de valuación
de incapacidades, calculado sobre el importe que debería
pagarse si la incapacidad hubiese sido permanente total. Se
tomará el tanto por ciento que corresponda entre el máxi-
mo y el mínimo establecidos, tomando en consideración la
edad del trabajador, la importancia de la incapacidad y la
mayor o menor aptitud para ejercer actividades remunera-
das, semejantes a su profesión u oficio. Se tomará asimis-
mo en consideración si el empleador se ha preocupado por
la reeducación profesional del trabajador.

Artículo 494. El empleador no estará obligado a pagar una
cantidad mayor de la que corresponda a la incapacidad
permanente total aunque se reúnan más de dos incapacida-
des.

Artículo 497. Dentro de los dos años siguientes al en que
se hubiese fijado el grado de incapacidad, podrá el trabaja-
dor o el empleador solicitar la revisión del grado, si se
comprueba una agravación o una atenuación posterior.

Artículo 498. El empleador está obligado a reponer en su
empleo al trabajador que sufrió un riesgo de trabajo, si es-
tá capacitado, siempre que se presente dentro del año si-
guiente a la fecha en que se determinó su incapacidad.

No es aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior si el tra-
bajador recibió la indemnización por incapacidad perma-
nente total.
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Artículo 499. Si un trabajador víctima de un riesgo no pue-
de desempeñar su trabajo, pero si algún otro, el empleador
estará obligado a proporcionárselo, de conformidad con las
disposiciones del contrato colectivo de trabajo.

Artículo 503. Para el pago de la indemnización en los ca-
sos de muerte por riesgo de trabajo, se observarán las nor-
mas siguientes: 

I. El Inspector del Trabajo que reciba el aviso de la muer-
te, o la Junta de Conciliación y Arbitraje ante la que se re-
clame el pago de la indemnización, mandará practicar den-
tro de las veinticuatro horas siguientes una investigación
encaminada a averiguar qué personas dependían económi-
camente del trabajador y ordenará se fije un aviso en lugar
visible del establecimiento donde prestaba sus servicios,
convocando a los beneficiarios para que comparezcan ante
la Junta de Conciliación y Arbitraje, dentro de un término
de treinta días, a ejercitar sus derechos;

II. Si la residencia del trabajador en el lugar de su muerte
era menor de seis meses, se girará exhorto a la Junta de
Conciliación y Arbitraje o al Inspector del Trabajo del lu-
gar de la última residencia, a fin de que se practique la in-
vestigación y se fije el aviso mencionado en la fracción an-
terior;

III. La Junta de Conciliación y Arbitraje o el Inspector del
Trabajo, independientemente del aviso a que se refiere la
fracción I, podrá emplear los medios publicitarios que juz-
gue conveniente para convocar a los beneficiarios;

IV. El Inspector del Trabajo, concluida la investigación, re-
mitirá el expediente a la Junta de Conciliación y Arbitraje;

V. Satisfechos los requisitos señalados en las fracciones
que anteceden y comprobada la naturaleza del riesgo, la
Junta de Conciliación y Arbitraje, con audiencia de las par-
tes, dictará resolución, determinando qué personas tienen
derecho a la indemnización;

VI. La Junta de Conciliación y Arbitraje apreciará la rela-
ción de esposo, esposa, hijos y ascendientes, sin sujetarse a
las pruebas legales que acrediten el matrimonio o parentes-
co, pero no podrá dejar de reconocer lo asentado en las ac-
tas del Registro Civil; y

VII. El pago hecho en cumplimiento de la resolución de la
Junta de Conciliación y Arbitraje libera al empleador de
responsabilidad. Las personas que se presenten a deducir

sus derechos con posterioridad a la fecha en que se hubie-
se verificado el pago, sólo podrán deducir su acción en
contra de los beneficiarios que lo recibieron.

Artículo 504. Los empleadores tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:

I. Mantener en el lugar de trabajo los medicamentos mate-
rial de curación necesarios para primeros auxilios y adies-
trar personal para que los preste;

II. Cuando tenga a su servicio más de cien trabajadores, es-
tablecer una enfermería, dotada con los medicamentos y
material de curación necesarios para la atención médica y
quirúrgica de urgencia. Estará atendida por personal com-
petente, bajo la dirección de un médico cirujano. Si a jui-
cio de éste no se puede prestar la debida atención médica y
quirúrgica, el trabajador será trasladado a la población u
hospital en donde pueda atenderse a su curación;

III. Cuando tengan a su servicio más de trescientos traba-
jadores, instalar un hospital, con el personal médico y au-
xiliar necesario;

IV. Previo acuerdo con los trabajadores, podrán los emplea-
dores celebrar contratos con sanatorios u hospitales ubica-
dos en el lugar en que se encuentre el establecimiento o a
una distancia que permita el traslado rápido y cómodo de
los trabajadores, para que presten los servicios a que se re-
fieren las dos fracciones anteriores;

V. Dar aviso escrito a la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social, al Inspector del Trabajo y a la Junta de Conciliación
y Arbitraje, dentro de las 72 horas siguientes, de los acci-
dentes que ocurran, proporcionando los siguientes datos y
elementos:

a) Nombre y domicilio de la empresa;

b) Nombre y domicilio del trabajador; así como su puesto
o categoría y el monto de su salario; 

c) Lugar y hora del accidente, con expresión sucinta de los
hechos;

d) Nombre y domicilio de las personas que presenciaron el
accidente; y, 

e) Lugar en que se presta o haya prestado atención médica
al accidentado.
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VI. Tan pronto se tenga conocimiento de la muerte de un
trabajador por riesgos de trabajo, dar aviso escrito a las au-
toridades que menciona la fracción anterior, proporcionan-
do, además de los datos y elementos que señala dicha frac-
ción, el nombre y domicilio de las personas que pudieran
tener derecho a la indemnización correspondiente.

Artículo 505. Los médicos de las empresas serán designa-
dos por los empleadores. Los trabajadores podrán oponer-
se a la designación, exponiendo las razones en que se fun-
den. En caso de que las partes no lleguen a un acuerdo,
resolverá la Junta de Conciliación Arbitraje.

Artículo 507. El. trabajador que rehúse con justa causa re-
cibir la atención médica y quirúrgica que le proporcione el
empleador, no perderá los derechos que otorga este Título.

Artículo 508. La causa de la muerte por riesgo de trabajo
podrá comprobarse con los datos que resulten de la autop-
sia, cuando se practique, o por cualquier otro medio que
permita determinarla.

Si se practica la autopsia, los presuntos beneficiarios po-
drán designar un médico que la presencie. Podrán igual-
mente designar un médico que la practique, dando aviso a
la autoridad.

El empleador podrá designar un médico que presencie la
autopsia.

Artículo 509. En cada empresa o establecimiento se orga-
nizarán las comisiones de seguridad e higiene que se juz-
guen necesarias, compuesta por igual número de represen-
tantes de los trabajadores y del empleador, para investigar
las causas de los accidentes y enfermedades, proponer me-
didas para prevenirlos y vigilar que se cumplan.

En las empresas clasificadas en el índice más bajo de ries-
gos de trabajo por el Instituto Mexicano del Seguro Social,
se organizará una comisión integrada por un representante
de los trabajadores y uno de los empleadores.

Artículo 511. Los Inspectores del Trabajo tienen las atri-
buciones y deberes especiales siguientes:

I. Vigilar el cumplimiento de las normas legales y regla-
mentarias sobre prevención de los riesgos de trabajo y se-
guridad de la vida y salud de los trabajadores;

II. Hacer constar en actas especiales las violaciones que
descubran; y

III. Colaborar con los trabajadores y el empleador en la di-
fusión de las normas sobre prevención de riesgos, higiene
y salubridad.

Artículo 512-A. Con el objeto de estudiar y proponer la
adopción de medidas preventivas para abatir los riesgos en
los centros de trabajo, se organizará la Comisión Consulti-
va Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, integra-
da por representantes de las Secretarías del Trabajo y Pre-
visión Social y de Salud, y del Instituto Mexicano del
Seguro Social, así como por los que designen aquellas or-
ganizaciones nacionales de trabajadores y de empleadores
a las que convoque el titular de la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social, quien tendrá el carácter de Presidente de
la citada Comisión.

Artículo 512-B. En cada Entidad Federativa se constituirá
una Comisión Consultiva Estatal de Seguridad e Higiene
en el Trabajo, cuya finalidad será la de estudiar y proponer
la adopción de todas aquellas medidas preventivas para
abatir los riesgos en los centros de trabajo comprendidos en
su jurisdicción.

Dichas Comisiones Consultivas Estatales serán presididas
por los Gobernadores de las Entidades Federativas respec-
tivas y por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, y en su
integración participarán también representantes de las Se-
cretarías del Trabajo y Previsión Social y de Salud y del
Instituto Mexicano del Seguro Social; así como los que de-
signen las organizaciones de trabajadores y de empleado-
res a las que convoquen, conjuntamente, la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, el Gobernador de la Entidad
correspondiente y por el Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral.

El representante de la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social ante la Comisión Consultiva Estatal respectiva, fun-
girá como Secretario de la misma.

Artículo 512-D. Los empleadores deberán efectuar las mo-
dificaciones que ordenen las autoridades del trabajo a fin
de ajustar sus establecimientos, instalaciones o equipos a
las disposiciones de esta Ley, de sus reglamentos o de los
instructivos que con base en ellos expidan las autoridades
competentes. Si transcurrido el plazo que se les conceda
para tal efecto, no se han efectuado las modificaciones,
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social procederá a
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sancionar al empleador infractor, con apercibimiento de
sanción mayor en caso de no cumplir la orden dentro del
nuevo plazo que se le otorgue.

Si aplicadas las sanciones a que se hace referencia ante-
riormente, subsistiera la irregularidad, la Secretaría, to-
mando en cuenta la naturaleza de las modificaciones orde-
nadas y el grado de riesgo, podrá clausurar parcial o
totalmente el centro de trabajo hasta que se dé cumpli-
miento a la obligación respectiva, oyendo previamente la
opinión de la Comisión Mixta de Seguridad e Higiene co-
rrespondiente, sin perjuicio de que la propia Secretaría
adopte las medidas pertinentes para que el empleador cum-
pla con dicha obligación.

Cuando la Secretaría del Trabajo determine la clausura,
parcial o total, lo notificará por escrito, con tres días hábi-
les de anticipación a la fecha de la clausura, al empleador
y a los representantes del sindicato. Si los trabajadores no
están sindicalizados, el aviso se notificará por escrito a los
representantes de éstos ante la Comisión Mixta de Seguri-
dad e Higiene.

Artículo 512-E. La Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial establecerá la coordinación necesaria con la Secretaría
de Salud y con el Instituto Mexicano del Seguro Social pa-
ra la elaboración de programas el desarrollo de campañas
tendientes a prevenir accidentes enfermedades de trabajo.

TITULO DECIMO

PRESCRIPCION

Artículo 517. Prescriben en un mes:

I. Las acciones de los empleadores para despedir a los tra-
bajadores, para disciplinar sus faltas y para efectuar des-
cuentos en sus salarios; y

II. Las acciones de los trabajadores para separarse del tra-
bajo.

En los casos de la fracción I, la prescripción corre a partir,
respectivamente, del día siguiente a la fecha en que se ten-
ga conocimiento de la causa de la separación o de la falta,
desde el momento en que se comprueben los errores come-
tidos, o las pérdidas o averías imputables al trabajador, o
desde la fecha en que la deuda sea exigible.

En los casos de la fracción II, la prescripción corre a partir
de la fecha en que se tenga conocimiento de la causa de se-
paración.

Artículo 519. Prescriben en dos años:

I. Las acciones de los trabajadores para reclamar el pago de
indemnizaciones por riesgo de trabajo;

Il. Las acciones de los beneficiarios en los casos de muer-
te por riesgos de trabajo; y

III. Las acciones para solicitar la ejecución de los laudos de
las Juntas de Conciliación y Arbitraje y de los convenios
celebrados ante ellas. 

La prescripción corre, respectivamente, desde el momento
en que se determine el grado de la incapacidad para el tra-
bajo; desde la fecha de la muerte del trabajador, y desde el
día siguiente al en que hubiese quedado notificado el laudo
de la Junta o aprobado el convenio. Cuando el laudo im-
ponga la obligación de, reinstalar, el empleador podrá soli -
citar de la Junta que fije al trabajador un término no mayor
de treinta días para que regrese al trabajo, apercibiéndolo
que de no hacerlo, podrá el empleador dar por terminada la
relación de trabajo.

TITULO DECIMOPRIMERO

AUTORIDADES DEL TRABAJO 
Y SERVICIOS SOCIALES

CAPITULO I

Disposiciones Generales

Artículo 523. La aplicación de las normas de trabajo com-
pete, en sus respectivas jurisdicciones:

I. A la Secretaría del Trabajo y Previsión Social;

II. A las Secretarías de Hacienda y Crédito Público y de
Educación Pública;

III. A las autoridades de las Entidades Federativas, y a sus
direcciones o departamentos de trabajo;

IV. A la Procuraduría de la Defensa del Trabajo;
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V. Al Servicio Nacional del Empleo, Capacitación y Adies-
tramiento;

VI. A la Inspección del Trabajo;

VII. A la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos;

VIII. A la Comisión Nacional para la Participación de los
Trabajadores en las Utilidades de las Empresas;

IX. (Se suprime).

X. A la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje;

XI. A las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje; y

XII. Al Jurado de Responsabilidades.

Artículo 525. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social
contará con una unidad administrativa que, entre otras atri -
buciones tendrá las de proponer sistemas de diseño y eva-
luación de políticas sectoriales; realizar investigaciones y
análisis sobre el ámbito del trabajo y la previsión social, y
elaborar y procesar estadísticas y registros administrativos
laborales.

Artículo 526. Compete a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, la intervención que le señala el Título Terce-
ro, Capítulo VIII y a la Secretaría de Educación Pública, la
vigilancia del cumplimiento de las obligaciones que esta
Ley impone a los empleadores en materia educativa e in-
tervenir coordinadamente con la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social, en la capacitación y adiestramiento de los
trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto en el Capítulo IV
de este título.

CAPITULO II

Competencia Constitucional de las Autoridades 
del Trabajo

Artículo 527. La aplicación de las normas de trabajo co-
rresponde a las autoridades federales, cuando se trate de:

I. Ramas Industriales y de Servicios:

1. Textil;

2. Eléctrica;

3. Cinematográfica;

4. Hulera;

5. Azucarera;

6. Minera;

7. Metalúrgica y siderúrgica, abarcando la explotación de
los minerales básicos, el beneficio y la fundición de los
mismos, así como la obtención de hierro metálico y acero
a todas sus formas y ligas y los productos laminados de los
mismos;

8. De hidrocarburos;

9. Petroquímica;

10. Cementera,

11. Calera;

12. Automotriz, incluyendo autopartes mecánicas o eléctri-
cas;

13. Química, incluyendo la química farmacéutica y medi-
camentos;

14. De celulosa y papel;

15. De aceites y grasas vegetales;

16. Productora de alimentos, abarcando exclusivamente la
fabricación de los que sean empacados, enlatados o enva-
sados o que se destinen a ello;

17. Elaboradora de bebidas que sean envasadas o enlatadas
o que se destinen ello;

18. Ferrocarrilera;

19. Maderera básica que comprende la producción de ase-
rradero y la fabricación de triplay o aglutinados de made-
ra; 

20. Vidriera, exclusivamente por lo que toca a la fabrica-
ción de vidrio plano, liso o labrado o de envases de vi-
drio; 
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21. Tabacalera, que comprende el beneficio o fabricación
de productos de tabaco;

22. Servicios de banca y crédito. 

II. Empresas:

1. Aquéllas que sean administradas en forma directa o des-
centralizada por el Gobierno Federal;

2. Aquéllas que actúen en virtud de un contrato, permiso,
autorización, o concesión federal y las industrias que les
sean conexas y,

3. Aquéllas que ejecuten trabajos en zonas federales o que
se encuentren bajo jurisdicción federal, en las aguas terri-
toriales o en las comprendidas en la zona económica ex-
clusiva de la Nación.

También corresponderá alas autoridades federales la apli-
cación de las normas de trabajo en los asuntos relativos a
conflictos que afecten a dos o más Entidades Federativas;
contratos colectivos que hayan sido declarados obligato-
rios en más de una Entidad Federativa; y obligaciones de
los empleadores en las materias de capacitación y adiestra-
miento de sus trabajadores y de seguridad e higiene en los
centros de trabajo.

Artículo 529. En los casos no previstos por los artículos
537 y 528, la aplicación de las normas de trabajo corres-
ponde a las autoridades de las Entidades Federativas.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 527-A, las
autoridades de las Entidades Federativas deberán: 

I. Poner a disposición de las Dependencias del Ejecutivo
Federal competentes para aplicar esta ley, la información
que éstas les soliciten para estar en aptitud de cumplir sus
funciones;

II. Participar en la integración y funcionamiento del res-
pectivo Consejo Consultivo Estatal de Capacitación y
Adiestramiento;

III. Participar en la integración y funcionamiento de la co-
rrespondiente Comisión Consultiva Estatal de Seguridad e
Higiene en el Trabajo;

IV. Reportar a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social
las violaciones que cometan los empleadores en materia de

seguridad y de higiene de capacitación adiestramiento e in-
tervenir en la ejecución de las medidas que se adopten pa-
ra sancionar tales violaciones y para corregir las irregulari-
dades en las empresas o establecimientos sujetos a
jurisdicción local;

V. Coadyuvar con los correspondientes Comités Naciona-
les de Productividad y Capacitación;

VI. Auxiliar en la realización de los trámites relativos a
constancias de habilidades laborales y,

VII. Previa determinación general o solicitud específica de
las autoridades federales, adoptar aquellas otras medidas
que resulten necesarias para auxiliarlas en los aspectos
concernientes a tal determinación o solicitud.

CAPITULO III

Procuraduría de la Defensa del Trabajo

Artículo 531. La Procuraduría de la Defensa del Trabajo se
integrará con un Procurador General y con el número de
Procuradores Auxiliares que se juzgue necesario para la
defensa de los intereses de los trabajadores. Los nombra-
mientos se harán por el Secretario del Trabajo y Previsión
Social, por los Gobernadores de los Estados o por el Jefe
de Gobierno del Distrito Federal.

CAPITULO IV

Del Servicio Nacional del Empleo, Capacitación 
y Adiestramiento

Artículo 537. El Servicio Nacional del Empleo, Capacita-
ción y Adiestramiento tendrá los siguientes objetivos:

I. Estudiar y promover la generación de empleos;

II. Promover y supervisar la colocación de los trabajadores; 

III. Organizar; promover y supervisar políticas, técnicas,
estrategias y programas dirigidos a la capacitación y el
adiestramiento de los trabajadores; y 

IV. Registrar las constancias de habilidades laborales. 

Artículo 539. De conformidad con lo que dispone el artícu-
lo que antecede y para los efectos del 537, a la Secretaría
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del Trabajo y Previsión Social corresponden las siguientes
actividades: 

I. En materia de promoción de empleos:

a) Practicar estudios para determinar las causas del desem-
pleo y del subempleo de la mano de obra rural y urbana;

b) Analizar permanentemente el mercado de trabajo, esti-
mando su volumen y sentido de crecimiento;

c) Formular y actualizar permanentemente el Catálogo Na-
cional de Ocupaciones, en coordinación con la Secretaría
de Educación Pública; 

d) Promover, directa o indirectamente, el aumento de las
oportunidades de empleo;

e) Practicar estudios y formular planes y proyectos para
impulsar la ocupación en el país, así como procurar su co-
rrecta ejecución;

f) Proponer lineamientos para orientar la formación profe-
sional hacia las áreas con mayor demanda de mano de
obra;

g) Proponer la celebración de convenios en materia de em-
pleo, entre la Federación y las Entidades Federativas y,

h) En general, realizar todas aquéllas que las leyes y regla-
mentos encomienden a la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social en esta materia.

II. En materia de colocación de trabajadores:

a) Encauzar a los demandantes de trabajo hacia aquellas
personas que requieran sus servicios, dirigiendo a los soli-
citantes más adecuados, por su preparación y aptitudes, ha-
cia los empleos que les resulten más idóneos;

b) Autorizar y registrar, en su caso, el funcionamiento de
agencias privadas que se dediquen a la colocación de per-
sonas;

c) Vigilar que las entidades privadas a que alude el inciso
anterior, cumplan las obligaciones que les impongan esta
ley, sus reglamentos y las disposiciones administrativas de
las autoridades laborales;

d) Intervenir, en coordinación con las respectivas Unidades
Administrativas de las Secretarías de Gobernación, de
Contraloría y Desarrollo Administrativo, de Economía y de
Relaciones Exteriores, en la contratación de los nacionales
que vayan a prestar sus servicios en el extranjero;

e) Proponer la celebración de convenios en materia de co-
locación de trabajadores, entre la Federación y las Entida-
des Federativas; y,

f) En general, realizar todas aquéllas que las leyes y regla-
mentos encomienden a la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social en esta materia. 

III. En materia de capacitación o adiestramiento de traba-
jadores:

a) Se suprime.

b) Expedir convocatorias para formar Comités Nacionales
de Productividad y Capacitación, en aquellas ramas indus-
triales o actividades en que lo juzgue conveniente; así co-
mo la fijación de las bases relativas a la integración y fun-
cionamiento de dichos comités;

c) Estudiar y, en su caso, sugerir, en relación con cada ra-
ma industrial o actividad, la expedición de criterios gene-
rales idóneos para los planes y programas de capacitación
y adiestramiento, oyendo la opinión del Comité Nacional
de Productividad y Capacitación que corresponda; 

d) Se suprime.

e) Se suprime.

f) Estudiar y sugerir el establecimiento de sistemas genera-
les que permitan, capacitar o adiestrar a los trabajadores,
conforme al procedimiento de adhesión, convencional a
que se refiere el artículo 153-B;

g) Dictaminar sobre las sanciones que deban imponerse por
infracciones a las normas contenidas en el Capítulo III-Bis
del Título Cuarto;

h) Establecer coordinación con la Secretaría de Educación
Pública para sugerir, promover y organizar planes o pro-
gramas sobre capacitación y adiestramiento para el trabajo
y, en su caso, para la expedición de certificados, conforme
a lo dispuesto en esta ley, en los ordenamientos educativos
y demás disposiciones en vigor, e
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i) En general, realizar todas aquéllas que las leyes y regla-
mentos encomienden a la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social en esta materia.

IV. Se suprime.

Artículo 539-A. Para el cumplimiento de sus funciones en
relación con las empresas o establecimientos que pertenez-
can a ramas industriales o actividades de jurisdicción fede-
ral, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social será aseso-
rada por un Consejo Consultivo integrado por
representantes del Sector Público, de las organizaciones
nacionales de trabajadores y de las organizaciones nacio-
nales de empleadores, a razón de cinco miembros por cada
uno de ellos con sus respectivos suplentes.

Por el Sector Público participarán sendos representantes de
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social; de la Secreta-
ría de Educación Pública; de la Secretaría de Economía; de
la Secretaría de Energía y del Instituto Mexicano del Segu-
ro Social.

Los representantes de las organizaciones obreras y de los
empleadores, serán designados conforme a las bases que
expida la Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

El Consejo Consultivo será presidido por el Secretario del
Trabajo y Previsión Social; fungirá como Secretario del
mismo el funcionario que determine el Titular de la propia
Secretaría; y su funcionamiento se regirá por el Reglamen-
to que expida el propio Consejo.

Artículo 539-B. Cuando se trate de empresas o estableci-
mientos sujetos a jurisdicción local y para la realización de
las actividades a que se contraen las fracciones III y IV del
artículo 539, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social
será asesorada por Consejos Consultivos Estatales de Ca-
pacitación y Adiestramiento.

Los Consejos Consultivos Estatales estarán formados por
el Gobernador de la Entidad Federativa correspondiente,
quien los presidirá; sendos representantes de la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social, de la Secretaría de Educa-
ción Pública y del Instituto Mexicano del Seguro Social;
tres representantes de las organizaciones locales de traba-
jadores y tres representantes de las organizaciones de los
empleadores de la Entidad. El representante de la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social fungirá como Secretario
del Consejo.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social y el Goberna-
dor de la Entidad Federativa que corresponda expedirán,
conjuntamente, las bases conforme a las cuales deban de-
signarse los representantes de los trabajadores y de los em-
pleadores en los Consejos Consultivos mencionados y for-
mularán, al efecto, las invitaciones que se requieran.

Los Consejos Consultivos se sujetarán en lo que se refiere
a su funcionamiento interno, al reglamento que al efecto
expida cada una de ellos. 

Artículo 539-E. Podrán participar en la prestación del ser-
vicio a que se refiere el artículo anterior, otras dependen-
cias oficiales, instituciones docentes, organizaciones sindi-
cales o de los empleadores, instituciones de beneficencia y
demás asociaciones civiles que no persigan fines de lucro.
En estos casos, lo harán del conocimiento de la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social para fines de registro y con-
trol y para que esté en posibilidad de coordinar las accio-
nes en esta materia.

CAPITULO V

Inspección del Trabajo

Artículo 540. La Inspección del Trabajo tiene las funcio-
nes siguientes:

I. Vigilar el cumplimiento de las normas de trabajo;

II. Facilitar información técnica y asesorar a los trabajado-
res y a los empleadores sobre la manera más efectiva de
cumplir las normas de trabajo.

III. Poner en conocimiento de la autoridad las deficiencias
y las violaciones a las normas de trabajo que observe en las
empresas y establecimientos;

IV. Realizar los estudios y acopiar los datos que le solici-
ten las autoridades y los que juzgue conveniente para pro-
curar la armonía de las relaciones entre trabajadores y em-
pleadores; y

V. Las demás que le confieran las leyes. 

Artículo 541. Los Inspectores del Trabajo tienen los debe-
res y atribuciones siguientes:

I. Vigilar el cumplimiento de las normas de trabajo, espe-
cialmente de las que establecen los derechos y obligaciones
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de trabajadores y empleadores, de las que reglamentan el
trabajo de las mujeres y los menores, y de las que determi-
nan las medidas preventivas de riesgos de trabajo, seguri-
dad e higiene;

II. Visitar las empresas y establecimientos durante las ho-
ras de trabajo, diurno o nocturno, previa identificación;

III. Interrogar, solos o ante testigos, a los trabajadores y
empleadores, sobre cualquier asunto relacionado con la
aplicación de las normas de trabajo;

IV. Exigir la presentación de libros, registros u otros docu-
mentos, a que obliguen las normas de trabajo;

V. Sugerir se corrijan las violaciones a las condiciones de
trabajo;

VI. Sugerir se eliminen los defectos comprobados en las
instalaciones y métodos de trabajo cuando constituyan una
violación de las normas de trabajo o un peligro para la se-
guridad o salud de los trabajadores, y la adopción de las
medidas de aplicación inmediata en caso de peligro inmi-
nente;

VII. Examinar las sustancias y materiales utilizados en las
empresas y establecimientos cuando se trate de trabajos pe-
ligrosos; y 

VIII. Los demás que les confieran las leyes.

Los Inspectores del Trabajo deberán cumplir puntualmente
las instrucciones que reciban de sus superiores jerárquicos
en relación con el ejercicio de sus funciones.

Artículo 542. Los Inspectores del Trabajo tienen las obli-
gaciones siguientes:

I. Identificarse con credencial debidamente autorizada, an-
te los trabajadores y los empleadores;

II. Inspeccionar periódicamente las empresas y estableci-
mientos;

III. Practicar inspecciones extraordinarias cuando sean re-
queridos por sus superiores o cuando reciban alguna de-
nuncia respecto de violaciones a las normas de trabajo;

IV. Levantar acta de cada inspección que practiquen, con
intervención de los trabajadores y del empleador, haciendo

constar las deficiencias y violaciones a las normas de tra-
bajo, entregar una copia a las partes que hayan intervenido
y turnarla a la autoridad que corresponda; y

V. Las demás que les impongan las leyes.

Artículo 544. Queda prohibido a los Inspectores del Tra-
bajo:

I. Tener interés directo o indirecto en las empresas o esta-
blecimientos sujetos a su vigilancia;

II. Revelar los secretos industriales o comerciales y los
procedimientos de fabricación y explotación de que se en-
teren en el ejercicio de sus funciones; y

III. Representar o patrocinar a los trabajadores o a los em-
pleadores en los conflictos de trabajo. 

Artículo 546. Para ser Inspector del Trabajo se requiere:

I. Ser mexicano, mayor de edad, y estar en pleno ejercicio
de sus derechos;

II. Haber terminado la educación secundaria;

III. No pertenecer a las organizaciones de trabajadores o de
empleadores;

IV. Demostrar conocimientos suficientes de derecho del
trabajo y de la seguridad social y tener la preparación téc-
nica necesaria para el ejercicio de sus funciones;

V. No pertenecer al estado eclesiástico; y

VI. No haber sido condenado por delito intencional san-
cionado con pena corporal.

Artículo 547. Son causas especiales de responsabilidad de
los Inspectores del Trabajo.

I. No practicarles inspecciones a que se refiere el artículo
542, fracciones II y III;

II. Asentar hechos falsos en las actas que levanten;

III. La violación de las prohibiciones a que se refiere el ar-
tículo 544;
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IV. Recibir directa o indirectamente cualquier dádiva de los
trabajadores o de los empleadores;

V. No cumplir las órdenes recibidas de su superior jerár-
quico; y

VI. No denunciar al Ministerio Público, al empleador de
una negociación industrial, agrícola, minera, comercial o
de servicios que omita el pago o haya dejado de pagar el
salario mínimo general a un trabajador a su servicio.

Artículo 549. En la imposición de las sanciones se obser-
varán las normas siguientes:

I. El Director General practicará una investigación con au-
diencia del interesado;

II. El Director General podrá imponer las sanciones seña-
ladas en el artículo anterior, fracciones I y II;

III. Cuando a juicio del Director General la sanción aplica-
ble sea la destitución, dará cuenta al Secretario del Trabajo
y Previsión Social, al Gobernador del Estado o al Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, para su decisión.

CAPITULO VI

Comisión Nacional de los Salarios Mínimos

Artículo 554. El Consejo de Representantes se integrará:

I. Con la representación del Gobierno, compuesta del Pre-
sidente de la Comisión, que será también el Presidente del
Consejo y que tendrá el voto del Gobierno y de dos aseso-
res, con voz informativa, designados por el Secretario del
Trabajo y Previsión Social;

II. Con un número igual, no menor de cinco ni mayor de
quince, de representantes propietarios y suplentes de los
trabajadores sindicalizados y de los empleadores, designa-
dos cada cuatro años, de conformidad con la convocatoria
que al efecto expida la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social. Si los trabajadores o los empleadores no hacen la
designación de sus representantes, la hará la misma Secre-
taría del Trabajo y Previsión Social debiendo, recaer en tra-
bajadores o empleadores; y

Ill. El Consejo de Representantes deberá quedar integrado
el primero de julio del año que corresponda, a más tardar.

Artículo 556. Los representantes de los trabajadores y de
los empleadores deberán satisfacer los requisitos siguien-
tes:

I. Ser mexicanos, mayores de veinticinco años y estar en
pleno ejercicio de sus derechos;

II. No pertenecer al estado eclesiástico; y

III. No haber sido condenados por delito intencional san-
cionado con pena corporal.

Artículo 558. La Dirección Técnica se integrará:

I. Con un Director, nombrado por la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social;

II. Con el número de Asesores Técnicos que nombre la
misma Secretaría; y

III. Con un número igual, determinado por la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, de Asesores Técnicos Auxilia-
res, designados por los representantes de los trabajadores y
de los empleadores. Estos asesores disfrutarán, con cargo
al Presupuesto de Egresos de la Federación, de la misma
retribución que se pague a los nombrados por la Secretaría
del Trabajo Previsión Social.

Artículo 559. La designación de Asesor Técnico Auxiliar
a que se refiere la fracción III del artículo anterior, es re-
vocable en cualquier tiempo a petición del cincuenta y uno
por ciento de los trabajadores o empleadores que la hubie-
sen hecho. La solicitud se remitirá a la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social, la que después de comprobar el re-
quisito de la mayoría, hará la declaratoria correspondiente.
La solicitud deberá contener el nombre y domicilio de la
persona que deba desempeñar el caro.

Artículo 562. Para cumplir las atribuciones a que se refie-
re la fracción III del artículo anterior, la Dirección Técnica
deberá:

I. Practicar y realizar las investigaciones y estudios nece-
sarios y apropiados para determinar, por lo menos:

a) La situación económica general del país.

b) Los cambios de mayor importancia que se hayan obser-
vado en las diversas actividades económicas.
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c) Las variaciones en el costo de la vida por familia.

d) Las condiciones del mercado de trabajo y las estructuras
salariales;

II. Realizar periódicamente las investigaciones y estudios
necesarios para determinar:

a) El presupuesto indispensable para la satisfacción de las
siguientes necesidades de cada familia, entre otras: las de
orden material, tales como la habitación, menaje de casa,
alimentación, vestido y transporte; las de carácter social y
cultural, tales como concurrencia a espectáculos, práctica
de deportes, asistencia a escuelas de capacitación, bibliote-
cas y otros centros de cultura; y las relacionadas con la
educación de los hijos.

b) Las condiciones de vida y de trabajo de los trabajadores
de salario mínimo;

III. Solicitar toda clase de informes estudios de las institu-
ciones oficiales, federales estatales y de las particulares
que se ocupen de problemas económicos, tales como los
institutos de investigaciones sociales y económicas, las or-
ganizaciones sindicales, las cámaras de comercio, las de in-
dustria y otras instituciones semejantes;

IV. Recibir y considerar los estudios, informes y sugeren-
cias que le presenten los trabajadores y los empleadores; y

V. Preparar un informe de las investigaciones y estudios
que hubiese efectuado y de los presentados por los trabaja-
dores y los empleadores y someterlo a la consideración del
Consejo de Representantes.

CAPITULO VII

Comisiones Consultivas de la Comisión Nacional 
de los Salarios Mínimos

Artículo 565. Las Comisiones Consultivas se integrarán de
conformidad con las disposiciones siguientes:

I. Con un Presidente;

II. Con un número igual de representantes de los trabaja-
dores y de los empleadores, no menor de tres ni mayor de
cinco, designados de acuerdo a lo dispuesto en el. Capítu-
lo II del Título Trece de esta Ley;

III. Con los Asesores Técnicos y especialistas que se con-
sidere conveniente, designados por el Presidente de la Co-
misión Nacional; y

IV. Con un Secretariado Técnico.

Artículo 566. Los representantes de los trabajadores y de
los empleadores deberán satisfacer los requisitos señalados
en el artículo 556.

Artículo 567. Las Comisiones Consultivas tendrán los de-
beres y atribuciones siguientes:

I. Determinar en la primera sesión su forma de trabajo y la
frecuencia de sus reuniones;

II. Aprobar el plan de trabajo que formule el Secretariado
Técnico y solicitarle, en su caso, la realización de investi-
gaciones y estudios complementarios;

III. Practicar y realizar directamente las investigaciones
que juzgue pertinentes para el mejor cumplimiento de su
función;

IV. Solicitar directamente, cuando lo juzgue conveniente,
los informes y estudios a que se refiere el artículo 562 frac-
ción III;

V. Solicitar la opinión de organizaciones de trabajadores,
de empleadores y en general de cualquier entidad pública o
privada;

VI. Recibir las sugerencias y estudios que le presenten los
trabajadores, los empleadores y en general cualquier enti-
dad pública o privada;

VII. Allegarse todos los elementos que juzguen necesarios
y apropiados para el cumplimiento de su objeto;

VIII. Emitir un informe con las opiniones y recomendacio-
nes que juzgue pertinentes en relación con las materias de
su competencia; y

IX. Los demás que les confieran las leyes.

Artículo 569. El Secretariado Técnico de la Comisión
Consultiva tendrá los deberes y atribuciones siguientes:
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I. Practicar las investigaciones y realizar los estudios pre-
vistos en el plan de trabajo aprobado por la Comisión Con-
sultiva y los que posteriormente se le encomienden;

II. Solicitar toda clase de informes y estudios de depen-
dencias e instituciones oficiales y entidades públicas y pri-
vadas relacionadas con la materia objeto de sus trabajos;

III. Recibir y considerar los estudios, informes y sugeren-
cias que le presenten los trabajadores y los empleadores;

IV. Allegarse todos los demás elementos que juzgue nece-
sarios o apropiados;

V. Preparar los documentos de trabajo e informes que re-
quiera la Comisión;

VI. Preparar un informe final que deberá contener los re-
sultados de las investigaciones y estudios efectuados y un
resumen de las sugerencias y estudios de los trabajadores y
empleadores y someterlo a la consideración de la Comisión
Consultiva; y

VII. Los demás que le confieran las leyes.

CAPITULO VIII

Procedimiento ante la Comisión Nacional 
de los Salarios Mínimos

Artículo 570. Los salarios mínimos se fijarán cada año y
comenzarán a regir el primero de enero del año siguiente:

Los salarios mínimos podrán revisarse en cualquier mo-
mento en el curso de su vigencia siempre que existan cir-
cunstancias económicas que lo justifiquen:

I. Por iniciativa del Secretario del Trabajo y Previsión So-
cial quien formulará al Presidente de la Comisión Nacional
de los Salarios Mínimos solicitud por escrito que contenga
exposición de los hechos que la motiven; o

II. A solicitud de los sindicatos, federaciones y confedera-
ciones de trabajadores o de los empleadores previo cum-
plimiento de los siguientes requisitos:

a) La solicitud deberá presentarse a la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social por los sindicatos, federaciones y
confederaciones que representen el cincuenta y uno por
ciento de los trabajadores sindicalizados, por lo menos o

por los empleadores que tengan a su servicio por lo menos
dicho porcentaje de trabajadores.

b) La solicitud contendrá una exposición de los fundamen-
tos que la justifiquen y podrá acompañarse de los estudios
y documentos que correspondan.

c) El Secretario del Trabajo y Previsión Social, dentro de
los cinco días siguientes a la fecha en que reciba la solici-
tud correspondiente y previa certificación de la mayoría a
que se refiere el inciso a) de este artículo, la hará llegar al
Presidente de la Comisión Nacional de los Salarios Míni-
mos con los estudios y documentos que la acompañen.

Artículo 571. En la fijación de los salarios mínimos a que
se refiere el primer párrafo del artículo 570 se observarán
las normas siguientes:

I. Los trabajadores y los empleadores dispondrán de un tér-
mino que vencerá el último de noviembre para presentar
los estudios que juzguen convenientes;

II. La Dirección Técnica presentará a la consideración del
Consejo de Representantes a más tardar el último día de
noviembre, el informe al que se refiere la fracción V del ar-
tículo 562 de esta Ley;

III. El Consejo de Representantes, durante el mes de di-
ciembre y antes del último día hábil del mismo mes, dicta-
rá resolución en la que fije los salarios mínimos, después
de estudiar el informe de la Dirección Técnica y las opi-
niones, estudios e investigaciones presentadas por los tra-
bajadores y los empleadores. Para tal efecto podrá realizar
directamente las investigaciones y estudios que juzgue
convenientes y solicitar a la Dirección Técnica informa-
ción complementaria;

IV. La Comisión Nacional expresará en su resolución los
fundamentos que la justifiquen; y

V. Dictada la resolución, el Presidente de la Comisión or-
denará su publicación en el Diario Oficial de la Federación
la que deberá hacerse a más tardar el treinta uno de di-
ciembre.

Artículo 573. En la revisión de los salarios mínimos a la
que se refiere el segundo párrafo del artículo 570 de la Ley
se observarán los siguientes procedimientos:
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I. El Presidente de la Comisión Nacional, dentro de los tres
días siguientes a la fecha en que haya recibido la solicitud
del Secretario del Trabajo y Previsión Social, o en su caso
la que le hayan presentado las organizaciones de trabaja-
dores o los empleadores, convocará al Consejo de Repre-
sentantes para estudiar la solicitud y decidir si los funda-
mentos que la apoyan son suficientes: para iniciar el
proceso de revisión. Si la resolución es en sentido afirma-
tivo ordenará a la Dirección Técnica la preparación de un
informe que considere el movimiento de los precios y sus
repercusiones en el poder adquisitivo de los salarios míni-
mos; así como los datos más significativos de la situación
económica nacional para que el Consejo de Representantes
pueda disponer de la información necesaria para revisar los
salarios mínimos vigentes y fijar, en su caso, los que deben
establecerse. Si su resolución es negativa la pondrá en co-
nocimiento del Secretario del Trabajo y Previsión Social;

II. La Dirección Técnica dispondrá de un término de cinco
días a partir de la fecha en que hubiera sido instruida por el
Presidente de la Comisión Nacional, para elaborar el infor-
me a que se refiere la fracción anterior y hacerlo llegar al
Consejo de Representantes por conducto del Presidente de
la Comisión;

III. El Consejo de Representantes, dentro de los tres días si-
guientes a la fecha en que reciba el informe de la Dirección
Técnica dictará la resolución que corresponda fijando, en
su caso, los salarios mínimos que deban establecerse;

IV. La resolución de la Comisión Nacional establecerá la
fecha en que deba iniciarse la vigencia de los nuevos sala-
rios mínimos que se fijen, la cual no podrá ser posterior a
diez días contados a partir de la fecha en que se emita la re-
solución; y

V. El Presidente de la Comisión Nacional de los Salarios
Mínimos ordenará la publicación de la resolución en el
Diario Oficial de la Federación dentro de los tres días si-
guientes a la fecha en que se haya emitido.

Artículo 574. En los procedimientos a que se refiere este
capitulo se observarán las normas siguientes:

I. Para que pueda sesionar el Consejo de Representantes de
la Comisión Nacional será, necesario que ocurra el cin-
cuenta y uno por ciento del total de sus miembros, por lo
menos;

II. Si uno o más representantes de los trabajadores o de los
empleadores deja de concurrir a alguna sesión, se llamará
a los suplentes; si éstos no concurren a la sesión para la que
fueron llamados, el Presidente de la Comisión dará cuenta
al Secretario del Trabajo y Previsión Social para que haga
la designación de la persona o personas que deban integrar
la Comisión en sustitución de los faltistas;

III. Las decisiones se tomarán por mayoría de votos de los
miembros presentes. En caso de empate, los votos de los
ausentes se sumarán al del Presidente de la Comisión; y

IV. De cada sesión se levantará un acta, que suscribirán el
Presidente el Secretario. 

CAPITULO IX

Comisión Nacional para la Participación 
de los Trabajadores en las Utilidades 

de las Empresas.

Artículo 579. El Consejo de Representantes se integrará:

I. Con la representación del Gobierno, compuesta del Pre-
sidente de la Comisión, que será también el Presidente del
Consejo y que tendrá el voto del Gobierno y de dos aseso-
res, con voz informativa, designados por el Secretario del
Trabajo y Previsión Social; y

II. Con un número igual, no menor de dos ni mayor de cin -
co de representantes propietarios y suplentes de los traba-
jadores sindicalizados y de los empleadores, designados de
conformidad con la convocatoria que al efecto expida la-
Secretaría del Trabajo y Previsión Social. Si los trabajado-
res y los empleadores no hacen la designación de represen-
tantes, la misma Secretaría hará las designaciones corres-
pondientes; que deberán recaer en trabajadores o
empleadores.

Artículo 580. Los representantes asesores a que se refiere
la fracción I del artículo anterior, deberán satisfacer los re-
quisitos señalados en el artículo 555. 

Los representantes de los trabajadores y de los empleado-
res a que se refiere la fracción II del artículo anterior debe-
rán satisfacer los requisitos señalados en el artículo 556. 

Artículo 581. El Consejo de Representantes tiene los de-
beres y atribuciones siguientes:
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I. Determinar dentro de los quince días siguientes a su ins-
talación, su forma de trabajo y la frecuencia de las sesio-
nes; 

II. Aprobar el plan de trabajo de la Dirección Técnica y so-
licitar de la misma que efectúe investigaciones y estudios
complementarios;

III. Practicar y realizar directamente las investigaciones y
estudios que juzgue conveniente para el mejor cumpli-
miento de su función;

IV. Solicitar directamente, cuando lo juzgue conveniente,
los informes y estudios a que se refiere el artículo 584 frac-
ción II;

V. Solicitar la opinión de las asociaciones de trabajadores y
empleadores;

VI. Recibir las sugerencias y estudios que le presenten los
trabajadores y los empleadores;

VII. Designar una o varias comisiones o técnicos para que
practiquen investigaciones y realicen estudios especiales;

VIII. Allegarse todos los demás elementos que juzgue ne-
cesarios o apropiados;

IX. Determinar y revisar el porcentaje que deba correspon-
der a los trabajadores en las utilidades de las empresas; y

X. Los demás que le confieran las leyes.

Artículo 582. La Dirección Técnica se integrará:

I. Con un Director, nombrado por la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social;

II. Con el número de Asesores Técnicos que nombre la
misma Secretaría; y

III. Con un número igual determinado por la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, de Asesores Técnicos Auxilia-
res, designados por los representantes de los trabajadores y
de los empleadores. Estos asesores disfrutarán, con cargo
al Presupuesto de Egresos de la Federación, de la misma
retribución que se pague a los nombrados por la Secretaría.

Artículo 584. La Dirección Técnica tiene los deberes y
atribuciones siguientes:

I. Practicar las investigaciones y realizar los estudios pre-
vistos en el plan de trabajo aprobado por el Consejo de Re-
presentantes y los que posteriormente se le encomienden;

II. Solicitar toda clase de informes y estudios de las insti-
tuciones oficiales, federales o estatales y de las particulares
que se ocupen de problemas económicos, tales como los
institutos de investigaciones sociales y económicas, las or-
ganizaciones sindicales, las cámaras de comercio, las de in-
dustria y otras instituciones semejantes; .

III. Recibir y considerar los estudios, informes y sugeren-
cias que le presenten los trabajadores y los empleadores;

IV. Allegarse todos los demás elementos que juzgue nece-
sarios o apropiados; 

V. Preparar un informe, que debe contener los resultados de
las investigaciones y estudios efectuados y un resumen de
las sugerencias y estudios de los trabajadores y empleado-
res y someterlo a la consideración del Consejo de Repre-
sentantes; y

VI. Los demás que le confieran las leyes. 

Artículo 586. En el funcionamiento de la Comisión se ob-
servarán las normas siguientes:

I. El Presidente publicará un aviso en el Diario Oficial,
concediendo a los trabajadores y a los empleadores un tér-
mino de tres meses para qué presenten sugerencias y estu-
dios, acompañados de las pruebas y documentos corres-
pondientes;

II. La Comisión dispondrá del término de ocho meses para
que la Dirección Técnica desarrolle el plan de trabajo
aprobado por el Consejo de Representantes y para que és-
te cumpla las atribuciones señaladas en el artículo 581 frac-
ciones III a VIII;

III. El Consejo de Representantes dictará la resolución den-
tro del mes siguiente; .

IV. La resolución expresará los fundamentos que la justifi-
quen. El Consejo de Representantes tomará en considera-
ción lo dispuesto en el artículo 118 el informe de la Direc-
ción Técnica, las investigaciones y estudios que hubiese
efectuado y las sugerencias y estudios presentados por los
trabajadores y los empleadores;
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V. La resolución fijará el porcentaje que deba correspon-
der a los trabajadores sobre la renta gravable, sin hacer
ninguna deducción ni establecer diferencias entre las em-
presas; y

VI. El Presidente ordenará se publique la resolución en el
Diario Oficial de la Federación, dentro de los cinco días si-
guientes.

Artículo 587. Para la revisión del porcentaje, la Comisión
se reunirá:

I. Por convocatoria expedida por el Secretario del Trabajo
y Previsión Social, cuando existan estudios e investigacio-
nes que lo justifiquen; y

II. A solicitud de los sindicatos, federaciones o confedera-
ciones de trabajadores o de los empleadores, previo cum-
plimiento de los requisitos siguientes:

a) La solicitud deberá presentarse a la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social por los sindicatos, federaciones o
confederaciones que representen el cincuenta y uno por
ciento de los trabajadores sindicalizados, por lo menos o
por los empleadores que tengan a su servicio dicho por-
centaje de trabajadores.

b) La solicitud contendrá una exposición de las causas y
fundamentos que la justifiquen e irá acompañada de los es-
tudios y documentos correspondientes.

c) La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, dentro de
los noventa días siguientes, verificará el requisito de la
mayoría.

d) Verificado dicho requisito, la misma Secretaría, dentro
de los treinta días siguientes, convocará a los trabajadores
y empleadores para la elección de sus representantes.

Artículo 589. Los sindicatos, federaciones y confederacio-
nes de trabajadores o los empleadores, no podrán presentar
una nueva solicitud de revisión, sino después de transcurri-
dos diez años de la fecha en que hubiese sido desechada o
resuelta la solicitud.

CAPITULO X

CAPITULO XI

Artículos 591 al 603. Se suprimen.

CAPITULO XII

Junta Federal de Conciliación Arbitraje

Artículo 604. Corresponde a la Junta Federal de Concilia-
ción y Arbitraje, en el ámbito de su competencia, el cono-
cimiento y resolución de los conflictos de trabajo que se
susciten entre trabajadores y empleadores, sólo entre aqué-
llos o sólo entre éstos, derivados de las relaciones de tra-
bajo o de hechos relacionados con ellas.

Artículo 605. La Junta se integrará con un Representante
del Gobierno y con representantes de los trabajadores y de
los empleadores designados por ramas de la industria o de
otras actividades, de conformidad con la clasificación y
convocatoria que expida la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social.

Habrá un Secretario General de Acuerdos y, de ser necesa-
rio, otros Secretarios Generales y Secretarios Auxiliares
según se juzgue conveniente, de conformidad con lo que
disponga el Reglamento Interior de la Junta.

Artículo 605-Bis. El Secretario General de Acuerdos ac-
tuará como Secretario Técnico del Pleno. Es el encargado
de formular el orden del día que determine el Presidente y
de levantar el acta de la sesión que será aprobada antes de
su terminación.

El Secretario General de Acuerdos es el auxiliar del Presi-
dente en las funciones que le competen y lo sustituirá en
los casos y términos del artículo 613.

Los Secretarios Generales de la Junta son los encargados
de organizar, vigilar y evaluar el desarrollo, resolución y
control oportuno y eficiente de los procedimientos juris-
diccionales que se tramiten en las Juntas Especiales a su
cargo.

Los Auxiliares adscritos a los Secretarios Generales son los
encargados de vigilar la tramitación de los juicios que le
sean de su conocimiento, dictando en tiempo y forma, ba-
jo su responsabilidad, los acuerdos que procedan a fin de
no paralizar el procedimiento.

En el Reglamento Interior de la Junta Federal de Concilia-
ción y Arbitraje se establecerán las competencias y respon-
sabilidades respectivas.
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Artículo 606. La Junta funcionará en Pleno o en Juntas
Especiales, de conformidad con la clasificación de las ra-
mas de la industria y de las actividades a que se refiere el
artículo 605.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social podrá estable-
cer Juntas Especiales, fijando el lugar de su residencia y su
competencia territorial.

Las Juntas Especiales establecidas fuera de la capital de la
República conforme al párrafo anterior, quedarán integra-
das en su funcionamiento y régimen jurídico a la Junta Fe-
deral de Conciliación y Arbitraje, correspondiéndoles el
conocimiento y resolución de los conflictos de trabajo en
todas las ramas de la industria y actividades de la compe-
tencia federal, comprendidas en la jurisdicción territorial
que se les asigne, con excepción de los conflictos colecti-
vos, sin perjuicio del derecho del trabajador, cuando así
convenga a sus intereses a concurrir directamente a la Jun-
ta Federal de Conciliación Arbitraje.

Artículo 607. El Pleno se integrará con el Presidente de la
Junta y con la mayoría de los representantes de los trabaja-
dores y de los empleadores ante las Juntas Especiales del
Distrito Federal. El Secretario General de Acuerdos fungi-
rá como Secretario General de dicho Pleno.

Artículo 608. Cuando un conflicto afecte a dos o más ra-
mas de la industria o de las actividades representadas en la
Junta, ésta se integrará con el Presidente de la misma y con
los respectivos representantes de los trabajadores de los
empleadores.

Artículo 609. Las Juntas Especiales se integrarán:

I. Con el Presidente de la Junta, cuando se trate de conflic-
tos colectivos o con el Presidente de la Junta Especial en
los demás casos; y

II. Con los respectivos representantes de los trabajadores
de los empleadores.

Artículo 610. Durante la tramitación de los juicios, hasta
formular el proyecto de laudo a que se refieren los artícu-
los 885 y 886 de esta Ley, el Presidente de la Junta Fede-
ral de Conciliación y Arbitraje y los de las Juntas Espe-
ciales podrán ser sustituidos por Auxiliares, pero
intervendrán personalmente en la votación de las resolu-
ciones siguientes:

I. Competencia;,

II. Personalidad;

III. Nulidad de actuaciones;

IV. Substitución de empleador;

V. En los casos del artículo 772 de esta Ley; y

VI. Cuando se trate de conflictos colectivos de naturaleza
económica, en la que designe perito y en la que ordene la
práctica de diligencias a que se refiere el artículo 806.

Artículo 612. El Presidente de la Junta Federal de Conci-
liación y Arbitraje será nombrado por el Presidente de la
República, percibirá los mismos emolumentos que corres-
pondan a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación y deberá satisfacer los requisitos siguientes:

I. Ser mexicano por nacimiento y que no adquiera otra na-
cionalidad, mayor de treinta años y estar en pleno goce y
ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

II. Tener título legalmente expedido de licenciado en dere-
cho y haber tenido de la autoridad competente la patente de
ejercicio;

III. Tener cinco años de ejercicio profesional, posteriores a
la fecha de adquisición del título a que se refiere la fracción
anterior,

IV. Tener experiencia en la materia y haberse distinguido
en estudios de derecho del trabajo y de la seguridad social;

V. No pertenecer al estado eclesiástico, y

VI. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado
por delito intencional sancionado con pena privativa de la
libertad.

Artículo 613. El Presidente de la Junta Federal de Conci-
liación y Arbitraje será substituido en sus faltas temporales
y en las definitivas, entre tanto se hace nuevo nombra-
miento, por el Secretario General de Acuerdos y, en su de-
fecto, por el Secretario General de mayor antigüedad.

Artículo 614. El Pleno de la Junta Federal de Conciliación
y Arbitraje tiene las facultades y obligaciones siguientes:



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002610

I. Expedir el reglamento interior de la Junta;

II. Conocer y resolver los conflictos de trabajo cuando
afecten a la totalidad de las ramas de la industria y de las
actividades representadas en la Junta;

III. Conocer del recurso de revisión interpuesto en contra
de las resoluciones dictadas por el Presidente de la Junta en
la ejecución de los laudos del Pleno;

IV. Uniformar los criterios de resolución de la Junta, cuan-
do las Juntas Especiales sustenten tesis contradictorias;

V. (Se suprime)

VI. Informar a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social
de las deficiencias que observe en el funcionamiento de la
Junta y sugerir las medidas que convenga dictar para co-
rregirlas; y

VII. Las demás que le confieran las leyes.

Artículo 615. Para uniformar el criterio de resolución de
las Juntas Especiales se observarán las normas siguientes:

I. Para que pueda sesionar el Pleno, se requiere la presen-
cia de la mayoría de los representantes de los trabajadores
y de los empleadores;

II. Los Presidentes de las Juntas Especiales serán citados a
la sesión y tendrán voz informativa. Los representantes de
las Juntas Especiales radicadas fuera del Distrito Federal,
podrán participar como invitados en las sesiones o bien,
formular sus propuestas por escrito, las que se incluirán en
el orden del día que corresponda;

III. (Se suprime.)

IV. Las resoluciones del Pleno deberán ser aprobadas por la
mitad más uno de sus miembros asistentes;

V. Las decisiones del Pleno que uniformen el criterio de re-
solución serán obligatorias para todas las Juntas Especia-
les;

VI. Las mismas resoluciones podrán revisarse en cualquier
tiempo a solicitud del cincuenta y uno por ciento de los re-
presentantes de los trabajadores o de los empleadores, del
cincuenta y uno por ciento de los Presidentes de las Juntas
Especiales o del Presidente de la Junta; y

VII. El Pleno publicará un boletín cada tres meses, por lo
menos, con el criterio uniformado y con los laudos del Ple-
no de las Juntas Especiales que juzgue conveniente.

Artículo 616. Las Juntas Especiales tienen las facultades y
obligaciones siguientes:

I. Conocer y resolver los conflictos de trabajo que sean de
su competencia y que se susciten en las ramas de la indus-
tria o de las actividades representadas en ellas;

II. (Se suprime)

III. Practicar la investigación y dictar las resoluciones a
que se refiere el artículo 503;

IV. Conocer del recurso de revisión interpuesto en contra
de las resoluciones del Presidente en ejecución de los lau-
dos;

V. Recibir en depósito los contratos colectivos y los regla-
mentos interiores de trabajo. 

Decretado el depósito se remitirá el expediente al archivo
de la Junta; y

VI. Las demás que le confieran las leyes.

Artículo 617. El Presidente de la Junta Federal de Conci-
liación y Arbitraje tiene las facultades y obligaciones si-
guientes:

I. Cuidar del orden y de la disciplina del personal de la Jun-
ta;

II. Presidir el Pleno;

III. Presidir las Juntas Especiales en los casos de los ar-
tículos 608 y 609 fracción I;

IV. Ejecutar los laudos dictados por el Pleno y por las Jun-
tas Especiales en los casos señalados en la fracción ante-
rior;

V. Revisar los actos de los Actuarios en la ejecución de los
laudos que le corresponda ejecutar, a solicitud de cualquie-
ra de las partes;

VI. Cumplimentar los exhortos o turnarlos a los Presiden-
tes de las Juntas Especiales;
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VII. Rendir los informes en los amparos que se interpon-
gan en contra de los laudos y resoluciones dictadas por el
Pleno y por las Juntas Especiales que presida;

VIII. Conocer y resolver de las providencias cautelares que
se promuevan en los conflictos colectivos;

IX. Establecer los lineamientos para el sistema de forma-
ción, capacitación y actualización jurídica del personal que
integra la Junta; y

X. Las demás que le confieran las leyes.

Artículo 618. Los Presidentes de las Juntas Especiales tie-
nen las obligaciones y facultades siguientes:

I. Cuidar del orden y de la disciplina del personal de la Jun-
ta Especial;

II. Ordenar la ejecución de los laudos dictados por la Junta
Especial;

III. Conocer y resolver las providencias cautelares;

IV. Revisar los actos de los Actuarios en la ejecución de los
laudos y de las providencias cautelares, a solicitud de cual-
quiera de las partes;

V. Cumplimentar los exhortos que le sean turnados por el
Presidente de la Junta; .

VI. Rendir los informes en los amparos que se interpongan
en contra de los laudos y resoluciones dictados por la Jun-
ta Especial;

VII. Informar al Presidente de la Junta de las deficiencias
que observen en su funcionamiento y sugerir las medidas
que convenga dictar para corregirlas; y

VIII. Las demás que les confieran las leyes.

Artículo 619. Los Secretarios Generales de la Junta tienen
las facultades y obligaciones siguientes:

I. Vigilar los archivos de la Junta que les competa;

II. Dar fe de las actuaciones de la Junta en el ámbito de su
competencia; y

III. Las demás que les confiera esta ley.

Artículo 620. Para el funcionamiento del Pleno y de las
Juntas Especiales se observarán las normas siguientes:

I. En el Pleno se requiere la presencia del Presidente de la
Junta y de la mayoría de los representantes de los trabaja-
dores y de los empleadores. En caso de empate, el Presi-
dente tendrá voto de calidad;

II. En las Juntas Especiales se observarán las normas si-
guientes:

a) Durante la tramitación de los conflictos individuales y
de los colectivos de naturaleza jurídica, bastará la presen-
cia de su Presidente o del Auxiliar, quien llevará adelante
la audiencia, hasta su terminación.

Si están presentes uno o varios de los representantes, las re-
soluciones se tomarán por mayoría de votos.

Si no está presente ninguno de los representantes, el Presi-
dente o el Auxiliar dictará las resoluciones que procedan,
salvo que se trate de las que versen sobre personalidad,
competencia, aceptación de pruebas, desistimiento de la
acción a que se refiere el artículo 773 y sustitución de em-
pleador. El mismo Presidente acordará se cite a los repre-
sentantes a una audiencia para la resolución de dichas cues-
tiones; y si ninguno concurre, dictará la resolución que
proceda.

b) La audiencia de discusión y votación del laudo se regirá
por lo dispuesto en la fracción siguiente.

c) Cuando se trate de conflictos colectivos de naturaleza
económica, además del Presidente se requiere la presencia
de uno de los representantes, por lo menos;

d) En los casos de empate, el voto del o de los represen-
tantes ausentes se sumará al del Presidente o al del Auxi-
liar;

III. Para la audiencia de discusión y votación del laudo, se-
rá necesaria la presencia del Presidente o Presidente Espe-
cial y del cincuenta por ciento de los representantes de los
trabajadores y de los empleadores, por lo menos. Si concu-
rre menos del cincuenta por ciento, el Presidente señalará
nuevo día y hora para que se celebre la audiencia; si tam-
poco se reúne la mayoría, se citará a los suplentes, quedan-
do excluidos los faltistas del conocimiento del negocio. Si
tampoco concurren los suplentes, el Presidente de la Junta
o el de la Junta Especial, dará cuenta al Secretario del
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Trabajo y Previsión Social, para que designe las personas
que los sustituyan. En caso de empate el Presidente tendrá
voto de calidad.

CAPITULO XIII

Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje

Artículo 621. Las Juntas Locales de Conciliación y Arbi-
traje funcionarán en cada una de las Entidades Federati-
vas y en el Distrito Federal. Les corresponde el conoci-
miento y resolución de los conflictos de trabajo que no
sean de la competencia de la Junta Federal de Concilia-
ción y Arbitraje.

Artículo 622. El Gobernador del Estado o el Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, cuando lo requieran las necesi-
dades del trabajo y del capital, podrá establecer una o más
Juntas de Conciliación y Arbitraje fiando el lugar de su re-
sidencia su competencia territorial.

Artículo 623. El Pleno se integrará con el Presidente de la
Junta y con los representantes de los trabajadores y de los
empleadores.

La integración y funcionamiento de las Juntas Locales de
Conciliación y Arbitraje se regirán por las disposiciones
contenidas en el capítulo anterior. Las facultades del Presi-
dente de la República y del Secretario del Trabajo y Previ-
sión Social se ejercerán por los Gobernadores de los Esta-
dos y en el caso del Distrito Federal, por el Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, respectivamente.

Artículo 624. Se suprime.

TITULO DOCE

PERSONAL JURIDICO DE LAS JUNTAS 
DE CONCILIACION Y ARBITRAJE

Artículo 625. El personal de las Juntas de Conciliación y
Arbitraje se compondrá de Actuarios, Secretarios, Funcio-
narios Conciliadores, Auxiliares, Secretarios Generales y
Presidentes de Junta Especial.

El Secretario del Trabajo y Previsión Social, los Goberna-
dores de las Entidades Federativas y el Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, determinarán el número. de personas
de que deba componerse cada Junta.

Artículo 626. Los Actuarios deberán satisfacer los requisi-
tos siguientes:

I. Ser mexicanos mayores de edad y estar en pleno ejerci-
cio de sus derechos;

II. Tener título legalmente expedido de licenciado en dere-
cho y haber obtenido de la autoridad competente la paten-
te de ejercicio;

III. Haberse distinguido en estudios de derecho del trabajo;

IV. No pertenecer al estado eclesiástico; y

V. Gozar de buena reputación y no haber sido condenados
por delito intencional sancionado con pena corporal.

Artículo 627. Los Secretarios deberán satisfacer los requi-
sitos siguientes:

I. Ser mexicanos mayores de edad y estar en pleno ejerci-
cio de sus derechos;

II. Tener título legalmente expedido de licenciado en dere-
cho y haber obtenido de la autoridad competente la paten-
te de ejercicio;

III. Haberse distinguido en estudios de derecho del trabajo;

IV. No pertenecer al estado eclesiástico; y

V. Gozar de buena reputación y no haber sido condenados
por delito intencional sancionado con pena corporal.

Artículo 627-A. El servicio público de conciliación se
prestará por conducto de servidores públicos especializa-
dos en la función conciliatoria, denominados Funcionarios
Conciliadores, por los integrantes de las Juntas o por su
personal jurídico.

Artículo 627-B. Los Funcionarios Conciliadores deberán
satisfacer los requisitos siguientes:

I. Ser mexicanos mayores de treinta años de edad y estar en
pleno ejercicio de sus derechos;

II. Tener título legalmente expedido de licenciado en dere-
cho y haber obtenido de la autoridad competente la paten-
te de ejercicio;
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III. Tener dos años de ejercicio profesional en materia la-
boral posteriores a la obtención del título de licenciado en
derecho, haberse distinguido en estudios de derecho del
trabajo y haberse capacitado en materia de conciliación;

IV. No pertenecer al estado eclesiástico; y

V. No haber sido condenados por delito intencional sancio-
nado con pena privativa de la libertad.

Artículo 627-C. Durante todo el procedimiento y hasta an-
tes de dictarse los laudos, las Juntas tendrán la obligación
de intentar que las partes resuelvan los conflictos median-
te la conciliación. Los convenios a los que lleguen, en su
caso, una vez ratificados y aprobados por aquéllas, produ-
cirán los efectos jurídicos inherentes a los laudos ejecuto-
riados.

Artículo 628. Los Auxiliares deberán satisfacer los requi-
sitos siguientes:

I. Ser mexicanos mayores de veinticinco años y estar en
pleno ejercicio de sus derechos;

II. Tener título legalmente expedido de licenciado en dere-
cho y haber obtenido de la autoridad competente la paten-
te de ejercicio;

III. Tener tres años de ejercicio profesional en materia la-
boral posteriores a la obtención del título de licenciado en
derecho y haberse distinguido en estudios de derecho del
trabajo;

IV. No pertenecer al estado eclesiástico; y

V. Gozar de buena reputación y no haber sido condenados
por delito intencional sancionado con pena corporal.

Artículo 629. Los Secretarios Generales deberán satisfacer
los requisitos señalados en las fracciones I, II, IV y V del
artículo anterior, tener cinco años de ejercicio profesional
en materia laboral, posteriores a la obtención del título de
licenciado en derecho, haberse distinguido en estudios de
derecho del trabajo experiencia mínima de un año como
Presidente de Junta Especial, Auxiliar o Secretario.

Artículo 631-A. La designación del personal jurídico de la
Junta, se hará tomando en cuenta sus aptitudes y prepara-
ción para el puesto. A tal efecto, la Junta establecerá un sis-
tema cuya normatividad comprenda los requisitos y proce-

dimientos para ello, así como las tendientes a su formación,
capacitación, actualización, profesionalización y el mejo-
ramiento continuo de la función jurisdiccional. El personal
jurídico de la Junta sólo podrá ser separado del empleo por
causas graves.

El Presidente de la Junta será responsable del cumplimien-
to estricto de este precepto y de las disposiciones aplica-
bles.

Artículo 632. El personal jurídico de las Juntas no podrá
actuar como apoderado, asesor o abogado patrono en asun-
tos de trabajo.

Artículo 633. Los Secretarios Generales y los Presidentes
de las Juntas Especiales serán nombrados cada seis años
por el Secretario del Trabajo y Previsión Social, por el Go-
bernador del Estado o por el Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, en sus respectivas jurisdicciones.

Artículo 634. Los nombramientos de los Secretarios Ge-
nerales y Presidentes de las Juntas Especiales podrán ser
confirmados una o más veces.

Artículo 637. En la imposición de las sanciones a que se
refiere el artículo anterior se observarán las normas si-
guientes:

I. El Presidente de la Junta practicará una investigación con
audiencia del interesado e impondrá la sanción que corres-
ponda a los Actuarios, Secretarios, Auxiliares y Funciona-
rios Conciliadores; y

II. Cuando se trate de los Presidentes de las Juntas Espe-
ciales, el Presidente de la Junta dará cuenta al Secretario
del Trabajo y Previsión Social, al Gobernador del Estado o
al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, quienes, después
de oír al interesado, dictarán la resolución correspondiente.

Artículo 641. Son faltas especiales de los Secretarios:

I. Retardar la tramitación de un negocio sin causa justifica-
da;

II. No dar cuenta oportunamente a la Junta de las promo-
ciones;

III. No dar cuenta inmediata al Presidente de los depósitos
hechos por las partes;
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IV. No autorizar las diligencias en que intervenga o no ha-
cer las certificaciones que les corresponda;

V. Dar fe de hechos falsos;

VI. Entregar algún expediente a los representantes de los
trabajadores o de los empleadores, sin exigir el recibo co-
rrespondiente;

VII. No requerir oportunamente a los representantes para
que firmen las resoluciones;

VIII. No informar oportunamente al Presidente de los he-
chos a que se refiere la fracción anterior;

IX. No levantar las actas de las diligencias en que inter-
vengan o asentar en ellas hechos falsos;

X. No engrosar los laudos dentro del término señalado en
esta Ley;

XI. Engrosar los laudos en términos distintos a los consig-
nados en la votación; y

XII. Las demás que establezcan las leyes. 

Artículo 641-A. Son faltas especiales de los Funcionarios
Conciliadores:

I. Conocer de un negocio para el que se encuentren impe-
didos de conformidad con las disposiciones de esta Ley;

II. No estar presentes en las audiencias de conciliación que
se les asignen o en cualquier etapa del juicio, cuando la
Junta o cualesquiera de sus integrantes consideren necesa-
ria la función conciliatoria, salvo causa justificada; 

III. No atender a las partes oportunamente y con la debida
consideración;

IV. Retardar la conciliación de un negocio injustificada-
mente;

V. No informar a las Juntas de Conciliación y Arbitraje a
las que se encuentren adscritos, respecto de los resultados
logrados en las audiencias de conciliación que se les enco-
mienden, con la periodicidad que ellas determinen;

VI. No dar cuenta a las Juntas de Conciliación y Arbitraje
de su adscripción, sobre los convenios a los que hubieren

llegado las partes para efectos de su aprobación, cuando
proceda; y

VII. Las demás que establezcan las leyes.

Artículo 642. Son faltas especiales de los Auxiliares:

I. Conocer de un negocio para el que se encuentren impe-
didos de conformidad con las disposiciones de esta Ley;

Il. Retardar la tramitación de un negocio;

III. Votar una resolución notoriamente ilegal o injusta;

IV. Dejar de engrosar los laudos dentro del término señala-
do en esta Ley;

V. Engrosar los laudos en términos distintos a los consig-
nados en la votación;

VI. Dejar de dictar los acuerdos respectivos dentro de los
términos señalados en esta Ley;

VII. Abstenerse de informar oportunamente al Presidente
de la Junta Especial de la conducta irregular o delictuosa de
alguno de los representantes de los trabajadores o de los
empleadores; y

VIII. Las demás que establezcan las leyes. 

Artículo 643. Son faltas especiales de los Presidentes de
las Juntas Especiales:

I. Los casos señalados en las fracciones I, II, III y VI del
artículo anterior,

II. No proveer oportunamente a la ejecución de los laudos;

III. No informar oportunamente al Presidente de la Junta de
la conducta irregular o delictuosa de alguno de los repre-
sentantes de los trabajadores o de los empleadores ante la
Junta Especial que presidan;

IV. No denunciar al Ministerio Público al empleador de una
negociación industrial, agrícola, minera, comercial o de
servicios que hubiera sido condenado por laudo definitivo
al pago del salario mínimo general o las diferencias que
aquél hubiera dejado de cubrir, a uno o varios de sus traba-
jadores; y
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V. Las demás que establezcan las leyes. 

Artículo 644. Son causas generales de destitución de los
Actuarios, Secretarios, Funcionarios Conciliadores, Auxi-
liares y Presidentes de las Juntas Especiales: 

I. Violar la prohibición del artículo 632;

II. Dejar de asistir con frecuencia a la Junta durante las ho-
ras de trabajo e incumplir reiteradamente las obligaciones
inherentes al cargo; 

III. Recibir directa o indirectamente cualquier dádiva de las
partes;

IV. Cometer cinco faltas, por lo menos, distintas de las cau-
sas especiales de destitución a juicio de la autoridad que
hubiese hecho el nombramiento; y

V. Faltar por más de tres días consecutivos a sus labores sin
causa justificada.

Artículo 645. Son causas especiales de destitución:

I. De los Actuarios: hacer constar hechos falsos en las ac-
tas que levanten en ejercicio de sus funciones; 

II. De los Funcionarios Conciliadores:

a) No dar cuenta a las Juntas de Conciliación y Arbitraje de
su adscripción, sobre los convenios a los que hubieren lle-
gado las partes para efectos de su aprobación, cuando pro-
ceda. 

b) Conocer de un negocio para el que se encuentren impe-
didos de conformidad con las disposiciones de esta Ley;

III. De los Secretarios: dar fe de hechos falsos y alterar sus-
tancial o dolosamente los hechos en la redacción de las ac-
tas que autoricen; 

IV. De los Auxiliares: 

a) Conocer de algún negocio para el que se encuentren im-
pedidos. 

b) Votar una resolución o formular un dictamen notoria-
mente ilegal o injusto. 

c) Retener o retardar indebidamente la tramitación de un
expediente; y 

V. De los Presidentes de las Juntas Especiales: 

a) Los casos señalados en los incisos a) y c) de la fracción
anterior. 

b) Votar una resolución notoriamente ilegal o injusta.

c) No proveer oportunamente a la ejecución de los laudos. 

Artículo 646. La destitución del cargo del personal jurídi-
co de las Juntas Especiales, se decretará por la autoridad
que hubiese hecho el nombramiento.

TITULO TRECE

REPRESENTANTES DE LOS TRABAJADORES 
Y DE LOS EMPLEADORES

CAPITULO I

Representantes de los Trabajadores y de los 
Empleadores en las Juntas Federal Locales 

de Conciliación y Arbitraje.

Artículo 648. Los representantes de los trabajadores y de
los empleadores en las Juntas serán elegidos en convencio-
nes que se organizarán y funcionarán cada seis años de
conformidad con las disposiciones de este capítulo.

Artículo 650. El día primero de octubre del año que co-
rresponda, el Secretario del Trabajo y Previsión Social, el
Gobernador del Estado o el Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, publicarán en el Diario Oficial de la Federación o
en el Periódico Oficial de la Entidad Federativa y en uno
de los periódicos de mayor circulación, la convocatoria
para la elección de representantes. 

Artículo 652. Los representantes de los trabajadores serán
elegidos en las convenciones por los delegados que previa-
mente se designen, de conformidad con las normas si-
guientes: 

I. Tienen derecho a designar delegados a las convenciones: 

a) Los sindicatos de trabajadores debidamente registrados.
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b) Los trabajadores libres que hubiesen prestado servicios
a un empleador, por un periodo no menor de seis meses du-
rante el año anterior a la fecha de la convocatoria, cuando
no existan sindicatos registrados;

II. Serán considerados miembros de los sindicatos los tra-
bajadores registrados en los mismos, cuando: 

a) Estén prestando servicios a un empleador.

b) Hubiesen prestado servicios a un empleador por un pe-
riodo de seis meses durante el año anterior a la fecha de la
convocatoria;

III. Los trabajadores libres a que se refiere la fracción I, in-
ciso b), designarán un delegado en cada empresa o estable-
cimiento; y

IV. Las credenciales de los delegados serán extendidas por
la directiva de los sindicatos o por la que designen los tra-
bajadores libres. 

Artículo 653. Los representantes de los empleadores serán
designados en las convenciones por los mismos empleado-
res o por sus delegados de conformidad con las normas si-
guientes: 

I. Tienen derecho a participar en la elección:

a) Los sindicatos de empleadores debidamente registrados,
cuyos miembros tengan trabajadores a su servicio. 

b) Los empleadores independientes que tengan trabajado-
res a su servicio; 

II. Los sindicatos de empleadores designarán un delegado;

III. Los empleadores independientes podrán concurrir per-
sonalmente a la convención o hacerse representar median-
te carta poder suscrita por dos testigos y certificada por el
Inspector del Trabajo; y

IV. Las credenciales de los delegados serán extendidas por
la directiva de los sindicatos.

Artículo 654. Para los efectos de los artículos precedentes,
los trabajadores y empleadores formarán los padrones si-
guientes:

I. Los sindicatos de trabajadores formarán el padrón de sus
miembros que satisfagan los requisitos del artículo 652
fracción I, inciso a);

II. Los trabajadores libres formarán el padrón de los traba-
jadores que participen en la designación del delegado;

III. Los sindicatos de empleadores formarán los padrones
de los trabajadores al servicio de sus miembros; y

IV. Los empleadores independientes formarán los padrones
de sus trabajadores. 

Artículo 655. Los padrones contendrán los datos siguien-
tes:

I. Denominaciones y domicilios de los sindicatos de traba-
jadores y de empleadores;

II. Nombres, nacionalidad, edad, sexo y empresa o estable-
cimiento en que presten sus servicios; y

III. Nombres del empleador o empleadores, domicilio y ra-
ma de la industria o actividad a que se dediquen. 

Artículo 656. Los padrones se presentarán a la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social, al Gobernador del Estado o
al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el día 20 de octu-
bre del año de la convocatoria a más tardar. 

Artículo 660. En el funcionamiento de las convenciones se
observarán las normas siguientes:

I. Por cada Junta Especial se celebrará una convención de
trabajadores y otra de empleadores;

II. Los delegados y los empleadores independientes se pre-
sentarán en las convenciones, provistos de sus credencia-
les;

III. Las convenciones funcionarán con el número de dele-
gados y empleadores independientes que concurran;

IV. Los delegados y los empleadores independientes, ten-
drán en las convenciones un número de votos igual al de
los trabajadores que aparezca certificado en sus credencia-
les;

V. Las convenciones serán instaladas por el Secretario del
Trabajo y Previsión Social, por el Gobernador del Estado o
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por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal o por la perso-
na que éstos designen;

VI. Instalada la convención, se procederá al registro de cre-
denciales y a la elección de la Mesa Directiva, que se inte-
grará con un Presidente, dos Secretarios y dos Vocales. To-
marán parte en la elección, con el número de votos que les
corresponda, los delegados y los empleadores indepen-
dientes cuyas credenciales hubiesen quedado registradas.
El cómputo se hará por dos de las personas asistentes, de-
signadas especialmente;

VII. Instalada la mesa directiva, se procederá a la revisión
de las credenciales, dándoles lectura, en voz alta. Las con-
venciones sólo podrán desechar las que no reúnan los re-
quisitos señalados en los artículos 652 y 653 o cuando se
compruebe que los electores no pertenecen a la rama de la
industria o de las actividades representadas en la conven-
ción;

VIII. Aprobadas las credenciales se procederá a la elección
de los representantes, por mayoría de votos. Por cada pro-
pietario se elegirá un suplente; y

IX. Concluida la elección, se levantará un acta; un ejemplar
se depositará en el archivo de la Junta, otro se remitirá a la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social, al Gobernador
del Estado o al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, y dos
se entregarán a los representantes electos, propietario o su-
plente, a fin de que les sirvan de credencial.

Artículo 661. Si ningún delegado o empleador indepen-
diente concurre a la convención o ésta no hace la elección
de representantes el día cinco de diciembre, se entenderá
que los interesados delegan la facultad en el Secretario del
Trabajo y Previsión Social, en el Gobernador del Estado o
en el Jefe de Gobierno del Distrito Federal.

Artículo 663. El primer día hábil del mes de enero si-
guiente, el Secretario del Trabajo y Previsión Social, el Go-
bernador del Estado o el Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, tomarán a los representantes electos la protesta legal
y después de exhortarlos para que administren una justicia
pronta y expedita, declararán constituida la Junta Federal o
Local de Conciliación y Arbitraje.

Artículo 664. En la designación de los representantes de
los trabajadores y de los empleadores en las Juntas Espe-
ciales establecidas fuera de la capital de la República, se

observarán las disposiciones de este capítulo, con las mo-
dalidades siguientes:

I. La convocatoria indicará la competencia territorial de la
Junta;

II. Las convenciones se celebrarán en el lugar de residen-
cia de la Junta; y

III. Tendrán derecho a concurrir a la elección de represen-
tantes, los trabajadores sindicalizados o los libres los em-
pleadores que deban estar representados en la Junta.

Artículo 665. Los representantes de los trabajadores y de los
empleadores deberán satisfacer los requisitos siguientes:

I. Ser mexicanos mayores de veinticinco años y estar en
pleno ejercicio de sus derechos;

II. Tener título legalmente expedido de licenciado en dere-
cho y haber obtenido de la autoridad competente la paten-
te de ejercicio correspondiente. Si el representante de los
trabajadores carece de título, deberá obtener constancia de
capacitación en materia laboral;

III. No pertenecer al estado eclesiástico; y

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenados
por delito intencional sancionado con pena corporal.

Artículo 667. Los representantes de los trabajadores y de
los empleadores durarán en su encaro seis años.

Artículo 668. El Secretario del Trabajo y Previsión Social,
los Gobernadores de los Estados y el jefe de Gobierno del
Distrito Federal, conocerán de las renuncias de los repre-
sentantes, aceptándolas o desechándolas, previa califica-
ción de la causa. 

Artículo 669. El cargo de representante es revocable de
conformidad con las normas siguientes:

I. Podrán solicitar la revocación las dos terceras partes de
los trabajadores de las ramas de la industria o actividades
representadas en la Junta Especial o los empleadores que
tengan a su servicio dicha mayoría de trabajadores;

II. La solicitud se presentará al Secretario del Trabajo y
Previsión Social, al Gobernador del Estado o al Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal;
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III. La autoridad que reciba la solicitud, después de verifi -
car el requisito de la mayoría, hará la declaratoria corres-
pondiente y llamará al suplente, a fin de que rinda la pro-
testa legal; y

IV. A falta de suplente o cuando la revocación del nombra-
miento le afecte, al hacerse la solicitud de revocación, de-
berán señalarse los nombres de los sustitutos.

Artículo 670. Las faltas temporales o definitivas de los re-
presentantes serán cubiertas por los suplentes quienes reci-
birán los mismos emolumentos, mientras dure dicha cir-
cunstancia. A falta de éstos o si llamados por el Presidente
de la Junta no se presentan dentro de los diez días siguien-
tes al requerimiento, el Secretario del Trabajo y Previsión
Social, el Gobernador del Estado o el Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, hará la designación del sustituto, que de-
berá recaer en un trabajador o empleador.

Artículo 671. Son causas de responsabilidad de los repre-
sentantes de los trabajadores y de los empleadores:

I. Conocer de un negocio para el que se encuentren impe-
didos, de conformidad con esta Ley;

II. Litigar en alguna otra Junta Especial salvo en causa
propia, de sus padres, de su cónyuge o de sus hijos;

III. Faltar sin causa justificada a la celebración de las au-
diencias;

IV. Negarse a emitir su voto en alguna resolución;

V. Negarse a firmar alguna resolución;

VI. Retirar un expediente del local de la Junta, sin haber
otorgado recibo al Presidente de la Junta Especial o al Se-
cretario General de Acuerdos, o no devolverlo dentro del
término de tres días;

VII. Sustraer de algún expediente cualquier constancia o
modificar el contenido de las actas después de firmadas por
las partes, testarlas, o destruir en todo o en parte las fojas
de un expediente;

VIII. Retener indebidamente un expediente o negarse a de-
volverlo al ser requeridos por el Secretario;

IX. Votar una resolución notoriamente ilegal o injusta;

X. Recibir directa o indirectamente cualquier dádiva de las
partes en conflicto; y

XI. Litigar un representante suplente en la Junta en la que
esté en funciones el propietario o litigar éste estando en
funciones el suplente.

Artículo 672. Las sanciones aplicables a los representantes
de los trabajadores y de los empleadores son:

I. Amonestación;

II. Suspensión hasta por tres meses; y.

III. Destitución.

Artículo 673. Son causas de destitución:

I. Las señaladas en el artículo 671 fracciones I, II, VI, VII,
IX, X y Xl;

II. La no concurrencia a más de dos Plenos en un año, sin
causa justificada; y

III. La negativa a votar tres resoluciones o la comisión de
cinco faltas distintas de las causas de destitución, dentro de
un término de un año, sin causa justificada.

Artículo 674. Las sanciones a los representantes de los tra-
bajadores y de los empleadores se impondrán por el Jurado
de Responsabilidades de los Representantes, que se inte-
grará:

I. Con un representante del Secretario del Trabajo y Previ-
sión Social, del Gobernador del Estado o del Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal; y

II. Con un representante propietario de los trabajadores y
otro de los empleadores, y sus respectivos suplentes, elegi-
dos cada seis años en las convenciones a que se refiere es-
te capítulo.

CAPITULO II

Representantes de los Trabajadores y de los Empleadores
en la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos 

en las Comisiones Consultivas.

Artículo 676. Son aplicables a la elección de representan-
tes de los trabajadores y de los empleadores en la Comisión
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Nacional de los Salarios Mínimos, las disposiciones conte-
nidas en el capítulo anterior, con las modalidades de los ar-
tículos siguientes.

Artículo 677. El día quince de mayo del año impar que co-
rresponda, e1 Secretario del Trabajo y Previsión Social
convocará a los trabajadores y empleadores para la elec-
ción de sus representantes. La convocatoria se publicará en
el Diario Oficial de la Federación y en los periódicos de
mayor circulación que se juzgue conveniente.

Artículo 680. Para la elección de representantes en la co-
misión nacional se celebrarán una convención de trabaja-
dores y otra de empleadores por cada uno de los grupos en
que se hubiesen distribuido las ramas de la actividad eco-
nómica.

Artículo 681. Tienen derecho a participar en la elección
los sindicatos de trabajadores y de empleadores y los em-
pleadores independientes. Los representantes ante la Co-
misión Nacional serán elegidos por la totalidad de los tra-
bajadores sindicalizados y empleadores de la República
con derecho a voto.

Artículo 682-A. Las Comisiones Consultivas serán crea-
das por resolución del Consejo de Representantes de la.
Comisión Nacional, que será publicada en el Diario Oficial
de la Federación y contendrá:

I. La materia objeto de la Comisión Consultiva;

II. La duración de sus trabajos;

III. El número de representantes de los trabajadores y de
los empleadores ante la Comisión Consultiva, los que se-
rán designados por los representantes de los trabajadores y
de los empleadores ante la Comisión Nacional;

IV. El término para la designación de representantes, los re-
quisitos que deberán cumplir en cada caso y el lugar que se
determine para la notificación de las designaciones; y

V. El lugar fecha en el que se iniciarán formalmente los tra-
bajos de la Comisión Consultiva. 

CAPITULO III

Representantes de los Trabajadores y de los Empleadores
en la Comisión Nacional para la Participación 

de los Trabajadores en las Utilidades 
de las Empresas.

Artículo 683. En la elección de representantes de los tra-
bajadores y de los empleadores en la Comisión Nacional
para la Participación de los Trabajadores en las Utilidades
de las Empresas, se observarán las disposiciones conteni-
das en los dos capítulos anteriores, con la modalidad del ar-
tículo siguiente.

TITULO CATORCE

DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO

CAPITULO I

Principios Procesales

Artículo 685. El proceso del derecho del trabajo será pú-
blico, gratuito, inmediato, predominantemente oral, conci-
liatorio y se iniciará a instancia de parte. Las Juntas tendrán
la obligación de tomar las medidas necesarias para lograr
la mayor economía, concentración y sencillez del proceso.

Cuando la demanda del trabajador sea incompleta, en
cuanto a que no comprenda todas las prestaciones que de
acuerdo con esta Ley deriven de la acción intentada o pro-
cedente, conforme a los hechos expuestos por el trabajador,
la Junta, en el momento de admitir la demanda, subsanará
ésta. Lo anterior sin perjuicio de que cuando la demanda
sea obscura o vaga se proceda en los términos revistos en
el artículo 873 de esta Ley.

Artículo 688. Las autoridades administrativas y judiciales,
están obligadas, dentro de la esfera de sus respectivas com-
petencias a auxiliar a las Juntas de Conciliación y Arbitra-
je; si se negaren a ello, serán responsables en los términos
de las leyes aplicables al caso. Las Juntas se auxiliarán en-
tre si en el ejercicio de sus funciones.

CAPITULO II

De la Capacidad, Personalidad Legitimación

Artículo 689. Son partes en el proceso del trabajo, las per-
sonas físicas o morales que acrediten su interés jurídico en
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el proceso y ejerciten acciones u opongan excepciones y
defensas.

La legitimación consiste en la idoneidad para ser sujeto ac-
tivo o pasivo de la acción.

Artículo 690. Las personas que puedan ser afectadas por la
resolución que se pronuncie en un conflicto, podrán inter-
venir en el, comprobando su interés jurídico en el mismo o
ser llamadas a juicio por la Junta.

Los terceros interesados en un juicio podrán comparecer o
ser llamados a éste hasta antes de la celebración de la au-
diencia de ofrecimiento y admisión de pruebas, para mani-
festar lo que a su derecho convenga. La Junta, con suspen-
sión del procedimiento y citación de las partes, dictará
acuerdo señalando día y hora para la celebración de la au-
diencia respectiva, la que deberá celebrarse dentro de los
diez días hábiles siguientes a la fecha de la comparecencia
o citación del tercero, notificándole personalmente al mis-
mo el acuerdo señalado con cinco días hábiles de anticipa-
ción.

Artículo 691. Los menores trabajadores tienen capacidad
para comparecer a juicio sin necesidad de autorización al-
guna, pero en el caso de no estar asesorados en juicio, la
Junta solicitará la intervención de la Procuraduría de la De-
fensa del Trabajo para tal efecto. Tratándose de menores de
16 años la Procuraduría de la Defensa del Trabajo les de-
signará un representante cuando no lo tuvieren.

Lo previsto en el párrafo anterior se aplicará también tra-
tándose de presuntos beneficiarios de algún trabajador fa-
llecido.

Artículo 692. Las partes podrán comparecer a juicio en
forma directa o por conducto de apoderado legalmente au-
torizado.

Tratándose de apoderado, la personalidad se acreditará
conforme a las siguientes reglas:

I. Cuando el compareciente actúe como apoderado de per-
sona física, podrá hacerlo mediante poder notarial o carta
poder firmada por el otorgante y ante dos testigos, sin ne-
cesidad de ser ratificada ante la Junta;

II. Los abogados patronos o asesores legales de las partes,
sean o no apoderados de éstas, deberán acreditar ser licen-
ciados en derecho con cédula profesional o personas que

cuenten con carta de pasante vigente expedida por la auto-
ridad competente para ejercer dicha profesión. Sólo se po-
drá autorizar a otras personas para oir notificaciones y re-
cibir documentos, pero éstas no podrán comparecer en las
audiencias ni efectuar promoción alguna;

IIl. Cuando el compareciente actúe como apoderado de
persona moral, podrá acreditar su personalidad mediante
testimonio notarial o carta poder otorgada ante dos testi-
gos, previa comprobación de que quien le otorga el poder
está legalmente autorizado para ello; y

IV. Los sindicatos pueden comparecer por conducto de al-
gún miembro del comité ejecutivo o por la persona o per-
sonas consideradas para tal efecto en sus estatutos o por
apoderado legal que será licenciado en derecho o pasante.
Los representantes de los sindicatos acreditarán su perso-
nalidad con la certificación que les extienda la autoridad
registradora correspondiente, de haber quedado inscrita la
directiva del sindicato.

Artículo 693. Las Juntas podrán tener por acreditada la
personalidad de los representantes de los trabajadores o
sindicatos, federaciones y confederaciones sin sujetarse a
las reglas del artículo anterior, siempre que de los docu-
mentos exhibidos lleguen al convencimiento de que efecti-
vamente se representa a la parte interesada.

Artículo 694. Los trabajadores, los empleadores y las or-
ganizaciones sindicales, podrán otorgar poder mediante
simple comparecencia, previa identificación, ante las Jun-
tas del lugar de su residencia, para que los representen an-
te cualquier autoridad del trabajo; la personalidad se acre-
ditará con la copia certificada que se expida de la misma.

CAPITULO III

De las Competencias

Artículo 698. Será competencia de las Juntas de Concilia-
ción y Arbitraje de los Estados y del Distrito Federal, co-
nocer de los conflictos que se susciten dentro de su juris-
dicción, que no sean de la competencia de las Juntas
Federales.

La Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, conocerá de
los conflictos de trabajo cuando se trate de las ramas in-
dustriales, empresas o materias contenidas en los artículos
123 apartado A fracción XXXI de la Constitución Política
527 de esta Ley.
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Artículo 700. La competencia por razón del territorio se ri-
ge por las normas siguientes:

I. ( Se suprime)

II. En los conflictos individuales el actor puede escoger en-
tre: 

a) La Junta del lugar de celebración del contrato.

b) La Junta del domicilio del demandado.

c) La Junta del lugar de prestación de los servicios; si éstos
se prestaron en varios lugares, será la Junta del último de
ellos;

III. En los conflictos colectivos de jurisdicción federal, la
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, en los términos
del artículo 606 de esta Ley; en los conflictos colectivos de
jurisdicción local, la del lugar en que esté, ubicada la em-
presa o establecimiento;

IV. Cuando se trate de la cancelación del registro de un sin-
dicato, la Junta del lugar donde se hizo.

V. En los conflictos entre empleadores o trabajadores entre
si, la Junta del domicilio del demandado; y

VI. Cuando el demandado sea un sindicato, la Junta del
domicilio del mismo.

Artículo 701. Las Juntas de Conciliación y Arbitraje, de
oficio deberán declararse incompetentes en cualquier esta-
do del proceso, hasta antes de la audiencia de desahogo de
pruebas, cuando existan en el expediente datos que lo jus-
tifiquen. Si la Junta se declara incompetente, con citación
de las partes, remitirá de inmediato el expediente a la Jun-
ta o tribunal que estime competente; si ésta o aquél, al re-
cibir el expediente se declara a su vez incompetente, remi-
tirá de inmediato el expediente a la autoridad que debe
decidir la competencia, en los términos del artículo 705 de
esta Ley.

Artículo 705. Las competencias se decidirán:

I. Por el Presidente de la Junta Federal de Conciliación y
Arbitraje y los representantes de los empleadores y de los
trabajadores de las ramas o actividades relativas al conflic-
to, cuando se trate de las Juntas Especiales de la misma, en-
tre sí;

II. Por el Presidente de la Junta Local de Conciliación y Ar-
bitraje y los representantes de los empleadores y de los tra-
bajadores de las ramas o actividades relativas al conflicto,
cuando se trate de Juntas Especiales de la misma Entidad
Federativa; y

III. Por la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando
se suscite entre:

a) Juntas Locales o Federales de Conciliación y Arbitraje y
el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje.

b) Juntas Locales y Juntas Federales de Conciliación y Ar-
bitraje. 

c) Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje de diversas
entidades federativas.

d) Juntas Locales o Federal de Conciliación y Arbitraje y
otro órgano jurisdiccional

CAPITULO IV

De los Impedimentos y Excusas

Artículo 707. Los representantes del Gobierno, de los tra-
bajadores o de los empleadores ante las Juntas y los auxi-
liares; están impedidos para conocer de los juicios en que
intervengan, cuando:

I. Tengan parentesco por consanguinidad dentro del cuarto
grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de
las partes;

II. Tengan el mismo parentesco, dentro del segundo grado,
con el representante legal; abogado o procurador de cual-
quiera de las partes;

III. Tengan interés personal directo o indirecto en el juicio;

IV. Alguno de los litigantes o abogados haya sido denun-
ciante, querellante o acusador del funcionario de que se tra-
te, de su cónyuge o se haya constituido en parte en causa
criminal, seguida contra cualquiera de ellos; siempre que
se haya ejercitado la acción penal correspondiente;

V. Sea apoderado o defensor de alguna de las partes o pe-
rito o testigo, en el mismo juicio, o haber emitido opinión
sobre el mismo;
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VI. Sea socio, arrendatario, trabajador o empleador o que
dependa económicamente de alguna de las partes o de sus
representantes;

VII. Sea tutor o curador, o haber estado bajo la tutela o cu-
ratela de las artes o de sus representantes; y

VIII. Sea deudor, acreedor, heredero o legatario de cual-
quiera de las partes o de sus representantes.

Artículo 708. Los representantes del Gobierno, de los tra-
bajadores o de los empleadores ante las Juntas, y los auxi-
liares deberán excusarse de conocer de los juicios en que
intervengan, cuando se encuentren comprendidos en algu-
no de los supuestos a que se refiere el artículo anterior. De
no hacerlo incurrirán en la responsabilidad a que se refiere
esta Ley.

Artículo 709. Las excusas se calificarán de plano y en su
tramitación se observarán las normas siguientes:

I. Las instruirán y decidirán:

a) El Presidente de la Junta, cuando se trate del Presidente
de una Junta Especial, del Auxiliar o del Representante de
los trabajadores o de los empleadores.

b) El Secretario del Trabajo y Previsión Social, tratándose
del Presidente de la Junta Federal y el Gobernador del Es-
tado o el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, cuando se
trate del Presidente de la Junta Local;

II. La excusa se deberá promover por escrito y bajo protes-
ta de decir verdad, ante las autoridades señaladas en la
fracción anterior, dentro de las 48 horas siguientes a la en
que se tenga conocimiento del impedimento. Al solicitarse
se acompañaran las pruebas que lo justifiquen;

III. La autoridad que decida sobre la excusa, tan pronto la
reciba, resolverá de plano con los elementos que tenga pa-
ra ello o podrá señalar día y hora para que comparezca an-
te ella el interesado, para que después de oírlo y recibir
pruebas, de inmediato dicte resolución; y

IV. Si la excusa es declarada improcedente, la autoridad
competente podrá sancionar, al que se excusó, con amo-
nestación o suspensión del cargo hasta por ocho días y en
caso de reincidencia en el mismo asunto, será destituido.

Articulo 710. Cuando alguna de las partes conozca que el
representante del Gobierno, de los empleadores o de los
trabajadores ante la Junta o el Auxiliarse encuentran impe-
didos para conocer de algún juicio y no se abstengan de ha-
cerlo, podrán ocurrir ante las autoridades señaladas en la
fracción I del artículo anterior, haciendo por escrito la de-
nuncia, a la que deberán acompañar las pruebas que acre-
diten el impedimento y la que se tramitará conforme al pro-
cedimiento señalado en la fracción III del citado precepto.

Si se comprueba el impedimento se le sustituirá en la si-
guiente forma: 

a) Presidente de la Junta por el Secretario General de ma-
yor antigüedad. 

b) Presidente de la Junta Especial por el Auxiliar de la pro-
pia Junta, y éste por el Secretario.

c) (Se suprime.)

d) Los representantes de los trabajadores y de los emplea-
dores por sus respectivos suplentes.

Independientemente de la sustitución, el funcionario impe-
dido será sancionado, en los términos previstos en la frac-
ción IV del artículo 709 de esta Ley.

Artículo 711. Se suprime.

CAPITULO V

De la Actuación de las Juntas

Artículo 712. Cuando el trabajador ignore el nombre del
empleador o la denominación o razón social de donde la-
bora o laboró, deberá precisar cuando menos en su escrito
inicial de demanda el domicilio de la empresa, estableci-
miento, oficina o lugar en donde prestó o presta el trabajo
y la actividad a que se dedica el empleador.

La sola presentación de la demanda en los términos del pá-
rrafo anterior interrumpe la prescripción respecto de quien
resulte ser el empleador del trabajador.

Artículo 718. La audiencia o diligencia que se inicie en día
y hora hábil podrá continuarse hasta su terminación, sin
suspenderla y sin necesidad de habilitación expresa. En ca-
so de que se suspenda deberá continuarse el siguiente día
hábil; la Junta hará constar en autos la razón de la suspen-
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sión. El funcionario responsable de la audiencia o diligen-
cia que omita señalar la fecha hora para la continuación de
la audiencia, será destituido de su cargo.

Artículo 721. Todas las actuaciones procesales serán auto-
rizadas por el Secretario, excepción hecha de las diligen-
cias encomendadas a otros funcionarios; lo actuado en las
audiencias se hará constar en actas, las que deberán ser fir-
madas por las personas que en ellas intervinieron, quieran
y sepan hacerlo. Cuando algún. integrante de la Junta omi-
tiere firmar las actas de las diligencias en las que estuvo
presente se entenderá que está conforme con ellas. De las
actas de las audiencias se entregará copia autorizada por el
Secretario de la Junta a cada una de las partes compare-
cientes.

Artículo 724. El Pleno de la Junta Federal de Conciliación
y Arbitraje o el de las Juntas Locales de Conciliación y Ar-
bitraje, podrán acordar que los expedientes concluidos de
manera definitiva sean dados de baja, previa certificación
de la microfilmación de los mismos o de su conservación a
través de cualquier otro procedimiento técnico científico
que permita su consulta.

Artículo 727. La Junta, de oficio, hará la denuncia corres-
pondiente ante el Ministerio Público competente, de la
desaparición del expediente o actuación, acompañando co-
pia de las actas y demás diligencias practicadas con dicho
motivo.

Artículo 729. Las correcciones disciplinarias que pueden
imponerse, son:

I. Amonestación;

II. Multa que no podrá exceder de 30 veces del salario mí-
nimo general, vigente en el Distrito Federal, en el tiempo
en que se cometa la violación. Tratándose de trabajadores,
la multa no podrá exceder del importe de su jornal o sala-
rio en un día. Para los efectos de este artículo no se consi-
deran trabajadores a los apoderados; y

III. Expulsión del local de la Junta; la persona que se resis-
ta a cumplir la orden, será desalojada del local con el auxi-
lio de la fuerza pública.

Artículo 731. El Presidente de la Junta, los de las Juntas
Especiales y los Auxiliares podrán emplear conjunta e in-
distintamente, cualesquiera de los medios de apremio ne-
cesarios, para que las personas concurran a las audiencias

en las que su presencia es indispensable o para asegurar el
cumplimiento de sus resoluciones. 

Los medios de apremio que pueden emplearse son:

I. Multa que no podrá exceder de 30 veces el salario míni-
mo general vigente en el Distrito Federal en el tiempo en
que se cometió el desacato. Tratándose de trabajadores, la
multa no podrá exceder del importe de su jornal o salario
de un día. Para los efectos de este artículo no se considera -
rán trabajadores a los apoderados;

II. Presentación de la persona con auxilio de la fuerza pu-
blica; y

III. Arresto hasta por treinta y seis horas.

CAPITULO VI

De los Términos Procesales

Artículo 734. En los términos no se computarán los días en
que la Junta deje de actuar, salvo disposición contraria de
esta ley.

Artículo 737. Cuando el domicilio de la persona deman-
dada se encuentre fuera del lugar de residencia de la Junta,
ésta ampliará el término de que se trate, en función de la
distancia a razón de un día por cada 200 kilómetros, de 3 a
12 días, tomando en cuenta los medios de comunicación
existentes.

CAPITULO VII

De las Notificaciones

Artículo 739. Las partes, en su primera comparecencia o
escrito, deberán señalar domicilio dentro del lugar de resi-
dencia de la Junta para recibir notificaciones; si no lo ha-
cen, las notificaciones personales se harán por boletín o por
estrados, según el caso, en los términos previstos en esta
Ley. 

Asimismo, deberán señalar el domicilio del demandado pa-
ra recibir notificaciones, o el último lugar en donde el tra-
bajador prestó sus servicios. La notificación es personal y
se diligenciará conforme a lo dispuesto por el artículo 743.
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Artículo 740. Cuando en la demanda no se haya expresa-
do el nombre del empleador o de la persona con la que la-
bora o laboró el trabajador, será requerido por la Junta pa-
ra que indique el lugar de prestación de sus servicios, en
donde se practicará la notificación en los términos del ar-
tículo 743 de esta Ley.

Artículo 742. Se harán personalmente las notificaciones
siguientes:

I. El emplazamiento a juicio y cuando se trate del primer
proveído que se dicte en el mismo;

II. El auto de radicación del juicio, que dicten las Juntas de
Conciliación y Arbitraje en los expedientes que les remitan
otras Juntas;

III. La resolución en que la Junta se declare incompetente;

IV. El auto que recaiga al recibir la sentencia de amparo;

V. La resolución que ordene la reanudación del procedi-
miento; cuya tramitación estuviese interrumpida o suspen-
dida por cualquier causa legal;

VI. El auto que cite a absolver posiciones;

VII. La resolución que deban conocer los terceros extraños
al juicio;

VIII. El laudo;

IX. El auto que conceda término o señale fecha para que el
trabajador sea reinstalado;

X. El auto por el que se ordena la reposición de actuacio-
nes;

XI. En los casos a que se refieren los artículos 772 y 774
de esta Ley; y

XII. En casos urgentes o cuando concurran circunstancias
especiales a juicio de la Junta.

Artículo 743. La primera notificación personal se hará de
conformidad con las normas siguientes:

I. El Actuario se cerciorará, bajo su responsabilidad de que
la persona que deba ser notificada, habita, trabaja o tiene su

domicilio en la casa o local, señalado en autos para hacer
la notificación;

II. Si está presente el interesado o su representante, el Ac-
tuario notificará la resolución, entregando copia de la mis-
ma; si se trata de persona moral, el Actuario se asegurará
de que la persona con quien entiende la diligencia es re-
presentante legal de aquella;

III. Si no está presente el interesado o su representante, se
le dejará citatorio para que lo espere al día siguiente, a una
hora determinada;

IV. Si no obstante el citatorio, no está presente el interesa-
do o su representante, la notificación se hará a cualquier
persona que trabaje en la casa o local, y si estuvieren estos
cerrados, se fijará una copia de la resolución en la puerta de
entrada;

V. Si en la casa o local designado para hacer la notificación
se negare el interesado, su representante o la persona con
quien se entienda la diligencia, a recibir la notificación, és-
ta se hará por instructivo que se fijará en la puerta de la
misma, adjuntando una copia de la resolución; y

VI. En el caso del articulo 712 de esta Ley, el Actuario se
cerciorará de que el local designado en autos, es aquel en
que se prestan o se prestaron los servicios.

En todos los casos a que se refiere este artículo, el Actua-
rio asentará razón en autos, señalando con claridad los ele-
mentos de convicción en que se apoye.

En caso de que se declare la nulidad de notificaciones, se
impondrá al Actuario una medida disciplinaria en caso de
reincidencia será destituido del cargo.

Artículo 746. Surtirán sus efectos las notificaciones que se
hagan a las partes en el Boletín Laboral, a las catorce horas
del día siguiente al de su publicación salvo que sean perso-
nales. Cuando la Junta no publique boletín, estas notifica-
ciones se harán en los estrados de la Junta.

El Secretario hará constar en autos la fecha de la publica-
ción respectiva y fijará diariamente en lugar visible del lo-
cal de la Junta; un ejemplar del Boletín Laboral o, en su ca-
so, las listas de las notificaciones por estrados;
coleccionando unos y otras, para resolver cualquier cues-
tión que se suscite sobre la omisión de alguna publicación.



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados625

Las listas de notificaciones deberán ser autorizadas y sella-
das en su fecha por el Secretario. La publicación de las no-
tificaciones contendrá la fecha, el número del expediente y
los nombres de las artes en los juicios de que se trate. 

Artículo 747. Las notificaciones surtirán sus efectos de la
manera siguiente:

I. Las personales: el día y hora en que se practiquen, con-
tándose de momento a momento, cualquiera que sea la
hora en que se haya hecho la notificación, salvo disposi-
ción en contrario de esta Ley; y

II. Las demás: a las catorce horas del día siguiente de su
publicación. 

Artículo 748. Las notificaciones deberán hacerse en horas
hábiles con una anticipación de veinticuatro horas, por lo
menos, del día y hora en que deba efectuarse la diligencia,
salvo disposición en contrario de esta Ley.

Artículo 751. En las notificaciones personales, se deberá
entregar la cédula correspondiente, misma que contendrá,
por lo menos:

I. Lugar, día y hora en que se practique la notificación;

II. El número de expediente; 

III. El nombre de las partes;

IV. El nombre y domicilio de la persona o personas que de-
ban ser notificadas; y

V. Copia autorizada de la resolución que se anexará a la cé-
dula. 

CAPITULO VIII

De los Exhortos y Despachos

Artículo 753. Las diligencias que no puedan practicarse en
el lugar de residencia de la Junta que conozca del juicio,
deberán encomendarse por medio de exhorto al Presidente
de la Junta de Conciliación y Arbitraje o al de las Especia-
les del domicilio en que deban practicarse, y de no haber-
las en dicho lugar, a la autoridad más próxima al lugar que
corresponda dentro de la República Mexicana.

Artículo 758. Los exhortos y despachos que reciban las
autoridades a que se refiere el artículo 753 de esta Ley, se
proveerán dentro de las setenta y dos horas siguientes a su
recepción y se deberán diligenciar dentro de los cinco días
siguientes, salvo en los casos en que por la naturaleza de lo
que haya de practicarse, exija necesariamente mayor tiem-
po; en este caso, la autoridad requerida fijará el que crea
conveniente sin que el término fijado pueda exceder de
quince días.

CAPITULO IX

De los Incidentes

Artículo 763. Cuando en una audiencia o diligencia se pro-
mueva incidente de falta de personalidad, se sustanciará de
inmediato oyendo a las partes y se resolverá, continuándo-
se el procedimiento.

En los demás casos a que se refiere el artículo anterior, se
señalará desde luego día y hora para la celebración de la
audiencia incidental, la que se realizará dentro de las vein-
ticuatro horas siguientes, en la que las partes podrán ofre-
cer y desahogar pruebas documentales e instrumentales,
para que de inmediato se resuelva el incidente, continuán-
dose el procedimiento.

Los incidentes que no tengan señalada una tramitación espe-
cial en esta Ley, se resolverán de plano oyendo a las partes.

Artículo 765. Se suprime.

CAPITULO X

De la Acumulación

Artículo 768. Las demandas presentadas en relación con
las obligaciones de los empleadores en materia de capaci-
tación y adiestramiento de los trabajadores y seguridad e
higiene en los centros de trabajo, no serán acumulables a
ninguna otra acción. Si cualquiera de estas acciones se
ejercita conjuntamente con otras derivadas de la misma re-
lación de trabajo, se estará a lo dispuesto en el artículo 699.

CAPITULO XI

De la Continuación del Proceso y de la Caducidad

Artículo 771. Los Presidentes de las Juntas y los Auxilia-
res cuidarán, bajo su más estricta responsabilidad, que los
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juicios que ante ellos se tramiten no queden inactivos, pro-
veyendo lo que conforme a la Ley corresponda hasta dictar
laudo, salvo disposición en contrario.

En caso de no cumplir con lo anterior, se harán acreedores
a las sanciones que establezcan las leyes de responsabili -
dades de los servidores públicos.

Artículo 772. Cuando para continuar el trámite del juicio
en los términos del artículo que antecede, sea necesaria
promoción del trabajador, y éste no la haya efectuado den-
tro de un lapso de cuarenta y cinco días; el Presidente de la
Junta deberá ordenar que se le requiera personalmente
para que la presente apercibiéndole de que de no hacerlo,
operará la caducidad a que se refiere el artículo siguiente.

Si el trabajador está patrocinado por un Procurador del Tra-
bajo, la Junta notificará el acuerdo de que se trata al traba-
jador y a la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, para
los efectos correspondientes.

Artículo 773. La Junta, a petición de parte, tendrá por de-
sistida de la acción intentada a toda persona que no haga
promoción alguna en el término de cuatro meses, siempre
que esa promoción sea necesaria para la continuación del
procedimiento, y se haya cumplido con lo dispuesto por el
artículo anterior. No se considerará que dicho término ope-
ra, si están desahogadas las pruebas del actor o está pen-
diente de dictarse resolución sobre alguna promoción de
las partes a que se refiere este artículo, o la práctica de al-
guna diligencia, o se encuentre pendiente de acordarse la
devolución de un exhorto o la recepción de informes o co-
pias que se hubiesen solicitado a diversa autoridad dentro
del procedimiento.

Para los efectos del párrafo anterior, la Junta citará a las
partes a una audiencia, en la que después de oírlas y reci-
bir las pruebas que ofrezcan, que deberán referirse exclusi-
vamente a la procedencia o improcedencia del desistimien-
to, dictará resolución.

Artículo 774. En caso de muerte del trabajador, dejarán de
computarse los salarios vencidos como parte del conflicto,
a partir de la fecha del fallecimiento, y la Junta procederá
a efectuar las convocatorias a que se refiere el artículo 503
de esta ley.

Artículo 774-Bis. En cualquier estado del procedimiento
las partes podrán mediante la conciliación, celebrar un con-
venio que ponga fin al juicio; asimismo, el demandado po-

drá allanarse en todo o en parte a lo reclamado. En el pri-
mer supuesto, se dará por terminado el juicio, en el segun-
do, se continuará el procedimiento por lo pendiente.

CAPITULO XII 

De las Pruebas

SECCION PRIMERA

Reglas Generales

Artículo 776. Son admisibles en el proceso todos los me-
dios de prueba que no sean contrarios a la moral y al dere-
cho, y en especial los siguientes:

I. Confesional;

II. Documental;

III. Testimonial;

IV. Pericial;

V. Inspección;

VI. Presuncional;

VII. Instrumental de actuaciones; y

VIII. Fotografías, películas, grabaciones de audio y de vi-
deo, sistemas de informática y, en general, aquellos medios
aportados por los descubrimientos de la ciencia.

Artículo 778. Las pruebas deberán ofrecerse en la audien-
cia señalada para ese efecto, salvo que se refieran a hechos
supervenientes o que tengan por fin probar las tachas que
se hagan valer en contra de los testigos.

Artículo 780. Las pruebas se ofrecerán acompañadas de
todos los elementos necesarios para su desahogo, atendien-
do a la naturaleza de las mismas. De no hacerlo serán de-
sechadas por la Junta.

Artículo 783. Toda autoridad o persona ajena al juicio que
tenga documentos en su poder que puedan contribuir al es-
clarecimiento de la verdad, deberá aportarlos, a más tardar,
en la audiencia de ofrecimiento y admisión de pruebas.



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados627

Artículo 784. La Junta eximirá de la carga de la prueba al
trabajador, cuando por otros medios esté en posibilidad de
llegar al conocimiento de los hechos, y para tal efecto re-
querirá al empleador para que exhiba los documentos que,
de acuerdo con las leyes, tiene la obligación legal de con-
servar en la empresa, bajo el apercibimiento de que de no
presentarlos, se presumirán ciertos los hechos alegados por
el trabajador. En todo caso, corresponderá al empleador
probar su dicho cuando exista controversia sobre:

I. Fecha de ingreso del trabajador;

II. Antigüedad del trabajador;

III. Faltas de asistencia del trabajador;

IV. Causa de rescisión de la relación de trabajo;

V. Terminación de la relación o contrato de trabajo para
obra o tiempo determinado, en los términos del artículo 37
fracción I y 53 fracción III de esta ley;

VI. Constancia de haber dado aviso por escrito al trabaja-
dor o a la Junta de Conciliación y Arbitraje de la fecha y
causa de su despido;

VII. El contrato de trabajo;

VIII. Jornada de trabajo ordinaria y extraordinaria, cuando
ésta no exceda de nueve horas semanales; si el empleador
requiere al trabajador para una jornada extraordinaria que
exceda de nueve horas semanales, deberá solicitarlo por es-
crito;

IX. Pagos de días de descanso y obligatorios y aguinaldo;

X. Disfrute y pago de las vacaciones;

XI. Pago de las primas dominical, vacacional y de antigüe-
dad;

XII. Monto y pago del salario;

XIII. Pago de la participación de los trabajadores en las uti-
lidades de las empresas y

XIV. Incorporación y aportación al Fondo Nacional de la
Vivienda y al Sistema de Ahorro para el Retiro.

La pérdida o destrucción de los documentos señalados en
este artículo, por caso fortuito o fuerza mayor, no releva al
empleador de probar su dicho por otros medios.

Artículo 785. Si alguna persona está imposibilitada por en-
fermedad u otra causa a concurrir al local de la Junta para
absolver posiciones o contestar un interrogatorio, lo justi-
fica a juicio de la misma, mediante certificado médico u
otra constancia fehaciente que exhiba bajo protesta de de-
cir verdad, señalará nueva fecha para el desahogo de la
prueba y, de subsistir el impedimento, podrá ordenar que el
Secretario, acompañado por los miembros de la Junta que
lo deseen, se trasladen al lugar en donde se encuentra el
imposibilitado para el desahogo de la prueba. De no en-
contrarse, se declarará confeso o reconocidos los docu-
mentos a que se refiere la diligencia.

Los certificados médicos deberán contener el nombre y nú-
mero de cédula profesional de quien los expida, fecha y el
estado patológico que impide la comparecencia del citado.
El certificado deberá ratificarse antes de la audiencia. Los
expedidos por el Instituto Mexicano del Seguro Social no
necesitan ratificación.

SECCION SEGUNDA 

De la Confesional

Artículo 786. Cada parte podrá solicitar se cite a su con-
traparte para que concurra a absolver posiciones.

Tratándose de personas morales la confesional puede des-
ahogarse por conducto de su representante legal o apodera-
do con facultades para absolver posiciones.

Los sindicatos u organizaciones de trabajadores o emplea-
dores absolverán posiciones por conducto de su Secretario
General o integrante de la representación estatutariamente
autorizada o por apoderado con facultades expresas.

Artículo 787. Las partes podrán también solicitar que se
cite a absolver posiciones personalmente a los directores,
administradores, gerentes y, en general, a las personas que
ejerzan funciones de dirección y administración, en la em-
presa o establecimiento, en los términos del artículo 11 de
esta Ley, así como a los miembros de la directiva de los
sindicatos, cuando los hechos que dieron origen al conflic-
to les sean propios y se les hayan atribuido en la demanda
o contestación, o bien que r razones de sus funciones les
deban ser conocidos. 



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002628

Artículo 790. En el desahogo de la prueba confesional se
observarán las normas siguientes:

I. Las posiciones podrán formularse en forma oral o por es-
crito, que exhiba la parte interesada en el momento de la
audiencia;

II. Las posiciones se formularán libremente, pero deberán
concretarse a los hechos controvertidos; no deberán ser in-
sidiosas o inútiles. Son insidiosas las posiciones que tien-
dan a ofuscar la inteligencia del que ha de responder, para
obtener una confesión contraria a la verdad; son inútiles
aquellas que versan sobre hechos que hayan sido previa-
mente confesados o que no están en contradicción con al-
guna prueba o hecho fehaciente que conste en autos o so-
bre los que no exista controversia;

III. El absolvente deberá identificarse con la credencial de
elector, o con otro documento idóneo y, bajo protesta de
decir verdad, responder por sí mismo sin asistencia. No po-
drá valerse de borrador de respuestas, pero sí se le permiti-
rá que consulte notas o apuntes si la Junta, después de co-
nocerlos, resuelve que son necesarios para auxiliar su
memoria;

IV. Cuando las posiciones se formulen oralmente, se harán
constar textualmente en el acta respectiva; cuando sean for-
muladas por escrito, éste se mandará agregar a los autos y
deberá ser firmado por el articulante y el absolvente;

V. Las posiciones serán calificadas previamente, y cuando
no reúnan los requisitos a que se refiere la fracción II, la
Junta las desechará asentando en autos el fundamento y
motivo concreto en que apoye su resolución;

VI. El absolvente contestará las posiciones afirmando o ne-
gando; pudiendo agregar las explicaciones que juzgue con-
venientes o las que le pida la Junta; las respuestas también
se harán constar textualmente en el acta respectiva y

VII. Si el absolvente se niega a responder o sus respuestas
son evasivas, la Junta, de oficio o a instancia de arte, lo aper-
cibirá en el acto de tenerlo por confeso si persiste en ello.

Artículo 793. Cuando la persona a quien se señale para ab-
solver posiciones sobre hechos propios, ya no labore para
la empresa o establecimiento, previa comprobación del he-
cho, el oferente de la prueba será requerido para que pro-
porcione el domicilio donde deba ser citada. En caso de
que el oferente ignore el domicilio, lo hará del conoci-

miento de la Junta antes de la fecha señalada para la cele-
bración de la audiencia de desahogo de pruebas, y la Junta
podrá solicitar a la empresa que proporcione el último do-
micilio que tenga registrado de dicha persona. En el su-
puesto de que la persona a que se refiere este artículo haya
dejado de prestar sus servicios a la empresa por un término
mayor de tres meses, la prueba cambiará su naturaleza a
testimonial.

Si la persona citada no concurre el día y hora señalados, la
Junta lo hará presentar mediante el uso de la fuerza públi-
ca.

SECCION TERCERA

De las Documentales 

Artículo 802. Se reputa autor de un documento privado al
que lo suscribe.

Se entiende por suscripción, la colocación al pie, o al mar-
gen del escrito, de la firma, antefirma o huella digital que
sean idóneas, para identificar a la persona que suscribe.

La suscripción hace plena fe de la formulación del docu-
mento por cuenta del suscriptor cuando sea ratificado en su
contenido y firma o huella digital; excepto en los casos en
que el contenido no se repute proveniente del autor, cir-
cunstancia que deberá justificarse con prueba idónea y del
señalado en el artículo 33 de esta Ley.

Artículo 803. Cada parte exhibirá los documentos u obje-
tos que ofrezca como prueba para que obren en autos. Si se
trata de informes, o copias, que deba expedir alguna auto-
ridad, la Junta deberá solicitarlos directamente, cuando el
oferente de la prueba lo pida y acredite haberlos solicitado
con anterioridad.

Artículo 804. El empleador tiene obligación de conservar
y exhibir en juicio los documentos que a continuación se
precisan:

I. Contratos individuales de trabajo que se celebren, cuan-
do no exista contrato colectivo o contrato ley aplicable;

II. Listas de raya o nómina de personal, cuando se lleven
en el centro de trabajo; o recibos de pagos de salarios;

III. Controles de asistencia, cuando se lleven en el centro
de trabajo;
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IV. Comprobantes de pagos de participación de utilidades,
de vacaciones, de aguinaldos, así como las primas a que se
refiere esta Ley y pagos y cuotas al Instituto Mexicano del
Seguro Social, Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda
para los Trabajadores y Sistema de Ahorro para el Retiro y

V. Los demás que señalen las leyes.

Los documentos señalados por la fracción I deberán con-
servarse mientras dure la relación laboral y hasta un año
después; los señalados por las fracciones II, III y IV du-
rante el último año y un año después de que se extinga la
relación laboral, y los mencionados en la fracción V, con-
forme lo señalen las leyes que los rijan.

Artículo 808. Para que hagan fe en la República, los docu-
mentos procedentes del extranjero deberán presentarse de-
bidamente legalizados por las autoridades diplomáticas o
consulares, en los términos que establezcan las leyes rela-
tivas o los tratados internacionales.

SECCION CUARTA

De la Testimonial

Artículo 813. La parte que ofrezca prueba testimonial de-
berá cumplir con los requisitos siguientes:

I. Los testigos deberán ofrecerse en relación con los hechos
controvertidos que se pretendan probar con su testimonio,
hasta un máximo de cinco testigos para cada hecho, en el
entendido de que para su desahogo se estará a lo dispuesto
en la fracción X del artículo 815 de esta Ley;

II. Indicará los nombres de los testigos, cuando exista im-
pedimento para presentarlos directamente podrá solicitar a
la Junta que los cite, señalando la causa o motivos justifi-
cados que se lo impidan, en cuyo caso deberá proporcionar
sus domicilios, y de resultar éstos incorrectos, quedará a
cargo del oferente su presentación;

III. Si el testigo radica fuera del lugar de residencia de la
Junta, el oferente deberá al ofrecer la prueba, acompañar
interrogatorio por escrito, al tenor del cual deberá ser exa-
minado el testigo; de no hacerlo, se declarará desierta. Asi-
mismo, exhibir copias del interrogatorio, las que se pon-
drán a disposición de las demás partes, para que dentro del
término de tres días presenten su pliego de repreguntas en
sobre cerrado; y

IV Cuando el testigo sea servidor público de mando supe-
rior, a juicio de la Junta, podrá rendir su declaración por
medio de oficio, observándose lo dispuesto en este artícu-
lo en lo que sea aplicable.

Artículo 814. La Junta, en el caso de la fracción II del ar-
tículo anterior, ordenará se cite al testigo para que rinda su
declaración, en la hora y día que al efecto se señale, con el
apercibimiento de ser presentado por conducto de la fuerza
pública.

Artículo 815. En el desahogo de la prueba testimonial se
observarán las normas siguientes:

I. El oferente de la prueba presentará directamente a sus
testigos, salvo lo dispuesto en el artículo 813, y la Junta
procederá a recibir su testimonio;

II. El testigo deberá identificarse ante la Junta en los tér-
minos de lo dispuesto por la fracción IV del artículo 884 de
esta Ley;

III. Los testigos serán examinados por separado, en el or-
den en que fueran ofrecidos. Los interrogatorios se formu-
larán oralmente, salvo lo dispuesto en las fracciones III y
IV del artículo 813 de esta Ley;

IV. Después de tomarle al testigo la protesta de conducirse
con verdad y de advertirle de las penas en que incurren los
testigos falsos, se hará constar el nombre, edad, estado ci-
vil, domicilio, ocupación y lugar en que se trabaja y a con-
tinuación se procederá a tomar su declaración;

V. Las partes formularán las preguntas en forma verbal y
directamente. La Junta admitirá aquellas que tengan rela-
ción directa con el asunto de que se trata y que no se hayan
hecho con anterioridad al mismo testigo, o lleven implícita
la contestación;

VI. Primero interrogará el oferente de la prueba y poste-
riormente a las demás partes. La Junta, cuando lo estime
pertinente, examinará directamente al testigo;

VII. Las preguntas y respuestas se harán constar en autos,
escribiéndose textualmente unas y otras;

VIII. Los testigos están obligados a dar la razón de su di-
cho, y la Junta deberá solicitarla, respecto de las respuestas
que no la lleven ya en sí;
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IX. El testigo, enterado de su declaración, firmará al mar-
gen de las hojas que la contengan y así se hará constar por
el secretario; si no sabe o no puede leer o firmar la decla-
ración, le será leída por el secretario e imprimirá su huella
digital y una vez ratificada, no podrá variarse ni en la sus-
tancia ni en la redacción.

X. Sólo se recibirá la declaración de tres testigos por cada
hecho que se pretenda probar y

XI. El desahogo de esta prueba será indivisible, salvo que
alguno de los testigos radique fuera del lugar de residencia
de la Junta y que la prueba tenga que desahogarse por ex-
horto, en cuyo caso la Junta adoptará las medidas pertinen-
tes para que los otros testigos no tengan conocimiento pre-
vio de las declaraciones desahogadas.

Artículo 816. Si el testigo no habla el idioma español ren-
dirá su declaración por medio de intérprete, que será nom-
brado por la Junta, el que protestará su fiel desempeño.
Cuando el testigo lo pidiere, además de asentarse su decla-
ración en español, deberá escribirse en su propio idioma,
por él o por el intérprete.

Artículo 817. La Junta, al girar el exhorto para desahogar
la prueba testimonial, acompañará los interrogatorios con
las preguntas y repreguntas calificadas a cuyo tenor debe-
rá desahogarse la prueba, sin que las partes puedan am-
pliarlos e indicará a la autoridad exhortada los nombres
de las personas que tienen facultad para intervenir en la
diligencia.

SECCION QUINTA 

De la Pericial

Artículo 823. La prueba pericial deberá ofrecerse indican-
do la materia sobre la que deba versar, exhibiendo el cues-
tionario respectivo, con copia para cada una de las partes.
La omisión del cuestionario dará lugar a que la Junta no ad-
mita la prueba.

Artículo 825. En el desahogo de la prueba pericial se ob-
servarán las disposiciones siguientes:

I. Cada parte presentará personalmente a su perito el día de
la audiencia, salvo el caso previsto en el articulo anterior;

II. Los peritos protestarán de desempeñar su cargo con
arreglo a la Ley e inmediatamente rendirán su dictamen; a

menos que por causa justificada soliciten se señale nueva
fecha para rendir su dictamen;

III. El día señalado para que tenga verificativo la audiencia
respectiva, él o los peritos que concurran a la misma rendi-
rán su dictamen. Si alguno no concurriera a la audiencia se
señalará nueva fecha para que lo rinda, dictando la Junta
las medidas para que comparezca;

IV. Las partes y los miembros de la Junta podrán hacer a
los peritos las preguntas que juzguen conveniente; y

V. En caso de existir discrepancia en los dictámenes, la
Junta designará un perito tercero. 

SECCION SEXTA 

De la Inspección 

Artículo 828. Admitida la prueba de inspección por la Jun-
ta, señalará día, hora y lugar para su desahogo; si los docu-
mentos y objetos obran en poder de alguna de las partes, la
Junta la apercibirá que, en caso de no exhibirlos, se tendrán
por ciertos presuntivamente los hechos que se tratan de
probar, siempre que se trate de los documentos a que se re-
fiere el artículo 804 de esta Ley. Si los documentos objetos
se encuentran en poder de personas ajenas a la controver-
sia se aplicarán los medios de apremio que procedan.

SECCION SEPTIMA

De la Presuncional

SECCION OCTAVA

De la Instrumental

SECCION NOVENA

De los Elementos Aportados por los Avances 
de la Ciencia

Artículo 836-A. Para acreditar los hechos controvertidos
las partes pueden presentar cintas cinematográficas, foto-
grafías, registros dactiloscópicos, grabaciones de audio y
video, sistemas de informática, y en general aquellos me-
dios aportados por los avances de la ciencia.

En su caso, el oferente de estos medios de prueba deberá
proporcionar a la Junta los aparatos o elementos necesarios
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para que pueda apreciarse el valor de los registros y repro-
ducirse los sonidos y figuras, sólo por el tiempo indispen-
sable para ello, siempre que ésta no cuente con los ele-
mentos necesarios para tal efecto.

CAPITULO XIII

De las Resoluciones Laborales

Artículo 838. La Junta dictará sus resoluciones en el acto
en que concluya la diligencia respectiva o dentro de las
cuarenta y ocho horas siguientes a aquella en la que reciba
promociones por escrito, salvo disposición en contrario de
esta Ley, de no hacerlo incurrirá en responsabilidad.

Artículo 839. Las resoluciones de las Juntas deberán ser
firmadas por los integrantes de ellas y por el Secretario, el
mismo día en que las voten, en los términos del artículo
620 de esta Ley,

Artículo 840. El laudo contendrá:

I. Lugar, fecha y Junta que lo pronuncie;

II. Nombres y domicilios de las partes y de sus represen-
tantes;

III. Un extracto de la demanda y su contestación; réplica y
contrarréplica y, en su caso, de la reconvención y contesta-
ción a la misma, que deberá contener con claridad y conci-
sión las peticiones de las partes y los hechos controverti-
dos; 

IV. Una enumeración de las pruebas admitidas y desahoga-
das y su apreciación en conciencia, señalando los hechos
que deban considerarse probados;

V. Extracto de los alegatos;

VI. Las razones legales o de equidad; la jurisprudencia y
doctrina que les sirva de fundamento; y

VII. Los untos resolutivos.

Artículo 841. Los laudos se dictarán a verdad sabida y
buena fe guardada, y apreciando los hechos en conciencia,
sin necesidad de sujetarse a reglas o formulismos sobre es-
timación de las pruebas, pero las Juntas de Conciliación y
Arbitraje están obligadas a estudiar pormenorizadamente
las rendidas, haciendo la valoración de las mismas. Asi-

mismo expresarán los motivos y fundamentos legales en
que se apoyan.

Cuando el dictamen rendido por un perito sea notoriamen-
te falso, tendencioso o inexacto, la Junta dará vista al Mi-
nisterio Público para que determine si existe la comisión de
un delito.

Artículo 845. Si alguno o todos los representantes de los
trabajadores o de los empleadores ante la Junta, que con-
curran a la audiencia a votar, serán  requeridos en el acto
por el Secretario quien les indicará las responsabilidades en
que incurren si no lo hacen. Si persiste la negativa, el Se-
cretario levantará un acta circunstanciada, a efecto de que
se someta a la autoridad respectiva a fin de que se determi-
ne la responsabilidad en que hayan incurrido, según los ar-
tículos 671 al 675 de esta Ley.

En estos casos se observarán las normas siguientes:

I. Si se trata de acuerdos se tomarán por el Presidente o au-
xiliar y los representantes que la voten. En caso de empate
el voto de los representantes ausentes se sumará al del Pre-
sidente o auxiliar,

II. Si se trata de laudo:

a) Si después del requerimiento insisten en su negativa,
quedarán excluidos del conocimiento del negocio y el Pre-
sidente de la Junta o de la Junta Especial, llamará a los su-
plentes.

b) Si los suplentes no se presentan a la Junta dentro del tér-
mino que se les señale; que no podrá ser mayor de tres días,
o se niegan a votar el laudo, el Presidente de la Junta o de
la Junta Especial dará cuenta al Secretario del Trabajo y
Previsión Social, al Gobernador del Estado o al Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, para que designen las perso-
nas que los sustituyan; en caso de empate, se entenderá que
los ausentes sumarán su voto al del Presidente. 

CAPITULO XIV

De la Revisión de los Actos de Ejecución

Artículo 850. De la revisión conocerá:

I. La Junta Especial de la de Conciliación y Arbitraje co-
rrespondiente, cuando se trate de actos de los Presidentes
de las mismas;
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II. El Presidente de la Junta o el de la Junta Especial co-
rrespondiente, cuando se trate de actos de los Actuarios o
Funcionarios legalmente habilitados; y

III. El Pleno de la Junta de Conciliación y Arbitraje cuan-
do se trate de actos del Presidente de ésta o cuando se tra-
te de un conflicto que afecte a dos o más ramas de la in-
dustria. 

Artículo 856. Los Presidentes de las Juntas, podrán impo-
ner a la parte que promueva la revisión o la reclamación en
forma notoriamente improcedente, una multa de hasta 30
veces el salario mínimo general que rija en el Distrito Fe-
deral en el tiempo en que se presentaron.

Se entenderá que es notoriamente improcedente cuando a
juicio de su Presidente, según el caso, aparezca que se pro-
mueva con el propósito de demorar o entorpecer la admi-
nistración de justicia.

CAPITULO XV

De las Providencias Cautelares 

Artículo 857. Los Presidentes de las Juntas de Concilia-
ción y Arbitraje, o los de las Especiales de las mismas, a
petición de parte, podrán decretar las siguientes providen-
cias cautelares:

I. Arraigo, cuando haya temor de que se ausente u oculte la
persona contra quien se entable o se haya entablado una
demanda; y

II. Embargo precautorio, cuando sea necesario asegurar los
bienes de una persona, empresa o establecimiento. 

Artículo 860. La persona que quebrante el arraigo decreta-
do, será responsable del delito de desobediencia a un man-
dato de autoridad. Para este efecto, el Presidente de la Jun-
ta hará la denuncia respectiva ante el Ministerio Público
competente.

Artículo 861. Para decretar un embargo precautorio se ob-
servarán las normas siguientes:

I. El solicitante determinará el monto de lo demandado y
rendirá las pruebas que juzgue conveniente para acreditar
la necesidad de la medida;

II. El Presidente de la Junta, tomando en consideración las
circunstancias del caso y las pruebas rendidas, dentro de
las veinticuatro horas siguientes a la en que se le solicite,
podrá decretar el embargo precautorio si, a su juicio, es ne-
cesaria la providencia;

III. El auto que ordene el embargo determinará el monto
por el cual deba practicarse; y

IV. El Presidente de la Junta dictará las medidas a que se
sujetará el embargo a efecto de que no se suspenda o difi-
culte el desarrollo de las actividades de la empresa o esta-
blecimiento.

Artículo 863. La providencia se llevará a cabo aún cuando
no esté presente la persona contra quien se dicte. El pro-
pietario de los bienes embargados será depositario de los
mismos, sin necesidad de que acepte el cargo ni proteste
desempeñarlo, con las responsabilidades y atribuciones in-
herentes al mismo, observándose las disposiciones de esta
Ley en lo que sean aplicables. En caso de persona moral, el
depositario lo será el gerente o director general o quien ten-
ga la representación legal de la misma.

Tratándose de inmuebles, a petición del interesado, la Jun-
ta solicitará la inscripción del embargo precautorio en el
Registro Publico de la Propiedad.

CAPITULO XVI

Artículos 865 al 869. Se suprimen.

CAPITULO XVII

Procedimiento Ordinario Ante las Juntas 
de Conciliación Arbitraje

Artículo 873. La Junta, dentro de las veinticuatro horas si-
guientes, contadas a partir del momento en que reciba el
escrito de demanda, dictará acuerdo, en el que señalará día
y hora para la celebración de la audiencia de conciliación,
demanda y excepciones, que deberá efectuarse dentro de
los quince días siguientes al en que se haya recibido el es-
crito de demanda. Dicho acuerdo se notificará personal-
mente a las partes, con diez días de anticipación a la au-
diencia cuando menos, entregando al demandado copia
cotejada de la demanda y del acuerdo admisorio, aperci-
biéndolas de lo dispuesto en el artículo 879 de esta Ley.
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Cuando el actor sea el trabajador o sus beneficiarios, la
Junta, en caso de que notare alguna irregularidad en el es-
crita de demanda, o que estuviera ejercitando acciones con-
tradictorias o no hubiere precisado el salario base de la ac-
ción en el acuerdo le señalará los defectos u omisiones en
que haya incurrido y la prevendrá para que los subsane
dentro de un término de tres días. Dicho acuerdo deberá
notificarse personalmente al actor.

Artículo 875. La audiencia a que se refiere el artículo 873
constará de dos etapas: 

a) De conciliación; y

b) De demanda y excepciones. 

c) (Se suprime)

La audiencia se iniciará con la comparecencia de las partes
que concurran a la misma; las que estén ausentes, podrán
intervenir en el momento en que se presenten, siempre y
cuando la Junta no haya tomado el acuerdo de las peticio-
nes formuladas en la etapa correspondiente.

Artículo 876. La etapa conciliatoria se desarrollará en la
siguiente forma:

I. Las partes comparecerán personalmente a la Junta, y po-
drán ser asistidos por sus abogados patronos, asesores o
apoderados. Si se trata de personas morales, el represen-
tante o apoderado deberá tener facultades para asumir una
solución conciliatoria que obligue a su representada;

II. La Junta, por conducto del Funcionario Conciliador o su
personal jurídico, intervendrá para la celebración de pláti-
cas entre las partes y las exhortará para que procuren llegar
a un arreglo conciliatorio. Les propondrá alternativas de
solución justas y equitativas, que a su juicio sean adecua-
das para dar por terminada la controversia;

III. Si las partes llegaren a un acuerdo, se dará por termi-
nado el conflicto. El convenio respectivo, aprobado por la
Junta, producirá todos los efectos jurídicos inherentes a un
laudo;

IV. (Se suprime)

V. La Junta, por conducto del Funcionario Conciliador o de
su personal jurídico procurará, sin entorpecer el procedi-
miento y estando en contacto personal con las partes, y

hasta antes de que se declare cerrada la instrucción, que lle-
guen a un acuerdo conciliatorio, insistiendo siempre en al-
ternativas de solución justas y equitativas para ambas; y

VI. De no haber concurrido las partes a la conciliación, se
les tendrá por inconformes con todo arreglo deberán pre-
sentarse personalmente a la etapa de demanda y excepcio-
nes.

Artículo 877. Se suprime.

Artículo 878. La etapa de demanda y excepciones; se desa-
rrollará conforme a las normas siguientes:

I. El Presidente o el Funcionario Conciliador y demás per-
sonal jurídico de la Junta exhortará nuevamente a las par-
tes para que resuelvan el conflicto mediante un arreglo
conciliatorio y, si éstas persistieran en su actitud, dará la
palabra al actor para la exposición de su demanda;

II. Si el actor es el trabajador o sus beneficiarios, y no cum-
pliere con los requisitos omitidos o no subsanare las irre-
gularidades que se le hayan indicado en el planteamiento
de las adiciones a la demanda, la Junta lo prevendrá para
que lo haga en ese momento.

El actor expondrá su demanda, ratificándola; aclarándola o
modificándola, precisando los puntos petitorios. En caso
de modificación; aclaración o enderezamiento de la de-
manda, cuando el actor sea el trabajador o sus beneficia-
rios, podrá hacerlo por una sola vez en esta etapa y, a peti-
ción del demandado, se señalará nueva fecha dentro del
término de diez días para la continuación de la audiencia a
fin de que pueda contestar la demanda en su totalidad;

III. Expuesta la demanda por el actor, el demandado pro-
cederá en su caso, a dar contestación a la demanda oral-
mente o por escrito. En este último caso estará obligado a
entregar copia simple al actor de su contestación; si no lo
hace, la Junta la expedirá a costa del demandado;

IV. En su contestación opondrá el demandado sus excep-
ciones y defensas, debiendo de referirse a todos y cada uno
de los hechos aducidos en la demanda, afirmándolos o ne-
gándolos, y expresando los que ignore cuando no sean pro-
pios; pudiendo agregar las explicaciones que estime con-
venientes. El silencio y las evasivas harán que se tengan
por admitidos aquellos sobre los que no se suscite contro-
versia, y no podrá admitirse prueba en contrario. La nega-
ción pura y simple del derecho, importa la confesión de los
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hechos. La confesión de éstos no entraña la aceptación del
derecho;

V. La excepción de incompetencia o el planteamiento de
acumulación no exime al demandado de contestar la de-
manda en la misma audiencia y si no lo hiciere y la Junta
se declara competente o no resuelve favorablemente la acu-
mulación, se tendrá por contestada en sentido afirmativo la
demanda y no podrá admitirse prueba en contrario;

VI. Las partes podrán por una sola vez, replicar y contra-
rreplicar brevemente, asentándose en actas sus alegaciones
si lo solicitaren;

VII. Si el demandado reconviene al actor, éste procederá a
contestar de inmediato, o bien, a solicitud del mismo, la
Junta acordará la suspensión de la audiencia, señalando
para su continuación una fecha dentro de los diez días si-
guientes; y

VIII. Al concluir el periodo de demanda y excepciones, se
citará a la audiencia de ofrecimiento y admisión de prue-
bas, misma que tendrá verificativo dentro de los diez días
siguientes. Si las partes están de acuerdo con los hechos y
la controversia queda reducida a un punto de derecho, se
declarará cerrada la instrucción se procederá a dictar el lau-
do.

Artículo 879. La audiencia de conciliación demanda y ex-
cepciones se llevará a cabo, aun cuando no concurran las
partes.

Si el actor no comparece al periodo de demanda y excep-
ciones, se tendrá por reproducida en vía de demanda su
comparecencia o escrito inicial.

Si el demandado no concurre, la demanda se tendrá por
contestada en sentido afirmativo, sin perjuicio de que en la
etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, demuestre
que el actor no era trabajador o empleador, que no existió
el despido o que no son ciertos los hechos afirmados en la
demanda.

Artículo 880. La audiencia de ofrecimiento y admisión de
pruebas se desarrollará conforme a lo dispuesto en el últi -
mo párrafo del artículo 875 de esta Ley y de acuerdo con
las normas siguientes: 

I. El actor ofrecerá sus pruebas en relación con los hechos
controvertidos. Inmediatamente después el demandado

ofrecerá sus pruebas y podrá objetar las de su contraparte y
aquél a su vez podrá objetar las del demandado;

II. Las partes podrán ofrecer nuevas pruebas, siempre que
se relacionen con las ofrecidas por la contraparte, así como
las que tiendan a justificar sus objeciones a las mismas, en
tanto no se haya cerrado la audiencia, y por una sola vez;

III. Las partes deberán ofrecer sus pruebas, observando las
disposiciones del capítulo XII de este título; y

IV. Concluido el ofrecimiento, la Junta resolverá inmedia-
tamente sobre las pruebas que admita y las que deseche. En
caso contrario, la Junta se podrá reservar para resolver den-
tro de los cinco días siguientes, incurriendo en responsabi-
lidad si no lo hace.

Artículo 882. Se suprime.

Artículo 883. La Junta, en el mismo acuerdo en que admi-
ta las pruebas, señalará día y hora para la celebración de la
audiencia de desahogo de pruebas, que deberá efectuarse
dentro de los diez días hábiles siguientes, y ordenará, en su
caso, se giren los oficios y exhortos necesarios para reca-
bar los informes o copias que deba expedir alguna autori -
dad o exhibir persona ajena al juicio y que haya solicitado
el oferente, con los apercibimientos señalados en esta Ley;
y dictará las medidas que sean necesarias, a fin de que el
día de la audiencia se puedan desahogar todas las pruebas
que se hayan admitido.

Cuando por la naturaleza de las pruebas admitidas, la Jun-
ta considere que no es posible desahogarlas en una sola au-
diencia, en el mismo acuerdo señalará los días y horas en
que deberán desahogarse, aunque no guarden el orden en
que fueron ofrecidas, procurando se reciban primero las del
actor y después las del demandado. Este periodo no debe-
rá exceder de treinta días.

Artículo 884. La audiencia de desahogo de pruebas se lle-
vará a cabo conforme alas siguientes normas:

I. Abierta la audiencia, se procederá a desahogar todas las
pruebas que se encuentren debidamente preparadas, procu-
rando que sean primeramente las del actor e inmediata-
mente las del demandado o, en su caso, aquellas que hu-
bieren sido señaladas para desahogarse en su fecha;

II. Si alguna de las pruebas admitidas no estuviere debida-
mente preparada, se señalará nuevo día y hora para su
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desahogo dentro de los diez días siguientes, haciéndose
uso de los medios de apremio;

III. Si las pruebas por desahogar son únicamente copias o
documentos que deban remitir autoridades o terceros, la
Junta los requerirá en los siguientes términos:

a) Si se tratare de autoridades, la Junta las requerirá para
que envíen dichos documentos o copias, y si no lo cum-
plieren, a solicitud de parte, la Junta lo comunicará al su-
perior inmediato para que se le apliquen las sanciones co-
rrespondientes, y

b) Si se trata de terceros, la Junta dictará las medidas de
apremio correspondientes, hasta que se logre la presenta-
ción de las copias o documentos respectivos;

IV. La Junta deberá requerir a la persona que comparezca a
desahogar la prueba correspondiente, para que se identifi -
que con credencial de elector o con otro documento idó-
neo, y si no lo hiciere en el momento de la audiencia, se le
concederán tres días para ello, apercibiéndola de que, en
caso contrario, se dejará sin efectos la declaración corres-
pondiente; y

V. Al concluir el desahogo de las pruebas, la Junta conce-
derá a las partes un término de dos días para que presenten
sus alegatos por escrito.

Artículo 885. Al concluir el desahogo de las pruebas, for-
mulados los alegatos de las partes y previa certificación del
Secretario de que ya no quedan pruebas por desahogar, se
dará vista a las partes por el término de tres días para que
expresen su conformidad con dicha certificación, bajo el
apercibimiento de que si transcurrido el término señalado
no lo hicieren y hubieren pruebas por desahogar, se les ten-
drá por desistidos de las mismas para todos los efectos le-
gales. En caso de que las partes al desahogar la vista seña-
lada acrediten que alguna o algunas pruebas ofrecidas no se
desahogaron, la Junta, con citación de las mismas, señala-
rá dentro de los ocho días siguientes día y hora para su des-
ahogo.

Transcurrido el término citado, o desahogadas las pruebas
pendientes, las partes formularán alegatos dentro de las
veinticuatro horas siguientes; el auxiliar, de oficio, decla-
rará cerrada la instrucción, y dentro de los diez días si-
guientes formulará por escrito el proyecto de laudo, que
deberá contener los elementos que se señalan en el artícu-
lo 840 de esta Ley.

Artículo 886. Del proyecto de laudo se entregará una co-
pia a cada uno de los integrantes de la Junta.

Dentro de los cinco días hábiles siguientes al de haber re-
cibido la copia del proyecto, cualquiera de los integrantes
de la Junta podrá solicitar que se practiquen las diligencias
que juzgue conveniente para el esclarecimiento de la ver-
dad.

La Junta, con citación de las partes, señalará, en su caso,
día y hora para el desahogo, dentro de un término de ocho
días, de aquellas pruebas que no se llevaron a cabo o para
la práctica de las diligencias solicitadas.

Artículo 888. La discusión y votación del proyecto de lau-
do, se llevará a cabo en sesión de la Junta, certificando el
Secretario la presencia de los participantes que concurran a
la votación, de conformidad con las normas siguientes:

I. Se dará lectura al proyecto de resolución, a los alegatos
y observaciones formuladas por las partes;

II. El Presidente pondrá a discusión el negocio con el re-
sultado de las diligencias practicadas; y

III. Terminada la discusión, se procederá a la votación, el
Presidente declarará el resultado.

Artículo 891. Si la Junta estima que alguna de las partes
obró con dolo o mala fe, podrá imponerle en el laudo una
multa, en los términos de lo dispuesto por la fracción II del
artículo 729 de esta Ley.

CAPITULO XVIII

De los Procedimientos Especiales

Artículo 892. Las disposiciones de este capítulo rigen la
tramitación de los conflictos que se susciten con motivo de
la aplicación de los artículos 5°., fracción III; 28, fracción
III; 152; 153, 153-X; 158; 162; 204, fracción IX; 209, frac-
ción V; 210; 236, fracciones II y III; 389; 418; 424, frac-
ción IV; 427 fracciones I, II y VI; 434, fracciones I, III y V;
439; 503 y 505 de esta Ley, así como de los conflictos que
tengan por objeto el cobro de prestaciones que no excedan
del importe de tres meses de salarios, los de nulidad de
convenios celebrados dentro o fuera de juicio, estos últi-
mos ratificados por los celebrantes y aprobados por las
Juntas de Conciliación y Arbitraje, y de aquellos que se
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reclamen prestaciones a los empleadores y al Instituto Me-
xicano del Seguro Social, derivados de riesgos de trabajo.

Artículo 893-A. Como requerimiento de procedibilidad de
la demanda de titularidad o administración de un contrato
colectivo se requiere que el sindicato promovente acompa-
ñe:

I. Constancia certificada del registro del sindicato y de su
representación legal;

II. Copia certificada de los estatutos o de la parte donde
conste su objeto o radio de acción;

III. Relación firmada por los trabajadores que presten ser-
vicios a la empresa, afiliados al sindicato con anterioridad
a la fecha de presentación de la demanda;

IV. Certificación de la autoridad registradora correspon-
diente de que las personas arriba mencionadas se encuen-
tran en el padrón del sindicato, así como la fecha de su ano-
tación.

Si de los documentos exhibidos se desprende que se cum-
ple con los requisitos señalados, la Junta dará trámite a la
demanda.

Artículo 893-B. La prueba idónea para decidir sobre la ti-
tularidad es el recuento de los trabajadores, que se realiza-
rá conforme a lo dispuesto por el artículo 931.

Artículo 893-C. Mientras no se resuelva la titularidad no
se admitirá otra demanda por igual motivo. Resuelta en de-
finitivo la titularidad en favor del demandado el actor no
podrá solicitarla de nuevo hasta transcurrido un año de la
fecha en que el laudo causare estado o en que el actor se
hubiere desistido.

Artículo 898. La Junta, para los efectos del artículo 503 de
esta Ley, solicitará al empleador le proporcione los nom-
bres y domicilios de los beneficiarios registrados ante él y
en las instituciones oficiales; podrá además ordenar la
práctica de cualquier diligencia, o emplear los medios de
comunicación que estime pertinente, para convocar a todas
las personas que dependían económicamente del trabajador
fallecido a ejercer sus derechos ante la Junta.

CAPITULO XIX

Procedimientos de los Conflictos Colectivos de 
Naturaleza Económica

Artículo 902. Estallada la huelga se suspenderá la tramita-
ción de los conflictos de naturaleza económica, pendientes
ante la Junta de Conciliación y Arbitraje y la de las solici-
tudes que se presenten, salvo que los trabajadores mani-
fiesten por escrito, estar de acuerdo en someter el conflic-
to a la decisión de la Junta.

No es aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando
la huelga tenga por objeto lo señalado en el artículo 450,
fracción VI.

Artículo 903. Los conflictos colectivos de naturaleza eco-
nómica podrán ser planteados por los sindicatos de trabaja-
dores titulares de los contratos colectivos de trabajo, por la
mayoría de los trabajadores de una empresa o estableci-
miento, siempre que se afecte el interés profesional, o por
el empleador o empleadores, mediante demanda por escri-
to, la cual deberá contener:

I. Nombre y domicilio del que promueve y los documentos
que justifiquen su personalidad;

II. Exposición de los hechos y causas que dieron origen al
conflicto; y

III. Las pretensiones del promovente, expresando clara-
mente lo que se pide. 

Artículo 904. El promovente, según el caso, deberá acom-
pañar a la demanda lo siguiente:

I. Los documentos públicos o privados que tiendan a com-
probar la situación económica de la empresa o estableci-
miento y la necesidad de las medidas que se solicitan;

II. La relación de los trabajadores que prestan sus servicios
en la empresa o establecimiento, indicando sus nombres,
apellidos, puestos de trabajo, salarios y prestaciones que
perciban, así como antigüedad en la empresa o estableci-
miento;

III. Un dictamen formulado por el perito relativo a la si-
tuación económica de la empresa o establecimiento;



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados637

IV. Las pruebas que juzgue conveniente para acreditar sus
pretensiones; y

V. Las copias necesarias de la demanda y sus anexos, para
correr traslado a la contraparte. 

Artículo 906. La audiencia se desarrollará de conformidad
con las normas siguientes:

I. Si el promovente no concurre a la audiencia, se le tendrá
por desistido de su solicitud;

II. Si no concurre la demandada, se le tendrá por inconfor-
me con todo arreglo. El promovente podrá ratificar, modi-
ficar o ampliar su petición. En los dos últimos supuestos, la
Junta correrá traslado a la parte demandada con la modifi-
cación o ampliación respectiva, señalando una nueva fecha
de audiencia, la que deberá notificarse al demandado con
cinco días de anticipación.

III. Si concurren las dos partes, la Junta, después de oír sus
alegaciones, las exhortará para que procuren un arreglo
conciliatorio. Los miembros de la misma podrán hacer las
sugestiones que juzguen convenientes para el arreglo del
conflicto;

IV. Si las partes llegan a un convenio, se dará por termina-
do el conflicto. El convenio, aprobado por la Junta, produ-
cirá todos los efectos jurídicos inherentes a un laudo;

V. Si no se llega a un convenio, las partes harán una expo-
sición de los hechos y causas que dieron origen al conflic-
to y formularán sus peticiones, y se procederá a ofrecer y,
en su caso, a desahogar las pruebas admitidas, y si algunas
no pueden desahogarse por su propia naturaleza, se señala-
rá día y hora para ello;

VI. (Se suprime.)

VII. La Junta, dentro de la misma audiencia, designará al o
a los peritos que sean necesarios para que investiguen los
hechos y causas que dieron origen al conflicto, otorgándo-
les un término que no podrá exceder de treinta días, para
que emitan su dictamen respecto de la forma en que, según
su parecer, puede solucionarse el conflicto, sin perjuicio de
que cada parte pueda designar un perito para que se asocie
al o a los nombrados por la Junta o rinda dictamen por se-
parado.

Si los peritos designados por la Junta y por las partes no
rinden el dictamen en la fecha señalada, podrán solicitar
una prórroga de quince días. Si concedido el plazo no lo
presentan, se les aplicará una multa hasta de 30 salarios mí-
nimos vigentes en el Distrito Federal, salvo causa justifica-
da. Si los peritos ofíciales nuevamente incumplen se les
aplicará suspensión o separación del cargo. Si el incumpli-
miento procede de un perito de las partes, el afectado po-
drá proponer otro en los cinco días siguientes a la fecha de
vencida la prórroga. Si el perito recientemente nombrado
incumpliera se tendrá al oferente por desistido de esta prue-
ba. En ambos casos el perito omiso será responsable de los
daños y perjuicios que le cause;

VIII. Los trabajadores y los empleadores podrán designar
dos comisiones, integradas con el número de personas que
determine la Junta, para que acompañen a los peritos en la
investigación y les indiquen las observaciones y sugestio-
nes que juzguen conveniente.

Artículo 907. El o los peritos designados por la Junta de-
berán satisfacer los requisitos siguientes:

I. Ser mexicanos, salvo que no los haya en la especialidad
requerida y estar en pleno ejercicio de sus derechos;

II. Estar legalmente autorizados y capacitados para ejercer
la técnica, ciencia o arte sobre el que verse el peritaje, sal-
vo los casos en que no se requiera autorización, pero debe-
rán tener los conocimientos de la materia de que se trate; y

III. No haber sido condenados por delito intencional, san-
cionado con pena privativa de la libertad.

Artículo 909. El o los peritos nombrados por la Junta, rea-
lizarán las investigaciones y estudios que juzguen conve-
niente, y podrán actuar con la mayor amplitud, teniendo,
además de las inherentes a su desempeño, las facultades si-
guientes:

I. Solicitar toda clase de informes y estudios de las autori -
dades y de las instituciones oficiales, federales o estatales
y de las particulares que se ocupen de problemas económi-
cos, como los institutos de investigaciones sociales y eco-
nómicos, las organizaciones sindicales, las cámaras de co-
mercio, las de industria y otras instituciones semejantes;

II. Practicar toda clase de inspecciones en la empresa o es-
tablecimiento y revisar sus libros y documentos; y
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III. Examinar a las partes y a las personas relacionadas con
los trabajadores o con la empresa, que juzguen convenien-
te.

Artículo 910. El dictamen de los peritos deberá contener,
por lo menos:

I. Los hechos y causas que dieron origen al conflicto;

II. La relación entre el costo de la vida por familia y los sa-
larios que perciban los trabajadores;

III. Los salarios medios que se paguen en empresa o esta-
blecimientos de la misma rama de la industria y las condi-
ciones generales de trabajo que rijan en ellos;

IV. Las condiciones económicas de la empresa o empresas
o del establecimiento o establecimientos;

V. La condición general de la industria de que forma parte
la empresa o establecimiento;

VI. Los índices e indicadores estadísticos que tiendan a
precisar la situación de la economía nacional;

VII. Las condiciones generales de los mercados y

VIII. Sus conclusiones.

Artículo 911. El o los dictámenes de los peritos se agrega-
rán al expediente y se entregarán copias a cada una de las
partes.

El secretario asentará razón en autos del día y hora en que
hizo entrega de las copias a las artes, o de la negativa de és-
tas para recibirlas.

Artículo 916. Transcurrido el término para la presentación
de los alegatos, el Auxiliar declarará cerrada la instrucción
y dentro de los quince días siguientes formulará un pro-
yecto de laudo que deberá contener.

I. Un extracto de las exposiciones y peticiones de las par-
tes;

II. Un extracto del dictamen de los peritos y de las obser-
vaciones que hubiesen hecho las partes;

III. Una enumeración y apreciación de las pruebas y de las
diligencias practicadas por la Junta;

IV. Un extracto de los alegatos;

V. Señalará los motivos y fundamentos que puedan servir
para la solución del conflicto y

VI. Los puntos resolutivos.

Artículo 917. El proyecto de laudo se agregará al expe-
diente y se entregará una copia a cada uno de los represen-
tantes de los trabajadores y de los empleadores, ante la Jun-
ta. El Secretario asentará razón en autos del día y hora en
que se hizo entrega de las copias o su negativa para reci-
birlas.

Artículo 918. El Presidente de la Junta citará para la au-
diencia de discusión y votación, que deberá efectuarse den-
tro de los diez días siguientes al en que sean entregadas a
los representantes las copias del proyecto de laudo, y se ce-
lebrará conforme a las reglas establecidas en el artículo 888
de esta Ley.

Artículo 919. La Junta, a fin de conseguir el equilibrio y la
justicia social en las relaciones entre los trabajadores y em-
pleadores, en su resolución podrá aumentar o disminuir el
personal, la jornada, la semana de trabajo, los salarios y, en
general, modificar las condiciones de trabajo de la empre-
sa o establecimiento, sin que en ningún caso pueda reducir
los derechos mínimos consignados en las leyes.

CAPITULO XX

Procedimiento de Huelga

Artículo 920. El procedimiento de huelga se iniciará me-
diante la presentación del pliego de peticiones, que deberá
reunir los requisitos siguientes:

I. Se dirigirá por escrito al empleador y en él se formularán
las peticiones, anunciarán el propósito de ir a la huelga si
no son satisfechas, expresarán concretamente el objeto de
la misma y señalarán el día y hora en que se suspenderán
las labores, o el término de prehuelga;

II. Se presentará por duplicado a la Junta de Conciliación y
Arbitraje más cercana la que procederá a emplazar de in-
mediato; en caso de que se declare incompetente, la remi-
tirá inmediatamente a la que considere competente;

III. El aviso para la suspensión de las labores deberá darse,
por lo menos, con seis días de anticipación a la fecha seña-
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lada para suspender el trabajo y con diez días de anticipación
cuando se trate de servicios públicos, observándose las dis-
posiciones legales de esta Ley. El término se contará a partir
del día y hora en que el empleador quede notificado; y

IV. Si el objeto de la huelga es la firma del contrato colec-
tivo de trabajo, y no existiera otro legalmente depositado,
el Presidente de la Junta le dará trámite al procedimiento
respectivo, expresando el emplazante, bajo protesta de de-
cir verdad, que ha cumplido al presentar su pliego de peti -
ciones con los requisitos del artículo 387.

Satisfechos los requerimientos consignados en el párrafo
anterior, la Junta dictará acuerdo admitiendo el emplaza-
miento a huelga, y procederá en los términos del artículo
siguiente.

Artículo 921. El Presidente de la Junta de Conciliación y
Arbitraje bajo su más estricta responsabilidad hará llegar al
empleador la copia del escrito de emplazamiento dentro de
las cuarenta y ocho horas siguientes a la de su recibo.

La notificación producirá el efecto de constituir al emplea-
dor, por todo el término del aviso, en depositario de la em-
presa o establecimiento afectado por la huelga, con las atri -
buciones y responsabilidades inherentes al cargo.

Artículo 922. El empleador, dentro de las cuarenta y ocho
horas siguientes a la de la notificación, deberá presentar su
contestación por escrito ante la Junta de Conciliación y Ar-
bitraje.

Artículo 923. No se dará trámite al escrito de emplaza-
miento de huelga cuando éste no sea formulado conforme
a los requisitos del artículo 920 o sea presentado por un
sindicato que no sea el titular del contrato colectivo de tra-
bajo, o el administrador del contrato ley, o cuando se pre-
tenda exigir la firma de un contrato colectivo, no obstante
existir ya uno depositado en la Junta de Conciliación y Ar-
bitraje competente. El Presidente de la Junta, antes de ini-
ciar el trámite de cualquier emplazamiento a huelga, debe-
rá cerciorarse de lo anterior, ordenará la certificación
correspondiente y notificará inmediatamente y por escrito
la resolución al promovente. Será causa de destitución del
Presidente de la Junta el que la constancia asiente un hecho
falso o equivocado.

Artículo 924. A partir de la notificación del pliego de pe-
ticiones con emplazamiento a huelga, deberá suspenderse
la ejecución de toda sentencia, así como tampoco podrá

practicarse embargo, aseguramiento, diligencia o desahu-
cio, en contra de la empresa o establecimiento, ni secues-
trar bienes del local en que se encuentren instalados, salvo
cuando antes de estallar la huelga se trate de:

I. Asegurar los derechos del trabajador, especialmente in-
demnizaciones, salarios, pensiones y demás prestaciones
devengadas, hasta por el importe de dos años de salarios
del trabajador,

II. Créditos derivados de la falta de pago de las cuotas al
Instituto Mexicano del Seguro Social;

III. Asegurar el cobro de las aportaciones que el empleador
tiene obligación de efectuar al Instituto del Fondo Nacional
de la Vivienda de los Trabajadores y

IV. Los demás créditos fiscales.

Siempre serán preferentes los derechos de los trabajadores,
sobre los créditos a que se refieran las fracciones II, III y IV
de este precepto, y en todo caso las actuaciones relativas a
los casos de excepción señaladas en las fracciones anterio-
res, se practicarán sin afectar el procedimiento de huelga.

Artículo 927. La audiencia de conciliación se ajustará a las
normas siguientes:

I. La excepción de falta de personalidad promovida por el
empleador se resolverá de manera inmediata y, en caso de
declararla infundada, se continuará con la audiencia en la
que se observarán las normas consignadas por el procedi-
miento conciliatorio ante la Junta de Conciliación y Arbi-
traje en lo que sean aplicables;

II. Si la parte actora no concurre a la audiencia de conci-
liación se le tendrá por no presentada, ordenándose el ar-
chivo del expediente;

III. El Presidente de la Junta podrá emplear los medios de
apremio para obligar al empleador a que concurra a la au-
diencia de conciliación y

IV. Los efectos del aviso a que se refiere el artículo 920
fracción II de la presente Ley, no se suspenderán por la au-
diencia de conciliación ni por la rebeldía del empleador
para concurrir a ella.

Artículo 928. En los procedimientos a que se refiere este
capítulo se observarán las normas siguientes:
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I. Para el funcionamiento del Pleno y de las Juntas Espe-
ciales se observará lo dispuesto en el artículo 620, pero el
Presidente intervendrá personalmente en las resoluciones
siguientes:

a) Falta de personalidad.

b) Incompetencia.

c) Los casos de los artículos 469, 923 y 935. 

d) Declaración de inexistencia o ilicitud de huelga;

II. No serán aplicables las reglas generales respecto de tér-
minos para hacer notificaciones y citaciones. Los notifica-
ciones surtirán efectos desde el día y hora en que quedan
hechas;

III. Todos los días y horas serán hábiles. La Junta tendrá
guardias permanentes para tal efecto;

IV. No serán denunciables en los términos del articulo 710
de esta Ley, los miembros de la Junta, ni se admitirán más
incidentes que el de falta de personalidad, que podrá pro-
moverse, por el empleador, en el escrito de contestación al
emplazamiento, y por los trabajadores, dentro de las cua-
renta y ocho horas siguientes a la en que tengan conoci-
miento de la primera promoción del empleador. La Junta,
dentro de las veinticuatro horas siguientes a la promoción,
con audiencia de las partes, dictará resolución; y

V. No podrá promoverse cuestión alguna de competencia.
Si la Junta, una vez hecho el emplazamiento al empleador,
observa que el asunto no es de su competencia, hará la de-
claratoria correspondiente.

Los trabajadores dispondrán de un término de veinticuatro
horas para designar la Junta que consideren competente, a
fin de que se remita el expediente. Las actuaciones conser-
varán su validez, pero el término para la suspensión de las
labores correrá a partir de la fecha en que la Junta designa-
da competente notifique al empleador haber recibido el ex-
pediente; lo que se hará saber a las artes en la resolución de
incompetencia.

Artículo 929. Los trabajadores y los empleadores de la
empresa o establecimiento afectado, o terceros interesados,
podrán solicitar de la Junta de Conciliación y Arbitraje,
dentro de las setenta y dos horas siguientes a la suspensión
del trabajo, declare la inexistencia de la huelga por las cau-

sas señaladas en el artículo 459 o por no haber cumplido
los requisitos establecidos en el artículo 920 de esta Ley.

Si no se solicita la declaración de inexistencia, la huelga
será considerada existente para todos los efectos legales.

Artículo 930. En el procedimiento de declaración de in-
existencia de la huelga, se observarán las normas siguien-
tes:

I. La solicitud para que se declare la inexistencia de la huel-
ga, se presentará por escrito; acompañada de una copia pa-
ra cada uno de lo empleadores emplazados y de los sindi-
catos o coalición de trabajadores emplazantes. En la solici-
tud se indicarán las causas y fundamentos legales para ello.
No podrán aducirse posteriormente causas distintas de in-
existencia;

II. La Junta correrá traslado de la solicitud y oirá a las par-
tes en una audiencia, que será también de ofrecimiento y
recepción de pruebas, que deberá celebrarse dentro de un
término no mayor de cinco días;

III. Las pruebas deberán referirse a las causas de inexisten-
cia contenidas en la solicitud mencionada en la fracción I,
y cuando la solicitud se hubiere presentado por terceros, las
que además tiendan a comprobar su interés. La Junta acep-
tará únicamente las que satisfagan los requisitos señalados;

IV. Las pruebas se rendirán en la audiencia, salvo lo dis-
puesto en el artículo siguiente. Solo en casos excepciona-
les podrá la Junta diferir la recepción de las que por su na-
turaleza no puedan desahogarse en la audiencia;

V. Concluida la recepción de las pruebas, la Junta, dentro
de las veinticuatro horas siguientes, resolverá sobre la exis-
tencia o inexistencia del estado legal de la huelga; y

VI. Para la resolución de inexistencia, se citará a los repre-
sentantes de los trabajadores y de los empleadores para que
integren la Junta. La resolución se dictará por los que con-
curran y, en caso de empate, se sumarán al del Presidente
los votos de los ausentes.

Artículo 931. Si se ofrece como prueba el recuento de los
trabajadores, se observarán las reglas siguientes:

I. La Junta Federal de Conciliación y Arbitraje requerirá a la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social para que le remita
bajo su más estricta responsabilidad, dentro del término de
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cinco días naturales, el padrón del sindicato, que contenga
la relación de los trabajadores sindicalizados al servicio de
la empresa o establecimiento de que se trate; asimismo, so-
licitará al Instituto Mexicano del Seguro Social para que,
dentro del término de cinco días, exhiba lista de trabajado-
res al servicio del empleador, inscritos ante dicho Instituto,
y requerirá al empleador con los apercibimientos de Ley,
para que dentro del mismo término le exhiba copia de la
nómina de los trabajadores, lista de raya o de asistencia, o
cualquier otro documento que la Junta considere idóneo
para efectuar el recuento, vigente a la fecha de presenta-
ción del escrito de emplazamiento de huelga;

I-Bis. Las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje de-
berán tener disponible el padrón del sindicato que se haya
registrado ante ella y harán los demás requerimientos a que
se refiere la fracción anterior.

II. Una vez recibidos los documentos señalados en la frac-
ción anterior, la Junta los pondrá a la vista de las partes por
un término de tres días para que manifiesten lo que a su de-
recho convenga;

III. Serán considerados trabajadores de la empresa los que
hubiesen sido despedidos del trabajo después de la fecha de
presentación del escrito de emplazamiento;

IV. No se computaran los votos de los trabajadores de con-
fianza, ni los de los trabajadores que hayan ingresado al
trabajo con posterioridad a la fecha de presentación del es-
crito de emplazamiento de huelga;

V. De no haber objeciones de las partes, la Junta elaborará
el padrón con base en el cual se desahogará la prueba de re-
cuento; en caso contrario, señalará día y hora dentro de los
cinco días siguientes, para la celebración de una audiencia
de ofrecimiento y desahogo de pruebas, al término de la
cual resolverá sobre las objeciones planteadas y procederá
a elaborar el padrón para el fin señalado;

VI. La Junta señalará el lugar, día y hora en que deba efec-
tuarse el recuento, la que de considerarlo necesario podrá
solicitar el auxilio de la fuerza pública para llevar a cabo la
diligencia;

VII. El voto será secreto y únicamente tendrán derecho a
ejercerlo los trabajadores de la empresa o establecimiento
que concurran al recuento y que aparezcan en el padrón a
que se refiere la fracción V de este artículo;

VIII. El funcionario de la Junta comisionado para llevar a
cabo la diligencia requerirá a cada trabajador, antes de emi-
tir su voto, que se identifique con credencial de elector vi-
gente o con documento idóneo. En caso de que dicho fun-
cionario tenga elementos suficientes para presumir que
alguna o algunas de las identificaciones presentadas por los
trabajadores sean apócrifas, no les permitirá sufragar, asen-
tando tal circunstancia en el acta correspondiente y dando
cuenta a la Junta;

IX. Al término de la votación se levantará acta circunstan-
ciada en la que se asiente el número de votos y el resulta-
do del recuento, con la que se dará cuenta a la Junta; y

X. Concluido el desahogo de las pruebas, la Junta dictará
resolución en un plazo que no exceda de diez días. De no
hacerlo incurrirá en responsabilidad.

Artículo 932. Si la Junta declara la inexistencia legal del
estado de huelga:

I. Fijará a los trabajadores un término de veinticuatro horas
para que regresen a su trabajo;

II. Deberá notificar lo anterior por conducto de la repre-
sentación sindical, apercibiendo a los trabajadores que por
el solo hecho de no acatar la resolución, quedarán termina-
das las relaciones de trabajo, salvo causa justificada;

III. Declarará que el empleador no ha incurrido en respon-
sabilidad y que de no presentarse a laborar los trabajadores
dentro del término señalado, quedará en libertad para con-
tratar otros; y

IV. Dictará las medidas que juzgue convenientes para que
pueda reanudarse el trabajo.

Artículo 936. Si los huelguistas se niegan a prestar los ser-
vicios mencionados en los artículos 466 y 935 de esta Ley,
el empleador podrá utilizar otros trabajadores. La Junta, en
caso necesario, solicitará el auxilio de la fuerza pública, a
fin de que puedan prestarse dichos servicios.

Artículo 937. Si el conflicto motivo de la huelga se some-
te por los trabajadores a la decisión de la Junta, se seguirá
el procedimiento ordinario o el procedimiento para con-
flictos colectivos de naturaleza económica, según el caso.

Si la Junta declara en el laudo que los motivos de la
huelga son imputables al empleador, condenará a éste a
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la satisfacción de las peticiones de los trabajadores en
cuanto sean procedentes, y al pago de los salarios corres-
pondientes a los días que hubiese durado la huelga. En nin-
gún caso será condenado el empleador al pago de los sala-
rios de los trabajadores que hubiesen declarado una huela
en los términos del artículo 450 fracción VI de esta Ley.

Artículo 938. Si la huelga tiene por objeto la celebración o
revisión del contrato ley, se observarán las disposiciones de
este capítulo, con las modalidades siguientes:

I. El escrito de emplazamiento de huelga se presentará por
los sindicatos coaligados, con una copia para cada uno de
los empleadores emplazados, o por los de cada empresa o
establecimiento, ante la Junta de Conciliación y Arbitraje,
o ante las autoridades mencionadas en el artículo 920 frac-
ción II esta Ley;

II. En el escrito de emplazamiento se señalará el día y la
hora en que se suspenderán las labores, que deberán ser
treinta o más días posteriores a la fecha de su presentación
ante la Junta de Conciliación y Arbitraje.

III. Si el escrito se presenta ante la Junta de Conciliación y
Arbitraje, el Presidente, bajo su más estricta responsabili-
dad, hará llegar a los empleadores la copia del escrito de
emplazamiento directamente dentro de las veinticuatro ho-
ras siguientes a la de su recibo, o girará dentro del mismo
término los exhortos necesarios, los que deberán desaho-
garse por la autoridad exhortada, bajo su más estricta res-
ponsabilidad, dentro de las veinticuatro horas, siguientes a
su recepción. Desahogados los exhortos, deberán devol-
verse dentro del mismo término de veinticuatro horas;

IV. (Se suprime)

TITULO QUINCE

PROCEDIMIENTOS DE EJECUCION

CAPITULO I

SECCION PRIMERA

Disposiciones Generales

Artículo 939. Las disposiciones de este título rigen la eje-
cución de los laudos dictados por las Juntas de Concilia-

ción y Arbitraje. Son también aplicables a los laudos arbí-
trales, a las resoluciones dictadas en los conflictos colecti-
vos de naturaleza económica y a los convenios celebrados
ante las Juntas.

Artículo 940. La ejecución de los laudos a que se refiere el
artículo anterior, corresponde a los Presidentes de las Jun-
tas de Conciliación y Arbitraje y a los de las Juntas Espe-
ciales, a cuyo fin dictarán las medidas necesarias para que
la ejecución sea pronta expedita.

Artículo 945. Los laudos deben cumplirse dentro de los
ocho días siguientes al día en que surta efectos la notifica-
ción.

Las partes pueden convenir en las modalidades de su cum-
plimiento.

Artículo 947. Si el empleador se negare a someter sus di-
ferencias al arbitraje o a aceptar el laudo pronunciado, la
Junta:

I. Dará por terminada la relación de trabajo;

II. Condenará a indemnizar al trabajador con el importe de
tres meses de salario;

III. Procederá a fijar la responsabilidad que resulte al em-
pleador del conflicto, de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 50, fracciones I y II; y

IV. Además, condenará al pago de los salarios vencidos
desde la fecha en que dejaron de pagarlos hasta que se pa-
guen las indemnizaciones, así como al pago de la prima de
antigüedad, en los términos del artículo 162.

Las disposiciones contenidas en este artículo no son apli-
cables en los casos de las acciones consignadas en el artí -
culo 123, fracción XXII, apartado “A” de la Constitución.

Artículo 949. Siempre que en ejecución de un laudo deba
entregarse una suma de dinero o el cumplimiento de un de-
recho al trabajador, el Presidente cuidará que se le otorgue
personalmente. En caso de que la parte demandada radique
fuera del lugar de residencia de la Junta, se girará exhorto
al Presidente de la Junta de Conciliación y Arbitraje o al
Juez más próximo a su domicilio, para que se cumplimen-
te la ejecución del laudo.
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SECCION SEGUNDA

Del Procedimiento del Embargo

Artículo 960. Si llega a asegurarse un título de crédito, se
designará un depositario que lo conserve en guarda, quien
estará obligado a hacer todo lo necesario para que no se al-
tere ni menoscabe el derecho que el título represente, y a
intentar todas las acciones y recursos que la Ley concede
para hacer efectivo el crédito, quedando sujeto, además, a
las obligaciones que impongan las leyes a los depositarios.

Artículo 962. Si los bienes embargados fueren inmuebles,
el Presidente Ejecutor bajo su responsabilidad ordenará,
dentro de las veinticuatro horas siguientes, la inscripción
en el Registro Público de la Propiedad.

Artículo 965. El actor puede pedir la ampliación del em-
bargo:

I. Cuando no basten los bienes embargados para cubrir las
cantidades, por las que se despachó ejecución, después de
rendido el avalúo de los mismos; y

II. Cuando se promueva una tercería y se haya dictado au-
to admisorio.

El Presidente Ejecutor podrá decretar la ampliación si a su
juicio concurren las circunstancias a que se refieren las
fracciones anteriores, sin ponerlo en conocimiento del de-
mandado.

SECCION TERCERA 

Remates 

Artículo 968. En los embargos se observarán las normas
siguientes:

A. Si los bienes embargados son muebles:

I. Se efectuará su avalúo por la persona que designe el Pre -
sidente Ejecutor;

II. Servirá de base para el remate el monto del avalúo; y

III. El remate se anunciará en los tableros de la Junta en el
Palacio Municipal o en la oficina de gobierno que designe
el Presidente Ejecutor.

B. Si los bienes embargados son inmuebles:

I. Se tomará como avalúo el de un perito valuador legal-
mente autorizado, que será designado por el Presidente de
la Junta;

II. El embargante exhibirá certificado de gravámenes ex-
pedido por el Registro Público de la Propiedad, de diez
años anteriores a la fecha en que ordenó el remate. Si en
autos obrare ya otro certificado, sólo se pedirá al Registro,
el relativo al periodo o periodos que aquél no abarque; y

III. El proveído que ordene el remate, se publicará, por una
sola vez, en el Boletín de la Junta, en caso de haberlo, y se
fijará, por una sola vez, en la Tesorería de cada Entidad Fe-
derativa y en el periódico de mayor circulación del lugar en
que se encuentren ubicados los bienes, convocando posto-
res.

En los casos en que el Presidente Ejecutor se percate de
que el avalúo de los bienes es notoriamente inferior o su-
perior a su valor, podrá ordenar la práctica de otro, razo-
nando los motivos por los cuales considera que no es con-
forme al valor del bien.

Se citará personalmente a los acreedores que aparezcan en
el certificado de gravámenes, a efecto de que hagan valer
sus derechos.

Artículo 969. Si los bienes embargados son una empresa o
establecimiento se observará el procedimiento siguiente:

I. Se efectuará un avalúo por perito que se solicitará por el
Presidente de la Junta a la Nacional Financiera S.N.C:, o a
alguna otra institución oficial;

II. Servirá de base para el remate el monto del avalúo;

III. Es aplicable lo dispuesto en la fracción III del apartado
“A” del artículo anterior referente a muebles; y

IV. Si la empresa o establecimiento se integra con bienes
inmuebles, se recabará el certificado de gravámenes a que
se refiere la fracción II del apartado “B” del artículo ante-
rior.

Artículo 970. Postura legal es la que cubre las dos terce-
ras partes del avalúo. La persona que concurra como pos-
tor, deberá presentar por escrito su postura y exhibir en un
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billete de depósito de la Nacional Financiera S.N.C., el im-
porte del diez por ciento de su puja.

CAPITULO II

Procedimiento de las Tercerías y Preferencias 
de Crédito

SECCION PRIMERA

De las Tercerías

Artículo 977. Las tercerías se tramitarán y resolverán por
el Pleno o por la Junta Especial que conozca del juicio
principal, sustanciándose en forma incidental, conforme a
las normas siguientes:

I. La tercería se interpondrá por escrito, acompañando el tí-
tulo en que se funde y las pruebas pertinentes;

II. La Junta ordenará se tramite la tercería por cuerda sepa-
rada y citará a las partes a una audiencia, dentro de los diez
días siguientes, en la que las oirá y después de desahoga-
das las pruebas, dictará resolución;

III. En cuanto al ofrecimiento, admisión y desahogo de las
pruebas, se observará lo dispuesto en los Capítulos XIl,
XVII y XVIII del Título Catorce de esta Ley;

IV. Las tercerías no suspenden la tramitación del procedi-
miento. La tercería excluyente de dominio suspende única-
mente el acto de remate; la de preferencia el pago del cré-
dito; y

V. Si se declara procedente la tercería, la Junta ordenará el
levantamiento del embargo y, en su caso, ordenará se pa-
gue el crédito declarado referente.

SECCION SEGUNDA

De la Preferencia de Créditos

Artículo 979. Cuando exista un conflicto individual o co-
lectivo, los trabajadores podrán solicitar a la Junta, para los
efectos del artículo 113, que prevenga a la autoridad juris-
diccional o administrativa ante la que se tramiten juicios en
los que se pretendan hacer efectivos créditos en contra del
empleador, para que, antes de llevar a cabo el remate o ad-
judicación de los bienes embargados, les notifique para ga-

rantizar el derecho preferente que la Ley les concede en di-
cha disposición.

Si resultan insuficientes los bienes embargados para cubrir
los créditos de todos los trabajadores, se harán a prorrata
dejando a salvo sus derechos.

Artículo 980. La preferencia se sustanciará conforme a las
reglas siguientes:

I. La preferencia deberá solicitarse por el trabajador ante la
Junta en que tramite el conflicto en que sea parte, indican-
do específicamente cuáles son las autoridades ante quienes
se sustancian juicios en los que puedan adjudicar o rematar
bienes del empleador, acompañando copias suficientes de
su petición, para correr traslado, a las partes contendientes
en los juicios de referencia;

II. Si el juicio se tramita ante la autoridad judicial, la Junta
la prevendrá haciéndole saber que los bienes embargados
están afectos al pago preferente del crédito laboral y que
por lo tanto, antes de rematar o adjudicar los bienes del em-
pleador, deberá notificar al trabajador a fin de que compa-
rezca a deducir sus derechos; y

III. Tratándose de créditos fiscales, cuotas que se adeuden
al Instituto Mexicano del Seguro Social, al Sistema de
Ahorro para el Retiro, o aportaciones al Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, bastará
con que la Junta remita oficio a la autoridad que corres-
ponda, indicándole la existencia de juicios laborales, cuyas
prestaciones están pendientes de cubrirse, para que antes
de adjudicar o rematar los bienes del empleador se proce-
da conforme al artículo anterior.

Artículo 981. Cuando en los juicios seguidos ante la Junta
se haya dictado laudo por cantidad líquida o se haya efec-
tuado la liquidación correspondiente, la Junta lo hará saber
a la autoridad judicial o administrativa que haya sido pre-
venida, en los términos del artículo anterior, remitiéndole
copia certificada del laudo, a fin de que se tome en cuenta
el mismo al aplicar el producto de los bienes rematados o
adjudicados.

Si el empleador antes del remate hubiese hecho pago para
librar sus bienes, deberá cubrirse con éste el importe de los
créditos laborales en que se hubiese hecho la prevención.
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CAPITULO III

Procedimientos Paraprocesales o Voluntarios

Artículo 983. En los procedimientos a que se refiere este
capítulo, el trabajador, sindicato o empleador interesado
podrá concurrir a la Junta competente, solicitando oral-
mente o por escrito la intervención de la misma y señalan-
do expresamente la persona cuya declaración se requiere,
la cosa que se pretende se exhiba, o la diligencia que se pi-
de se lleve a cabo.

La Junta acordará dentro de las veinticuatro horas siguien-
tes sobre lo solicitado y, en su caso, señalará día hora ara
llevar a cabo la diligencia ordenará, en su caso, la citación
de las personas cuya declaración se pretende.

Artículo 986. La Junta al recibir el escrito del empleador
comprobará que reúna los requisitos señalados en el artícu-
lo anterior, en cuyo caso, inmediatamente correrá traslado
a los representantes de los trabajadores, para que dentro de
tres días manifiesten lo que a su derecho convenga; trans-
currido el plazo acordará lo conducente.

Si la solicitud del empleador no reúne los requisitos lega-
les, la Junta la desechará de plano.

Artículo 987. Cuando trabajadores y empleadores lleguen
a un convenio o liquidación de un trabajador, fuera de jui-
cio, podrán concurrir ante las Juntas de Conciliación y Ar-
bitraje y las Especiales, solicitando su aprobación y ratifi-
cación, en los términos a que se refiere el párrafo segundo
del artículo 33 de esta Ley, para cuyo efecto se identifica-
rán a satisfacción de aquélla.

En los convenios en que se dé por terminada la relación de
trabajo, deberá desglosarse la cantidad que se le entregue al
trabajador por conceptos de salario, de prestaciones deven-
gadas y de participación de utilidades. En caso de que la
Comisión Mixta de Participación de Utilidades en la em-
presa o establecimiento aún no haya determinado la parti-
cipación individual de los trabajadores, se dejarán a salvo
sus derechos, hasta en tanto se formule el proyecto del re-
parto individual.

Los convenios celebrados en los términos de este artículo
serán aprobados por la Junta de Conciliación y Arbitraje
competente, cuando no afecten derechos de los trabajado-
res y tendrá efectos definitivos, por lo que se elevarán a la
categoría de laudo ejecutoriado.

Artículo 989. Los trabajadores podrán solicitar, por con-
ducto de la Junta de Conciliación y Arbitraje correspon-
diente, que el empleador les expida constancia escrita que
contenga el número de días trabajados y el salario percibi-
do, en los términos señalados por el artículo 132 fracción
VII de esta Ley.

Artículo 991. En los casos de rescisión previstos en el pá-
rrafo final del artículo 47, el empleador podrá acudir ante
la Junta de Conciliación y Arbitraje competente, a solicitar
se notifique al trabajador, por conducto del Actuario de la
Junta, el aviso a que el citado precepto se refiere. La Junta,
dentro de los cinco días siguientes al recibo de la promo-
ción, deberá proceder a la notificación.

El Actuario levantará acta circunstanciada de la diligencia.

TITULO DIECISEIS

RESPONSABILIDADES Y SANCIONES

Artículo 992. Las violaciones a las normas de trabajo co-
metidas por los empleadores o por los trabajadores, se san-
cionarán de conformidad con las disposiciones de este títu-
lo, independientemente de la responsabilidad que les
corresponda por el incumplimiento de sus obligaciones.

La cuantificación de las sanciones pecuniarias que en el
presente título se establecen, se hará tomando como base
de cálculo la cuota diaria de salario mínimo general, vi-
gente en el Distrito Federal, en el tiempo en que se cometa
la violación.

Cuando la multa se aplique a un trabajador, ésta no podrá
exceder al importe señalado en el segundo párrafo del artí-
culo 21 Constitucional.

Artículo 993. Al empleador que no cumpla las normas que
determinan el porcentaje o la utilización exclusiva de tra-
bajadores mexicanos en las empresas o establecimientos se
le impondrá una multa por el equivalente de 15 a 155 ve-
ces el salario mínimo general, conforme a lo dispuesto en
el artículo que antecede.

Artículo 994. Se impondrá multa, cuantificada en los tér-
minos del artículo 992, por el equivalente:

I. De 3 a 155 veces el salario mínimo general, al emplea-
dor que no cumpla las disposiciones contenidas en los ar-
tículos 61, 69, 76 y 77;
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II. De 15 a 315 veces el salario mínimo general, al emplea-
dor que no cumpla las obligaciones que le impone al Capí-
tulo VIII del Título Tercero;

III. De 3 a 95 veces el salario mínimo general al empleador
que no cumpla las obligaciones señaladas en el artículo
132, fracciones IV, VII, VIII, IX, X, XII, XIV y XXII;

IV. De 15 a 315 veces el salario mínimo general, al emplea-
dor que no cumpla con lo dispuesto por la fracción XV del
artículo 132. La multa se duplicará, si la irregularidad no es
subsanada dentro del plazo que se conceda para ello;

V. De 15 a 315 veces el salario mínimo general, al emplea-
dor que no permita la inspección y vigilancia que las auto-
ridades del trabajo practiquen en su establecimiento; y no
observe en la instalación de sus establecimientos las nor-
mas de seguridad e higiene o las medidas que fijen las le-
yes para prevenir los riesgos de trabajo. La multa se dupli -
cará, si la irregularidad no es subsanada dentro del plazo
que se conceda para ello, sin perjuicio de que las autorida-
des procedan en los términos del artículo 512-D;

VI. De 15 a 155 veces el salario mínimo general, al emplea-
dor que viole las prohibiciones contenidas en el artículo
133, fracciones II, IV, VI, VII, XII y XIII.

Artículo 995. Al empleador que viole las normas que rigen
el trabajo de las mujeres y de los menores, se le impondrá
multa por el equivalente de 3 a 155 veces el salario míni-
mo general, calculado en los términos del artículo 992.

Artículo 997. Al empleador que viole las normas protecto-
ras del trabajo del campo y del trabajo a domicilio, se le
impondrá multa por el equivalente de 15 a 155 veces el sa-
lario mínimo general, conforme a lo establecido en el artícu-
lo 992.

Artículo 998. Conforme a lo dispuesto en el artículo 992,
al empleador que no facilite al trabajador doméstico que
carezca de instrucción, la asistencia a una escuela primaria,
se le impondrá multa por el equivalente de 3 a 15 veces el
salario mínimo general.

Artículo 999. Al empleador que viole las normas protecto-
ras del trabajo en hoteles, restaurantes, bares y otros esta-
blecimientos semejantes, se le impondrá multa por el equi-
valente de 3 a 155 veces el salario mínimo general,
conforme a lo establecido en el artículo 992.

Artículo 1001. Al empleador que viole las normas conte-
nidas en el Reglamento Interior de Trabajo, se le impondrá
multa por el equivalente de 3 a 30 veces el salario mínimo
general, conforme a lo establecido en el artículo 992.

Artículo 1003. Los trabajadores, los empleadores y los sin-
dicatos federaciones y confederaciones de unos y otros, po-
drán denunciar ante las autoridades del trabajo las viola-
ciones a las normas del trabajo.

Los Presidentes de las Juntas Especiales y los Inspectores
del Trabajo, tienen la obligación de denunciar al Ministe-
rio Público al empleador de una negociación industrial,
agrícola, minera, comercial o de servicios que haya deja-
do de pagar o pague a sus trabajadores cantidades inferio-
res a las señaladas como salario mínimo general.

Artículo 1004. Al empleador de cualquier negociación in-
dustrial, agrícola, minera, comercial o de servicios que
haga entrega a uno o varios de sus trabajadores de cantida-
des inferiores al salario fijado como mínimo general o ha-
ya entregado comprobantes de pago que amparen sumas de
dinero superiores de las que efectivamente hizo entrega, se
le castigará con las penas siguientes:

I. Con prisión de seis meses a tres años y multa que equi-
valga hasta 50 veces el salario mínimo general, conforme a
lo establecido por el artículo 992, cuando el monto de la
omisión no exceda del importe de un mes de salario míni-
mo general del área geográfica de aplicación correspon-
diente;

II. Con prisión de seis meses a tres años y multa que equi -
valga hasta 100 veces el salario mínimo general, conforme
a lo establecido por el artículo 992, cuando el monto de la
omisión sea mayor al importe de un mes, pero no exceda
de tres meses de salario mínimo general del área geográfi-
ca de aplicación correspondiente; y

III. Con prisión de seis meses a cuatro años y multa que
equivalga hasta 200 veces el salario mínimo general, con-
forme a lo establecido por el artículo 992, si la omisión ex-
cede a los tres meses de salario mínimo general del área
geográfica de aplicación correspondiente.

En caso de reincidencia se duplicarán las sanciones econó-
micas a que se refieren cada una de las tres fracciones de
este artículo.



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados647

Artículo 1005. Al Procurador de la Defensa del Trabajo, o
al apoderado o representante del trabajador, se les impon-
drá sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de
ocho a ochenta veces el salario mínimo general vigente en
el Distrito Federal, en los casos siguientes:

I. Cuando sin causa justificada se abstengan de concurrir a
dos o más audiencias; y

II. Cuando sin causa justificada se abstengan de promover
en el juicio durante el lapso de tres meses.

Artículo 1006. A todo aquel que presente documentos o
testigos falsos, se le impondrá una pena de seis meses a
cuatro años de prisión y multa de 8 a 120 veces el salario
mínimo general vigente en el Distrito Federal. Tratándose

de trabajadores, la multa será el salario que perciba el tra-
bajador en una semana.

Artículo 1008. Las sanciones administrativas de que trata
este título serán impuestas, en su caso, por el Secretario del
Trabajo y Previsión Social, por los Gobernadores de los
Estados o por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal,
quienes podrán delegar el ejercicio de esta facultad en los
funcionarios subordinados que estimen conveniente, me-
diante acuerdo que se publique en el periódico oficial que
corresponda.»

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Túrnese a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


